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LIBRO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 
TITULO X. 
DE LOS RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES DE LOS TRI-
P 	 BUNGLES Y JUECES DE INSTRUCCION. 
Art. 216. Contra las resoluciones del Jnez de instruccion 
podrán ejercitarse los recursos de reforma, apelacion y queja. 
Art. 217. El recurso de reforma podrá interponerse con-
tra todos los autos del Juez de instruccion. El de apelacion 
podrá interponerse únicamente en los casos determinados 
en la ley, y se admitirá en ambos efectos tan solo cuando la 
misma lo disponga expresamente. 
Art. 218. El recurso de queja podrá interponerse contra 
todos los autos no apelables del Juez,y contra las resoluciones 
en que se denegare la admision de un recurso de apelacion. 
Art. 219. Los recursos de reforma 6 apelacion se interpon-
drán ante el mismo Juez que hubiere dictado el auto. 
El de queja se producirá ante el Tribunal superior compe-
tente. 
Art. 220. Será Juez competente para conocer del recurso 
de reforma el mismo ante quien se hubiese interpuesto, con 
arreglo al artículo anterior. 
Será Tribunal competente para conocer del recurso de ape-
lacion aquel á quien correspondiese el conocimiento de la cau-
sa en juicio oral. 
Este mismo será el competente para conocer de la apela-
eion contra el auto de no admision de una querella. 
Será Juez 6 Tribunal competente para conocer del recurso 
de queja, el mismo ante quien se hubiese interpuesto, con 
arreglo al párrafo segundo del art. 219. 
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Art. 221. Los recursos de reforma, apelacion y queja se 
interpondrán siempre en escrito autorizado con firma de Le-
trado. 
Art. 222. El recurso de apelacion no podrá interponerse 
sino despues de haberse ejercitado el de reforma; pero po-
drán interponerse ambos en un mismo escrito, en cuyo caso, 
el de apelacion se propondrá subsidiariamente, por si fuere 
desestimado el de reforma. 
El que interpusiere el recurso de reforma, presentará con 
el escrito tantas copias del mismo cuantas sean las demás 
partes á las cuaies habrán de ser entregadas dichas copias. 
El Juez resolverá al recurso el segundo dia de entregadas 
las copias, hubiesen d no presentado escrito las demás partes. 
Art. 223. Interpuesto el recurso de apelacion, el Juez lo 
admitirá, en uno b en ambos efectos, segun sea procedente. 
Art. 224. Si se admitiere el recurso en ambos efectos, se 
mandará remitir los autos originales al Tribunal que hubiere 
de conocer de la apelacion, y emplazar las partes para que 
se personen- ante este en el término de quince ó diez dias, 
segun que dicho Tribunal fuere el Supremo ó la Audiencia. 
Art. 225. Si el recurso no fuere admisible más que en un 
solo efecto, se mandará sacar testimonio del auto apelado, 
de los demás particulares que el apelante pidiere y fueren de 
dar, teniendo presente en su caso el carácter reservado del 
sumario, y de los que el Juez acordare de oficio. 
Este testimonio se expedirá por el Secretario en el plazo 
más corto posible, que se fijará en la resolucion en que se or-
dene su expediciori. 
Art. 226. Para el sefialamiento de los particulares que ha-
yan de testimoniarse, no podrá darse vista al apelante de los 
autos que para él tuvieren carácter de reservados. 
Art. 227. Puesto el testimonio, se emplazará á las partes 
para que, dentro del término fijado en el art. 224, se perso-
nen en el Tribunal que hubiere de conocer del recurso. 
Art. 228. Recibidos los autos en el Tribunal superior, si en 
el término del emplazamiento no se hubiere personado el ape-
lante, se declarará de oficio desierto el recurso, comunicán-
dolo inmediatamente por certificacion al Juez, y devolviendo 
los autos originales si el recurso se hubiese admitido en am-
bos efectos.  
Art. 229. Si el apelante se hubiese personado, se le dará 
vista de los autos por término de tres dias para instruccion. 
Despues de él seguirá la vista, por igual término, á las de-
más partes personadas, y, por último, al Fiscal, si la causa 
fuese por delito de los que dan lugar á procedimiento de ofi- 
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cio, o de aquellos que puedan perseguirse, prévia denuncia 
de los interesados. 
Sin embargo de lo dispuesto en los párrafos anteriores, no 
se dará vista á las partes de lo que fuese para ellas de carác-
ter reservado. 
Art. 230. Devueltos los autos por el Fiscal, ó si éste no 
fuere parte en la causa, por la última de las personas á quien 
se hubiesen entregado, señalará dia para la vista, en la que 
el Fiscal, si fuere parte, y los defensores de las demás podrán 
informar lo que tuvieren por conveniente á su derecho. 
Art. 231. Las partes podrán presentar, antes del dia de 
la vista, los documentos que tuvieren por conveniente en jus-
tificacion de sus pretensiones. 
No será admisible otro medio de prueba. 
Art. 232. Cuando fuere firme el auto dictado, se comuni- 
cará al Juez para su cumplimiento, devolviéndole el proceso 
si la apelacion hubiese sido en ambos efectos. 
Art. 233. Cuando se interpusiere el recurso de queja, el 
Tribunal ordenará al Juez que informe en el corto término 
que al efecto le señale. 
Art. 234. Recibido dicho informe, se pasará al Fiscal si la 
causa fuere por delito en que tenga que intervenir, para que 
emita dictámen por escrito, en el término de tres dias. 
Art. 235. Con la vista de este dictámen, si le hubiere y del 
informe del Juez, el Tribunal resolverá lo que estime justo. 
El auto que se dicte no podrá afectar el estado que tuviere 
la causa cuando el recurso se haya interpuesto fuera del tér-
mino ordinario de las apelaciones, sin perjuicio de lo que el 
Tribunal acuerde en su dia cuando llegue á conocer de aquella. 
Art. 236. Contra los autos de los Tribunales de lo crimi-
nal, podrá interponerse el recurso de súplica ante el mismo 
que los hubiese dictado. 
Art. 237. Se exceptúan aquellos contra los cuales se otor-
gue expresamente otro recurso en la ley. 
Art. 238. El recurso de súplica contra uif auto de cual-
quier Tribunal, se sustanciará por el procedimiento señalado 
para el recurso de reforma que se entable contra cualquier 
resolucion de un Juez de instruccion. 
I. 
No por presuncion de error, que la contraria de 
acierto y rectitud revisten á priori las decisiones judiciales: como tributo imperioso é ineluble im 
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puesto a la falibilidad humana consagran las leyes, 
y antes que ellas la razon filosófica, juntamente con 
la subsistencia y eficacia de los acuerdos judiciales 
demandados por los fines sociales á que responde la 
organizacion de la justicia, en cuanto se expresen 
dentro de la competencia atribuida y de las solem-
nidades prestablecidas, los modos adecuados de po-
ner remedio á equivocaciones en ellos posibles, con 
agravio de derechos dignos de ser reconocidos y de-
clarados. 
Esos remedios, cuyo ejercicio provoca la ratifica-
cion 6 la derogacion del acuerdo impugnado, por el 
mismo que le dictó 6 por entidad superior en j erar-
quía, contrariarian los propios fines de su estableci-
miento, si quedara abandonado su uso á personal 
arbitrio, á indefinido plazo ó á inacabable sucesion 
de reclamaciones. Entonces, en vez de obtenerse de-
finiciones inalterables de derecho restauradoras de 
la paz perturbada por la violacion, jamás acabariau 
las contiendas judiciales, como no las pusiera rema-
te la sumision voluntaria de uno de los litigantes; y 
la justicia seria en rigor vana palabra sin objetivi-
dad real, y los Tribunales organismos docentes en-
cerrados en un mundo de teorías y de doctrinas 
condenadas a ineficacia perpétua en la vida. 
Siempre se hallan los hombres expuestos á equi-
vocarse, los sabios y los ignorantes, los rectos y los 
negligentes, los de modesta jerarquía como los de 
conspicua posicion, pero la sociedad necesita la ob-
servancia rigurosa de la disciplina que la mantiene 
como cuerpo armónico apto para desenvolverse en 
las vías de un incesante pgogreso, y no aspira á la 
utopia de alcanzar en todo caso la posesion de lo ab-
soluto que la está negada, por más que sea su aspira-
cion, como la del individuo, el acicate impulsor de 
todas las empresas nobles de su inagotable actividad. 
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La política del Derecho, , al derivar de purísimos 
manantiales que de sus principios brotan las cor-
ientes llamadas á fertilizar el áspero suelo de la 
realidad, tiende como á norte director hácia el ideal; 
adivínale como tierra de promision, término feliz de 
sus esfuerzos y lugar de descanso definitivo y repa-
rador de sus luchas y de sus fatigas y de muchos 
de sus dolores; mas no abriga la insana pretension 
de lograr su destino, ni la más loca de prescindir 
para ello de las ventajas que le ofrecen conquistas 
parciales y seguras ganadas por etapas. Siente la 
urgencia de la estabilidad, el mal de la incertidum-
bre, y á costa de propia experiencia los peligros del 
casuismó, por cuyas anchas mallas escapa con fre-
cuencia aquello mismo que con ellas se quiere su-jetar, y obediente á su más elemental deber, el de 
procurar la justicia tan cercana á la verdad cuanto 
es posible á ella aproximarse, pone prudente coto 
al ejercicio de derechos, en razon y en doctrina, 
imprescriptibles, en la práctica sujetos á condicion. 
Para eso y por ello señala plazos precisos á las 
reclamaciones, y por lo mismo limita en el tiempo 
y en el número los recursos establecidos para la re-
forma 6 rectificacion de los errores. 
De lo primero se ocupa esta ley eñ el tít. 9. 0; de 
lo segundo trata este.  
II. 
Al decir algo sobre esta materia, en fácil explica- 
cion de su sentido, conviene comprobar los linde-
ros del campo trazado por el legislador. El epígrafe 
del TÍTULO indica co.mprension mayor que la del ar-
ticulado. Claramente excluye de sus preceptos las 
resoluciones de los Jueces municipales; habla no 
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más de las dictadas por Tribunales y Jueces de 
instruccion, y así elimina las de esos Juzgados, 
primer escalon de la jerarquía y del organismo ju-
dicial. Sin embargo, como contra ciertas resolucio-
nes de los Jueces municipales se conceden recursos 
de queja y (1) de apelaciou (2) será forzoso, cuando 
se promuevan, acomodar a estas disposiciones su 
trámite, para no seguir un procedimiento arbitra-
rio falto de justificacion. 
Así como contra las sentencias pronunciadas en juicio de faltas se otorga el de apelacion señalado 
en el libro 6.0 de esta ley, contra otros autos 6 pro-
videncias distintos de los antes expresados no se 
concede ninguno. Si el Juez municipal obra por ju- 
risdiccion propia cual en esa materia de las faltas, 
por solo ser admisibles los que la ley otorga, y no 
equivaler su silencio á concesion. Si ejerce á pre-
vencion 6 delegado por el Juez instructor en causa 
por delito, porque el radicar en este la competencia 
se reserva, fuera de la vía de recurso, de oficio 6 á 
instancia de parte, el derecho de modificar 6 en-
mendar las resoluciones del Juez delegado, ya que 
en tales casos no trasmitió la jurisdiccion, sino de 
modo precario su ejercicio. 
- 
Tampoco se ocupa el TÍTULO presente de todas 
las resoluciones judiciales ni de cuantos recursos 
se autorizan contra ellas. 
De las tres clases de resoluciones en cuyas fór-
mulas encierran los Jueces y Tribunales sus decre-
tos: providencias,. autos y sentencias, solo trata de 
los autos. A pesar de ser medios por cuya virtuali-
dad puede obtenerse la derogacion•de esas decisio- 
(1) Artículo 95 en las recusaciones de los Asesores. 
(2) Artículos 27, 30, 32 y 78 en las competencias y recu-
saciones. 
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nes, no se ocupa de los recursos de casacion y de 
revision, con lo cual denuncia la inexactitud de la 
rúbrica que para ser armónica con el contenido del 
TÍTULO y resúmen de este, debió referirse á algunas 
de las resoluciones y á algunos de tos recursos, ya 
que solo los de reforma, apelacion y queja contra 
los acuerdos de los Jueces de instruccion, y de los 
de súplica contra los de los Tribunales, stn en rea-
lidad su objeto. 
Las ligeras indicaciones sobre este TÍTULO han de 
ceñirse al cuadro trazado por sus preceptos. No 
sin observar que los recursos de casacion y de re-
vision son objeto de la ley en otros á ello especial-
mente destinados, así como el de audiencia en jus-
ticia; y que si un cierto método la hubiera decidido 
A comprenderles en este, para agrupar materias 
de indudable relacion y analogía, los rigores de él 
no le hubieran Llevado á juntar todos esos recur-
sos, de un modo ó de otro encaminados á la in-
subsistencia de las resoluciones, los de responsabili-
dad judicial, cuyo nombre no justifica su ineficacia 
respecto de la resolucion judicial que les produzca. 
Más que el nombre impropio de recursos merecen 
el de accion 6 derecho, porque esto son en realidad, 
no remedios otorgados contra el agravio posible de 
una resolucion judicial. • 
Las providencias quedan fuera de estos precep-
tos. Los arts. 217 y 218 dicen que los.recursos de re-
forma, de apelacion y de queja podrán interponerse 
contra los autos del Juez de instruccion, y los autos 
no son providencias. Si por olvido de estos preceptos 
generales, 6 lo que es más verosímil, por error mate-
rial, se supone en los-arts. 646 y 647 que hay pro-
videncias apelables, cuando se ordena al Juez ins-
tructor que remita al Fiscal testimonio de todas las 
providencias 6 autos apelables, este supuesto tendria 
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consecuencias siendo exacto, y para serlo, fuera pre-
ciso, toda vez que el recurso de apelacion no proce-
de más que en los casos señalados por la ley, que 
esta en alguno de providencia así lo determinase, y 
lo cierto es que to lo determina respecto de ningu-
na providencia. 
Con recordar que esos sencillos decretos tienen 
por único objeto la sustanciacion de los procesos, 
se conoce la razon de la ley, en otra ocasion apun-
tada, al no conceder recurso ninguno 'contra ellas. 
Su falta de trascendencia á los intereses ventilados 
en la causa decidió al legislador a excluirlas de re-
clamacion. No se dice así expresamente, pero resul-
ta evidente de la simple lectura de este TÍTULO. Sin 
embargo, por leves que parezcan las providencias, 
y aun lo sean generalmente, como en el buen órden 
del procedimiento se interesan las partes, y simples 
traslados a destiempo afectan indirectamente á la 
mejor defensa de los derechos de cada una, mejor 
asegurados estarian todos con que las providencias 
fueran de algun sencillo modo reclamables, siquie-
ra por el respeto debido á los trámites legales, que 
algo importan siempre, sobre todo en el período del juicio y en la casacion. En esta parte responde más 
á aquel objeto la ley de Enjuiciamiento civil. La 
armonía entre una y otra exige además la reforma 
de alguna de las dos; que no hay en verdad razon 
que abone diferencias. 
El no concederse recurso contra las providencias 
renueva contienda antigua, acerca de las facultades 
del Juez 6 del Tribunal para alterarlas motu proprio. , 
Calla la ley sobre este particular interesante que 
tanto movió las plumas de los tratadistas de dere-
cho procesal en pasados tiempos, respecto de las 
entonces llamadas sentencias interlocutorias; y aun-
que la discusion es de reducido interés al presente, 
1 
*o-  
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en materia criminal sobre todo, antecedente no des-
preciable de autoridad constituye aquella general 
opinion de ser reformables de esa manera las que 
no tenian carácter de definitivas 6 no determinaban 
un estado especial del proceso, porque bien puede 
creerse que cuantos proclamaron la máxima erudece 
ab interlocutorio semper discedere potest, autorizarian 
sin vacilacion el cambio expontáneo de las interlo-
cuciones, hoy llamadas providencias. Así debe ser. 
Cuando el derecho .se define y se declara, la com-
petencia del Juez 6 del Tribunal, tiene limitacio- 
nes por causa de la materia y. por razon de tiem-
po; aquéllas, para determinar su jurisdiccion, és-
tas otras, para sefíalar el momento de su decision. 
Dictada, cesa su autoridad; ejerce y consume su jurisdiccion y no tiene derecho á que se le de- 
vuelva sin prévia declaracion de nulidad obtenida, 
en la vía de recurso. Esto que es sustancial en 
cuanto á las sentencias, y en cierto modo respecto 
de los autos decisivos de incidentes 6 de pretensio-
nes de las partes, no alcanza a las meras providen-
cias, que no causan estado, ni otorgan, ni niegan 
derecho. 
Reguladoras del procedimiento ningun derecho 
declarado se opone a la expontánea rectificacion 
del error cometido, de posible trascendencia á todo 
el Orden procesal en cuya regularidad estriban las 
garantías de los derechos en él afectados. 
Sefialado, de manera suficiente á facilitar la ex-
ploracion, el terreno en que el legislador ha que-
rido moverse, con independencia de las imposicio-
nes del método, algo ha de decirse respecto de cada 
• 
14 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
uno de los recursos que aquí establece y regla-
menta. 
De cuatro habla solamente: 
1.0 Del de reforma. 
2.0 Del de apelacion. 
3.0 Del de queja, y 
4.0 Del de súplica. 
Los tres primeros proceden contra los autos del 
Juez instructor: el cuarto, igual en todo, menos en 
el nombre, al de reforma, procede contra algunos 
autos de los Tribunales. 
(a) 
Recurso de REFORMA.—Ningun otro descansa so-
bre más racional fundamento. Tiene de comun con 
los demás recursos judiciales, el ser instrumento de 
modificacion, de cambio, de la derogacion de acuer-
do ya tomado, para privarle de su fuerza ejecutiva. 
De especial el que, en vez de acudirse á Juez mayor 
para lograrla, se impetra del mismo que la adoptó, 
por si informes incompletos, datos deficientes ó mal 
entendidos ó explicados, olvidos 6 distracciones oca-
sionadas en el cúmulo de negocios ordinariamente 
solícitos de sus cuidados indujeron al supuesto 6 
real error. Invita al Juez á nueva meditacion, á más 
detenido exámen del asunto, á la consideracion de 
hechos 6 de circunstancias acaso de influencia deci-
siva, a la ponderacion y juicio de raaonamientos ju-
rídicos no expuestos antes 6 desatendidos; en una 
palabra, advierte de la posibilidad de un agravio y 
provoca su inmediata separacion. Nada más natural 
ni más respetuoso á la vez de la autoridad judicial 
que impetrar de nuevo su consideracion hácia lo 
acordado. 
El recurso es en rigor antiguo, y si la historia no 
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suministra datos incontestables que proclamen su 
prioridad sobre los demás, la razon adivina su pre-
existencia, induciendo á presumir que hasta en la 
forma judicial más rudimentaria y primitiva, en 
la patriarcal,' el jefe de familia 6 de tribu no deja-
ría de oir, para atenderlas 6 no, las observaciones 
de aquellos á quienes juzgara, acerca de la justicia 
y oportuuidad de sus probablemente, seguramente, 
inapelables decisiones. 
e En las leyes del Fuero Juzgo (1) tomó ya ese re-
medio efectividad en cuanto el ministerio protector 
de los obispos se ejercia cerca de los Jueces para 
amonestarles a la reforma de sus resoluciones in-justas. 
Las leyes posteriores, inspiradas en el principio , 
generalmente admitido de no ser susceptibles de re-
curso las sentencias interlocutorias, sino por excep-
cion 6 por su carácter definitivo, no se cuidaron de 
reglamentar las condiciones ni la materia de este 
ventajosísimo recurso. 
Las modernas lo hacen, admitiéndole contra to-
dos los autos del Juez de instruccion (2) cualquiera 
que sea su carácter. 
Su índole propia exige que se interponga ante el 
mismo Juez (3) y si reclama como condicion formal, 
al igual de los demás recursos, que su interposicion 
se autorice con firma de Letrado (4), y aunque no 
se expresa en la ley, necesariamente con la de Pro-
curador, que es el obligado representante de las 
partes en el juicio, tiene ello por objeto evitar las 
exajeraciones de los propios interesados. Sometido 
(1) Ley 28, tít. i °, libro 2." 
(2) Artículo 217. 
(8) Artículo 219. 
(4) Artículo 221. 
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el recurso á la competencia del propio Juez, quien le 
deduzca ha de exponer, al hacerlo, las razones que 
abonen su pretension, por no otorgarse otra audien-
cia, y habrá á la vez de acompañar tantas copias 
del escrito cuantas sean las demás partes, á fin de 
que estas, a quienes han de entregarse, aleguen so-
bre él lo que á su derecho convenga, si lo estima-
ren conveniente, dentro del término de segundo dia 
á la conclusion del cual el Juez ha de resolver. 
Tan importante considera la ley, y con justicia, 
el recurso de reforma, mediante el cual, como antes 
se decia, por contrario imperio, es decir, en uso de la 
misma potestad ejercida al acordar, el Juez modifi-
ca 6 deroga lo resuelto con error, que le constituye 
en prévia condicion del de apelacion, cuya virtuali-
dad depende de su eficacia (1). 
(b) 
Recurso de APELACION.—Nota característica de 
este recurso es al presente, y ha sido siempre, la 
competencia de un Juez superior, Sobre-Juez que 
decia la ley de Partida (2), para resolver acerca de 
lo acordado por el inferior, y consiguientemente la 
produccion de nueva instancia. 
La historia del derecho enseña, á la par de la an-
tigüedad, la universalidad de este recurso, eviden-
ciada, en todos los pueblos en donde de alguna ma-
nera sistemática se halló organizada la justicia, por 
la diversidad de jerarquías de los respectivos Tri-
bunales que principalmente á estos fines sirve, po-
niendo la autoridad de los más altos sobre la de 
los ménos caracterizados. 
(1) Artículo 222. 
(2) Ley 1.a, tit. 4.°, Partida SA 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 	 17 
La larga é instructiva historia de los recursos de 
apelacion, que se junta de inseparable modo á la de 
las instituciones judiciales, tiene reducida importan-
cia en lo concerniente al procedimiento criminal, 
desde que han concluido las instancias en 
 los jui-
cios por delito, para subsistir sólo en los motivados 
por las faltas. La apelacion no recae sobre las sen- 
tencias, que se atacan por otros medios, ni aun s o-
bre autos de análoga fuerza, hállense 6 no sometidos 
á enmienda, sino sobre los que pudieran decirse in-
terlocutorios, tomando ese apellido de las prácticas 
y leyes antiguas. De éstos, por tanto, es de los que 
la actual se ocupa en este TÍTULO. Informan, sin em-
bargo, sus preceptos, tradiciones doctrinales no ex-
presadas en disposiciones concretas como pudieran, 
y acaso debieran haberlo sido. 
Con el nombre de appellatio ad populum y de pro-
vocatio, fué conocida en Roma; lo fué tambien antes 
en Grecia, como en el pueblo hebreo, el remedio 
que la ley de Partida llamó alzada, 6 sea (1) la que-
rella que alguna de las partes face de juicio que fuere 
dado contra ella, llamando é recorriéndose á enmien-
da de mayor Juez. Estos recursos, desconocidos en 
la Iglesia Católica, acaso hasta las falsas Decreta-
les, en aquellos pueblos y en nuestra patria, se di-
rigian exclusivamente contra las sentencias definiti-
vas, llegando hasta el Soberano, el pueblo ó el Em-
perador en Roma, el Rey en España (2), unas veces 
de grado á grado, no pocas omiso medio, pasando 
sin tocar jurisdicciones intermedias, salvo aquellos 
casos señalados en que se prohibia la apelacion á 
causa de la gravedad de los delitos (3) y de la ur- 
1) Ley 1.a, tít. 28, Partida 3.a 
(2) Ley 22, tít. 1. 0, libro 2.° del Fuero Juzgo, y 32, tít. 9. ° 
Partida 3.a 
(3) Ley 16, tít. 13, Partida 3.a 
Enjuic. cram.—T. M. 	 2 
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gencia de su castigo, mientras no fué realmente de-
rogado precepto tan extraordinario (1) y contradic-
torio de los principios procesales, en los que todo 
derecho debe encontrar defensa y garantía. 
Ahora, en lo criminal, las sentencias sobre delito 
no son apelables. Los dictados de la ciencia abrie-
ron paso franco á la iinica instancia, por reconocer-
se, de una parte el singularísimo mérito de la orali-
dad del juicio, mediante la cual, las pruebas pasan 
á la vista del juzgador con difícil si no imposible 
reproduccion, y de otra, que si las garantías más 
firmes de la justicia se hallan en los Tribunales su-
periores, por el número y la ilustracion y la inde-
pendencia de sus miembros, no hay razon para 
no someter desde luego á ellos á los justiciables, 
con economía de tiempo y de gastos, y, sobre todo, 
para la más acertada y pronta resolucion de las 
contiendas judiciales. 
Bueno es hacer constar, ya que tanto se procla-
ma nuestro atraso en todos los órdenes del Derecho, 
con antipatriótica exajeracion que cede más de lo justo en descrédito al exterior, que hoy España, 
merced á la ley de Enjuiciamiento vigente, se ade-
lanta en esta materia interesante á otras naciones 
que nos niegan, para disputarla entre sí, primacía 
que tenemos ganada. 
Hasta en la Gran Bretaña, cuyos procedimientos 
y organizacion judiciales difieren radicalmente de 
los del Continente, afecta un cierto carácter de ins-
tancia el derecho de lbs Jueces de someter al acuer-
do de sus colegas, antes de decidir, dificultades ju-
rídicas surgidas en los juicios, y la facultad de los 
mismos Jurados en casos de duda, en cuanto al ca-
rácter punible de los hechos, para deferir su califi- 
(1) Ley 1.a, tít. 20, libro 11, Novísima Recopilacion. 
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acion á los Tribunales superiores, como se ha visto 
recientemente en uno notable de antropofágia esti-
mulada por el hambre. Hoy acentúan esos rumbos 
en aquel Estado, un proyecto de reforma de la le 
gislacion criminal (criminal Law Amendment bill), 
pendiente en el Parlamento que tiende a establecer 
un segundo grado de jurisdiccion en materia penal 
á título de garantía de los acusados, como ya se 
estableció, aunque por otro motivo y con distinta 
tendencia, para Irlanda, respecto de las Comisiones 
de tres Jueces, á quienes se dispensó autoridad para 
conocer de ciertos crímenes sin la intervencion del 
tradicional Jurado (1). 
En Francia, en Italia, en , Portugal y en Bélgica, 
subsiste la doble instancia para lo t'orreecional, para 
los delitos que nosotros llamamos ménos graves. En 
Austria y Alemania acontece algo semejante. 
En Austria, la apelacion sólo está admitida sobre 
la aplicacion de la pena y los intereses civiles, y no 
sobre la culpabilidad, lo que en rigor es cuestion 
de derecho que no priva de importancia al resulta- 
do del juicio oral, y lo mismo se admite contra las 
resoluciones de los Tribunales de primerà instancia 
que contra los en que interviene el Jurado (artícu-
los 283 y 345 del Código de procedimiento penal). 
En Alemania, despues de interesantes discusio-
nes, se rechazó el proyecto del Gobierno, que pro- 
pompa la supresion de la apelacion en materia penal, 
como incompatible con la oralidad de los debates, 
y al cabo el Código procesal abrió la vía de tal re- 
(1) Ley de 12 de Julio de 1882 au Act for the Prevention 
of crime in Ireland. 
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curso contra las 
 sentencias de los Tribunales de Es 
cabinos, á causa 
 de ofrecer su procedimiento meno-
res garantías 
 para el inculpado que el seguido ante 
otras jurisdicciones, 
 por faltar una instruccion pre 
via, y componerse 
 el Tribunal de un solo Juez-
letrado y de dos legos. 
Con esto se 
 advierte que esta desconsiderada Es-
paña tiene 
 algo de que envanecerse, la identidad de 
las jurisdicciones, 
 puesto que iguales garantías re-
gulan el juicio 
 de todos los delitos, realzando así la 
importancia jurídica y social del juicio público y 
de la administracion oral de las pruebas, cuya repe-
ticion las debilita cuando no las destruye. 
La apelacion es en nuestro derecho recurso que, 
con la excepcion indicada de las faltas, y otra no más, . 
que despues se dirá, sólo afecta á los actos del Juez 
de instruccion, en el procedimiento por delitos 
cometidos en la Peninsula y en islas adyacentes. 
Todos esos autos son impugnables por el de re-
forma; por el de apelacion no más que aquellos 
contra los cuales  expresamente se concede (1), y eso 
despues de ejercitado aquel sin éxito, 6 por lo 
ménos, despues  de entablado como principal (2). 
Su interposicion  requiere la propia formalidad 
que al otro se  exige: escrito autorizado con firma de 
Letrado (3),  - dirigido al propio Juez, a quien ya no 
se piden las cartas  testimoniales (litteræ dimisorice 
ó apostoli), para acudir con ellas al Sobre juez, y justificar así el  derecho y trámite de alzada, sino 
pura y simplemente  que admita el recurso que  no 
es necesario  razonar, por depender de otro Juez y 
(1) Artículo 217. 
(2) Artículo 222. 
(3) Artículo 221. 
ENJIIIOIAMIENTO OItIMINAL. 	 21 
•carecer el á quo de jurisdiccion para examinar sus 
fundamentos jurídicos. Tiene éste, sin embargo, com-
petencia para rechazarle cuando no se deduzca en 
tiempo hábil, dentro del término señalado; cuando 
no se formule de manera legal, con direccion de Le-
trado; cuando no le deduzca quien para ello tenga 
derecho, ó cuando se dirija contra resolucion que 
no sea de él susceptible. La admision del recurso, 
propia del Juez á quo, se subordina al cumplimien-
to de estas .formalidades y á la materia sobre que 
recaiga. Respecto del término, dichas quedan en 
otro lugar las consecuencias del trascurso del conce-
dido para reclamar. 
.En cuanto á la firma de Letrado, la disposicion 
del art. 221 la erige en condicion indispensable; no 
quiere que la resolucion del Juez se átaque sin esa 
garantía, adecuada para prevenir impugnaciones 
improcedentes, y acaso obedientes á la ofuscacion 
del interés personal. 
Guarda la ley silencio acerca de las personas a 
quienes competa el ejercicio de ese derecho de ape-
lacion. Las dudas que de él nazcan deben, no obs-
tante, resolverse por las doctrinas y los-principios 
generales de derecho. Con decir que puede apelar el 
que se crea agraviado con la resolucion, se fija cier-
tamente una regla procesal de todo punto incontro-
vertible, olvidada cuando por ese medio se pretende 
impugnar acuerdo dictado de conformidad con las 
pretensiones del apelante, sin tenerse en cuenta, 
además del aforismo 
 : Non soient audiri appelante 
nisi hi quorum interest, que es un principio observa-
ble que nadie puede ir contra sus propios actos; el 
cual por identidad de razon, lo mismo comprende 
la materia civil, en donde con repeticion se vé san-
cionado por la jurisprudencia, como la penal, en la 
que más 6 ménos directamente ha obtenido tambien 
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declaracion autorizada en sentencia de la Sala 2.a del 
Tribunal Supremo, de Junio de 1885. 
Ya las leyes de Partida (1) reconocieron el dere-
cho de apelar todos aquellos a quienes perjudicara : 
la sentencia, aunque no fueran parte en la causa ,. 
 siempre que les perteneciese la pro et el daño que ve-
niere de aquel juicio. De este precepto se deduce que 
el Ministerio fiscal, parte obligada en los procesos , 
por delito público; el querellante, mantenedor de la 
accion en el sumario; el procesado, contra quien ella 
6 la investigacion judicial se dirigen, tienen indu-
dable derecho á ejercitar el recurso de apelacion, y 9 
á más de ellos, cualquiera otra pérsona á quien di-
rectamente afecte la resolucion, pero que ninguna -
de ellas le tendrá más que en cuanto realmente se 
afecte el suyo respectivo, puesto que el recurso se 
halla establecido y se concede para corregir la lesion 
causada. 
Para saber cuáles resoluciones son apelables, nb 
es preciso atender, como antes, a su índole y carác-
ter: únicamente en los casos determinados en la ley po-
drá interponerse el recurso de apelacion; de suerte 
que cuando la ley expresamente no otorgue el  re-
curso, habrá de rechazarse si se interpone. Con ese 
precepto queda simplificada una materia que á tan-
tos debates di6 motivo. 
El recurso de apelacion no produce siempre igua-
les efectos. Unas veces suspende la ejecucion de l . 
auto contra el cual se dirige; otras no detiene la ac-
cion del Juez; siempre defiere al superior el acuerdo 
de la subsistencia 6 revocacion de lo resuelto. 
De aquí lo que los prácticos llamaron el efecto de-
volutivo y el suspensivo, y las frases ya consagradas 
de ser las apelaciones procedentes en uno 6 en am- 
(1) 2.a y 4.a, tít. 2E de la S.` 
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bos efectos, que aunque impropias, su corriente uso 
y sentido autorizan su continuacion. 
El efecto devolutivo tiene la virtud de remitir la 
cuestion decidida a la resolucion del Tribunal supe-
rior, y así se nombra porque devuelve a este 6 tras-
mite la jurisdiccion del Juez á quo. 
El efecto suspensivo produce la suspension de la jurisdiccion de este Juez para ejecutar lo acordado 
y continuar en el conocimiento del proceso hasta 
tanto que el superior resuelva el recurso. Nada pue-
de innovar, segun dicen las leyes 26 y 27, tít. 23, 
Partida 3.a 
El efecto devolutivo es natural é imprescindible 
consecuencia de toda apelacion: no seria recurso, si 
no sometiera á otra autoridad el conocimiento y  de-
cision del punto controvertido. 
El suspensivo no siempre se causa. En esta parte 
nuestra ley es explícita. No sigue aquellas tradicio-
nes de nuestro derecho de las Partidas, que declara-
ban como regla general el efecto suspensivo de las 
apelaciones, entonces solo admitidas contra las sen-
tencias definitivas, 6 contra las interlocutorias que 
causaban estado 6 perjuicio irreparable; ha estable-
cido la contraria porque á los autos del Juez ins-
tructor no es inherente el carácter definitivo, ni su 
perjuicio irreparable, el de que tan solo cuando la . 
misma lo disponga expresamente sea la apelacion 
admisible eu ambos efectos, 6 lo que es idéntico, en 
el suspensivo. 
Por manera que las que rigen esta materia se re-
ducen á las siguientes: 1.a, únicamente son apela-
bles los autos que la ley determina; 2.a, la apelacion 
no produce efecto suspensivo sino cuando la ley lo 
disponga expresamente. Fecunda es ciertamente la 
realidad, pero apenas se adivinan dificultades sobre 
estos puntos. 
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La diversidad de efectos de la apelacion determi-
na, por consecuencia lógica, procedimientos diver-
sos tambien. De ahí la obligacion impuesta al Juez 
por el art. 223 de declarar, al admitir el recurso, los 
términos en que le admita; si en uno, en el mera- 
mente devolutivo, ó en ambos, en el suspensivo tam-
bien. A tan estrecha obligacion faltaria si se limita-
ra a recibir lisa y llanamente la apelacion para ante 
el superior, 6 si recordando viejas é impropias fór-
mulas, la admitiera en lo procedente, de lo cual per-
suade la necesidad de fijar el modo de trasmitir al 
superior el conocimiento del asunto, distinto en uno 
y en otro caso. 
Admitida la apelacion en ambos efectos, el Juez 
se inhibe temporalmente y en totalidad del conoci-
miento de la causa, trasfiriendo la 'competencia al 
Tribunal ad quern, con la remisión de los autos ori-
ginales qde preceptúa el art. 224, prévio emplaza-
miento de las partes, de todas las partes persona-
das, que es con secuencia y expresion del efecto sus-
pensivo. 
Cuando este no tiene lugar; cuando el recurso se 
admite en un solo efecto, en el devolutivo, como 
que el Juez á quo continúa en el ejercicio de su ju- 
risdiccion y son sus resoluciones ejecutivas, el co-
nocimiento se devuelve al Tribunal ad quern por 
medio de testimonio del auto apelado y de los par-
ticulares que el apelante pida y el Juez á quo estime 
de dar, quedando el expediente original en poder de 
aquel para su ulterior curso. 
Ese testimonio no se da al apelante como las 
litteræ dimisoriæ antes se entregaban; debe remitir-
se de oficio al Tribunal superior. No lo dice la ley 
claramente, pero al no prevenir . su entrega al re- 
currente, es forzoso entender que la remesa se reali-
za como en el caso de apelacion suspensiva. 
l 
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Las distinciones indicadas tienen una importan-
cia secundaria: el exámen de la ley prontamente 
advierte de que durante el sumario ningun auto 
del Juez instructor es apelable en ambos efectos. 
La accion del Juez en ese período no la detiene ni 
siquiera la provocacion de competencia (1), y ello 
es natural, porque las diligencias cuyo objeto es 
preparar el juicio y averiguar y hacer constar la 
perpetracion de los delitos y la culpabilidad de los 
delincuentes (2), no producen verdadero estado, y 
son además, por su índole, de carácter urgente que 
no permite dilacion, sin riesgo de perjuicio de los 
graves intereses á que afectan. . 
Esta regla, que en precepto concretó pudo y aun 
debió fijarse, no tiene excepcion, pues si bien el ar-
tículo 313 autoriza la apelacion en ambos efectos 
del auto desestimatorio de una querella, con ello se 
confirma, no se contradice. En rigor la accion judi-
cial se suspende por la misma resolution del Juez, 
cuyo cumplimieuto impone la sucesiva inaccion, no 
por el recurso. 
En el efecto devolutivo simplemente . se admiten 
las,apelaciones mientras el proceso permanece en es-
tado de sumario, tanto aquellas en que la ley lo ex-
presa, cuales son: el auto denegatorio de diligencias 
pedidas por el Fiscal 6 por el querellante (3) 6 por el 
mismo procesado (4); los que recaigan sobre preten- 
siones de este que afecten á su situacion (5); los 
que decreten 6 denieguen la prision 6 la escarcela-
cion (6); el que decrete y fije la fianza para que el 
(1) Artículo 24. 
(2) Artículo 299. 
(3) Artículo 311. 
(4) Artículo 384. 
(6) El mismo art. 384. 
(6) Artículo 618. 
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procesado continúe en libertad provisional (1), eomo 
las en que la misma ley se limita á otorgar el re-
curso; es á saber: los autos que ratifican el de prision 
y el de soltura del preso (2), califican la suficiencia de 
las fianzas (3) 6 los que acuerdan 6 deniegan la ex-
tradicion (4). Los del primer grupo, por la expresa 
disposicion legal; los del segundo á virtud de la re-
gla establecida en el art. 217 que sólo permite admi-
tir en ambos efectos la apelacion cuando así se dis-
ponga expresamente. 
Otros autos de los Jueces de instruccion son ape-
lables á más de los citados, respecto de los cuales 
no dice la ley expresamente si ha de admitirse el 
recurso en uno solo 6 en los dos efectos. La regla 
que acaba de recordarse comprende en su generali-
dad todo lo no especialmente previsto; mas la sin-
gular índole y trascendencia de esas resoluciones 
las reviste de carácter excepcional. Son ellas: los 
autos de inhibicion que los Jueces instructores pro-
nuncian á favor de otra jurisdiccion por razon del 
fuero personal de los presuntos responsables (5) y  ' 
los de la misma clase que motu proprio 6 á exci-
tacion de parte dictan a favor del Juez que consi-
deren competente. No se limita la ley en uno y otro 
caso á decir que son apelables esos autos. Respecto 
de los primeros, previene que los Jueces sigan prac-
ticando las diligencias necesarias para comprobar 
el delito y aquellas otras de reconocida urgencia„ 
mientras no recaiga decision (6) en el recurso; lo 
(1) Artículo 629. 
(2) Artfculb 617. 
(8) Artículo 696. 
(4) Artículo 830. 
(6) Artículo 12. 
(6) Artículo 12, Ultimo párrafo en relacion con el segun- do del 22. 
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cual equivale a prohibir la ejecucion del auto inhi-
bitorio, que así se ve suspendido en sus efectos. En 
cuanto á los segundos de análoga manera manda (1) 
que no se remitan las diligencias al Juez declarado 
competente sino despues de resuelto el recurso; lo 
que es tanto como admitirle en el efecto suspensi-
vo. Y no podia ser de otra manera. Si susceptibles 
de apelacion los autos iiihibitorios, se ejecutaran, á 
pesar de la interposicion del recurso, seria este inú-
til é ineficaz cuando les revocara, porque el Juez 6 
la jurisdicion en cuyo favor se hubiese dictado no 
se desposeeria del conocimiento sin provocar una 
cuestion de competencia cuando entendiere tener-
la sobre el asunto. 
Indicada antes la forma del recurso de apelacion, 
y recordada la necesidad de escrito autorizado con 
la firma de Letrado, ahora conviene advertir que esa 
prescripcion se refiere á las partes privadas, al que-
rellante particular y al procesado, y al Ministerio 
fiscal, cuyo representante se encuentre al lado del 
Juez, mas no al Fiscal residente en distinto lugar que 
este. Para el último, el recurso de apelacion, en ge-
neral concedido contra la denegacion de diligencias 
sumariales solicitadas se convierte en recurso de 
queja (2) que, por serlo, no se entabla ante el Juez 
4 quo, si bien los demás procedentes se interponen 
por medio de escrito dirigido al Juez con atenta 
comunicacion (3) en el término correspondiente á 
contar desde el siguiente dia al en que reciba de 
este el testimonio de la providencia ó auto apelables. 
Del recurso de apelacion conoce el Tribunal su-
perior del Juez, pero no siempre el inmediato en el 
(1) Artículo 26 eu relation con el 22. (2) Artículo 811. 
(8) Artículo 647. 
F 
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drden jerárquico, porque la competencia depende 
de la que corresponde para la resolucion definitiva. 
Normalmente conocen las Audiencias 6 Salas de 
10 criminal de los recursos de apelacion contra au-
tos de los Jueces instructores, porque lo ordinario 
y general es la competencia de estos Tribunales. 
Cuando por razon de fuero personal de los presun-
tos reos la causa se deba sómeter, en el período del juicio, á las Audiencias territoriales 6 al Tribunal 
Supremo, á este ó á aquellas, segun los casos, to-
cará el conocimiento de la apelacion. 
En tal regla se fundan lcs dos últimos párrafos 
del art. 220. La regla es justa, porque a su virtud 
él Tribunal de juicio entiende, y no otro inferior, 
de incidentes en él trascendentales, y se evita que 
extraña intervencion prive de la jurisdiccion á quien 
la ley designa como competente, en puntos tan im-
portantes, como el procesamiento de alguna perso-
na ó la desestimacion de querella, sobre lo cual, 
aunque innecesario despues de establecido el prin-
cipio general, hace ese mismo artículo expresa de-
claracion. 
Por ser el recurso de apelacion remedio cuyo uso 
defiere la ley á los interesados, á ellos es natural 
que abandone su seguimiento, y propio de este 
carácter que requiera su comparecencia ante el Tri-
bunal ad quern para instar la resolucion. No basta, 
pues, que el recurso se interponga: la ley (art. 228) 
impone al recurrente el deber de ratificar su inten-
to, hasta el punto de que, de no hacerlo dentro del 
término del emplazamiento, de oficio, sin instancia 
de nadie, se declara desierto, y en su virtud queda 
sin firmar la resolucion apelada. 
Acerca de la tramitacion del recurso, en caso de 
personarse el apelante, bien por medio de Procura-
dor apoderado en forma, bien por sí propio, sólici- 
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tando nombramiento de defensores de oficio cuando 
 
á ello tuviere derecho, los artículos 229, 230 y 231,  
son de todo punto claros. El carácter sumarial y  
reservado de las actuaciones prohibe la publicidad, 
 
y en algunos casos hasta el conocimiento de piezas 
 
procesales por parte de los interesados, en los cua-
les casos, la práctica viene estableciendo que se dé 
 
cuenta al Tribunal á puerta cerrada de lo secreto, 
 
y que los representantes de las partes en audiencia 
 
reservada le informen despues acerca de sus peti-
ciones. 
En esta instancia de la apelacion sólo es admisi-
ble un medio de prueba, la presentacion de docu- 
 
mentos, sin necesidad de recibir el incidente á este 
 
trámite, ni de especial señalamiento de término 
 
para producirla. El que medie desde lo que pudiera 
 
llamarse, aceptando locucion antigua, mejora de la 
 
apelacion, hasta la vista, es útil. No previene la ley 
 
que esos documentos se comuniquen á las otras 
 
partes, pero se desigualarian inequitativamente las 
 
condiciones , en el debate, no dándolas de ellos co-
nocimiento al celebrarse la vista, á condicion de per-
mitirlo el secreto del sumario.  
Al lado del derecho de apelacion nació en la 
 
práctica antigua, y se mantiene en el procedimiento 
 
civil, el de adhesion á la apelacion, llamado tambien  
con cierta propiedad-apelacion accésoria. En 
 mate-
ria penal no se halla autorizado ese recurso, como 
 
no sea con rospecto al de casacion por infraccion  
de ley. .^
Consiste en el derecho del litigante aquièt a^do con 
 
la resolucion judicial, de impugnarla en los capítu-
los que le agravien, cuando su adversario la ataca  
por los que creyó lesionadores de su interés. En la  
civil merece aprobacion que así se facilite á la par  
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te más respetuosa de la decision judicial el medio 
de obtener mejora en sus pronunciamientos, ya que 
por gestiones ajenas corre el riesgo de resultar per-judicada. En lo criminal no hay razon fundamental 
que en principio lo impida, porque la s . situaciones 
respectivas de quere llante y procesado pueden muy 
bien ser semejantes, y aun idénticas. Resignado el 
uno á consentir la omision de la práctica de diligen-
cias que pidiera, si á la vez se desestiman tambien 
las solicitadas por su contrario, justo y equitativo 
fuera que, de apelar este y haberse de resolver sobre 
la procedencia de su pretension, se permitiera al 
otro mantener la suya. La ley no autoriza, sin em-
bargo, este medio, y como el Tribunal ad quem no 
tiene otra jurisdiccion que la remitida por el recur-
so, tantum devolutum quantum appellatum, no podrá 
proveer sobre ese extremo, por tener que encerrar-
se, y esto es fundamental en la materia, en los tér- 
minos circunscritos por el recurso. 
Las dudas y dificultades que suscitaba antes en 
lo civil, ya no, el carácter de la adhesion, bien defi- 
nido al presente por la Sala 1.a del Tribunal Supre-
mo (1) respecto á si causaba por sí misma instancia 
ó era solamente remedio accesorio subordinado al 
principal, no tienen entrada en el actual procedi-
miento penal, en cuanto atañe á la apelacion, por 
no proceder contra las resoluciones judiciales más 
recursos que los señalados en la ley y no reconocerse 
ni enumerarse entre ellos el de adhesion á la ape- - 
lacion. 
Somido el recurso al Tribunal competente, no 
es lícito á este, decidir otras cuestiones que las pro-
puestas. Su jurisdiccion se halla circunscrita por el 
requerimiento; este la deslinda y por lo mismo solo 
(1) Sentencias de 8 de Abril y 21 de Mayo de 1885. 
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la concede para confirmar 6 revocar en todo 6 en 
parte el auto apelado, cuyo acuerdo habrá de co-
municarse al Juez tan pronto como sea firme (ar-
tículo 232), es decir, inmediatamente, si no es sus-
ceptible de casacion, 6 pasados los cinco dias seña-
lados para preparar este recurso si su .carácter lo 
consintiera. 
(e) 
Recurso de QUEJA. —Anticipado queda en las Ho-
tas del TÍTULO anterior, algo de lo que éste ofrecia 
ocasiori de decir acerca del recurso de queja con-
tra los • autos no apelables del. Juez instructor. En- 
tonces tambieu se bosquejó una opinion desfavora• 
ble á su subsistencia con los caractéres que la ley 
le señala. En buena hora que se conceda contra los 
autos denegatorios de la admision de un recurso dé 
 _ 
apelacion, para impedir agravio causado por injus-
tificado -error en esta materia, y no privar de legí- 
timos medios de defensa; pero otorgarle contra to-
dos los autos no. apelables (art. 218), y tolerar que, 
interpuesto dentro del término ordinario de las ape- 
laciones, afecte su resolucion al estado de la causa 
(artículo 235) ¿,no es, como ya se dijo, convertir en 
apelables todos los autos del Juez instructor, ha-
ciéndoles susceptibles de revocacion por manera 
más fácil y ménos dispendiosa que la misma apela-
cion que se quiso prohibir? 
Si á esto no conduce el recurso de queja contra 
los autos, aunque la ley dijera otra cosa, resultaria 
ineficaz é inútil , contra conocido principio de bue-
na interpretacion. 
Por lo demás, su tramitacion es tan sencilla y 
breve como suficiente para ilustrar al Tribunal lla-
mado á decidirle, y tanto que, sin agravio de nin-
gun derecho ni merma de los legítimos de una ám- 
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plia defensa, bastaria para las apelaciones en los au-
tos de sumario, con solo adicionar, y acaso esto no  
más que por razou de respeto y cortesía, la obliga-
cion del recurrente de poner su uso en conocimien-
to del Jiiez, obligacion que no le impone el de  
queja. 
Se halla reducido el recurso a someter al Tribu-
nal superior competente (art.  219),. que será el que  
debiera conocer del de apelacion, porque no se dice  
solamente al Tribunal superior del Juez y esta com-
petencia no puede ser otra que la determinada por  
la índole del proceso, ó lo que es igual, la necesaria  
para conocer de él en el juicio en escrito autoriza-
do con firma de Letrado (art. 221), el agravio cau-
sado por el auto del Juez, cuyo informe pide el  
Tribunal (art. 233), que despues de oido tambien  
por escrito el Fiscal, si se trata de delito público, 6  
sin su audiencia, si no debiera intervenir en la cau-
sa, resuelve lo que estime justo (art. 235).  
¿Qué resoluciones ha de adoptar el Tribunal?  
Formulariamente una de estas dos: dar ó no lugar  
á la .queja. La afirmativa exige más si ha de va-
ler para algo; exige que se declare cuando ménos 
 
mal acordado lo que el Juez acordara en el auto  
motivo de la queja, y que esta resolucion no .sub-
sista en cuanto se reconozca agraviatoria de 'tt `^ . 
derecho. Por manera que ha de decir el Tribunal ' ` 
lo que haya de hacerse, sustituyendo el' suyo al  
mandato del Juez, con consecuencias iguales á las 
 
resolutivas de una apelacion si oportunamente se 
 
interpuso la queja; lo cual demuestra lo tantas ve-
.;s repetido, que en esencia es este un recurso de  
igual eficacia que el de a elation, aunque más es- 
pecialmente provoque á d nostraoiones de carácter  
personal, que tambien en este .otro de igual manera  
pueden hacerse. 
 
1 
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(d) 
Recurso de SÚPLICA.—Contra los autos de los Tri-
bunales de lo criminal podrá interponerse el recurso 
de súplica ante el mismo que los hubiese dictado, 
á no ser de aquellos contra los cuales se otorgue 
expresamente otro recurso en la ley. 
Esto dicen los arts. 236 y 237. 
Quedan, pues, fuera de sus términos y contenido: 
1.° Las providencias y las sentencias. 
2.0 Los autos contra los cuales se otorguen los 
recursos de queja, de apelacion 6 de casacion. 
Las providencias y las sentencias, porque la ley 
habla sólo de autos, y como Se ha dicho respecto de 
las de los Jueces, deben entenderse empleadas las 
palabras en su acepcion técnica propia. 
Los otros autos, por lo preceptuado en el artícu-
lo 237. Son dudosas las ventajas de este precepto. 
¿Qué inconveniente ofrece invitar al Tribunal á 
nueva deliberacion sobre lo acordado, antes de acu-
-dir al superior en demanda de reparacion, por el 
ejercicio de un recurso' dispendioso? Util, utilfsimo, 
es el recurso de reforma para reparar pronta y fá-
cilmente los posibles errores de un Juez, pero el de 
súplica, sólo distinto de aquél en el nombre, dirigido 
á'los de un Tribunal, ha de tenerse además por in-
dispensable con sólo recordar que á los Tribunales 
.colegiados -se da cuenta de los expedientes y de las 
pretensiones de las partes por los Secretarios, y que 
acuerdan in voce: lo cual es más ocasionado á error, 
bien por el en que pueda caer el auxiliar al hacer 
relacion, 6 al traducir la resolucion, 6 por equivoca-
do entender del,Tribunal mismo 
La ley es terminante: no da lugar á súplica cuan-
do se otorgue otro recurso, 6 sea en los casos si-
guientes: j 
Enjuic. crtm: T. III. 	 3 
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1.a Por, proceder el de QIIEJA, contra el auto de-
negatorio del testimonio pedido para interponer el 
de casacion por infraccion de ley (seccion 3.a, capí-
tulo 1.0, tít. 1.°, libro 5.°) ó del de admision del de 
casácion por quebrantamiento de forma (seccion 3.a, 
capítulo 2.° del mismo título y libro, y art. 938). 
2.° Por proceder el de APELACION, contra el auto 
de Audiencia 6 Sala de lo criminal que exija y 
 fije la cantidad de la fianza que deba prestar la 
persona no ofendida por el delito que pretenda exi-
gir responsabilidad criminal á Jueces (art. 763) de 
 cuyo recurso conoce la Sala 2.a del Tribunal Su-
premo (1). 
3.° Por proceder el de CASACION, contra los autos 
de competencia, los que resuelven artículos de pré-
vio pronunciamiento, los de sobreseimiento, no 
admision de querella ó desestimatorio del recurso 
de queja propuesto contra el en que se deniegue la 
apelacion interpuesta por no admision de la quere-
lla, concesion ó denegacion de pobreza, ó contra los 
demás respecto de los cuales se otorgue expresa-
mente (art. 848). 
A estas exclusiones han de añadirse tambien aque-
llos autos dictados resolviendo recurso, ya sea de 
apelacion ó de súplica; estos para no hacer intermi-
nables.las reclamaciones ne lites in infinita extendan-
tur, como dijo Justiniano al prohibir la apelacion 
de las sentencias interlocutorias; aquellos porque 
terminan instancia y son remedio generalmente de-
finitivo contra otros. Esto último lo establece expre-
samente el art. 352 del Código de procedimiento 
penal de Alemania. 
Los Tribunales de que habla, son: el Supremo 
en pleno 6 sus Salas 2.a y 3.a que ejercen jurisdic- 
(1) Página 294. 
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cion criminal; las Audiencias territoriales en pleno 
y sus Salas de lo criminal y las Audiencias de este 
nombre. 
En- todos estos Tribunales se distribuye actual-
mente la jurisdiccion penal ordinaria, sucesores de 
aquellos de Corte y de las Chancillerías, representa-
cion de la autoridad del Soberano y medio de ejer-
cerla en materias de' justicia. Por esta elevada dele-
gacion, por ser principio corriente entonces ; y bajo 
ciertos aspectos áhora tambien, que contra la deci-
sion del Soberano no cabe remedio jurídico, se in-
trodujo en la práctica la súplica al mismo para cor-
regir sus decisiones, que viene á ser ese remedio de 
que hacian huir ciertos respetos, no desatendidos 
por mantenerse íntegra la jurisdiccion de aquel de 
quien se impetraba la reparacion del agravio. 
• De al;uí viene el nombre de estos recursos, que no 
se diferencian en su índole, ni en su tramitacion, de 
los de reforma (art. 238), y que á lo sumo se distin-
guirán en la forma, por el uso de términos más res-
petuosos para su ejercicio, por más que á unos y 
otros alcance la prohibicion, ya establecida en el 
Fuero Real (1), reiterada por D. Enrique I II, de de-
cir al Alcalde que juzgó mal, ni denuesto alguno, salvo 
que en buena manera diga y razone aquello que hace 
su pleito. 
No se diferencian en su esencia porque, como los 
de reforma, se encaminan á que el propio juzgador. 
cambie 6 modifique su acuerdo por contrario impe-
rio sin intervenir extrafia autoridad. Tampoco en 
el procedimiento, porque el art. 238 manda sustan-
ciar de igual manera ambos recursos, por más que 
en el de súplica, êl carácter colegiado del Tribunal 
exija el trámite adicional del informe del Magistra- 
(1) Ley 9, tít. 16, libro 2.° 
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do Ponente. Como en el de reforma, la alegacion jurídica debe hacerse desde luego, en el mismo es-
crito en que se interponga, que ya no se hacen co- 
mo antes dos peticiones, la general para la admision 
del recurso, y la especial despues de admitido para 
apoyarle. 
La jurisdiccion deferida por el recurso de súpli-
ca tiene los propios limites que la de apelacion; so-
bre lo suplicado, y nada más que sobre ello, cabe 
resolver por vía de enmienda, supliendo y enmen-
dando, fórmula consagrada por el uso, la resolucion . 
reclamada 6 declarando no haber lugar a uno ni á 
otro acuerdo. 
Recurso jurídico y judicial ordinario, las razo-
nes de consideracion y de autoridad que abonaron 
estos modos de acordar y aquellos otros de pedir, . 
no tienen más valor que el histórica, con ervada 
así en el modo de expresion, en recuerdo de tradicio-
nes respetables y de tiempos bien diversos de los 
presentes. 
Iv. 
La analogía, y en cierto modo identidad, de los 
recursos judiciales de que se ocupa este TITULO, im-
plica reglas de carácter general que á todos com- 
prende. Decir algo de las más principales, parece in-
excusable. 
Solicitaba precepto del legislador un conflicto po-
sible, el en que pudieran encontrarse los represen-
tantes judiciales de un litigante, y éste mismo acer- 
•  ca de la conveniencia de promover y de seguir un 
recurso. 
El conflicto no tomará de ordinario carácter gra-
ve, mientras se refiera a actos sumariales, pero sus-
citado ¿cuál principio, qué regla jurídica debe re-
girle y resolverle? 
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Todo recurso se halla establecido en interés de 
los agraviados, y ellos cuando son personas sui ju-
:ris, sus curadores, tutores ó padres, cuando á algu-
guna de estas potestades se hallan sometidos, son 
Jueces de esos mismos intereses, y exclusivamente 
dueños de considerarse en ellos agraviados. De esto, 
que parece incontestable, deriva la conveniencia de 
que al interesado, con preferencia á sus represen-
tantes judiciales, incumba la facultad de usar los re-
cursos utilizables; lo cual se conforma con el predo-
minio del derecho individual que debe ser, y es real-
mente, el estímulo más eficaz de todas las acciones 
y la guarda más segura de todos los intereses. 
Al prevenir la ley que todos esos recursos se in-
terpongan con firma de Letrado, suscita la duda de 
si esta condicion impone la supremacia del dictá-
men. de este 'perito sobre la resuelta voluntad del 
querellante ó procesado. No es de creer así, aun te-
niendo presente que en el más importante período 
del proceso, al llegarse al juicio, la voluntad del de-
fensor, independiente de la del acusado, cuya voz le 
está confiada, y acaso contraria a su manifestacion 
terminante, determina si ha de continuarse aquel 
segun lo juzgue ó no necesario en su conciencia 
(artículos 655 y 696); y no olvidando que en el pro-
cedimiento especial señalado para juzgar los deli-
tos infraganti, se concede expresamente al defensor 
la facultad de promover el recurso de casacion (ar-
tículo 800). Estos preceptos, desviaciones del prin-
cipio general, hallan su disculpa, y para algunos justificacion, en la tendencia protectora del acusado 
en que se fundan; pero son excepciones de restric-
tiva interpretacion, -. y al establecerles quizá no se 
pensó que todo recurso desestimado y todo jui-
cio criminal en que sucumbe el reo produce cos-
tas que caen sobre él sin darles ocasion su volun- 
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tad. Por grave que de por sí sea esto encontrará re-
medio en la prudencia de los Tribunales que, en 
materia de costas, tienen anchas atribuciones, y no 
olvidan el fin por el'legislador perseguido. 
Por lo mismo que constituyen una desviacion, 
una excepcion, no han de extenderse más allá de los 
casos previstos, ni á otros a título de analogía, sino 
interpretarse con el sentido restrictivo propio de 
toda excepcion. 
El litigante, quien se querella en lo criminal 6 
está imputado de delito, es soberano de los'recursos 
que la ley ponga en su mano. Facultado para aban-
donarles en virtud de ese dominio 'sobre- sus intere-
ses, para ejercitarlos solamente necesita que coinci-
da su intencion con el dictamen de tin Letrado, que 
aun entonces es su consejero, no su señor. Ni su 
Procurador, autorizado para hacer lo que volunta-
ria 6 necesariamente le confíe la carta de apodera-
miento, ni su Abogado, cuya mision es la direccion 
técnica de la querella 6 de la defensa, tienen dere-
cho de imponerle el seguimiento de recursos que 
no quiera provocar, si bien el último el indisputa-
ble de negarse a promover los que juzgue improce-
dentes. De una parte, la libertad de accion del liti-
gante; de otra, la más absoluta de la conciencia jurídica del Letrado: en sus convergencias se origi-
narán los recursos; a pesar de sus discrepancias, 
solamente cuando la ley dé modo expreso lo con-
sienta. 
Esto sanciona en términos explícitos el art. 339 
del Código de procedimiento penal de Alemania, al 
establecer que el defensor podrá interponer un recurso 
4 nombre del inculpado, sin que pueda, sin embargo, 
obrar contra su formal voluntad. 
Una cosa es, sin embargo, que los defensores no 
puedan obrar contra la voluntad expresa de las 
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personas á quienes representen, y otra completa-
mente distinta, que en cada caso yen cada momen-
to necesiten consultarlas. No; el poder les autoriza 
para ejercitar los medios de defensa procedentes: lo 
prohibido es gestionar lo contrario de lo que los po-
derdantes quieran. 
De aquí viene el derecho de éstos de desistir en 
el momento en que les plazca del recurso interpues-
to, sea la que sea la voluntad de sus defensores, y 
al par, la falta de atribuciones de éstos para apar-
tarse del interpuesto sin especial autorizacion. Los 
actos no contradichos por el representado se presu-
men de su consentimiento; y por lo mismo la exigen-
cia expresa en el procedimiento civil, y constante 
en el criminal, de poder especial para desistir 6 ra-. 
tificacion del mismo interesado en este propósito 
ante la autoridad judicial. , 
De estar el recurso introducido en beneficio del 
que le utiliza, se desprende lógicamente que su ob-jeto no puede ser empeorar su situacion. Así lo ha 
declarado con repeticion el Tribunal Supremo en el 
de casacion, estimando ilegítima la reformatio in pe-
jus á instancia del recurrente, y tal es tambien la 
doctrina y la jurisprudencia de ofros países, expre-
samente consignada en. los Códigos procesales aus-
triaco (art. 295) y alemán (arts. 372, 398 y 413). 
V . 
Antes de dejar este TfTuLo, conviene observar que 
el error en la 3nterposicion del recurso procedente 
es perjudicial al derecho á que se refiera. Esta pa-
rece ser práctica constante en los Tribunales espa-
toles civiles y administrativos, que contradice el 
precepto expreso del art. 342 del Código alemán, 
segun el cual, un error en la designacion de la vía 
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de recurso admisible no será perjudicial á la parte in-
teresada, al que parece preferible la costumbre jurí-
dica espafiola, desde el momento en que el uso de 
los recursos se pone •bajo la direccion de Letrados 
a quienes no se puede hacer a priori el agravio de 
suponer ignorancia acerca de cuál sea en cada caso 
el procedente, supuesto que para conocerle basta el 
simple examen de ley que en su índole y extruc-
tura y contenido les- es familiar. 
Si contra auto que admite recurso de casacion se 
entabla el de súplica, 6 cuando procede este 6 el de 
spelacion se intenta aquel, la gestion practicada es 
inútil para detener el curso del plazo que afirma las 
resoluciones judiciales; el respeto a estas lo exige; 
lo contrario seria abrir ancha brecha á la indefini-
cion de los acuerdos de los Jueces y Tribunales, 
que quedan firmes siempre que dentro del término 
correspondiente no sean atacados por el uso legíti-
mo de los recursos que puedan invalidarles. Ad-
quieren eficacia por ministerio de la ley si no son 
impugnados cuándo y cómo esta permite. 
En las sentencias del. Tribunal Supremo de 30 de 
Noviembre de 1883 y.17 de Noviembre de 1885 se 
halla sancionada esta doctrina, ciertamente intere-
sante y alguna vez olvidada. 
TITULO XI. 
DE LAS COSTAS PROCESALES. 
Art. 239. En los autos ó sentencias que pongan término 
á la causa 6 á cualquiera de los incidentes deberá resolverse 
sobre el pago de las costas procesales. 
Art. 210. Esta resolucion podrá consistir: 
1.° En declarar las costas de oficio. 
2.° En condenar su pago á los procesados, señalando 
la parte proporcional de que cada uno de ellos deba respon-
der si fueren varios. 
No se impondrán nunca las costas á los procesados que 
fueran absueltos. 
3:' En condenar 	 su pago al querellante particular 6 
actor civil. Serán estos condenados al pago de las costae 
cuando resultare de las actuaciones que han gbrado con te-
meridad 6 mala fe. 
Art. 241. Las costas consistirán: 
1.° En el reintegro del papel sellado empleado en la causa. 
2." En el pago de los derechos de Arancel. 
S." En el de los honorarios devengados por los Abogados 
y peritos. 
4° En el de las indemnizaciones correspondientes á los 
testigos que las hubiesen reclamado si fueren de abono, y 
en los demás gastos que se hubiesen ocasionado en la ins-
truccion de la causa. 
Art. 242. Cuando se declaren de oficio las costas, no ha-
brá lugar al pago de las cantidades á que se refieren los nú-
meros 1.° y 2.° del artículo anterior. 
Los Procuradores.y Abogados que hubiesen representado 
y defendido á cualquiera de las partes y los peritos y testi-
gos que hubiesen declarado á su instancia podrán exigir de 
aquella, si no hubiera obtenido el beneficio de pobreza, el 
abono de los derechos, honorarios é indemnizaciones que 
les correspondieren, reclamándolos del Juez 6 Tribunal que 
conociere de la causa. 
42 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
Se procederá á su exaccion por la vía de apremio, si pre-. 
sentadas las respectivas reclamaciones y hechas saber á las 
partes, no pagasen estas en el término prudencial que el 
Juzgado 6 Tribunal señale, ni tachasen aquellas de ilegíti-
mas 6 excesivas. En este último caso, se procederá prévia- 
mente como dispone el párrafo segundo del art. 244. 
El Secretario del Tribunal 6 Juzgado que interviniere en 
la ejecucion de la sentencia, hará la tasacion de las costas 
de que hablan los números 1. ° y 2.0 del artículo anterior. 
Los honorarios de los Abogados y peritos se acreditarán por 
minutas firmadas por los que las hubiesen devengado. Las 
indemnizaciones de los testigos se computarán por la canti-
dad que oportunamente se hubiese fijado en la causa. Los 
demás gastos serán regulados por el Tribunal 6 Juzgado, con 
vista de los justificantes. 
Art. 243. Hechas la tasacion y regulacion de costas, se 
dará vista al Ministerio fiscal y á la parte condenada al 
pago, para que manifiesten lo que tengan por conveniente 
en el término de tres dias. 
Art. 244. En vista de lo que el Ministerio fiscal .y dicho 
interesado manifestaren, el Juez 6 Tribunal aprobará 6 re-
formará la tasacion y regulacion. 
Si se tachare de ilegítima 6 excesiva alguna partida de 
honorarios, el Juez 6 Tribunal. antes de resolver, podrá pe-
dir informe á los indivíduos de la misma profesion del que 
hubiese presentado la minuta tachada de ilegítima 6 excesi-
va, 6 á la Junta de Gobierno del Colegio si los que ejercie-
sen dicha profesion estuviesen colegiados en el punto de re-
sidencia del Juez 6 Tribunal. 
Art. 246. Aprobadas 6 reformadas la tasacion y regula-
cion, se procederá á hacer efectivas las costas por la vía de 
apremio establecida en la ley de Enjuiciamiento civil, con los 
bienes de los que hubiesen sido condenados á su pago. 
Art. 246. Si los bienes del penado no fuesen bastantes 
para cubrir todas las responsabilidades pecuniarias, se pro-
cederá, para el Orden y preferencia de pago, cou arreglo á lo 
establecido en los artículos respectivos del Código penal. 
I. 
El Orden público, resultado necesario del ejercicio 
armónico de todos los derechos individuales y colec-
tivos, es cuidado propio y aun exclusivo del Estado, 
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quien al deferir los Tribunales la administracion 
de la justicia, funcion suya privativa, sirve á su 
sostenimiento en descargo de aquel deber por igual 
modo exigible enfrente de los atentados contra sus 
instituciones _y de las violencias de la fuerza 6 de las 
coacciones morales origen de los delitos, como de-
lante del desconocimiento y negativa de derechos 
privados eficaces, motivo de  las contiendas de mero 
carácter civil. 
Esa potestad irrevocablemente delegada que se 
desenvuelve y realiza segun reglas enderezadas á 
asegurar, de una parte, la rectitud de los órganos de 
la justicia, y de otra á procurar firme garantfa á los 
derechos del ciudadano en otras leyes definidos, a fin 
de que por su relativa menor importancia individual 
no queden absorbidos y en abandono por la prefe-
rencia de otros más interesantes y comprensivos; 
esa potestad de definir el derecho, de declarar el de 
cada uno por modo efectivo y subsistente, indispen-
sable condicion de la paz pública en todas sus esfe-
ras y grados, en la del individuo, en la de la familia 
y en la de la sociedad, en cuanto atañe al mero in-
terés privado y en lo que abarca comun y univer-
sal interés, como cuantas análogas trascienden en 
su actividad y desarrollo á la vida real ó demandan 
como ellas organismos especiales de accion regular, 
constante y técnica, ha de ejercerse necesariamente 
por Irtiedio de personas encargadas de este difícil 
oficio. Habrá derecho perfecto de requerir y obte-
ner su concurso, colocándolas en condiciones ade-
cuadas de independencia y  aun de vida con justa y 
segura remuneracion de sus servicios. 
El modo de recompensarles ó de retribuirles es 
cuestion no resuelta todavía en todo su lógico al- 
cauce, aun cuando desde que Pericles concedió á 
los Jueces participacion en las consignaciones obli- 
r 
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gadas de los litigantes, venga inclinada en la 
 di-
reccion de cargar al Estado con este gravámen. En 
Roma, y por los Godos más tarde, así se hizo al 
otorgarse á los Jueces cantidades sobre el fisco, com-
pensadoras en algun modo del apartamiento que 
sus ordinarias atenciones les imponian, de aquellos 
caminos por donde hubieran de procurarse los me-
dios de subvenir á las necesidades materiales de la 
vida. 
Esa direccion triunfa por completo en cuanto á 
la remuneracion de Jueces y Magistrados. Abolidos 
en general, cual exige la consideracion y el prestigio 
de la autoridad judicial, los derechos úobvenciones 
que, con nombres diferentes y en distinta propor-
cional cuantía, segun la de los negocios y la natura-
leza de sus actos, percibian de los propios litigantes, 
paulatinamente se extiende el sistema a los demás 
oficiales de justicia, con tan constante y resuelto 
paso, que se presiente próximo el dia en que todas 
las personas interviuientes con carácter oficial en 
los procesos criminales, dejen de regular sus emo-
lumentos por líneas de escritura y por horas de ocu-
pacion, y de recibir su previó tasado importe de los 
mismos litigantes. Al lado de ventajas conocidas, 
por lo tocante á la independencia de los funciona-
rios, de la asignacion de salarios fijos; hombres 
prácticos preven inconvenientes trascendentales á 
cuidados indispensables, . seguramente atendidos 
cuando al estímulo del deber acompafia el interés 
de la ganancia. Mas, sin discutir la materia y con-
trastar esos diversos términos, cabe asegurar que la 
abolicion de lós derechos está decretada en prin-
cipio y sólo aguarda circunstancias económicas fa-
vorables para traducirse en hechos. 
El Estado y los Jueces y Tribunales, para ejerci-
tar su autoridad; requieren medios materiales y mo- 
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vimiento de actividades, cuyo empleo ocasiona gas-
tos inexcusables para la acertada instrucciony juicio 
de los procesos; papel en donde las diligencias se con-
signen, trasporte de piezas ó instrumentos, correo, 
telégrafo, concurso de peritos libres cuyos informes 
ó análisis pidan empleo de sustancias que no se ad-
quieran sin pago prévio; traslacion de Jueces, Ma-
gistrados y sus auxiliares, de unos á otros puntos; 
todo lo cual ó mucho de ello ó alguna parte, ha de 
pagarse, porque no todo se encuentra a disposicion 
del Estado. ¿A cargo de quién ? ¿Del Estado ? 
¿De los justiciables 4  ¿Deberá renunciar el Esta-
do, como ha renunciado al reembolso de la dotacion 
de los Jueces, al del coste de la remuneracion de los 
oficiales públicos, de peritos y de esos otros dispen-
dios para cargarlos todos a las rentas, impuestos y 
contribuciones generales 4 
 0, lo que es igual, ¿de-
berá ser gratuita la administracion de la justicia -en 
lo penal? 
II. 
Rechaza hoy la ciencia el intento de Sócrates de 
dificultar los litigios gravándoles con crecidos gas-
tos. Este medio indirecto de obligar los ciuda-
danos á sufrir en silencio y con absurda resigna-
cion el quebranto de sus intereses por riesgo de 
agrandar el mal con el único remedio que pu-
diera curarle, ni en materia civil es aceptable. 
La justicia es deuda del Estado y derecho del ciu-
dadano que' aquél, debe reconocer con facilidades 
para obtenerla, que contribuyen á la -paz real de la 
sociedad, cuyo malestar, cuando carece de órganos 
suficientes y de medios adecuados de expresion, se, 
traduce irremisiblemente en hechos perturbadores 
del sosiego público. 
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Que la justicia civil se costee en todo como antes, 
6 en parte como hoy, por quienes la demanden, en-
cuentra explicacion circunstancial y satisfactoria en 
el estado presente de la sociedad política, todavía no 
persuadida de que el único cimiento sólido del 6r-
den es la justicia. Trátase en esa esfera de intereses 
exclusivamente privados que no suponen necesa-
riamente, cuando encontrados luchan, decision de la 
autbridad pública, mientras pueden obtenerla por 
voluntad de aquellos á quienes afeçtan, duefios de 
resolver por sí ó por intermediarios particulares las 
diferencias suscitadas. Al acudirse a los Tribuna-
les instituidos por el Estado, en caso de desacuer-
do, natural parece que quien voluntariamente re-
clama el servicio, le remunere. • 
Pero en materia criminal,. sobre todo en la verda-
dera materia criminal, constituida por los delitos 
públicos, esa razon no existe siempre. El Estado 
que mantiene el 6rden público, y para tal objeto el 
Ejército y la Armada, y ,la policía y las plazas fuer-
tes, instituye con fin semejante los Tribunales de 
represion; y así como de nadie en particular reclama 
el reembolso de los gastos que causa la fuerza pú-
blica, represora de un motin, ni los que produce el 
sostenimiento de esos mismos Tribunales de los 
responsables de su ocupacion, tampoco debiera exi-
gir de éstos el pago de los Oficiales públicos que les 
auxilian. 
Análoga razon aconseja que los gastos de la ins-
truccion y juicio de los procesos solamente sean 
exigibles de los justiciables en la parte por ellos 
provocada, nunca en cuanto por sí misma decrete 
la autoridad judicial. 
No nos proponemos aquí otra cosa que meras 
indicaciones, y en estas sencillísimas fundar la opi-
nion de que los gastos sumariales corresponden al 
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Estado en todo caso, ménos en los que por ser con-
venientes, pero no necesarios, á las investigaciones, 
se promuevan por los mismos interesados, y que 
en el juicio tampoco deben ponerse á cargo del 
actor 6 del reo otros que los de su defensa y prueba, 
cuando directamente se proponga ésta y se designen 
expontáneamente los ministros de aquélla. 
Son verdaderamente sensibles y dolorosas las 
consecuencias del sistema á que responden nuestras 
leyes'. Imponen al reo, contra su voluntad si es pre-
ciso, sin ella de ordinario, un. Procurador y un Abo-
gado, y le obligan á pagar sus servicios, si tiene 
medios para ello, sea ó no condenado. Esto no es justo. Si razones de interés social determinan la de-
fensa obligatoria, que el Estado, que la sociedad, en 
cuyo beneficio redunda, remunere el servicio ; no 
quien le rechaza y se pasa bien sin semejante for-
zosa proteccion. 
Más deben deplorarse otras. 
Son las costas procesales pena accesoria impues-
ta á los condenados por delito que, en muchas, en 
muchísimas ocasiones, excede en importancia y gra-
vedad a la principal. 
Así lo dicen voluminosos procesos que terminan 
con la imposicion de una pequeña multa de 125 6 
de ménos pesetas, ó de algunos meses de arresto, 
en los cuales no es extraordinario contar las costas 
por miles de pesetas. Con lamentable elocuencia lo 
pregona tambien el estado de esos jornaleros ó pe-
quefios propietarios rurales á quienes la sustraccion 
de una carga de leña, la frase grosera 6 descome-
dida dicha al Alcalde 6 al Alguacil, sus convecinos, 
la presteza en poner la fuerza material como media-
dora de diferencias sume en irréparable miseria, 
cuando el pago de las costas les privó de la caba-
lleria que les ayudaba a ganar penosamente la vida, 
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de la pequeña heredad recogida en herencia de sus 
antepasados ó del miserable albergue y su más mi-
serable ajuar sacado á subasta para pagarlos. ¡Cuán-
tas veces esas penas por delitos que no significan 
malicia arraigada, distantes a muchas leguas de la 
perversidad, acaso estimulados por apremios de la 
escasez en la estacion rigurosa, por la falta de cul-
tura siempre, arrastran á otros graves á nuestros 
desventurados campesinos! 
No basta que las penas sefíalvdas á los delitos 
entrañen sufrimientos que dejen sin compensacion 
las inmediatas aparentes ventajas del delinquir: es 
menester que seau á ellos proporcionadas si han de 
ser reparadoras y correctivas. En general lo son 
las asignadas especialmente á cada delito en el Có-
digo penal; pero resultan excesivas, hasta enormes, . 
cuando esa otra de las costas se les agrega y causa 
la ruina del condenado y anubla el porvenir de 
 to-
da una familia. 
El legislador, que tiene el deber de conocer y de 
dar satisfaccion á las necesidades legítimas; que mi-
rando al bien efectivo hasta carece del derecho de 
echarse en brazos de la lógica, cuando las conse-
cuencias de su rigorismo son perjudiciales á algun 
interés digno de amparo; obligado a sondar los 
males de la sociedad qoe rige, para graduar er 
- remedio á su naturaleza é intensidad, está
- en el 
caso de preocuparse de éste, que no es ménos hon-
do porque acaso no se perciba en  . las grandes ciu-
dades, á don4le apenas llegan sus síntomas, pero 
que se toca silencioso y sombrío, en toda su des-
garradora realidad, en las aldeas y en las sierras, 
allí, en donde la estrechez do la vida y de las 
aspiraciones, las malquerencias y las venganzas 
enseñan cuanto más enteramente y con mayor pro-
fundidad que las penas principales, hiere esa otra 
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pena accesoria de todos los delitos. El arresto y la 
prision tienen duracion fija, y el tiempo pasa velóz, 
peroresas pequeñas fortunas, si tal nombre merecen, 
no se rehacen una vez destruidas. 
Si las escaseces perdurables del Erario publico 
no consienten todavia, ni en mucho tiempo, la jus-
ticia penal gratuita, proporciónense las costas á los 
delitos y a las penas por señalamiento de cuotas de 
mútua relacion, y deténgase con mano enérgica la 
codiciosa, y con exceso diligente, que en propio 
provecho tiende á hacer interminables los expe-
dientes ejecutivos -para aumentarlas, hasta superar 
su cuantía á las del proceso.. 
El remedio es fácil, el mal profundo; estas leves 
indicaciones, quejido que aprovecha ocasion de ex-
presarse para demandar atencion de quienes deban 
prestarla con el interés y la tendencia que mere-
ce nuestra casi siempre olvidada poblacion rural, 
cuyos ayes, ni á la prensa suelen llegar, ni el telé-
graf o trasmite, aunque se exhalen de pechos de 
ciudadanos españoles, iguales en obligaciones y 
nominalmente en derechos á los que bullen en las 
ciudades, y á los que alguna vez conmueven el re-
poso de todos. 
Porque la verdad es, que si por reclutarse el mayor 
contingente de culpables de delito en las clases me-
nesterosas, más que por desacomodadas por escasas 
ó exhaustas de instruccien y de conocimiento ó de 
observancia de principios morales, que el sensua-
lismo de los tiempos por todas partes pone en olvi-
do, el daño á que se 'alude recae por igual en las 
de los campos y en las de las ciudades, no lo es 
ménos que de ordinario la moradora en los centros 
populosos carece de bienes y hasta de los instru-
mentos de su trabajo, mientras que aquella otra, 
nervio y como raíz tambien de la Nacion, suele po- 
Enjuic. crim.—T. III. 	 4 
i 
50 
	
BIBLIOTECA JUDICIAL. 
seer algo que como bienes de fortuna se reputan; 
cuyo algo determina la desigualdad de las conse-
cuencias, por ser la materia sobre que se 'ejecuta la 
pena. Es en los unos la pena del delito taás perso-
nal, aunque trasciende siempre irremediablemente 
á la familia la privacion de libertad de quien la sos-
tiene; pero cuando con la prision se van los medios 
de vida trabajosamente adquiridos, no vuelven con 
la libertad del preso, y su pérdida él y los suyos la 
sufren pocas veces con esperanza de reparacion. 
Son siempre duras, . impías con frecuencia, las 
costas procesales. 	 . 
El mal no es sólo de España, pero su generalidad 
no le justifica; antes al contrario, estimula á procu-
rar ejemplo de reparacion despues de reconocer y 
declarar, y discutir si es preciso, el fundamento y 
origen en lo criminal, del pago de las costas. 
Quienes juzgan conveniente el estado actual de la 
cuestion alegan en apoyo de su creencia que, en la 
sociedad regular y legalmente constituida, todo in-
dividuo recibe de ella apoyo y proteccion para sí y 
para su familia, á cambio de no hacer nada Contra 
 los deberes y derechos de la sociedad ni de sus 
miembros; de donde suponen una convencion sina-
lagmática tácita entre la autoridad pública y el ciu-
dadano, mediante la cual éste queda obligado á re-
parar el daño que cause, afirmando que, para ase-
gurar el cumplimiento de este contrato basado so-
bre el interés de todos y de cada uno, el Estado está 
tenido . por su parte á una vigilancia general consi-
derablemente costosa, que debe pagar el ciudadano 
violador voluntario del pacto. 
Lo cual, cierto en abstracto, porque despues de 
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todo es desenvolvimiento del principio jurídico que 
obliga á reparacion al causante de un daño, deja de 
serió en concreto cuando se advierte que se hice 
consistir el daño social en el hecho de provocar el 
ejercicio de funciones que el Estado dota ó debe do-
tar, y á cuyo servicio ocurren los subsidios de los 
contribuyentes, sobre quienes, en último término, 
recae el gasto que produce el mantenimiento del. 
óiden público. 
Dotados están los Jueces, y á los justiciables no 
se les pide especialmente contribucion para este 
servicio. La misma razon hay para dotar á los au-
xiliares. ¿No lo están los funcionarios de la adminis-
tracion activa? ¿No se instruyen por ella expedien-
tes, ÿ err tales procesas todavía no se han fijado cos-
tas á título de reparacion de daño ó de remunera-
cion de servicio, ni siquiera como fuente de ingre-
sos para el Tesoro? Al Estado, deudor de la justicia, 
corresponde su conveniente organizacion y sosteni-
miento para que sirva á sus fines, sin gravámenes 
individuales, -innecesarios ó excesivos, sobre los justiciables, originados en el obligado ejercicio ex-
clusivo de la accion oficial. 
Las legislaciones extranjeras, aun influidas por 
esa idea de la remuneracion bajo su mero aspecto 
civil, enseñan algo en esta materia. Desde luego 
son más completas que la nuestra, de cuyas defi-
ciencias ha de advertir pronto somero exámen de 
las demás. 
Francia.—La ley de 18 Germinal, afio 7. 0, dispu-
so que toda sentencia condenatoria obligase al 
reembolso al Estado de todos los gastos de persecu-
cion y castigo, y el decreto de 20 de Setiembre de 
1809 autorizó la prision en defecto de pago. El de 
18 de Junio de 1811, rectificado en parte por el 
	via 
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de 17 de Enero de 1813, la ley económica de 28 de 
Abril de 1816, 
 , 
la Ordenanza de 22 de Mayo del 
mismo afio sobre registro y timbre y la de 3 de No-
viembre de 1819 sobre la contabilidad de los gastos 
de justicia cobrables de los condenados, la ley de 
22 de Julio de 1867, la de 19 de Diciembre de 1871 
y las tarifas ó aranceles en materia criminal, con los 
artículos 162, 176, 194, 211 y 368 del Código de 
instruccion criminal, y los 52, 53 y 54 del Código, 
penal son las fuentes de donde derivan las siguien-
tes afirmaciones, que en su parte más sustancial ro• 
súmen la materia de que se trata: 
1.a Toda sentencia condenatoria debe acordar 
el reembolso al Estado de los gastos producidos por 
la persecucion y castigo de los delitos (art. 1. 6, ley 18 
Germinal, año 7.0) á cargó de la parte que sucum-
ba (arts. 162, 194 y 368 del Código de instruccion 
criminal.) 
2.a El absuelto de contravencion por obrar sin 
discernimiento debe ser condenado al pago de los 
gastos como civilmente responsable, así como en su 
defecto su padre madre (1); pero los Tribunales de 
represion solamente pueden hacer esa condena con-
tra el procesado cuando hayá otra principal á una 
pena cualquiera (2). 
3.a Los gastos no son pena, se asimilan á las 
reparaciones civiles y están por ello á cargo de los 
responsables de esta clase (3), por lo cual cuando 
(1) Casacion de 10 de Junio de 1842, 7 de Marzo-de 1845, 
22 de Junio de 1855,18 de Diciembre de 1856 y 26 de Marzo 
de 1858. 
(2) Casacion de 13 de Febrero de 1845 y 13 de Junio de 
1868. 
(8) Artículo 194 del Código de instruccion criminal y - ca-
sacion de 14 de Julio de 1814, 28 de Febrero de 1823, 31 de 
Enero de 1833 y 19 de Marzo de 1836. 
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hay varios acusados, autores ó cómplices de un de-
lito su responsabilidad es solidaria, no se fraccio-
na (1). 
4.a El acusado condenado por nueva sentencia, 
despues de casarse la primera, no debe ser condena-
do a pagar los gastos de los debates y sentencia 
anulada (2); pero si los anteriores de instruccion (3), 
5.a El decreto de 18 de Junio de 1811 determi-
na los gastos de justicia criminal y enumera: 
(a) Los de traslacion de procesados y trasportes 
de piezas procesales 6 de conviccion. 
(b) Los de extradicion. 
(e) Honorarios de médicos y otros peritos. 
(d) Indemnizaciones de testigos y jurados. 
(e) Custodia de objetos ó prendas. 
(f) Derechos de los Secretarios y Ugieres. 
(g) Gastos de viaje concedidos á Magistrados, 
Fiscales y Oficiales de justicia para trasladarse al 
lugar del juicio o al del delito. 
(h) Correo. 
(i) Impresion de autos y sentencias. 
(j) Ejecucion de sentencias. 
No se consideran como gastos, entre otros pare-
cidos, los siguientes: 
(a) Los honorarios de los defensores, ni aun de 
los nombrados de oficie. 
(b) Indemnizacion de viaje á los testigos mili-
tares ó marinos, que se pagan por los centros de que 
dependen respectivamente. 
(e) La publicidad de sentencias, la inhumacion 
(1) Artículo 2.°, ley 18 Germinal, ago 7. 0, 55 del Código 
penal y 156 del decreto de 18 de Junio de 1811. 
(2) Casacion de 27 de Abril de 1850. 
(3) Casacion de 17 de Marzo de 1864. 
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de los condenados y cadáveres hallados en, la vía 
pública, cuyo pago corresponde á los munitpios. 
(d) Traslacion de condenados, mendigos, gastos 
de establecimientos penales. 
Por donde só observa, que la legislacion francesa 
no estima pena la imposicion de costas, ni para el 
propio condenado; la considera responsabilidad ci-
vil derivada del procedimiento, cuyo coste no pone 
á cargo del presupuesto del Estado, sino al de 
quien le ocasiona, ya sea el acusado, ya l a parte 
civil, cuando sucumbe en su demanda. Hace apli-
cacion, en lo sustancial, de las reglas y de las doc-
trinas que rigen el enjuiciamiento civil, las contes-
taciones privadas, con la circunstancia verdadera-
mente agravante de mantener la prision por falta 
de page de los gastos considerados corno costas; 
medio de apremio restablecido por la ley de 19 de 
Diciembre de 1871, derogatoria en esta parte de la 
de 22 de Julio de 1867, que de él exceptuaba los 
debidos al Estado. 
El Ministerio fiscal no es allí nunca condenado 
en las costas, ni por sí ni en representacion del Es-
tado, salvo la responsabilidad en que sus miem-
bros pueden incurrir en el ejercicio de su encargo, 
que se hace efectiva por medio de la llamada prise á 
partie al igual de la de los Jueces. 
Ba,gica.—Como en Francia, la administracion del 
derecho de registro, que grava muchos actos judi-
ciales, anticipa los :gastos procesales; servicio que 
basarlo en las leyes francesas anteriores á la cons-
titucion independiente del Reino, se halla organi-
zado por las de 1.0 de Junio de 1849, 27 de Marzo 
de 1853, decreto de 18 de Junio del mismo afio 
dictado para la ejecucion de aquellas, y explicado 
por circulares ministeriales. 
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La 4ligacion de pago de los condenados ó de la 
parte civil; la responsabilidad solidaria de autores 
y cómplices; la derivada de apelacion, cuando no 
sea el apelante el Fiscal y la sentencia se confirme 
ó se modifique; el deber de consignar depósito pré-
vio la parte civil en materia de policía simple 6 cor-
reccional; la prision por falta de pago, se consagran 
de manera precisa en ese decreto que pone exclusi-
vamente á cargo del Estado (art. 138) los gastos de, 
viaje 3'  de estancia de los Magistrados en servicio del Jurado, las indemnizaciones de los Jurados y 
cuanto á la formacion del Tribunal se refiere, los 
gastos relativos á la ejecucion de las sentencias cri-
minales y la expedicion á los condenados de las co-
pias que el Código de instruccion criminal manda 
que sean gratuitas. 
Portugal.—Son tambien las costas de cargo de 
los condenados. En lo criminal' se hacen efectivas 
por lbs medios que en lo civil, segun el artícu-
lo 1.206 de la Reforma judicial, que en el 615 san-
ciona la prision por falta de pago á razon de mil 
reis por dia, prohibiendo en el 1.257 la condena-
cion de los reos absueltos. 
Italia.—Tambien el Tesoro público anticipa los 
gastos procesales, ménos los de la parte civil, que 
debe depositar en Secretaría la suma 'presumida 
necesaria para ellos, á no ser indigente; y, como 
aquel, puede repetir contra los condenados y las 
personas civilmente responsables del hecho incrimi-
nado. La sentencia condenatoria declarará cargo de 
los condenados y de las personas civilmente respon-
sables los gastos del proceso. 
Las citaciones y notificaciones á instancia de los 
procesados no admitidos al beneficio de los pobres 
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son de su cargo, como las indemnizaciol , de los 
testigos tambien a su solicitud oidos (1). ^R' 
Austria.—El capítulo 22 del Código se ocupa  
de los gastos del procedimiento penal.  
Senala como gastos del procedimiento (art. 381):  
1.° Los causados por remesa de piezas, citacio-
nes y viajes.  
2.0 Los de conduccion, custodia y trasporte del  
acusado ó de otras personas.  
3. e Los salarios de testigos, peritos é intérpretes.  
4.° Los honorarios de los defensores y repre-.  
sentantes de las partes.  
5.° Los de alimentacion del acusado durante la  
prision. 
6.° Los de viaje de Jurados y Magistrados, é 
indemnizaciones á estos.  
7.° Los de ejecucion de la sentencia.  
Todos ellos, menos los del núm. 4.0, se anticipan 
 
por el Estado, el cual indemniza á su solicitud al  
representante de pobres dado al acusado de los gas-
tos necesarios que justifique, pero subsistiendo, res-
pecto del último, la obligacion de soportar los del  
representante, aunque se haya constituido de oficio 
 
(artículo 393).  
La decision judicial condenatoria debe serlo tam-
bien de las costas (art. 389). Cuando el proceso com-
prende varios hechos punibles, se distinguen las 
 
relativas á los de que el acusado no haya sido reco-
nocido culpable. Esta declaracion, que alcanza al 
 
individuo condenado 6 a su sucesion, pero no á los 
 
terceros que por ley 'ó contrato deban alimentos  á 
aquel, limitase respecto de cada penado, cuando 
 
(1) Título 5.° del libro 2.° del Código de procedimiento 
penal. 
r ^^ 
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son vs, á los gastos ocasionados por cada uno  
durant su detencion, por su defensa, por la ej ecu-
cion de la condena, por circunstancias especiales 6 
 
por falta personal, siendo todos solidarios de la obli-
gacion de pago respecto de los restantes, salvo ex-
presa declaracion del Tribunal.  
El término del proceso de cualquiera manera dis-
tinta que por condena deja los gastos á cargo del 
Estado, cuando no recaigan sobre el acusador: nun-
a sobre el ministerio público (art. 390). 
Los de ejecucion de sentencias pára las penas 
. privativas de libertad comprenden, no solamente 
los relativos al cuidado de los condenados, sino 
además los de custodia y administracion del esta-
blecimiento penitenciario (art. 388). 
Una limitacion humanitaria,  digna de aplauso, 
merece registrarse. Los gastos del proceso, dice el 
artículo 391, no se sufragarán por el condenado sino 
en tanto que el Tribunal estime que esta carga no 
afecta á sus medios de vivir. Con trasladarla con 
efectividad á nuestro derecho, se obviarian muchas 
de las graves consecuencias antes señaladas (1): 
Alemania.—Diversas leyes regulan la materia de 
los gastos procesales. La de 18 de Junio de 1878 
sobre los de justicia; las de 24 y  30 del mismo mes, 
que establecen las tarifas de los salarios de los Ugie-
res y de los testigos y peritos, y la de 7 de Julio 
(1) Una ley de Noruega de 16 de Junio de 1883 se inspira 
en el mismo principio. Cuando el acusado es condenado en 
costas, la sentencia fija la suma que éste debe pagar al Es-
tado por indemnizacion, la cual no ha de exceder del impor-
te de las costas puestas á su cargo, y se señalan en conside-
racion á la pena pronunçiada, á la situacion del condenado, 
que en todo caso tiene de ^echo á que de sus bienes le que-
de libre el valor de 600 coronas. 
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de 1879 sobre los derechos de los AbogadcProcu-
radores, y muy especialmente los últimos artículos 
del Código de procedimiento penal. 
En estas disposiciones se hace notable distincion, 
como en otros países, entre los derechos .de justicia 
y los gastos á que la instruccion de los procesos 
obliga al Estado, puestos de ordinario á cargo de la 
persona que designa la resolucion judicial respec-
tiva (art. 496 del Código). 
Llámanse especialmente gastos ó desembolsos 
(Auslagen), por el art. 79 de la primera de las leyes 
citadas: 
1.0 Los derechos de certificacion. 
2.° Los pagados al correo y al telégrafo. 
3.0 Los de anuncios eu los periódicos. 
4.0 Los derechos de los testigos y peritos. 
5.0 Las indemnizaciones diarias y gastos de 
viaje de los funcionarios públicos, obligados á dejar 
el lugar de su residencia. 
6.° Las debidas á otras autoridades ó funciona-
rios, 6 á los Abogados-Procuradores por sus actos. 
7.o Los de trasportes de personas. 
8.° Los ocasionados para la prision conforme á 
las leyes referentes á la ejecucion de las penas pri-
vativas de libertad en vigor en cada Estado de la 
Confederacion. 
Estos desembolsos gravan íntegramente al conde- 
nado, con responsabilidad solidaria entre quienes 
lo sean por un mismo hecho (art. 498), sin que al-
cance á sus sucesores cuando al fallecimiento del 
causante la sentencia no haya adquirido carácter 
irrevocable (art. 497). Al reo absuelto pueden fin-
ponérsele los ocasionados por alguna negligencia . 
suya (art. 499), si bien en ciertos casos--injurias 6 
lesiones corporales recíprocas—la absolucion no im- 
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pide que á una de las partes ó á las dos se las con-
dene al 'pago (art. 500). 
La regulacion del importe de los actos judiciales 
se hace por lo fijado en las respectivas tarifas. 
Los derechos de justicia (G-ebiihren) en los cua-
les se comprenden los de timbre y toda otra contri-
bucion, y los demás judiciales no expresamente se-
ñalados como desembolsos, se determinan por las pe-
nas principales impuestas en cantidades fijas con 
relacion.á ellas, que varían desde cinco marcos cuan-
do la pena es de 
 uno a cinco de multa ó de uno á 
diez dias de prision, hasta 300 marcos cuando exce-
da de diez años (art. 62 de la ley de 18 de Junio 
de 1878). 
Plausible esta ref undicion de tan distintos títulos 
de crédito como se presentan contra el condenado 
en los juicios criminales, lo seria sin reserva si com-
prendiera en su regla los llamados desembolsos, de 
modo que, puestos á cargo del Estado todos los ser-
vicios ordinarios precisos de justicia, se reembolsa-
ra, en-cuanto pudiera, por cantidades fijas que pro-
porcionalmente a la pena satisfacieran los reos con-
denados, que es lo que estableció en España el 
artículo 11 del Real decreto de 23 de Junio de 1854, 
creador del Tribunal correccional de Madrid, en lo 
tocante á las costas en él causadas por los auxiliares 
retribuidos, 
Dignas de estudio son tambien las disposiciones 
que regulan los derechos en las instancias de apela-
clon y en los recursos en la legislacion alemana; 
pero excederia los naturales límites de -este libro 
exponerlas en su extension y complegidad, cuando 
lo dicho parece bastante para notar el fundamento 
capital en que allí se apoya la exaccion de las costas 
procesales (Sosten des Ye'fahrens) que estriba .en 
lo siguiente: 
60 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
.(a) En condenar á su pago al reo (arts. 497, 
498 y 499 del Código penal procesal). 
(b) En ponerlas a cargo del denunciador ca-
lumnioso, aunque no se haya abierto el proceso ju-
dicial, como ocurre en el caso de investigaciones 
practicadas por el Ministerio fiscal antes de enta-
blar la accion criminal, ó por los agentes de poli-
Cía (art. 501 del Código penal procesal). 
(c) En ponerlas á cargo del actor cuando la re-
tirada de su demanda detenga el curso del procedi-
miento (arts. 502 y 503 del Código penal procesal). 
(d) En ca rgar con las del recurso retirado ó re-
chazado á quien le haya interpuesto (art. 505), á no 
ser que lo fuera por el Ministerio público, en cuyo 
caso ha de soportarlas el Tesoro. 
(e) En que el reo condenado pague los desem-
bolsos del acusador privado (art. 503 del Código pe: 
nal procesal), y este los de aquel en caso de absolu- 
cion, siempre con solidaridad entre acusadores y reos. 
(f) En que los honorarios del Abogado-Procu-
rador de la parte adversa se comprendan entre los 
desembolsos abonables, cuando el Tribunal estime 
que hayan sido impuestos por las necesidades de l a . 
accion y de la defensa (art. 503 del Código penal 
procesal y 87 del Código penal civil). 
IV. 
Nuestra ley no llega á tantos detalles, ni siquiera 
á todos los convenientes para su fácil y expedita 
aplicacion. 
Despues de mandar los Jueces y Tribunales 
hacer declaracion expresa sobre el pago de las costas 
procesales en las sentencias y en los autos que pon-
gan término á la causa ó á cualquiera de sus inci-
dentes (art. 239), en lo cual sigue á otras legislacio- 
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nes, confirmando las antiguas patrias, sefiala los tér-
minos posibles de esa resolucion, que son: ó decla-
rarlas de oficio, como si dijera á cargo de los acree-
dores de su importe, ó condenar á su pago a los 
procesados penados, al querellante particular ó al 
actor civil; pero deja de indicar las reglas a que los 
Tribunales hayan de ajustarse para  - determinar la 
proporcionalidad del pago Or parte de los procesa-
dos, y los en que hayan de ser de oficio. 
No distingue las causas por delitos públicos de 
las causas por delitos privados, y por ello á unas y 
á otras alcanzan sus disposiciones generales. Podrá 
objetarse en doctrina contra esta igualdad, aducien-
do la mayor analogía procesal de las segundas con 
los pleitos civiles que con las primeras en lo tocan-
te á las costas, en razon a que el requerimiento pri-
vado es el impulsor de la accion judicial, pero ante 
la ley, que a esa analogía ha preferido la identidad 
de esencia del contenido d e . unos y de otros proce-
sos dirigidos al juicio y castigo de acciones crimina-
les, la discusion no conduciria a resultado práctico. 
De todas las causas habla, y en todas ellas debe 
recaer una de las resoluciones que establece. 
La simple lectura del art. 240, y el recuerdo de 
otros del Código penal, advierten del distinto carác-
ter jurídico de las costas, segun la persona sobre 
que recaiga, la condenacion a su pago. 
Desde luego se vé que sólo pueden ser condena-
dos: los procesados no absueltos ó el querellante 
particular, ó el actor civil. 
No son, sin embargo, estas solas las personas que 
intervienen, con accion directa, en los procesos; es 
además parte obligada en los delitos públicos el-Mi-
nisterio, fiscal; lo es ,algunas veces un responsable -
civil. 
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Para que el Oficial público, que en desempeño de 
su cargo gestiona cerca de los Tribunales y requie-
re su ministerio, conserve la necesaria libertad y la 
conveniente energía en el ejercicio de la action 
puesta en sus manos, es justo excluirle de condenas 
personales de costas en las ocasiones en que sucum-
ba, y más aún al Estado, por cuya delegacion Obra, 
para no abandonar los intereses que administra á la 
negligencia ó descuido de sus apoderados, cuyo 
mandato les constriñe á ajustarse con buen, fé y 
recto propósito á los dictados de una ext ^icta . jus-
ticia. 
No lo es dentro del sistema de la ley impedir esa 
condena en el caso, por fortuna improbable pero no 
imposible, de temeridad 6 mala f6 llbtoria del Mi-
nisterio fiscal. En esta parte la de 1372 (art. 119), 
proveía de una manera inmediata' lá repa ^acion 
del daño sufrido por un ciudadano, aútorizando la 
condena del Fiscal al pago de las costas: *Pero el si-
lencio de la ley actual no excluye, llegado ese sensi-
ble caso, toda responsabilidad y toda indemni-
zacion. 
Aparte de la criminal exigible al Ministerio fiscal 
en cuántos casos lo es al judicial, en la consiguiente 
diversidad de sus respeçtivas distintas funciones, la 
civil, dimanada del hecho causante de perjuicio, no 
parece dudosa hasta para obtener la indemnizacion 
de gastos procesales. Esta es doctrina corriente en 
la misma Francia, en donde el Ministerio fiscal dis-
fruta de singulares prerogativas y respetos, y no 
puede dejar de serlo en España, en donde no se re-
conoce otra irresponsabilidad que la del Rey, consa-
grada expresamente en la Constitucion del Estado. 
La temeridad y la mala fe llevarán de ordinario el 
hecho hasta las fronteras del delito, pero si allí no 
llegara el acto ó actos fiscales, la negligencia ó igno- 
i` 	  
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rancia inexcusables, que acaso son algo menos, por 
donde tambien se entra en aquel dominio del Códi-
go penal, sujetan á los Fiscales á responsabilidad 
civil, como á los Jueces y Magistrados, cuando por 
peticion ó accion aquéllos, éstos pbr providencia, 
manifiestamente contraria á la ley, ó faltando á algun 
trámite 6 solemnidad mandado observar por la mis-
ma, bajo pena de nulidad, causen á los particulares, 
á corporaciones ó al Estado, dados y perjuicios es-
tim&b..es (1). 
El i=esponsable civil es demandado en el proceso 
criminal; contra él se dirige la accion civil dimana-
da del delito, si á la vez que la penal se ejercita, y 
á pesar de esta, situacion no le alcanza en general 
la condena de cestas, porque solamente al procesa-
do, al querellante particular ó al actor civil quiere 
la ley que . se impongan cuando no se declaren de 
oficio. Carece de justificacion esta diferencia. 
El Código penal declara civilmente responsables 
por los hechos que ejecutare el loco ó imbécil y el 
menor de nueve años 6 el mayor de esta edad y 
menor de quince que no obrara con discernimiento, 
á los que les tengan bajo su potestad, padres ó ma-
ridos, 6 guarda legal, tutores y curadores, á no ha-
cer constar que no hubo por su parte culpa ni ne-
gligencia. 
Igual responsabilidad tienen aquellas personas 
á cuyo favor se hubiera precavido un mal recaido 
sobre otras; los causantes de miedo impulsivo de 
un dafio y subsidiariamente los que así movidos le 
ejecutan; los posaderos, taberneros y cualesquiera 
personas 6 empresas por los delitos que se cometie-
ren en los establecimientos que dirijan, siempre que, 
(1) Artículo 835, en relacion con los 260 y 262 de la ley 
Orgánica del Poder judicial. 
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por su parte 6 la de  , sus dependientes, intervenga  
infraccion de los reglamentos generales 6 especiales 
 
de policía; los mismos posaderos de la restitucion  
de efectos robados 6 hurtados en sus casas en cier-
tas condiciones, y por último los amos, maestros, 
 
personas 6 empresas dedicadas á cualquier género  
de industria por los delitos 6 faltas en que incurrie-
ren sus criados, discípulos, oficiales, aprendices 6  
dependientes en el desempeño de sus obligaciones 6  
servicio. 
Respecta de todas estas personas, y por expresa  
determinacion del art. 615 de la ley de Enjuicia-
miento, de .acuerdo con el 128 del Código penal,  
de aquellas que hubiesen participado por título lu-
crativo de los efectos del :delito, es menester ins-
truir, al lado del proceso criminal, un proceso acce-
sorio (art. 619), con objeto de asegurar primero esa  
responsabilidad y discutirla tambien (artículos 615,  
616, 617 y 618). En este incidente (así le llama el  
artículo 621) en el que se dictan resoluciones, y  
que puede ocasionar recursos, ¿deben ser siem-
pre las costas de cargo del procesado, del quere-
llante 6 del actor civil? Si así fuera, el tercer res-
ponsable encontraria puerta franca para todo géne-
ro de dilaciones. Sin embargo, el texto legal es li-
mitativo : las costas, dice, no pueden recaer sino  
sobre una de aquellas tres personas. En hora bue-
na que el procesado condenado como delincuente,  
el querellante 6 actor civil temerarios carguen con  
la responsabilidad de todas las costas causadas por  
el delito 6 por infundada accion; pero cuando actos 
ajenos las produzcan, cuando injustificadas resis-
tencias de otras personas den lugar á ellas, si la  
condena en costas es correccion para los segundos  
para estos últimos debe tambien serlo.  
En caso de•recurso no parece que ofrezca duda.  
1^...^.- 	 
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V. 
• 
Hace poco se indicaba que las costas procesales 
tienen carácter distinto, segun la persona sobre que 
recaen, y efectivamente, para el declarado culpable 
de delito ó falta, son una pena; para los demás, 
mera correccion de carácter civil: ménos que esto , 
indemnizacion, simple pago de gasto causado. 
El art. 26 del Código penal, designa como pena 
accesoria el pago de costas; y el 28 establece, que 
se entienden impuestas por la ley á los criminal-
mente responsables de todo delito ó falta. 
No es esta ocasion de discutir el acierto ó el error 
con que la ley da carácter de pena á las costas cau-
sadas sin la voluntad del delincuente, y sin duda 
contra sus deseos. Como pena, resulta desproporcio-
nada muchas veces con el delito, y recae sobre he-
chos que no le constituyen. Pero precisamente por 
ser pena, está en el Código penal la regla preceptiva 
de su imposicion al reo convicto, propter crimen et 
non propter litem. 
Cuanto al querellante particular y al actor civil, 
mantienen las costas procesales el carácter de in-
demnizacion que las corresponde, y generalmente 
reconocen las legislaciones, propter litem et non 
propter crimen. Es pena sólo en la acepcion de esta 
palabra en el Derecho civil, en el sentido en que la 
emplea la ley 8.a, tít. 22 de. la Pa ^tida 3.a, no en el 
propio del tecnicismo del Derecho penal. En este 
Orden la pena ha de ser consecuencia de acto pro- . 
hibido por ley expresa con tal sancion, y no lo está 
el ejercicio del derecho de acusacion ó de accion, ni 
aun su abuso, como no llegue a la falsedad. 
Este diverso carácter determina diferencias nota-
bles en la práctica, pues si bien con uno ó con otro 
Enjuic. erim.—T. III. 	 5 
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el condenado tiene que satisfacerlas, y cuando vo-
luntariamente no lo hace, sujeto queda a los apre-
mios establecidos ex_' el procedimiento civil para su 
exaccion (art. 245), el reo sufre prision ,por falta de 
pago de las causadas por el acusador privado (ar-
tículo 50 del Código), y ni éste, ni el actor civil, con-
traen igual responsabilidad por las de aquel á que 
la ley permite condenarles. 
Las costas son comunes ó privativas. A aquella 
clase pertenecen, en lo penal, las producidas por la 
accion exclusiva de la autoridad judicial en la ins-
trucción del proceso y su fallo , y á la segunda las 
que . cada parte ocasiona con su defensa, su prueba 
ó sus pretensiones. No  . dice la ley si alguna vez ha 
de hacerse distincion al condenar, y es de sentir, 
porque casos como el que, con sentido práctico, 
prevé el art. 87 del Código de procedimiento civil 
alemán, aplicable al procedimiento penal, son  dig-
nos de consideracion. Hé aquí sus términos: La 
parte que sucumba, soportará los gastos del proceso y 
 reembolsará especialmente los ocasionados á la parte 
adversa, cuando el Tribunal estime que fueron exigidos 
por los intereses de la demanda ó de la defensa. Los 
honorarios del Abogado-Procurador de la parte triun-
fante, serán reembolsados en todos los procesos, pero 
los gastos de viaje del Abogado-Procurador, que resi-
diera en otro distrito, no serán pagados más que en 
el caso de estimar el Tribunal que los intereses de la 
demanda ó de la defensa, hicieron necesaria su asis-
tencia. Los gastos del empleo de 
 . varios Abogados-Pro-
curadores no serán pagados sino en cuanto no excedan 
de los correspondientes á uno sólo, á no ser que el re-
emplazo hubiera sido necesario. 
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Racional y equitativo es el precepto. Aun el uso 
de los más fundamentales derechos reclama cierta 
prudencia de ejercicio. No es fácil establecer á priori 
como doctrina reglas fijas por las cuales haya de 
medirse lo que en cada caso exijan las convenien-
cias de la defensa de un derecho; pero no es difícil 
presumir que en su ejercicio no limitable cabe algo 
excesivo que no debe recaer sobre el adversario. 
El recto sentido de los Tribunales no abusaria en 
España de una facultad análoga a la concedida á 
los alemanes. 
En cuanto á los. procesados no absueltos no cabe 
distincion. Las costas son pena accesoria del delito, 
todas las costas, las comunes, las del querellante 6 
actor civil, hasta las del responsable civil, porque 
todas derivan, en concepto de la ley, del hecho puni-
blé ejecutado..: ' 
En cuanto al querellante 6 actor civil es posible. 
Si la razon de la condena que sobre ellos recae 
es su temeridad 6 mala fé, y su responsabilidad 
de mero carácter civil, tan justo es que soporten 
las consecuencias de ella, como que en estos lí-
mites se encierre la condena. Las que ellos causa-
ron por sí, las de que fueron causa para el reo, 
deben soportarlas, pero nada más. Las que no se 
produjeron por su accion, las que fueron de ella in-
dependientes, deben declararse de oficio. La ley no 
lo prohibe, antes su espíritu y tendencia lo autoriza. 
La práctica de los Tribunales viene ajustada á esta 
interpretacion. 
No es para pasada en silencio una duda que en 
ánimo suspicaz y caviloso acaso levante el estudio 
de los términos del núm. 2.0 del art. 240. 
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Dice que la resolucion sobre costas podrá consis-
tir: En condenar á su pago á los procesados, señalan-
do la parte proporcionar de que cada uno de ellos deba-
responder, si fueren varios, y añade que no se impon-
drán nunca las costas á los procesados absueltos. 
¿Debe entenderse permitida la imposicion de  cos-
tas á procesados que no hayan sido condenados, con 
tal que no hayan sido absueltos? El procesado res-
pecto del cual se sobresee la causa, provisional ó li-
bremente, por cualquiera de los motivos determi-
nantes de estas resoluciones, es un procesado no. 
absuelto, y no comprendido  por tanto en los térmi-
nos literales del último párrafo copiado. De ahí que 
pueda dudarse de si lo estará en el primero, que no 
habla de procesado condenado, sino simplemente 
de procesado. 
El carácter penal de las costas para el reo re-
suelve en sentido negativo esta cuestion. Por ser 
pena accesoria requiere otra principal. No ha de 
ser de peor condicion el procesado respecto del cual 
los datos sumariales bastan á demostrar su inocen-
cia 6 cuando ménos para suspender la causa, que 
aquel á quien esos. elementos indicaron como res-
ponsable y dieron base á una acusacion. La regla 
que rige esta materia, regla absoluta, es la siguiente: 
solamente al procesado condenado pueden y deben 
imponerse las costas. 
¿Todas y siempre? Todas, si no hay más que un 
responsable, pero no todas si hubiere más de un reo. 
Lo dice la misma ley al mandar los Tribunales 
que señalen la parte proporcional de qué cada uno 
de ellos deba responder; pero no indica las reglas 
de esta proporcion. No pueden ser otras que las 
que imponga la igualdad. Para ello será menester 
distinguir las costas comunes de las particulares; 
las comunes, para que las soporten por partes igua- 
i 
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les los reos; las particulares, para que cada cual pa-
gue las por sí y para sí causadas. 
Frecuentemente se trata en un proceso de varios 
delitos, se comprenden en 61 varios procesados, y 
en él se declaran responsabilidades y absolucio-
nes respecto de unos y de otros. Como la absolu-
cion implica la declaracion de oficio de las costas, 
salvo el caso de ser su pago condenado el quere-
llante ó el actor civil, y la responsabilidad criminal 
se extiende á las costas, esta pena no alcanza á las 
causadas por hechos distintos deilos que dieren lu-
gar á la condenacion, y solo se ponen á cargo' del 
penado las ocasionadas por el delito 6 por cada uno 
de los delitos de que se le declara responsable. 
Entre procesados diferentes la distribucion es na-
tural hacerla por partes iguales, cualquiera que sea 
el grado de su participacion en el delito, como cir-
cunstancias especiales no hayan sido causa de que 
por uno de ellos, y no por todos, se produjeran gastos. 
La responsabilidad de las costas, por su carácter 
penal, no es solidaria, como lo es en otras partes, y 
corno lo es entre nosotros la civil derivada del deli-
to dentro de cada uno de los grados de participa-
cion (art. 127 del Código penal). Por eso ha de ser 
fijo el señalamiento de lo que cada uno de los res-
ponsables criminales haya de pagar; señalamiento 
que puede hacerse, y generalmente se hace, por par-
tes alícuotas 6 por designacion de actuaciones. En 
todo caso, quiere la ley que el auto 6 sentencia diga 
con claridad lo que cada cual deba pagar. 
VIII. 
El querellante particular y el actor civil no deben 
ser condenados en costas por el mero hecho de su-
cumbir en la contienda. Si tal dispusiera la ley, 
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opondria grave obstáculo al ejercicio de legítimos 
derechos. El respeto al derecho no justifica, sin 'em-
bargo, sus excesos é imprudencias Cuando con te-
meridad ó con mala fé se pone en ejercicio, la cor-
reccion de las  costas es tan justa y adecuada como 
casi siempre, dados esos supuestos, lo será la decla-
racion de calumniosa á la querella. 
Temeridad y mala fé significan aquí la falta de 
sinceridad, el atrevimiento o la astucia del actor no 
 impulsado por el noble móvil de la de rensá de su 
derecho herido, sino arrastrado por el deseo de pa-
recer ofendido, para perjudicar en su honra, en su 
tranquilidad ó en sus intereses á otros. De buena fe 
procede el que dirige sus actos movidos de honrada 
creencia por caminos que juzga estarle abiertos. 
Con mala fé el que pretende aprovecharse por me- 
, ras apariencias de medio conscientemente ineficaz 
para hacer valedero lo que llame su derecho. Quien 
así se conduce no es digno de consideracion, y me-
nos que en ninguna otra, en materia criminal. Con-
tra el querellante temerario 6 de mala fé podrá haber 
quien piense que no siempre son suficientemente 
expresivas las disposiciones del Código penal, por-
que alguna vez escapará á su alcance; pero nadie 
negará que quien pone en duda el honor ajeno por 
mera complacencia 6 con más trascendentales fines, 
lo menos que debe seguir á sus actos es la correc-
cion de las costas, siquiera, como dice la ley de Par-
tida, para que otros se recelen de lo facer. Y la ley 
habla del querellante 6 actor civil, pero no del de-
nunciante, al cual, porque no produce instancia, no 
deben imponérsele las costas de ella (1). 
Condenar en costas, es obligar a pagarlas; decla- 
(1) Sentencias del Tribunal Supremo de 13 de Abril y 10 
de Mayo de 1878. 
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radas de oficio, es eximir de ese pago en su mayor 
parte, con las excepciones que luego se indicarán, 
es hacer que el Estado de una parte, y ciertos fun-
cionarios con él, se priven de obtener sus créditos; 
es lo mismo que considerarlas causadas por razon 
de las funciones propias del movimiento y accion 
de la administracion de justicia. Como cuando se de-
claran de oficio no se pagan, parece que involunta-
riamente el legislador al aceptar esa frase, reconoce 
que'no hay derecho a obtener pago por administrar justicia. 
zx. 
Ya es tiempo de decir qué son las costas proce-
sales. 
El art. 47 del Código penal responde: Las costas 
comprenderán, dice, los derechos é indemnizacio-
nes ocasionados en las actuaciones judiciales, ya 
consistan en cantidades fijas ó inalterables por ha-
llarse anticipadamente determinadas por las leyes, 
Reglamentos 6 Reales órdenes, ya no estén sujetas 
á Arancel. 
La ley de Enjuiciamiento contesta tambien en su 
artículo 241: Las costas consistirán: 
1.0 En el reintegro del papel sellado empleado 
en la causa. 
2.° En el pago de los derechos de Arancel. 
3.° En el de los honorarios devengados por los 
Abogados y peritos. 
4.° En el de las indemnizaciones correspon-
dientes á los testigos que las hubiesen reclamado, 
si fuesen de abono, y en los demás gastos que se  ' 
hubiesen ocasionado en la instruccion de la causa. 
Esto, nada más que esto, son las costas procesa-
les. Apenas si podria comprenderse nada más, como 
no fueran los haberes de los Jueces y Magistrados 
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y el sostenimiento de los establecimientos peniten-
ciarios, que como se ha visto, en algun país se ponen 
en cierta medida a cargo de los reos. 
No se distinguen ya las costas procesales y los 
gastos del juicio, como hicieron los arts. 46 y 47 
del Código penal de 1848, clasificando entre los úl= 
timos los que la parte hiciera para sostener sus de-
rechos, inclusos los honorarios del Abogado, y en-
tré los primeros el reintegro del papel sellado, dere-
chos consignados en los Aranceles judiciales, hono-
rarios de peritos é indemnizaciones de testigos, y 
como, llamando costas á los derechos de Arancel y 
gastos á, los demás, repitió el reformado en 1850; 
gracias al cual fué posible el repugnante espec-
táculo de prolongarse -en los presidios la condena 
de los•reos que no podian 6 no querian satisfacer 
los honorarios de sus propios defensores. 
1.0 Reintegro del papel sellado.-E1 empleo de 
papel timbrado por el Estado en las actuaciones ju-
diciales de lo criminal grava al mismo Estado, que 
le facilita á los funcionarios que proceden de oficio, 
y es á la vez origen de ingresos por el reintegro á 
que obliga a los condenados pudientes. 
Su uso es relativamente antiguo. Para evitar los 
grandes daños que padecia el bien público y parti-
cular con el uso de los instrumentos y escrituras 
falsas, mandó D. Felipe IV, en 15 de Diciembre de 
1636, a propuesta del Reino junto en Córtes, que 
desde el principio del año siguiente fuera condicion 
de validez de tales instrumentos y escrituras y de 
otros despachos su extension en papel sellado, con 
uno de cuatro sellos que mandó disponer con diver-
sidad de formas y calidades, denominadas: mayor, 
2.0, 3.0 y 4.0 Esta autenticidad, así buscada, se en-
contró necesaria en las actuaciones judiciales, y á 
ella se destinó el sello 4.°, al que pertenecia el que 
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habia de dar el Consejo para uso de los Tribunales 
y Juzgados con la inscripcion para despachos de ofi-
cio, y los que con la de para pobres de solemnidad se 
expendian como aquel al precio de cuatro marave-
dises pliego. 
No era entonces todavía preciso que en las causas 
comenzadas de oficio se escribieren todas las diligen- 
cias en papel sellado; bastaba (art. 2.0 del párrafo 6 
de la Real cédula de 15 de Diciembre de 1637) que se 
empezaran en pliego entero del sello 4.0, y que pro-
siguieran en papel comun hasta la querella y citacion 
de la parte; lo que, acomodado- al lenguajê actual, 
quiere decir que la instruccion, el sumario, se  ex-. 
tendia en papel comun, salvo el primer pliego, y 
el plenario, desde la acusacion, en el del sello 4.0 
Don Felipe V exigió al Reino de Aragon el uso del 
papel sellado, como a otros de Castilla, por decreto 
de 5 de Agosto de 1707, despues de haber elevado 
para . aquel año el valor de los sellos; aumento que 
alcanzó hasta á los de  oficio y pobres tasados en-
tonces á 8 maravedises. - 
El mismo Rey, en pragmática de 27 de Enero de 
1744, mandó que las Chancillerias y Audiencias no 
admitieran memorial ni representacion no escrita en 
papel del sello 4.0, y en 1750 acordó sobre el modo 
de provision del de oficio á los Consejos y Tribuna-
les que debian usarle mediante pago. 
Don Cárlos IV volvió los ojos al papel sellado 
como fuente de ingresos del empobrecido Erario de 
modo nada gravoso al pobre ni al vasallo tranquilo  , 
que no litiga, y por la Instruccion de 28 de Junio de 
1794, dobló el precio de los sellos sin alterar los de 
oficio y de pobres. 
La Real cédula de 22 de Mayo de 1824 clasifica 
de nuevo los sellos, subsistiendo entre otros distintos 
el de pobres que se ponia á la venta (art. 96) y el des- 
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tinado á despacho de oficio con las mismas aplica-
ciones que hasta entonces tenia (arts. 59 y 89). 
 
Al acrecentamiento de esta importantísima renta  
del Estado se dirigieron otras muchas disposiciones  
generales ó aclaratorias, como el Real decreto de 8  
de Agosto de 1851 y el más completo de 12 de Se-
tiembre de 1 861 que, por el núm. 3.0 de su art. 29,  
mandó emplear el sello de oficio en las causas crimi-
nales, y por el art. 32 que, el que resultare condena-
do en costas reintegrara él papel invertido á razon  
de 6 reales por pliego; reintegro al que el art. 33  
concedió, preferencia sobre los créditos de todos los de-
más acreedores por costas, y que segun el 65 habria  
de hacerse por medio de papel creado al efecto, bajo  
la responsabilidad de los Jueces y Tribunales (ar-
tículo 68), quienes por su parte recibian de la Admi-
nistracion el papel necesario para su uso, conforme  
á la instruccion dictada en 10 de Noviembre del mis-
mo año 61 para el cumplimiento de aquel Real de-
creto. Suprimirlo por decreto de 18 de Diciembre 
 
de 1869 el papel de pobres, vino á reemplazarle el  
de oficio, acordándose por Reales órdenes de 31 de 
 
Julio y 23 de Setiembre de 1875 que se estampara 
 
un sello especial en el destinado á la venta para dis-
tinguirle del facilitado gratuitamente á las autorida-
des y personas qué tenian derecho á obtenerle. 
 
La ley de 21 de Diciembre de 1881 y el Regla-
mento de igual fecha para su ejecucion, explicado 
 
y adicionado por diferentes resoluciones, constituye 
 
la legislacion vigente en la materia, próxima á mo-
dificaciones anunciadas. 
 
El art. 48 de la primera manda emplear el tim-
bre de oficio en las causas criminales, en las actas  
de los juicios sobre faltas y en las diligencias que  
se practiquen para la ejecucion de los fallos que en  
unos y en otros juicios recaigan, y que el condena- 
,. .^^^- 
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do en costas en las causas reintegre el timbre cor-
respondiente al de oficio invertido á razon de 2 pe-
setas por pliego, á cuyo reintegro se otorga por el 
artículo 61, preferencia absoluta sobre los créditos 
de los demás acreedores por honorarios y costas; 
reintegro que debe hacerse conforme al 182 con 
el timbre de pagos al Estado, que tiene entre otros 
este destino, así como el de servir para el de los que 
se satisfacen en las Audiencias en concepto de dere-
chos de Secretaría (núm. 10 del art. 187). 
La necesidad del uso del papel sellado en los pro- 
cesos criminales, reiterada expresamente en el ar-
tículo 122 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
obliga al Estado á facilitar a los Jueces y Tribuna-
les el que empleen de oficio. Así lo reconoció, como 
otras disposiciones anteriores,' el art. 195 de la ley 
del Timbre, remitiendo al Reglamento la forma de 
realizar la entrega. , 
Este papel de oficio es de dos clases. Ambas tie-
nen fijado el precio de 0,10 de pesèta: una se facilita 
gratuitamente á los Tribunales y Juzgados incluso á 
los municipales; otra destinada a la venta que, ade- 
más del sello en seco de cada una de las' dos hojas 
del pliego, lleva otro especial como contraseña para 
distinguirle del primero (art. 3.0 del Reglamento de 
31 de Diciembre de 1861). Bste, el de la venta, sir-
ve á las personas que en los procesos criminales 
introducen pretensiones, no siendo de aquellas á 
quienes tambien gratuitamente está concedido como 
los Procuradores, segun disposicion de la Real ór-
den de 7 de Febrero de 1883 que les reconoció este 
derecho, antes negado implícitamente por la de 17 
de Diciembre de 187.5. 
El otro se obtiene por los Tribunales, despues que 
los Superiores del reino, el Supremo y los de las 
provincias, forman, antes de 30 de Junio de cada 
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afio, el presupuesto del que consideran preciso en 
el siguiente, para sí y los Juzgados, el cual reciben 
á medida que le piden, con obligacion de dar cuenta justificada de su empleo (artículos 92 y siguientes 
del Reglamento). 
Todo el papel - que así se usa, por los Jueces 
y Tribunales, por las partes, por quien quiera que 
sea, ha de reintegrarse por el condenado en costas, 
á razon de 2 pesetas por pliego; lo que bien claro 
dice que es este un gravamen mucho mayor que el 
que en otras naciones imponen el timbre y el re-
gistro, y que pone d dura contribution el delito. 
Discutan los economistas acerca de si la respon-
sabilidad criminal debe ser materia imponible, y 
los políticos acerca de la justicia con que se aplica 
así la disposicion constitucional que manda al ciu-
dadano contribuir a las cargas públicas en propor-
cion de'sus haberes; siempre será cierto que el rein-
tegro de papel sellado no significa el reembolso del 
gasto anticipado Tor el Estado, puesto que se paga 
en más de lo que vale, sino que los condenados 
ayudan a pagar por los absueltos, y son objeto de 
impuesto: 
El reintegro ha de hacerse, la ley lo dice, en pa-
pel tambien, siendo obligacion de los Tribunales y 
Juzgados presentar cada semestre en las Adminis-
traciones donde se le facilitó, un testimonio, que 
acredite los procesos en que hubiese reintegro del 
sobreprecio del de oficio, al valor del timbrado que 
corresponde (art. 96 del Reglamento de 31 de Di-
ciembre de 1881). 
A los Secretarios y Escribanos corresponde el 
desempeño de esta obligacion. 
Las provincias de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava, 
se hallan exceptuadas del uso del papel sellado. 
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Dolorosos acontecimientos y actos sometidos al 
fallo de la historia vinieron á afectar a las singula-
res instituciones y antiguos privilegios de aquel . 
hermoso pedazo del territorio nacional. Unidas por 
régimen excepcional con lazos estrechos al resto de 
la patria, la ley de 21 de Julio de 1876 introduje 
en él graves y trascendentales reformas, encamina-
das á afirmar la unidad del Estado y la igualdad 
constitucional de sus ciudadanos. 
Dificultades de hecho, opuestas al establecimiento , 
 del uso del papel sellado, allí sin uso, fueron causa 
de que esta renta, con acuerdo de las Diputaciones 
de aquellas provincias, entrara á formar parte del 
encabezamiento general, concertado entre ellas y el 
Gobierno Supremo del Reino. 
El art. 13 del Real decreto de 28 de Febrero de 
1878, dictado para la ejecucion de la ley, permitió 
a los avencidados eu aquellas provincias represen-
tar en papel blanco ante los Tribunales y autorida-
des constituidas, dentro de su respectiva .demarca-
çion, y realizar en el mismo todos los actos políti-
cos, civiles y administrativos, referentes a la vida 
pública y privada de los ciudadanos, sin que este 
privilegio se extendiera en manera alguna álos actos 
y representaciones de fuera de dichas provincias. La 
Real órden de 26 de Abril del ai3io siguiente, expe-
dida por el Ministerio de Hacienda, explicando el 
decreto, resolvió que los pleitos y causas podian sus-
tanciarse en papel blanco, mientras la sustanciacion 
tuviera lugar dentro del territorio exento, pero que 
las apelaciones y recursos que debieran interponer- 
se y seguirse ante los Tribunales y autoridades de 
fuera del radio, se extenderian en papel sellado, y 
con todas las formalidades de la ley. 
El art. 207 de la ley de 31 de Diciembre de 1881, 
confirma expresamente estas disposiciones hasta . 
• 
78 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
que se establezca la unificacion tributaria o el Go-
bierno acuerde otra cosa. 
Exceptúa, pues, del uso del papel de oficio los 
procesos criminales que se sigan dentro del territo-
rio d'e las Provincias Vascongadas, por cuya excep-
cion es claro que, limitada á la sustanciacion que 
en 01 tenga lugar, no es exigibl e  á los condenados 
el reintegro; de donde resultan ciertamente favore-
cidos los. avencidados en esas . provincias, porque 
sus penas resultan suavizadas en caso de delin- . 
cuencia. 
Aunque sea de escasa importancia la observacion, 
lugar oportuno es este de recordar que la necesidad 
del uso del papel sellado no implica la suspension 
de la jurisdiccion, ni de los actos judiciales, cuyo 
ejercicio lo requiera, cuando los Jueces, Tribunales 
ó partes, por excepcionales posibles circunstancias, 
no le tengan á su disposicion. 
Para casos así, urgentes, la Real Orden expedida 
en 11 de Junio de 1881 por el Ministerio de Hacien-
da, autorizó á los Tribunales y á los Jefes económi-
cos para habilitar el papel necesario, autorizacion 
que limitativamente confirma el art. 112 del Regla-
mento de 31 de Diciembre de 1881, sin perjuicio 
del reintegro. 
Derechos de Arancel.—Tiene el nombre de Aran-
cel el Reglamento dictado por la autoridad pública 
para prefijar y marcar la cantidad de dinero en que 
se tasan servicios que con ella pueden ó deben ser 
remunerados. 
No ha de volverse ahora sobre esta materia des-
pues de lo dicho acerca de las conveniencias de la 
dispensacion gratuita de la justicia penal. Indicada 
queda ya una aspiracion y apuntada la tendencia 
1  
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que el desenvolvimiento y reformas sucesivas de 
los organismos judiciales muestran con plausible 
insistencia. Abolidos los derechos de los Jueces, á 
los cuales han sustituido dotaciones por el Estado, 
quedará andado el camino emprendido, cuando to-
dos los auxiliares de justicia sean remunerados co-
mo ellos, y como ya lo son algunos pocos en las 
Audiencias de lo criminal y `en el Tribunal Supre-
mo. La: diferencia en que éstos se hallan al presen-
te con 1 s.  ;úscribanos de. Juzgado y con los Secreta-
rios de Sala; .los Relatores y los Escribanos de Cá-
mara de las Audiencias territoriales, á circunstan-
cias transitorias se *debe; las angustias del Erario 
público y el respeto á derechos adquiridos, la man-
tienen: ella desaparecerá; que no hay principio que 
no reclame, que no imponga, y que no logre al cabo 
sus consecuencias lógicas en la region de los he-
chos. 
Mientras los funcionarios de justicia hayan de 
percibir directamente de los justiciables los emolu-
mentos de su cargo, los Aranceles que los determi-
nen constituirán materia y asunto grave, en cuya 
resolucion entren corno factores, de un lado, el inte-
rés público de no dificultar con exceso la adminis-
tracion de la justicia y de no gravar, fuera de me-
dida prudente, á quienes en su demanda ó para su 
defensa se acerquen á los Tribunales, y de otro, el 
interés, que al general tambien afecta como garan-
tía de exactitud en el desemperio de sus cargos, de 
que la remuneracion así resultante se proporcione 
al decoro y relativa independencia necesarios de los 
oficiales públicos. 
Por eso ha sido materia tan tocada y objeto de 
incesantes reformas Sin citar fechas más remotas,en 
asunto en que apenas tienen importancia los datos 
históricos, los Aranceles de 28 de Noviembre de 
r° 
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1837, los de 2 de Mayo de 1845, reformados en 22' 
de igual mes del año siguiente, y en 28 de Abril. 
de 1860, adicionados en 20 de Junio de 1863, son 
prueba evidente de este aserto. Todos ellos hall sido 
derogados, y hoy para todo lo criminal rigen los 
de 29 de Marzo de 1873. 
Saldria fuera del reducido cuadro de estas NoTAS, 
discutir en doctrina los principios y las bases sobre 
que descansa el Arancel. 
A su limitado objeto práctico basta decir que, con 
excepcion de lo referente á los juicios de faltas, para 
los cuales se señala una cantidad fija cualesquiera 
que sean las diligencias practicadas, que se distribu-
ye por partes iguales entre el Juez, Fiscal y Secreta-
rio (artículos 1.0, 2. 0 y 3.0), y se fija acertadísima-
mente un límite á las costas de ejecucion de senten-
cia (art. 6.0), se adopta y prefiere á este sistema el 
de tasacion de cada uno de los actos en que el fun-
cionario interviene, sin consideracion al resultado 
total ni a la naturaleza é importancia del negocio. 
Como los derechos de una actuacion no pueden ser 
iguales en toda la escala jerárquica de los Tribunales 
y Juzgados, se fija un tipo único, sujeto á determina-
das reglas de aumento y disminucion, segun la catego-
ría de los encargados de administrar justicia, para la 
cual, se repiten las palabras de la exposicion de 
motivos del decreto del Gobierno de la República 
que les aprobó, sometiendo á una fórmula concreta 
tales diferencias, se busca el sumario en los Juzgados 
de instruccion, y el plenario en los Tribunales de par- 
tído—esto§ no llegaron á establecerse—y obtenido así 
el juicio criminal, propiamente dicho, con S  todos sus 
trámites, se fija despues detalladamente un tipo aran- 
celario, que aumenta en las Audiencias y en el Tribu- 
nal Supremo, y disminuye en los Juzgados munici- 
pales. 
ï 
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El Arancel, teniendo en cuenta lo dispuesto en la 
Real orden de 7 de Enero de 1852, señala derechos 
á los Jueces y Fiscales, porque como en el territorio, 
dice,' de las provincias vascongadas y Navarra no se 
satisface el importe del papel sellado, pudieran ser allí 
exigibles tales derechos. No lo son ya. El Estado ha 
renunciado á ellos. El Estado, dice el art. 13 del 
Real decreto de 28 de Febrero de 1878, dejará de 
percibir en las provincias vascongadas, desde 1.° de 
Julio próximo, los derechos procesales que vienen éstas 
satisfaciendo. La disposicion es terminante. Para 
compensar la exencion del papel sellado, los justi- 
ciables satisfacian los derechos correspondientes á 
los Jueces, no á éstos, sino á la Hacienda pública: 
hoy continúa aquella exencion, mediante encabeza- 
miento por cantidad alzada, y se levanta la obliga-
cion del pago de esos derechos que no tienen otro 
fundamento. 
El Arancel fija como derechos exigibles: los de 
los Secretarios y Vicesecretarios de gobierno, Secre- 
tarios judiciales, Relatores y Escribanos de Cámara, 
los de los Archiveros, los de los Oficiales de Sala, y 
los de Alguaciles y Porteros, y además, los de los 
Procuradores, todos los cuales tienen obligacion d e . 
hacer constar al pié de su firma los devengados en 
el acto que autoricen (art. 185). 
Mientras subsistan, devengan derechos los Can- 
cilleres-Registradores, los Tasadores y los Reparti-
dores (disposiciones 3.a, 4.a y 5.a transitorias del 
Arancel). 
Estos son los derechos reconocidos en el Arancel judicial, cuyas disposiciones no comprenden á los 
Abogados, que perciben los honorarios que gradúan 
(articulo 161), á los Profesores y peritos, sean 6 no 
titulares; que tendrán derecho á reclamar los hono-
rarios é indemnizaciones que fueran justas, en los 
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casos y en la forma que establece la ley de Enjui-
ciamiento criminal (art. 184), y, por lo que tantas 
veces se ha dicho, á los Jueces, Fiscales y Magistra-
dos, cuya única remuneracion consiste en el haber 
con que les dota el presupuesto general del Estado. 
Hay algunos otros funcionarios sujetos á Arancel; 
los Médicos forenses. 
La ley de Sanidad de 28-de Noviembre de 1855, 
preocupada de la importancia de ese servicio, pues-
to a cargo de los Médicos titulares residentes-en las 
cabezas de partido, ínterin llegaba á formarse el 
cuerpo de facultativos forenses, que con discreto 
acuerdo, todavia no realizado, . se completaria con la . 
creacion al lado de las Audiencias de una seccion 
consultiva superior, dispuso en su art. 95 que á los 
Profesores encargados del servicio médico-legal se 
abonaran los derechos que las leyes ara elarias 
señalasen. Para la, organizacion de ese servicio el 
Real decreto de 13 de Mayo de  1862, instituyó un 
Médica forense en cada Juzgado, reemplazado en 
ausencias 6 enfermedades por otro de igual clase, y 
en su defecto, por el designado por el Juez, ponien- 
do en los pueblos no cabezas de partido, prévia de-
signacion del Alcalde, á cargo del titular, ó de otro 
en su defecto, la obligacion de prestar los servicios 
propios del Médico forense hasta la intervencion de 
aquel. Su art. 26 dispuso que los Médicos forenses y 
demás Profesores á que se refiere este decreto, que pres-
ten servicios con el carácter de auxiliares de la admi-
nistracion de justicia, anotarán al pié de las diligen-
cias ó escritos correspondientes los derechos que cada. 
uno devengue, los que percibirán siempre con arreglo 
al adjunto Arancel. 
A cargo del Estado esos derechos en caso de 
 in-
solvencia de la parte condenada, ó en el 'de ser las 
costas de oficio (art. 29), no era difícil presumir, por 
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lo general de aquella situacion, que se echaba so-
bre el presupuesto del Ministerio de Gracia y Jus-
ticia un gravámen insoportable, con obligarle á sa-
tisfaber cuantiosas cantidades por esos derechos ca-
lificados de costas en el art. 30 del mencionado Real 
:decreto, en oposicion á los honorarios de facultati-
vos que se llamaban gastos del juicio (reglas 52 y 53 
de la ley provisional para la aplicacion del Código 
penal de 1850). 
Corno :debió preverse, aconteció. Antes de tras-
currir un año, en 31. de Marzo de 1863, conociendo 
el Gobierno la extension de la carga del presupues-
to, se apresuró á dotar-con asignacion fija á los Mé-
dicos forenses de Madrid, y á dejar sin efecto, en 
cuanto á ellos, el art. 29, disponiendo que los dere- 
chos que devengaran y se hicieran efectivos de par-
tes soentes, lo fueran en papel de multas. 
Más tarde, demasiado tarde, cuando datos con-
cretos recogidos y reclamaciones justas formuladas 
al amparo de aquel Real decreto, demostraron que 
su cumplimiento exigiria un gasto anual de 12 mi-
llones de reales, el Real decreto de 20 de Marzo 
de -1865 suspendió los graves efectos de su art. 29, 
restableciendo las cosas en este punto y hasta el nuevo 
arreglo que convenga adoptar por medio de una, ley, 
al ser y estado que tenian el •dià de su pubticacion. 
Quedó la sustitucion de los Médicos forenses, que 
ha sido reiterada por el art. 244 de la ley de Enjui-
ciamiento criminal: quedaron ellos y los que .les 
reemplazan sujetos al Arancel adjunto al Real de- 
creto de 1862, porque su art. 26 no fué alterado y 
continúa en vigor, y en cierto modo se ratifica, por 
los artículos 358 y 362 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal; quedaron sus derechos con el carácter de 
costas que les asignó el art. 30 del mismo decreto, y 
respecto de los de Madrid, el de 1863, y solamente 
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quedó libre el Estado de la obligacion que precipi-
tadamente le impúso el art. 29. 
De todo esto, es consiguiente 'necesario la a4r-
macion de que los derechos de los Médicos forenses, . 
por sujetos a Arancel y  devengados por funciona-
rios públicos, son costas abonables por el condena-
do de la misma manera, y en casos iguales a los de 
pago á oficiales de justicia, sin que a ello obste el 
artículo 184 del Arancel, en cuanto dispone que los 
Profesores, sean ó no titulares, tendrán derecho 4 re-. 
clamar los honorarios ó indemnizaciones justas en los 
casos y en la forma establecidos en la ley de Enjuicia-
miento criminal, por ser esta disposicion de carácter 
general no aplicable 4 esos funcionarios y. au liares 
de los Juzgados y Tribunales, qug  se llaman Médicos 
forenses, ni por idéntica razon la distincion que se 
observa en el núm. 3. 0 del art. 241 de esta ley, ilppecto 
de los peritos, no sujetos 4 Arancel. 
Sus derechos se hallan comprendidos en el nú-
mero 2.0 de este artículo. 
Lo dicho respecto de los Médicos forenses, alcan-
za á los Profesores que practiquen análisis quími-
cos exigidos por la sustanciacion de los procesos 
criminales, cuando estos peritos sean Doctores ó Li-
cenciados en Farmacia: El Arancel tasa expresa-
mente este acto, y los artículos de la ley de Enjui-
ciamiento 358 y 362, solamente conceden derecho á 
reclamar los honorarios que fijen los Reglamentos 
por virtud del servicio: Si los peritos no son Docto-
res ó,Licenciados en Farmacia, mientras los Regla-
mentos respectivos no lo determinen, se deberá apli-
car por evidente analogía lo á éstos referente, pero 
no por expreso precepto. 
3.0 Honorarios de Abogados y peritos.—Son los 
Abogados libres de señalar el importe de sus hono- 
{ 
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xarios. Si sobre materia civil se tasan alguna vez, so-
bre materia criminal, en su conciencia, en el lustre 
de su profesion, en el honor de su toga, no en otra 
parte, tienen el Arancel. 
Los peritos, los que en las oscuridades científicas 
:ó artísticas alumbran como guías expertos los pasos 
de los Jueces, encaminados al descubrimiento y 
 corn-
probacion de la verdad, en general, y salvas excep-
ciones que se acaban de notar, no tienen tasado el 
premio ó la remuneracion de su concurso. Ellos son 
Cambien libres para fijarla; les autoriza el art. 184 
del Arancel, como á los Abogados el 161. La razon 
de ambas disposiciones es idéntica. 
Se puede estimar con escaso riesgo de error el 
méritd de la prácticg, de una diligenóia, dé un hecho 
material: el de lo que se combina y pasa allá en los 
mulos cuasi infinitos de la inteligencia, diverso en 
cada caso y en cada circunstancia, pocas veces pro-
porcionado á la importancia del asunto, y a sus ex-
presiones externas; el largo proceso de elaboracion 
y de estudio, de reflexion, que pide una conclusion 
sencilla acertada, no es fácil valorarle 4 priori:  sola-
mente puede serlo aproximadamente despues dó co-
nocido. 
Esto mantiene la libertad del honorario del Abo-
gado, y lógicamente la del perito. 
4.0 Indemnizaciones de testigos y gastos de ins-
Iruccion.—Aunque comprendidos en el mismo nú-
mero, a estas dos materias no las une más relacion 
que la general comprensiva de todas las bajo otros 
números tratadas. La claridad impone su separa-
don. 
Indemnizaciones de testigos.—El deber de asisten-
cia del ciudadano á la autoridad judicial para faci-
litarla el ejercicio de su mision no es, no puede ser, 
absoluto. El concurso privado á la administracion 
rX 
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de la justicia es necesidad indispensable. Sin él los 
Jueces nada saben de ordinario. 
Discutible en la region de la teoría el derecho O 
la obligacion de la denuncia, cabe impugnar ésta . 
sin dejar de reconocer aquél, y aun escitando su 
ejercicio. La negacion del deber del auxilio requerí . 
do destruiría en su base cardinal el edificio todo• 
del procedimiento en donde la justicia vive y se 
expresa. 
¿Dentro de qué límites ha de prestarse? ¿En cuá-
les condiciones? Esta es materia importantísima que 
afecta por singular modo a las libertades públicas: 
y privadas; a las públicas, porque no hay libertad 
real sin el Orden resultante de la subsistencia y el 
mantenimiento de todos los derechos; á las'priva-
das, por el respeto que merecen la independencia 
de los ciudadanos, sus intereses de todo Ord y el 
sosiego de su vida, á los cuales la sociedacni el 
Estado no tienen derecho á tocar, fuera de casos de 
verdadera necesidad, con la indemnizacion consi-
guiente hasta donde lo permita la situacion del 
Erario público, que sufraga O anticipa los gastos de 
interés general. 
Puede pasar que al ciudadano se obligue sin co rn- 
pensacion á comparecer ante la autoridad judicial. 
de su residencia, aun compelido á abandonar sus; 
quehaceres y atenciones por el breve tiempo de or-
dinario preciso para la expresion de su testimonio. 
El pequeño perjuicio que de ello le resulte, se con-
sidera compensado, como otros de la vida munici-
pal, con el beneficio que al interés general reporta, 
y como cambio de la seguridad que el Estado le 
debe. Sacar al ciudadano de su domicilio á distancia 
no fácil O posible de recorrer, incluso el regreso, e n . 
las horas del dia, merece sin duda ninguna indem-
nizacion: sin ella se agrandan las consecuencias y 
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los males del delito con dato personal que de cierto 
no estimulará el concurso ulterior de los demás. 
Nuestra ley es en esta materia prudente. Sañcio-
na el principio de la indemnizacion, aunque limita-
damente. Declara, como otras antes lo hicieron, el 
deber de los residentes en territorio nacional, espa-
fioles ó extranjeros, de acudir al llamamiento judi-
cial para declarar lo que supieren sobre lo que les 
fuere preguntado (art. 410), y si bien la facultad del 
Juez para hacer comparecer á su presencia á quien 
necesite, no se limita á los residentes en su juris-
diccion territorial, es esta la regla ordinaria sólo 
en casos absolutamente necesarios franqueable (ar-
tículo 422). • 
Ego en cuanto al sumario, que respecto del ple-
nario del juicio, es más estrecha la obligacion de 
la ab^stencia, solo excusable por causa legítima (ar- 
tícuuo 661). Y por cierto que, con abuso del derecho 
que para la citacion de testigos se concede en nues-
tra ley á las partes, y la obligacion de aquellos de 
concurrir al llamamiento judicial desde cualquier 
punto del Reino, se abre ancha puerta á vejámenes 
y molestias alguna vez innecesarios dignos de preo-
cupar al legislador. 
No todos' los testigos, tienen derecho á indemniza-,  á 
cioñ; á los del juicio no más concede este derecho  
de manera expresa la ley (art. 772), y ella limitada  
á los gastos de viaje y al importe de los jornales 
perdidos con motivo de su comparecencia. ¿Y los 
perjuicios del abandono de intereses, del ejercicio 
de una profesion, de los retardos de un viaje? Eso 
quiere la ley que se ponga en el altar de las conve-
niencias generales. 
A los de sumario no se les conceden. La razon de 
esta diferencia la imponen circunstancias de carác-
ter económico. En principio, el derecho de todos es 
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igual;, pero el deber del testigo es más estrecho en 
el sumario, á donde de ordinario va requerido por 
el iliterés público, que en el juicio, al cual, si este 
interés le convoca, le llama tambien el particular. 
Al establecerse el juicio oral, reconocido que esa 
indemnizacion, favorable exclusivamente á las cla-
ses menesterosas, con cierto dejo socialista, fuera 
ilusoria, puesta á cargo de los condenados, pocas 
veces solventes, se consignó en el presupuesto del . 
Estado una cantidad alzada para proveer a ese ser-
vicio, cuya distribucion reglamenta la Real órden 
de 9 de Enero de 1884. Esa cantidad, un millon de 
pesetas, hasta ahora ha sido suficiente para ocu!!ir 
á todas las reclamaciones, y acaso sin invertirse en 
su totalidad; dato este que, de ser exacto ; se!viria 
para graduar por él el gasto de las indemnizaciones 
por comparecencia en sumario, que, limitado  no 
 aquel, no gravaría al Erario público tan grande-
mente como se ha temido. 
S-e carece de datos públicos para saber la parte 
que de esos anticipos se haya reintegrado por los 
condenados; pero no será muy aventurado, por las 
generales circunstancias de estos, juzgarla de esca-
sa cuantía. 
Gastos ocasionados en la instruccion.—No es fá-
cil señalar completamente cuáles deban considerar-
se comprendidos en esta clase. A ella sin duda per-
tenecen los de correo y  telégrafo, de trasporte de 
efectos y personas, y cuantos exija la mejor instruc-
cion de las causas en el período sumarial y en todo 
el natural desarrollo del procedimiento. 
La legislacion española es deficiente. La franqui- 
cia de comunicacion dispensada a las autoridades judiciales para el uso del correo y del telégrafo, el 
 . 
auxilio que las prestan las municipales para el le_ 
vantamiento de cadáveres, por ejemplo, y para ur_ 
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gencias semejantes, no ha ofrecido dificultades per-judiciales á la administracion de justicia; pero así 
como ha sido preciso declarar por Real Orden de 3 
de Julio de 1883, que los honorarios de los Regis-
tradores de la propiedad devengados por diligen-
cias ordenadas por los Jueces, se comprendan entre 
los gastos de que se viene hablando, bueno fuera 
reglamentar en toda su extension este servicio, como 
en otros países, y deslindar en un Reglamento ge-
neral, acomodado á la situacion presente de las 
cosas, de una parte, los servicios a cargo de los mu-
nicipios, de las provincias y del Estado, con dere-
cho lit reintegro O sin 01, y de otra, la forma y modo 
en quedebieran reclamarse, prestarse y valuarse. 
Con ello quedarian definidas las' obligaciones y 
fácilmente exigibles, y amparados a la par derechos 
como lao de Hospitales y establecimientos de su cla- 
se, que rara vez piden, y ménos veces obtienen, el 
pago de los servicios prestados a las víctimas de 
delitos, cuyo pago deben sin duda las personas res-
ponsables. 
Entre esos gastos reintegrables que así ligeramen-
te se acaba de indicar, no se cuentan los de trasla-
cion de los Jueces y Magistrados a los puntos que 
la instruccion y juicio de los procesos exijan: el 
 Es-
tado les abona como sus dotaciones. 
vu. 
Las diversas clases de costas enumeradas se pa-
gan todas por el condenado. Cuando se declaran de 
oficio nadie abona el papel sellado invertido: es gas-
to que el Estado sufraga: ni los derechos de Arancel, 
que dejan de percibir los que les- devengaron: ni los 
gastos de instruccion que tampoco se reintegran. 
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Y aun si las partes, acusador 6 procesado, obtu-
vieron habilitacion de pobreza, tampoco están obli-
gados á satisfacer derecho ni honorario, ni indem-
nizacion á Procuradores, Abogados, peritos y tes-
tigos. 
Mas si litigaron sin obtener ese beneficio, la de-
claracion de las costas de oficio no les exime de re-
munerar á éstos los respectivos servicios prestados, 
ya, por lo que á Procuradores y Abogados toca, les 
designaran por sí ó les fueran nombrados. El man-
dato directo ó presunto les obliga al pago, y les 
obliga, no por título meramente civil, por más que 
de ordinario aquel contrato sea gratuito, si43 de 
manera especialísima que constituye, un tít zlo ver-
daderamente ejecutivo y aun ejecutorio. 
El Abogado, el Procurador, representantes de 
actor 6 reo, los peritos y testigos que hubiren de-
clarado á su instancia, pueden reclamar los dere-
chos, honorarios é indemnizaciones respectivas, y 
exigir su efectividad por la vía de apremio, si dadas 
á conocer las cuentas á las partes, y no tachadas 
de ilegítimas ó excesivas, no fueren pagadas en el 
término prudencial senalado por el Juzgado 6 Tri-
bunal. 
Este método tiene cierta novedad, tanto por ha-
ber derogado el principio en qué se fundó la Real 
Orden de 5 de Marzo de 1863, que negó á los Abo-
gados y Procuradores honorarios y derechos, cuan-
do las costas se declararan de oficio, y de oficio fue-
ran ellos nombrados, de donde resultaban intereses 
contradictorios entre reos y defensores, como por 
someter á la jurisdiccion criminal , aun faltando la 
razon de su competencia, cuestiones de carácter ci-
vil, dependientes de relaciones de este Orden. 
Desde la publicacion de la ley de Enjuiciamiento 
criminal de 1872, que introdujo el sistema, se pre- 
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sentaron enfrente, buscando apoyo en conceptos ú 
omisiones de sus preceptos, dos criterios opuestos: 
el de algunos Tribunales que entendian que, por ser 
meramente civiles las relaciones jurfdicas estableci-
das entre el apoderado y su cliente, correspondia de-
cidir sobre ellas á los Tribunales de este órden, me-
diante el juicio correspondiente, y el de algunos Co-
legios de Abogados, que a su vez interpretaban el 
sentido de la ley de manera favorable á la jurisdic-
cion penal, considerando estas cuestiones inciden-
tes de asunto de su indisputable competencia. 
En la esfera de la doctrina podia estar la razón 
delliado de los primeros,-en cuanto resistian ejecu-
tar sin sentencia, pero con los últimos estaba y está 
el natural y lógico espíritu de la ley. 
Si solamente hubiera querido conceder al Abo-
gado.. al Procurador, y ahora á peritos y testigos, 
una accion derivada de mandato remunerable, hu-
bieralo dicho así 6 hubiera .callado. Al mandar que 
á la exaccion de esas cantidades se proceda por la 
vía de apremio, despues de someter al acuerdo ju-
dicial la apreciacion de sus cuotas, cuando 
 . sufren 
tacha de ilegítimas 6 excesivas, es por todo extremo 
evidente que para nada se acordó de la jurisdiccion 
civil. Se preocupó no más que de la criminal; del 
Juez ó Tribunal que conocia del asunto. En este 
sentido, con ser acaso menos explícitas las disposi-
ciones de la ley de 1872, evacuó la Sala de Gobier- 
no del Tribunal Supremo .varios informes pedidos 
en Real Orden, y así parece que lo entienden al pre-
sente los Tribunales, interpretando recta y llana-
mente el art. 242 de la ley vigente. 
's 
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VIII. 
El último párrafo de este art. 242 debiera consti-
tuir artículo distinto. Habla del funcionario á quien 
incumbe hacer la tasacion de costas y de la forma 
en que han de acreditarse, y no se refiere solamen-
te al caso en que se declaren de oficio, que es el su-
puesto de sus precedentes párrafos. 
Para hacer efectivas las costas, es indispensable 
reducirlas á cantidad líquida, lo cual es y se llama 
su tasacion.  
Correspondia ésta en lo antiguo á los Escribanos 
de los Juzgados, y á unos funcionarios que con este 
especial encargo existian en los Tribunales La ley 
provisional sobre organizacion del Poder j icial, 
encomendó el servicio (núm. 10 del art. 482) á los 
Secretarios. El precepto, repetido por la ley de En-juiciamiento criminal en el artículo de que se habla, 
.no se cumple absolutamente por la subsistencia de 
aquellos funcionarios en algunos Tribunales. Cuan-
do desaparezcan los existentes en 1870, nadie más 
que los Secretarios respectivos tendrá el cargo de 
regular las costas. 
Por lo tocante al reintegro del papel sellado, bas-
tará computar 2 pesetas .cada pliego empleado (ley 
de 31 de Diciembre de 1881). 
En cuanto á los derechos de Arancel; consultar 
éste y ajustar los de cada partícipe á los allí señala- 
dos. Mas no sin tener presente: 
(a) Que todos los funcionarios á quienes se 
señalan derechos en el Arancel, deben hacerlos 
consta al pié de la firma, ya en letra ya en guaris-
mos. Así lo dispone el art. 185 del Arancel vigente, 
separándose de lo° antes establecido en el art. 626, 
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de los de 1860, que no sólo exigia la consignacion 
de los derechos en letra, al pié de la firma, sino que 
privaba de accion . para reclamarlos á quien des-
atendiera 6 descuidara esa obligacion, impuesta 
tambien á los mismos Abogados por los arts. 191 
y 57 respectivamente de las Ordenanzas de las Au-
diencias y del Reglamento de Juzgados, pero de la . 
que en lo civil fueron relevados por virtud de lo 
dispuesto en el art. 78 de la ley de Enjuiciamiento, 
segun declaró la Real Orden de 22 de Junio de 1861, 
y en lo criminal. los Aranceles. 
En esta materia de tasacion de derechos es im- 
poirtante la decision contenida en la Real Orden 
de 2 de Noviembre de 1878. 
Las frecuentes quejas elevadas al Ministerio de 
Gracia y. Justicia contra algunos auxiliares de la 
administracion de justicia, que para aumentar la 
cifra de sus derechos sustituian en los procesos unas 
diligencias por otras, determinó la formation de 
expediente en el que, oida por S. M. la Sala de Go-
bierno del Tribunal Supremo, y de acuerdo con su 
dictámen, recayó aquella Real resolucion, dispo-
niendo que cuantos funcionarios cobran derechos 
con arreglo á Arancel, detallen en las cuentas que 
presenten á quien deba satisfacerlas—el Procurador 
á su cliente, los Secretarios á los Procuradores—
con toda distincion y claridad las partidas, expre-
sando al pié de cada una el artículo arancelario que 
las autorice, sin cuyo requisito no será obligatorio 
el pago, debiendo por su parte las autoridades judi-
ciales desplegar la mayor vigilancia sobre el cum-
plimiento de las prescripciones que regulan la tasa 
de derechos y garantizan la legalidad de su exac-
cion,` y promoviendo en su caso la responsabilidad 
de los infractores y haciendo efectiva la señalada, 
en el art. 627 de los Aranceles, que era la de poner 
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á cargo del tasador los derechos que se causen 
cuando la tasacion fuera defectuosa. 
Los términos de esta Real órden se pretendieron 
aexajerar, obligando á los Tasadores á que en las ta-
saciones consignaran aquel detalle, y aun alguna 
consulta acerca del particular llegó á la Fiscalía del 
Tribunal Supremo, que fué resuelta en 26 de Se-
tiembre de 1879 en el sentido de que, en las tasacio-
nes oficiales hechas á virtud de órden judicial, ese 
detalle carecia absolutamente de objeto, tanto por-
que los Tasadores de derechos estaban en la obliga-
cion de moderar, con arreglo al Arancel, los excesos 
que observasen en las cantidades cobradas ó anota-
das, como porque la audiencia de las partes, antes 
de aprobar ó reformar el Tribunal la tasacion, ex-
cluia el peligro y el perjuicio de todo exceso. 
Con lo cual se reconoce que el Tasador no debe 
limitarse a marcar las cifras que los - funcionarios 
anoten al pié de sus respectivas firmas, sino que es 
de su obligacion, y esto y no otra cosa es tasar, va-
lorar segun -los tipos de Arancel cada una de las 
diligencias ó actuaciones e n . que aquellos .intervi- 
nieran. 
Sobre la manera de acreditar los honorarios do 
los Abogados y peritos nada hay qué decir. Auto-
rizados para graduarlos por sí mismos, en los ca-
sos en que los últimos no los tienen fijados en Aran-
cel especial (arts. 161 y 184 del Arancel de 1873), 
sus minutas, por ellos mismos firmadas, son el do-
cumento justificativo. 
Las indemnizaciones de los testigos se computan 
por la cantidad fijada en la causa por el Tribunal. 
. Y los demás gastos se regulan por los respectivos justificantes. 
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La exaccion de costas requiere prévia tasacion, y 
como toda via de apremio, decision judicial que la 
ordene. 
La tasacion corre a cargo del Secretario respecti-
vo; pero los intereses en juego exigen tambien que 
Antes de lanzarse la ejecucion, se oiga sobre ella á 
las partes interesadas. El Art. 243 dispone que de la 
tasacion y regulacion de costas se dé vista al Mi-
nisterio Fical y á la parte condenada al pago, para 
que manifiesten lo que tengan por conveniente. 
Aunque tales son los términos de la disposicion le-
gal, porque lo más frecuente es que en cada proce-
so no gestionen sino la parte condenada y el Fiscal, 
no deberá negarse intervencion en este incidente al 
procesado cuando fuere condenado el actor, ni á 
este si lograra el éxito de su accion. Tienen interés 
en que sus derechos sean reconocidos y-respetados. 
Tampoco puede excusarse la del Ministerio Fiscal 
en los procesos seguidos á instancia de parte, por-
que representante de los intereses del Estado le 
corresponde defenderlos en cuanto concierne al rein- 
tegro de papel sellado y demás créditos generales 6 
especiales del Tesoro público. 
En esa audiencia encuentran las partes ocasion 
de tachar de ilegítima 6 excesiva las partidas que 
se les reclamen Cuando sea por derechos para que 
se rectifique el error cometido, con sólo confron-
tar la diligencia 6 actuacion con los preceptos del 
Arancel. Cuando se trate de honorarios de Aboga-
dos 6 de peritos, para- que, oido el informe de dos 
individuos de la misma respectiva profesion, y de 
hallárse ésta colegiada, como la de los Abogados, el 
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de su Junta de Gobierno, el Juéz. 6 Tribunal resuel-
ve lo que estime justo. ¿Con ó sin recurso? 
El art. 244 no lo dice, y si de una parte la regla 
general de que los autos de los Jueces son sus-
ceptibles del de reforma y del de queja además 
cuando no son apelables, así como del de súplica 
los de los Tribunales en caso de no otorgarse otro 
expresamente, inclina á pensar que estos recursos 
pueden utilizarse contra las resoluciones que aprue-
ben 6 reformen la tasacion de costas; los términos 
del artículo siguiente 245, parecen decidir en el sen- 
tido del carácter ejecutorio de tales acuerdos, pues-
to que, al señalar el procedimiento del incidente, 
manda que aprobadas ó reformadas la tasacion y 
regulacion se hagan efectivas, lo cual entendido en 
el más llano sentido autoriza a creer que ningun 
recurso cabe contra la resolucion del Juez ó Tribu-
nal respectivo y competente para dictarla. 
La ley de Enjuiciamiento civil es terminante en 
esta parte. Su art. 428 atribuye carácter definitivo y 
ejecutorio á la resolucion, contra la que no concede 
ulterior recurso. Los precedentes legislativos no se 
hallan en todo conformes con esta disposicion en lo 
que toca á la materia criminal. La regla 54 de la 
ley provisional, dictada para la aplicacion del Có-
digo penal de 1850, aunque llamó ejecutiva a la pro-
videncia de la Sala aprobatoria de la tasacion, en la 
cual habrian de fijarse tambien las cantidades de los 
gastos del juicio abonables, concedió á los perjudi-
cados el recurso de súplica en justicia, así como 
los artículos 91 y 86 respectivamente del Regla-
mento del Tribunal Supremo y de las,Ordenanzas 
de las Audiencias, sometiendo a la resolucion de la 
Sala respectiva los acuerdos del Ministro semanero 
sobre los agravios de las tasaciones, cuya atribucion 
en esta parte encomendaron los arts. 623 y 627 de 
i 
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los Aranceles de 1845 y de 1860 al Magistrado más 
moderno, segun se declaró en Real Orden de 13 de 
Junio de 1845. 
  
     
x. 
   
   
Ejecutoria la tasacion, se hace efectiva por la vía 
de apremio establecida en la ley de Enjuiciamiento 
civil, con los bienes de dos condenados á su pago. 
Los arts. 1.481 y siguientes de ésta son por tanto 
aplicables. 
Una observacion, sin embargo, corresponde en 
este momento: los recursos que los acuerdos del 
Juez puedan dar lugar no quedan sometidos á la ju-
risdiccion civil, como no se trate de tercerías. La re-
solucion de ellas, meras incidencias de carácter civil, 
extra.'as en su fondo á los fines de la jurisdiccion 
penal, no compete á la Última. Además que por ser 
atribucion propia de los Tribunales de juicio la eje-
cucion de las sentencias de este Último Orden, segun 
el art. 985 de la ley de Enjuiciamiento criminal, los 
Jueces solamente obran en virtud de comision, con-
forme al 987, y como Juez delegado en estos casos, 
su jurisdiccion depende y se subordina á la de la 
Autoridad delegante, en quien reside íntegra la fa-
cultad de apraciar el acierto O error de su proceder. 
De donde es lógico establecer que las reclamacio-
nes de los actos 6 resoluciones del delegado, corres-
ponden por propio derecho al delegante, por medio 
de recursos de queja. 
Cuando los bienes del condenado no son suficien-
tes para _ cubrir todas sus responsabilidades pecunia-
rias, el Código penal tiene previsto el Orden y prefe-
rencia de pagos. 
Su art. 49 lo expresa. 
Ante todo ha de repararse el da fío causado é in- 
Enjuic. crim.—T. nL 	 7 
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demnizarse los perjuicios. Es justo. El fin primero 
de la justicia penal es restaurar, en lo posible; el es-
tado de derecho perturbado por el delito. 
Se repara el darlo mediante la valoracion de su 
entidad por el Tribunal sentenciador en cantidad 
fija (art. 123 del Código). De igual modo tiene lugar 
la indemnizacion de perjuicios (art. 124).  - 
Estas cantidades que la sentencia ha cae serlalar 
son las más privilegiadas; no son costas, pero su 
pago afecta á la efectividad de éstas. 
Despues, ya con el carácter de costas, se reinte-
gra el papel sellado, con preferencia á todas las 
demás. El art. 61 de la ley de 31 de Diciembre 
de 1861, sobre el Timbre del Estado, lo reitera por 
modo expreso, como-antes lo estableció la Real ór-
den de 21 de Setiembre de 1845. 
Siguen en Orden los gastos hechos por cuenta 
del Estado; correos, telégrafos, etc., las costas cau-
sadas por el acusador privado, cuando le hubiere y 
el reo fuere á ellas condenado, y, por último, todas 
las demás, sin preferencia de unos sobre otros acree-
dores, entre lo's cuales deben repartirse por cuotas 
proporcionales á sus créditos, modo de distribucion, 
el más equitativo y aun justo (1). 
En los procesos por delitos que sólo pueden per-
seguirse á instancia de parte, las costas del acusador 
privado disfrutan preferencia sobre la indemniza-
cion al Estado. Los términos generales del artículo 
citado de la ley de Timbre, posterior y por ello de-
rogatoria en esta parte del precepto del Códigofpe- 
(1) La Real órden de 17 de Junio de 1879, dispuso que el 
fondo de presos pobres no tiene derecho á prelacion por los 
socorros suministrados durante la prision productiva, ni su 
reintegro se halla incluido en el órden de prelacion, estable-
cido en el art. 49 del Código penal. 
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nal, no permiten que esa preferencia alcalice al rein-
tegro del papel sellado. La tendrán los otros gastos 
,de abono al Estado, no ese. 
XI. 
La recaudacion de costas ha sido objeto de las 
prévisiones del Poder público. La distancia á que 
suelen encontrarse, los acreedores del lugar en que 
se hacen efectivas; los entorpecimientos y demoras, y, 
los gastos á `qué, con perjuicio del condenado, daría 
ocasion la comparecencia ante el Juez o Tribunal 
ejecutor de todos ellos para hacer efectivos sus res-
pectivos 'haberes, han aconsej ado cierta reglamenta-
cion de este servicio, que se ha realizado no sin lu-. 
nares y vacíos dañosos á los mismos intereses que 
se han tratado de defender y asegurar. 
El cobro de las costas es  . atribucion  - propia dei 
funcionario ejecutor de la sentencia. A los Secret-- 
ríos de los Juzgados y Ttibunales incumbe la distri-
bucion, ajustada á las órdenes de su Juez d Tribu-
bunal. 
A virtud de delegacion de los partícipes, ha so-
lido haber en los Juzgados encargados especiales 
ele este servicio; y como acontecia alguna vez que 
las costas se haciañ efectivas en todo ó en parte, y 
los acreedores lo ignoraban, por Real Orden de 6 
de iunio de 1868 se dispuso: 1.° Que los Recauda-
.dores de costas de todos los Juzgados formularan 
cada tres meses una cuenta de las cantidades que 
obraran en su poder, con expresion de las causas 
fenecidas de que procédieran, personas á que cor-
respondieran y  cuota de cada interesado. 2.° Que el 
.Juez revisara esta cuenta é hiciera publicarla en el 
Boletin oficial de la provincia y Gaceta dé Madrid, 
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señalando el plazo de treinta dias, para que los in-
teresados se presentaran en  la Recaudacion árecoger 
la cantidad que les correspondiera, la cual, de no 
reclamarse, se consignaria en la Caja de Depósitos, 
á disposicion de cada interesado; y 3.0 Que las no 
reclamadas, en el término de tres años, desde el de-
pósito, se entendieran renunciadas en favor del  Es-
tado. 
Es patente el móvil moral á que obedeció esta 
disposicion, pero realmente seria más eficaz que el 
Recaudador pusiera siempre á disposicion del Juez 
ó Tribunal respectivo, las cantidades cobradas para 
que éste las hiciera llegar á su destino. Esto es lo 
que se . practica en la actualidad generalmente, sin 
perjuicio de aquella Real órden y de la del Regente 
del Reino de 20 de Agosto de 1869, que extendió sus 
disposiciones á iás Audiencias y al Tribunal Su-
premo. 
Vigentes se• hallan, y deben cumplirse en aque-
llos casos en que directamente no se hayan entre-
gado á los partícipes sus respectivas cuotas. 
Para estimular la diligencia de los Recaudadores 
en el .cobro del 
 , reintegro del papel sellado, se les 
asignó, por el art. 5.0 de la ^eal órden de 30 de Se-
tiembre en 1834, el 6 por-100 de las sumas que in-
gresasen en el Tesoro; premio declarado subsistente 
en la Real Orden expedida por el Ministerio de Ha-
cienda en 31 de Diciembre de 1878. 
XII. 
En los juicios sobre faltas, segun ya se ha dicho 
en et curso de estas NOTAS, el Arancel sigue reglas 
distintas: señala cantidad fija por todas las costas y 
ellas se distribuyen entre los partícipes: Juez, Fiscal 
y Secretário. 
TITULO XII. 
DE LAS OBLIGACIONES DE LOS JUECES Y TRIBUNALES 
RELATIVAS Á LA ESTADÎSTICA JUDICIAL. 
Art. 247. Los Jueces municipales tendrán obligacion de 
remitir cada mes al Presidente de la Audiencia territorial 
respectiva un estado de los juicios sobre faltas que durante 
el enes anterior se hubiesen celebrado. 
Art. 248. Los Jueces de instruccion remitirán mensual-
mente al Presidente de la respectiva Sala ó Audienciade lo 
criminal un estado dedos sumarios principiados, pendientes 
y conclusos durante el mes anterior. 
Art. 249. Los Presidentes de las expresadas Salas ó Au-
diencias remitirán al Presidente de la Audiencia territorial, 
 cada trimestre, un estado resúmen de los que hubieren reci-
bido mensualmente de los Jueces de instruccion, y otro de 
las causas pendientes Sr terminadas ante su Tribunal durante 
el trimestre. 
Los trimestres se formarán contando desde el comienzo 
del año judicial. 
Art. 250. Los Presidentes de las Audiencias territoriales 
remitirán al Ministerio de Gracia y Justicia, en el primer mes 
de cada trimestre, estados en resúmen de los que hubieren 
recibido (le los Jueces municipales y de los Tribunales de lo 
criminal. 
Art. 251. Los Salas 2.a y 3.a del Tribunal Supremo re-
mitirán al Ministerio de Gracia y Justicia un estado de los 
recursos de casacion ante ellas pendientes y por ellas falla-
dos durante el trimestre. 
Cuando la Sala de lo criminal de cualquier Audiencia ter-
ritorial ó la 3.a del Tribunal Supremo ó éste constituido 
en pleno, principiaren ó fallaren alguna causa, criminal que 
especialmente les estuviese encomendada, lo pondrán inme-
diatamente en conocimiento del Ministerio de Gracia y Jus-
ticia, remitiendo en su caso testimonio de la sentencia. 
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Art. 262. Los Tribunales remitirán directamente al Regis-
tro Central de procesados y penados, establecido en el Minis-
terio de Gracia y Justicia, notas autorizadas dé las senten-
cias firmes en las que se imponga alguna pena por delito, . 
y de los autos en que se declare la rebeldía de los procesados,, 
con arreglo á los modelos que se les envien al efecto. 
Art. 263. El Tribunal que dicte sentencia firme condena-
toria en cualquier ct&usa criminal remitirá testimonio de la 
parte dispositiva de la misma el Juez de instruccior• del lu-
gar en que se hubiere formado el sumario. 
Art. 254. Cada Juez de instruccion llevará un libro que se 
titulará Registro de penados. 
 
Las hojas de este libro serán numeradas, selladas y rubri- 4, 
cadas por el Juez de instruccion y su Secretario de gobierno. 
En dicho libro se extractarán las certificaciones expresadas 
en el artíçulo anterior. 
Art. 256. Llevará tambien cada Juez de instruccion otro 
libro titulado Registro de procesados en rebeldía, con las for-
malidades prescritas para el de penados. 4 
Eft este libro se anotará todas las causas cuyos procesados 
hayan sido declarados rebeldes, y se hará en el asiento de 
cada uno la anotacion correspondiente cuando el rebelde- 
, fuere habido. 
Art. 266. Las Audiencias ó Salas de lo criminal llevarán 
un libro igual al expresado en el artículo anterior para ano-
tar los procesados rebeldes despues de la conclusion del su-
mario. • -  
Art. 257. Sin perjuicio de lo dispuesto en este título, el 
Ministerio de Gracia y Justicia establecerá, por medio de los 
correspondientes Reglamentos el servicio de la estadística cri-
minal que debe organizarse en dicho Centro y las reglas que 
en consonancia con él han de observar los Jueces y Tribu 
males. 
I . 
Las disposiciones de este título no son en rigor  
propias de la ley ordenadora del procedimiento, por-
que ni sefialan su curso, ni determinan modo de 
 
ejercitar derechos en justicia, ni formas 6 solemni-
dades de la resolucion de los juicios. 
 
Cuanto en él se manda d los Jueces y Tribunales  
es extraño en realidad á su jurisdiccion. Se les im- 
^ 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 	 103 
ponen obligaciones de carácter extra-procesal, ende- 
rezadas ciertamente á elevados fines de trascenden- 
cia social y política, y aun facilitan algunas la ad- 
quisicion de datos indispensables en las causas cri- 
minales, pero en su esencia. corresponden al 6rden 
administrativo, no al genuinamente judicial; no se 
relacionan directamente con la funcion de juzgar. 
Ciencia nueva la estadística, al traducir en ci- 
fras y agrupar en clases los hechos sociales, jurídi- 
cos y naturales, ha adquirido en los tiempos moder-
• nos mayor importancia que la del servicio de la cu- 
riosidad. Tiene, por objeto el conocimiento de la 
sociedad en sus elementos simples, para guiar al 
legislador por rumbos seguros á la satisfaccion de 
las necesidades reveladas con la exactitud de las 
matemáticas. Tanto más exacta y útil será, cuanto 
más distintas resulten sus clasificaciones y más al 
por menor analizados sean los hechos a cuya obser-
vacion se dirija. Por los hechos pasados ha de pre-
venir los futuros, apercibida siempre a investigar 
por su frecuencia .6 rareza sus causas probables. Es 
sí ciencia de hechos, pero en su aspiracion trascen-
dente debe ser indicadora de causas, lo cual la 
granjea los , honores que al presente con justicia se 
la tributan. 
No consienten los límites de éste libro, y otras 
circunstancias tambien lo impiden, una exposicion, 
siquiera sucinta, de los principios fundamentales de 
esta ciencia. Sus ventajas, notorias en todos los ór-
denes a que se aplican, son reconocidas universal-
mente en cuanto al jurídico penal toca. En los he-
chos bien depurados se contrasta la eficacia y la 
bondad de las leyes, y así como ha podido advertir-
se, y tiene por ello los honores de principio, que la 
desproporcion entre las penas y los delitos atrae el 
peligro de la impunidad 6 el mal de la injusticia, 
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así habrá de verse, cuando reflexivamente se estu-
die sobre datos ciertos con atencion recogidos, la 
influencia de las disposiciones legislativas, y vendrá 
en cada caso á ensalzar las previsiones del legisla-
dor, ó á demandarle reforma de sus acuerdos. 
A ningun objeto práctico conduciria hacer aquí 
la historia de las disposiciones dictadas por el Go-
bierno Supremo, por los Tribunales y por la Fiscalía 
del Tribunal Supremo sobre la estadística judicial, 
en lo que han perdido vigor. Siempre por todos se 
proclamó su conveniencia y su utilidad. Su éxito 
ha chocado con pasividades invencibles unas veces; 
con la abrumadora pesadumbre de los trabajos no 
remunerados otras; con libertades de fatigosa com-
probacion casi siempre. Los mejores propósitos, los 
preceptos más laudables, más previsores y más ar-
tísticos, no han conseguido dotarnos de una verda-
dera y completa estadística judicial, que sea como 
la liquidacion de cada uno de los Códigos, institu-
tos y establecimientos judiciales de nuestra fecun-
dísima época. 
A lograrla exacta se encaminan en primer tér-
mino, y con probabilidades de éxito, los artículos 
de este TÍTULO, acertados, de cumplirse puntual-
mente, para obtener el conocimiento del núme-
ro de penados, de procesos, de su duracion y del 
trabajo de los Juzgados y Tribunales, y más deta-
lladamente el Real decreto de 18 de Marzo de 1884, 
que, en forma adecuada y de resultado seguro, ma-
nifiesto en estimabilísimas publicaciones recientes, 
-organiza este interesantísimo _servicio, llamado á, 
grandes mejoras precursoras de éxitos indudables, 
si no cae como otras veces en lamentable olvido, ó 
produce cansancio en aquellos que deben empujarle 
con vigoroso y constante impulso. 
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II. 
A fines estadísticos sirve la disposicion contenida 
en el segundo párrafo del art. 251, y á la vez á otros 
de gobierno. 
Los procesos sometidos por fuero de excepcion al 
Tribunal Supremo y á las Audiencias territoriales 
entrañan gr&vedad tambien excepcional. Dan lugar 
A ellos dignatarios ú oficiales públicos, cuyo en- 
* causamiento puede inducir al Gobierno Supremo á 
ejercitar, en bien del prestigio de la administracion, 
facultades extrañas al proceso mismo y al juicio de 
que deban ser objeto aquellas personas. 
La obligacion de hacer llegar á conocimiento del  
Ministro de Gracia y Justicia la incoacion de tales  
causas, parece limitada al Tribunal Supremo y á las  
Salas de lo criminal de las Audiencias territoriales. A 
pesar de estos términos expresos de la ley, no se adi-
vina causa suficiente para excluir de tal deber á las  
mismas Audiencias territoriales, cuando en pleno  
ejerzan la jurisdiccion penal que les está atribuida.  
¿Convendria extender el precepto á las causas de  
que conocen las Audiencias de lo criminal contra  
señalados funcionarios? La respuesta afirmativa se  
impone por identidad de razon, mientras á ellas in-
cumba el conocimiento de las formadas contra los  
Jueces y contra Fiscales municipales, y contra otras  
Autoridades y otros funcionarios.  
Lo propio acontece con los Registros de procesa-
dos y de penados de que la ley se ocupa: sirven á 
fines estadísticos, y á la vez á fines de policía y de justicia. 
^ 
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El Registro de penados tiene corta historia en 
nuestra legislation. Para consultar en los casos de justicia y de gracia, y puntualizar en los convenien- 
tes las circunstancias de reincidencia, excarcelacion 
ó fuga, rehabilitacion y abuso de indultos, se esta-
bleció, por Real decreto de 22 de Setiembre de 1848, 
el Registro general de penados en el Ministerio de 
Gracia y Justicia, en el Tribunal Supremo, en las 
Audiencias y en los Juzgados, y además en las Pro-
motorfas fiscales de éstos y en las Fiscalías de todos 
los Tribunales. En ese Registro, que la instruccion 
dictada para ejecutar aquel Real decreto extendió á 
las Alcaldías y Tenencias por lo tocante a la j uris-
diccion penal que las competia sobre las faltas, se 
anotaban las resoluciones definitivas por órden alfa-
bético del primer apellido de los penados. Bien 
pronto se advirtió lo fatigoso de Registro tan re-
petido, como que en realidad habia tres generales, 
el del Ministerio de Gracia  y  Justicia, el del Tribu-
nal Supremo y el de la Fiscalía, resúmenes de los 
de las Audiencias, que á la vez lo eran de los Juz-
gados del territorio, y por Real decreto de 9 de Mayo 
de 1851 se introdujeron en él modificaciones impor-
tantes que suprimian numerosos testimonios y li-
braban al Ministerio fiscal de un cuidado innecesa-
rio é ímprobo. Más tarde, en 10 de Enero de 1854, 
se suprimieron con buen acuerdo las inscripciones 
sobre faltas. Por el decreto orgánico del Ministerio 
fiscal, expedido en 9 de Abril de 1848, volvió á en-
comendársele el Registro de los procesados y senten-
ciados, y los de reos prófugos. La Real órden de 30 
de Marzo de 1868 simplificó la maner.a.de - llevar el 
Registro; evitando inscripciones en lostlibres qqe se 
sustituian con la encuadernacion anual de las cer-
tificaciones expedidas por los Escribanos. 
?ara fines exclusivamente procesales, para procu- 
• 
1 
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rar con la conveniente brevedad á los Juecés los 
antecedentes .de los encausados, influyentes en las 
penas por razon de reincidencia 6 do reiteracion, 
estableció de nuevo el Real decreto de 2 de Octubre 
de 1878 en el Ministerio de Gracia y Justicia el Re-
gistro central de penados, al cual los Tribunales su-
periores deben dirigir notas autorizadas de las sen-
tencias firmes condenatorias- por delito, y por el que 
se deben facilitar, en el improrogable término de tres 
dias siguientes al recibo de la peticion delos Jueces, 
los antecedentes que en él consten. 
Este Registro subsiste tal cual entonces se esta- 
bleció, y viene A confirmarle el art. 252 de esta ley. 
No es exclusivo, porque desde la de Enjuiciamien- 
• to  criminal de 1872, que en esta parte recuerda el sistema antiguo, cada Juez de instruction lleva 
en libro de hojas numeradas, selladas y rubricadas 
por él y  su Secretario,de gobierno, un Registro de 
penados, en el que se extractan las certificaciones 
que el Tribunal sentenciador remite `.al Juez del 
'`lugar del sumario. 
En defecto de previsiones de la ley 6 de regla-
mentos á ella posteriores, si no legal, seria racional 
acomodar la forma de ese Registro á las disposicio-
nes antiguas, no especialmente derogadas, á la ins-
truccion de 1848, , supuesto que la Real órden 
de 1868 no puede estimarse subsistente enfrente 
del último párrafo del art. 254. 
Registro de procesados en _rebeldía.---Si es conve-
niente como denuncia de los casos en que presuntos 
culpables ie sustraen á la accion de sus Jueces, lo 
es arincip. aljinente como aviso constante á la activi-
dal de estos para procurar su captura. Es por ello 
propio y natural que los Jueces de instruccion tern-
gan ese Registró, y lo es .tambien que las Audiencias 
• 
a 
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• 
le lleven para inscribir á los declarados rebeldes 
.despues de la conclusion del sumario, porque exa-
minándole unos y otras con diligente frecuencia, 
habrán de excitar á las Autoridades encargadas de 
la policía para la busca de los prófugos, contribu-
yendo de esta suerte por modo eficaz á evitar que el 
hecho de archivarse los sumarios paralice la accion 
de la justicia y aquellos la insulten con su presen-
cia en el mismo lugar en que fueron inútilmente 
buscados. 
La existencia de este Registro en el Ministerio de 
Gracia y Justicia, prevenida en el art. 252 de esta 
ley, y que ha de formarse mediante las copias de 
los autos que los Jueces y Tribunales están en la 
obligacion de remitir siempre que declaren la rebel-
día de alguno, será útil para este objeto, si mueve 
la accion del Gobierno, como lo será, si no se ha 
puesto en olvido, el encomendado á los Fiscales 
por circular expedida por el del Tribunal Supremo 
yen 15 de Abril de 1878, que encargaba á sus subor-
dinados gestionar, ,en relacion con las autoridadeP 
gubernativas, la captura de los presuntos reos. 
Sobre el modo de llevarse este Registro, los Fis-
cales sin duda se atendrán al modelo y patron in-
serto en aquella circular, y los Jueces y las Audien-
cias, á falta de precepto expreso, al que estimen 
más conveniente, que parece serlo el alfabético por 
el primer apellido, con lo cual . guardará analogía 
con el de penados, no solamente en cuanto á las for-
malidades de numeracion, sello y rúbrica de sus 
hojas, que esto concretamente lo manda la ley, sino 
'en su método interno, dando facilidades á su exa-
men cuando sea necesario. 
• 
TITULO XIII. 
DE LAS CORRECCIONES DISCIPLINARIAS. 
Art. 258. Sin perjuicio de las correcciones especiales que 
establece esta ley para casos determinados, son tambien apli-
cables las disposiciones contenidas en el tít. 13 del libro pri-
mero de la ley de Enjuiciamiento civil, á cuantas personas, 
sean 6 no funcionarios, asistan 6 de cualquier modo  inter-
vengan en los juicios criminales, siendo los Jueces municipa-
les, los Jueces de instruccion, los Tribunales de lo criminal y 
el Supremo, quienes, respectivamente en su caso, podrán im-
poner las correcciones disciplinarias correspondientes (1). 
(1) Las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento civil á. 
fue se hace referencia, son las siguientes: 
(Art. 437. Los Jueces municipales y de primera instan. 
cia, y las Salas de justicia de las Audiencias y del Tribunal. 
Supremo podrán corregir disciplinariamente: 
1.° A los particulares que falten al Orden y respeto debi-
do en los actos judiciales. 
2.° A los funcionarios que intervienen en los juicios, por 
las faltas que en ellos cometan.• 
Art. 438. Los que interrumpieren la vista de algun pleito 
ú otro acto solemne judicial, dando señales ostensibles de 
desaprobacion 6 de aprobacion, faltando al respeto y consi-
deracion debidos á los Juzgados y Tribunales, 6 perturbando 
de cualquier modo el Orden, sin que el hecho llegue á consti-
tuir delito, serán amonestados en el acto por el Presidente y 
expulsados del Tribunal, si no obedeciesen á la primera inti-
macion. 
Art. 439. Los que se resistieren á cumplir la Orden de 
expulsion, serán arrestados y corregidos, sin ulterior recurso, 
con una multa que no excederá de 20 pesetas en los Juzga- 
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Propia de la jurisdiccion de los Jueces y de los 
Tribunales, y aun necesaria para el desempeflo de 
las funciones que les incumben, es la facultad de 
corregir las irregularidades y las faltas qué, sin lle-
gar á la esfera del delito, pueden cometer los fun- 
dos municipales, de 40 en los de primera instancia, de 60 
en las Audiencias y de 80 en el Tribunal Supremo, y no sal-
drán del arresto hasta que hayan satisfecho la m41ta, 6 en 
sustitucion hayan estado arrestados tantos dias como sean 
necesarios para extinguir la correccion, á razon de 5 pesetas 
cada uno. 
Art. 440. En los términos expresados en el artículo ante-
rior, serán corregidos los testigos, peritos 6 cualesquiera otros 
que, como partes, 6 representándolas, faltaren en las vistas 
y actos solemnes judiciales, de palabra, de obra 6 por escri-
to, á la consideracion, respeto y obediencia debidos á los 
Tribunales, cuando los hechos no constituyan delito. 
No estáir comprendidos en esta disposicion los Abogados 
y Procuradores de las partes, respecto:de los cuales se obser-
vará lo dispuesto en los artículos 443 y siguientes. 
Art. 441. Cuando los hechos de que tratan los dos artícu-
los que anteceden llegaren á constituir delito 
 O. falta, serán 
detenidos sus autores, instruyéndose la sumaria correspo 
diente, y poniendo á los detenidos á disposicion del Juzgad 
que deba conocer de la causa. 
Art. 443. Los Abogados y Procuradores serán corregidos 
disciplinariamente: 
1.° Cuando faltaren notoriamente á las prescripciones de 
esta ley en sus escritos y peticiones. 
2.° Cuando en el ejercicio de su profesion faltaren oral-
mente, por escrito 6 de obra, al respeto debido á los Juzgados 
y Tribunales. 
3. 0 Cuando en la defensa de sus clientes se descompusie-
ren contra sus colegas do una manera grave é innecesaria 
para aquella. 
4.° Cuando llamados al Orden en las alegaciones orales, 
no obedecieren al que presida el Tribunal. 
Art. 444. No obstará lo ordenado en el artículo anterior 
A que llamados al orden, y pidiendo y obteniendo la vénia 
del Juez 6 del que presida el acto, puedan explicar las pala-
bras que hubieren pronunciado, y manifestar el sentido 6 in- 
^. 
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cionarios y Las personas que intervienen en los jui- 
cios y en 1os actos que a su presencia se celebran.  
Sin ella su autoridad se vería menoscabada y en  
desprestigio. 
 
A evitarle tiende por modo adecuado este TÍTULO,  
tencion que las hubieren querido dar, 6 satisfacer cumplida-
mente al Tribunal.  
Art. 445. Tambien serán corregidos disciplinariamente 
 
los auxiliares de los Tribunales y Juzgados, por las faltas que  
cometan y omisiones en que incurran, con relacion á las ac-
tuaciones judiciales, que sean de su respectiva incumbencia.  
Lo mismo se entenderá respecto de los subalternos de los  
Tribunales y Juzgados por las faltas que cometan en el cum-
plimiento de los mandamientos judiciales que deban ejecutar.  
Art. 446. Las correcciones de los Abogados, Procuradores,  
auxiliares y subalternos, por las faltas antes indicadas, se 
 
impondrán siempre por el Juzgado 6 Sala de justicia, donde 
 
se sigan los autos que dieren lugar á ellos, 6 en los que los  
primeros se hubiesen propasado en la defensa oral.  
Si cometieren otras faltas que merezcan correction, será 
ésta impuesta gubernativamente, conforme á lo dispuesto en 
las leyes, ordenanzas 6 reglamentos. 
dokrt. 447. Las Salas de Justicia del Tribunal Supremo po-
ai á.n corregir disciplinariamente á las de las Audiencias y á 
los Jueces inferiores, por las faltas que hubieren cometido en 
los autos de que aquellas conozcan, en virtud de recursos de 
casacion 6 de queja, 6 para decidir competencias. 
La misma facultad. tendrán las Salas de lo civil de las Au-
diencias respecto á los Jueces de primera instancia, y éstos 
respecto de los municipales que les estén subordinados, cuan-
do en virtud de apelacion 6 de otro recurso .conozcan de los 
autos en que se hubiere cometido la falta. 
Art. 448, Ni los Jueces ni las Salas de justicia podrán cor-
regir disciplinadamente á los funcionarios del Ministerio 
fiscal por las faltas que cometan en los asuntos judiciales en 
que deban intervenir. 
En estos casos se limitarán á poner la falta en conocimien-
to del superior jerárquico del que la hubiere cometido, para 
que la corrija como estime procedente. 
Art. 449. Las correcciones disciplinarias que podrán im-
ponerse a los funcionarios comprendidos en los artículos 443 
y siguientes, serán: 
• 
T 
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que, dejando subsistentes las correcciols especiales 
 
que la misma ley señala para casos y faltas deter-
minadas, confiere á los Jueces Ÿ  Wtibunales del órden penal las mismas atribuciones queda de En- 
 juiciamiento civil habia expresamente otorgado 
 á. 
los del cuyo procedimiento regula. 
 
1. 0 Advertencia. 
2.0 Apercibimiento 6 prevencion. 
3.° Reprension. 
4. 0 Multa, que no podrá exceder de 100 pesetas cuando 
se imponga por los Jueces municipales; de 200 or los de 
primera instancia; de 300 por las Audiencias, y de 500 por el 
Tribunal Supremo. 
5.0 Privacion total 6 parcial de honorarios, 45 de los dere-
chos correspondientes •á los escritos 6 actuaciones en que se 
hubiere cometido la falta. 
6.° Suspension del ejercicio de la profesion 6 del empleo, 
con privacion de sueldo 6 de emolumentos, que no podrá ex-
ceder de tres meses, pudiendo extenderla hasta seis en caso 
de reincidencia. Durante la suspension, el suel lo y emolu-
mentos del que la sufra serán para el que desempeñe el 
cargo. 
Art. 450. Tambien será considerada como correccion 	 , 
ciplinaria la imposicion de costas á los funcionarios anta 
expresados, en los casos en que lo autoriza la ley. 
. Art. 451. Las correcciones disciplinarias se impondrán de 
plano, en vista de lo que resulte de los autos sobre la falta 
cometida, y en su caso, de lo consignado en los escritos 6 en 
la certificacion que en el acto de cometerla hubiere extendi-
do el actuario de órden del Presidente, tanto de lo que se 
considere digno de correccion, como de las explicaciones da-
das por el interesado. 
Art. 452. Contra la providencia en que se imponga cual-
quiera de las correcciones antedichas, se oirá en justicia al 
interesado, si lo solicitare dentro de los cinco dias siguientes 
al en que se le hubiere notificado 6 tenido noticia oficial de 
aquella. 
Art. 463. La audiencia de justicia tendrá lugar en la Sala 
6 Juzgado que hubiere impuesto la corréccion, por los trámi-
tes establecidos para los incidentes, y sin necesidad de valer-
se de Procurador ni de Abogado. - 
Para sustanciarla, si no estuvieran terminados los autos en 
^ 
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no acepten el nombramiento, lo manifestarán por 
escrito á la Junta municipal antes de la hora seña-
lada para l*elección. 
Los qùe en ese tiempo no lo hicieren, se entiende 
que aceptan 'y quedan obligados al desempeño del 
cargo. 
Art. 41. Para ser Interventor se requiere ser elec-
tor en el Municipio en que haya de constituirse la 
Mesa y saber' leer y escribir. 
Art. 42. Si solamente se hubiera proclamado un 
candidato, éste podrá designar dos Interventores y 
dos suplentes para cada sección. Si se proclaman 
dos ó inás candidatos, cada uno nombrará un Inter-
ventor y suplente para cada sección. 
Art. 43. La Junta provincial, además, nombrará 
para cada Mesa de las secciones que comprenda el 
at  distrit+4.6 circtinsorïpción, dos Interventores, que co• 
rresponçlalri-la'sección respectiva, que sepan leer 
Y escribir y que po i su edad y circunstancias ofrez-
can gar#ntias cje imparcialidad. 
Estos dos Interventores habrá de escogerlos la 
Junta, provincial de las listas que puede presen-
tarren el acto cada uno de los candidatos procla-
mados. 
Si hubiere más de una lista, no podrá la Junta 
tomar los dos Interventores de la propuesta de un 
mismo candidato. Cada una de estas listas deberá 
comprender, cuando menos, diez nombres para cada 
sección. Si los candidatos no usaran de este derecho, 
nombrará la Junta dichos dos Interventores sin la 
limitación precedente. 
Si no se hubiere proclamado ningún candidato, 6 
en caso de haberlos, éstos no ejercitaran su derecho 
á proclamar Interventores para todas 6 algunas de 
las secciones, la Junta provincial nombrará para 
todas ellas el número necesario de Interventores y 
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sus suplentes, hasta completar el número de cuatro 
en cada sección. 
La Junta provincial hará el nombraniento de IIt-
terventores quo á la misma corresponde designar 
con arreglo á los párrafos precedentes, en,1a, sesión 
que celebre el domingo anterior al de  la' votación, 
teniendo en cuenta el número de ç ue aehe compo-
nerse cada sección, que es el, de cuat ^o, y. los que 
hayan podido nombrar los candidatos proclamados. 
En ningún caso dejará de nombrar la Junta pro-
vincial dos Literventores y dos sùpléntes paxa.cada 
sécción de las que comprende°el .di'strito -6.ç4rcuai 
cripción. 
 
Art. 44. La Mesa, compuesta' 	 Prèsidente y  
de los Interventores nombrados con arreglo  'á los ar-
tículos precedentes , se constituirá á 'las_ siete de la 
mañana en el. local designado 'para la votación, el  
domingo en que ésta debe tener lugar:  
Si á dicha hora faltara algún Intervent_or, .`así  
como su suplente, que no se _hayan excusado en  
tiempo, serán citados ,inmediatamente por escrito 
 
por el Presidente, á fiu de que concurran á des-
empeñar su. cometido antes de las ocho de lama-
ñaua. 
Pasada esta hora, se constituirá la Mesa 'con _los 
Interventores y suplentes presentes, y si no llegaran 
á cuatro, se completará dicho número con electores' 
que estén en el local, prefiriendo á los de mayor 
edad que sepan leer y escribir. 
En cualquier momento, después de constituida la 
 Mesa, en que se presenten los Interventores nom-
brados por la Junta provincial 6 candidatos procla-
mados, entrárán en el ejercicio de sus funciones, 
continuando también los que hubieren tomado 
asiento en la Mesa. 
Art. 45. La votación se hará precisamente en la 
^ 
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sala capitular de los Ayuntamientos; y en donde 
 
hubiese más de una sección, en los locales destina-
dos á escues públicas. Si éstos no fuesen en nú-
mero suficiente; el Ayuntamiento designará otros 
 
que sean adecuados. 
 
Ocho días antes del señalado para la elección, el 
 
Alcalde anunciará, por medio de edictos que se fija-
rán en tgdos'ltis pueblos de quo conste cada sec-
ción, los idcales en quo hayan de constituirse las 
 
respectivas secciones electorales, y á la vez lo co-
municará á l ,' Junta provincial, sin que después 
 
lï ie 4*' iar la designación. 
 
Los locales en donde se verifique la elección se  
abrirá ;ál público s antes do las ocho de la mañana. 
 
o 
: 
	
..MULO V.  
Del, p rocedisniento electoral.  
.CAPITULO PRIMERO. 
 
Da las votaciones.  
Art..46. En toda convocatoria para elección de  
Diputados á Cortes, sea ésta general ó parcial, se  
señalará un solo día, que será siempre domingo,  
para las votaciones.  
La votación se hará simultáneamente en todas las  
secciones en el día designado, comenzando á la s . 
ocho en punto do la mañana y continuando sin in-
terrupción hasta las cuatro de la tarde, en que se de-
clarará definitivamente cerrada y comenzará el re-
ouento de votos.  
Si por alteración material del orden público no 
pudiese tener lugar la votación en alguna sección en 
el día señalado, la suspenderá su Presidente, anun- 
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ciándola tan luego como se haya restablecido el or-
den, para el dia inmediato siguiente, todos los 
pueblos de que se componga la sección. +  
De esta suspensión y de sus causas so dará en el  
mismo día conocimiento á las Juntas provincial y 
central. 
Art. 47. La votación será secreta, y se hará en 
la siguiente forma: El Presidente anunciará «em-
pieza la votación.» Los electores se acercarán á la 
mesa uno á uno, y, diciendo su nombre; entregarán  
por su propia mano al Presidente una pa_pel ,ta.,Wn-
ca doblada, en la cual estará escrito 'izi ii>rpteso ^ej. 
nombre del candidato 6 candidatos á quienes den  
su voto para Diputados. _ . 
El Presidente depositará la papeleta en la urna  
destinada al efecto, que será de cristal ó vidrio trans-
parente, después de cerciorarse, por el examen que 
 
harán los Interventores de las- listas del censo electo-
ral, de que en ellas está inscrito, el nombre del vo-
tante, y dirá eu alta voz: «Fulano (el nombre ,del  
elector) vota.» En todo caso, el Presidente tendrá  
constantemente á la vista del publi co la papeleta  
desde el momento de la entrega hasta quo la depo-
site en la urna. Dos de los Interventores al menos 
 
anotarán en la lista numerada los electores que vo : 
ten, por el orden con que emitan su voto, confron-
tarán sus nombres con los de las listas definitivas, 
 
y expresarán en la anotación el número con que  
éstas aparezcan.  
Art. 48. El derecho á votar se acreditará única-
mente por la inscripción eu los ejemplares certifica-
dos de las listas.  
Cuando sobre la identidad personal del individuo 
 
que se presentase á votar como elector ocurriere 
duda, por reclamación que en el acto hiciese públi-
camente otro elector negándola, se suspenderá la 
4. 
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admisión de su voto hasta que al final de la vota-
ción decidaIa Mesa lo que corresponda sobre la re-
clamación propuesta. 
Art. 49. Ningún elector podra votar en otra sec-
ción que aquella á que corresponda según el Censo 
electoral. 
Art. 5Q. A las cuatro en punto de la tarde anun-
ciará el Presidente en alta voz que se va á concluir 
la votación, y no se permitirá entrar nadie más en 
el local, cerrando las puertas del mismo si lo consi- 
e ase }^ eciso. 1 reguntará si alguno de los electo- 
és presénte- ha dejado de votar, y se admitirán los 
votos que se den á continuación. 
Inmediatamente, á puerta abierta, la Mesa deci-
dirâ, pot Mayoría, en vista de las cédulas de vecin-
dad y del testimonio . de los electores presentes, so-
bre -la adibi,sióü de aquéllos respecto de cuya iden- 
tidad ^e bu
¡ 
 cese reclamado.  
. En todo caso se mandará pasar tanto de culpa al  
TTibuual cómpattente para que se exija la responsa-
bitudad del q ne aparezca usurpador de nombre aje -
pd, óia del qúe lo haya negado falsamente. A se-
gtfida votatárn los individuos de la Mesa, y se firma-
rán por los Interventores las listas de votantes al  
'margen de todos sus pliegos y á continuación del  
último nombro escrito.  
• Art. 51. Terminadas estas operaciones, el Presi-
dente declarará cerrada la votación y comenzará el  
escrutinio, que se verificará leyendo el mismo en  
alta voz las papeletas, que extraerá una á una de la  
urna, y poniéndolas de manifiesto á los Intervento-
res, que confrontarán el número de ellas por el de  
votantes anotados en las listas.  
Las papeletas no inteligibles, las que no conten-
gan nombres propios de personas, ó contuviesen  
escritos varios cuyo orden no pueda determinarse,  
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se considerarán en blanco. Cuando haya varios 
nombres escritos unos después de otros, sólo se ten-
drán en cuenta el primero 6 los primeros, hasta el 
número de candidatos que según el art. 22 tenga 
derecho á votar cada elector, y los demás se reputa-
rán no escritos. Si algún elector presente, Notario ó 
candidato proclamado, tuviese dudas sobre el  con-
tenido de una papeleta leída por et Presidente, po-
drá pedir en el acto, y deberá concedérsele, que la 
examine. En los casos de faltas de ortografía, leves 
diferencias de nombres y apellidos, inversión ó su-
presión de algunos de éstos, se decidirá en . sentido 
favorable á la validez del voto y á su aplicación .en 
favor del candidato conocido, cuando no figure en 
la elección otro con quien pueda confundirse. Si so 
bre esto ó sobre la inteligencia de la papeleta no hu- 
biere desde luego unanimidad en la. Mesa, se reser-
vará para la terminación del escrutinio la decisión 
de la duda, y entonces so hará por mayoría. . 
Art. 52. Hecho el recuento de los votos, según 
resulte de las operaciones anteriores, pregántará el 
Presidente si hay alguna protesta que hacer contra 
el escrutinio, y no habiéndose hecho, á después de 
resueltas por la mayoría de la Mesa las que se pre-
senten, anunciará en alta voz su resultado, especifi 
cando el número do papeletas leídas, el de los vo- 
tantes y el de los votos obtenidos por cada candi. 
dato. 
Art. 63. En seguida se quemarán, á presencia 
de los concurrentes, las papeletas extraídas de la 
urna, con excepción de aquellas á que se hubiese 
negado validez ó que hubiesen sido objeto de algu-
na reclamación, las cuales se unirán todas al acta, 
rubricadas por los Interventores, y se archivarán 
con ella para tenerlas a disposición del Congreso en 
su día. 
r 
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Art. 54. El resultado del escrutinio se publicará 
inmediatamente por certificación fijada en la parte 
exterior del edificio eu que se haya verificado la 
elección, y remitiendo otras iguales á la Junta cen-
tral del Censo y al Presidente de la Junta provincial, 
para su inserción en el primer número que se pu. 
blique del Boletín oficial. 
Estas certificaciones so enviarán en el acto, bajo 
la responsabilidad del Presidente de la Mesa y de la 
manera prevenida en los párrafos primero y segun-
do del art. 56, 
Se darán támbién.en el acto las certificaciones del 
mismo, quo pidan los candidatos presentes, ó Nota-
rios 6 electores. 
Art. 55. `Oozciuídas todas las operaciones ante-
riores, y a puerta. cerrada, el Presidente y los Inter-
ventores de la Mona firmarán el acta de la sesión, 
en la cual se expresará detalladamente el núniero do 
electores que haya en la sección según las listas del 
Censo electoral; el do las electores que hubiesen vo-
tado y elle Las votos obtenidos por cada candidato, 
y še consignarán sumariamente las reclamaciones y 
protestas formuladas en su caso por los electores 
sobre la votación 6 el escrutinio, y las resoluciones 
motivadas de la Mesa sobre ellas, con los votos par-
ticulares, si los hubiere. 
El acta, con todos los documentos originales á 
que en ella se haga referencia, y las papeletas de 
votación reservadas según el art. 53, se archivará eu 
la Secretaria de la Junta municipal del Censo, á cuyo 
Presidente será remitida al efecto antes de las diez 
de la mañana del día siguiente inmediato al de la 
votación. 
La Mesa librará gratuitamente certificación de lo 
consignado en el acta, 6 de cualquier extremo de 
ella, á todo elector 6 candidato que lo solicite. 
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Art. 56. Dos copias literales del acta, autoriza-
das por todos los individuos de la Mesa, serán en-
tregadas inmediatamente en la administración 6 es-
tafeta más cercana, en pliegos cerrados y sellados, en 
cuya cubierta certificarán de su contenido todos - Jos 
 individuos de la Mesa. 
El Administrador del correo dar4 recibo, con ex-
presión del día y hora en que le fueran entregados 
los pliegos, y certificados, los remitira inmediata-
mente al Secretario de la Junta - central del Censo y 
al Presidente de la municipal de la cabeza; del dis-
trito electoral.  
La entrega de estos pliegos en la. Administr'nción 
de correos, deben hacerla el Presidente do :. la Mesa 
 y el Interventor nombrado según el articuló siguien-
te, y siendo ambos responsables de la,omisión ¢ re-
traso que no estén plenamente justificados en el 
cumplimiento de esta obligación. 
Cuando el envío de los pliegos haya o.hacerse á 
Presidentes de Juntas que residan po-
blación que las Mesas electorales, sé entregarán per-
sonalmente en las respectivas Secretarías. 
Todos los candidatos tendrán derecho. , á que se 
les expidan. certificaciones del resultado de la elec-
ción. 
Art. 57. Antes de disolverse la Mesa electoral, 
designará á uno de sus Interventores para concu-
rrir en representación de la sección á la Junta de 
escrutinio general. 
Esta designación se hará por mayoría de los in-
dividuos de la Mesa, resolviéndose el caso de em-
pate en favor del Interventor de más edad de los 
que hubiesen obtenido igual número de votos. Al 
designado se le dará la credencial correspondiente 
de su nombramiento, firmada por el Presidente y 
todos los Interventores, y otra copia literal del acta, 
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igual á las remitidas á las Juntas central y munici-
pal del Censo. 
Art. 58. El Presidente de la Mesa tendrá dentro 
del colegio electoral autoridad exclusiva para con-
servar el orden, asegurar la libertad de los olectores 
y mantener la observancia de esta ley. Las Auto-
ridades locales _prestarán dentro y fuera del colegio 
al Presidente los auxilios que &te les pida y no 
otros.' 
Sólo tend^án entrada en los colegios electorales 
los electores de la sección, los candidatos procla-
mados por la Junta provincial, les Notarios para 
dar fe de cualquier acto relacionado con la elección 
y qüe no se oponga al .secreto de la, votación, y los 
dependientes de la Autoridad que el. Presidente re-
quiera, Et Presidente de la Mesa cuidará de que la 
erltráda. al local .se conserve siempre libre y expedi-
ta á las personan expresadas. 
eixibai o., los Jueces do instrucción y sus de-
legados,iááráli entrar en los colegios, electorales 
siempre..,que lá,exija el ejercicio de su cargo. 
" rt.`?59. - Las estaciones telegráficas de servicio 
limitado estarmn abiertas desde las ocho do la ma-
gana, del domingo en que tenga lugar la elección 
hasta las doce de la noche del día en que se veri 
fique el escrutinio general. 
Art. 60. Nadie podrá entrar en el colegio con 
armas, palo, ni bastón, ni paraguas, á excepción de 
los electores que por impedimento notorio tuvieran 
necesidad absoluta de apoyo para acercarse á la 
mesa; pero éstos no podrán permanecer dentro del 
local más que el tiempo puramente necesario para 
dar su voto. El elector que infringiere este precep.. 
to, y advertido no se sometiere á las órdenes del 
Presidente, será expulsado del local y perderá el 
derecho de votar en aquella elección, sin perjuicio 
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de cualquiera otra responsabilidad en que incurra. 
Las Autoridades podrán, sin embargo, usar dentro 
del colegio del bastón y demás insignias de su 
cargo. 
Art. 61. No podrá estar á la puerta del colegio 
electoral en ningún caso la fuerza de instituto arma-
do, ni podrá penetrar en él sino por causa de per-
turbación del orden público y requerida por el Pre-
sidente. 
Art. 62. El escrutinio genelal se celebrará el jueves siguiente en la capital del distrito' electoral, 
ante una Junta compuesta de los Intérveutores .de-
siguados á tenor del art. 57. Estas ¡untas serrín 
presididas en la, capital de la provincia, por' el Ma-
gistrado más antiguo de la Audiencia de la  , misma 
capital, con exclusión del Presidente 16 Preside Ites 
de Sala ó de sección. 
En los demás distritos lo serán por los. . 'agist^a- 
dos de la misma Audiencia de la capital, _ deginán-
dolos por el orden de su antigüedad á las Judas de 
poblaciones de mayor número de habitantes. Si no s 
 hubiese en la Audiencia de la capital. . e; la provin-
cia número bastante de Magistradas para cumplir 
estas comisiones, las desempefiarán, guardando el 
mismo orden, los Magistrados de otras Audiencias 
que haya en la provincia y los Jueces de  primera 
 instancia, con arreglo a su categoría y antigüedad; 
pero en ningún caso los Jueces en las localidades 
que ejerzan su jurisdicción. 
Art. 63. El dia sefalado para la votación, las 
Salas ó Juntas de gobierno de las Audiencias harán 
la designación de los que deban presidir las Juntas 
de escrutrinio conforme á lo dispuesto en el artículo 
anterior, dando conocimiento de la designación al 
Alcalde de la cabeza del distrito electoral por medio 
del Juez respectivo, y  si las Juntas central y pro- 
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vincial, y proveyendo al nombrado de la credencial 
correspondiente. 
El Magistrado ó Juez comisionado requerirá en 
su caso, y obtendrá del Juez del partido y de las 
demás Autoridades el concurso que necesite para el 
ejercicio de sus funciones. 
Sin su presencia no podrá celebrarse la Junta de 
escrutinio. 
En las provincias de Baleares y Canarias harán 
las Salas de gobierno de las respectivas Audiencias 
la ddsignación de lo§ Presidentes de Junta de es-
crutinio  eou la . ánticipación necesaria para que 
oportunarnéiato puedan trasladarse á cumplir este 
servicio. 
Art. 64. La Junta general de escrutinio se re-
unirá á'las diez de 1á mariana precisamente en la 
sala priñcipal del Ayuntamiento, 6 en otro local que 
el AleOde .ponga á su disposición, que habrá de ser 
eu tatçád igualmente decoroso y más capaz que 
aquélla; pero no podrá entrar en funciones sin la 
concurrencia de. la mayoría de los Interventores, si 
el ial,inidro deyecciones en que esté dividido el dis-
trito electoral fuese menor de 50, 6 sin la concurren-
cia de 25, en caso do que el número de secciones 
sea mayor. 
Art. 65. Las Juntas provinciales del Censo, te-
niendo en cuenta la proximidad y medios de comu-
nicación á la cabeza del distrito electoral, determi-
narán, publicándolo en los respectivos Boletines 
oficiales, las secciones hasta el número de la mitad 
más una de las que comprenda el distrito electoral, 
cuando seau éstas menos de cincuenta, 6 hasta el 
de veinticinco cuando sean más, cuyos comisiona-
dos Interventores tengan que concurrir á la Junta 
de escrutinio, bajo la responsabilidad penal que 
establece esta ley; la concurrencia de los comi- 
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sionados de las demás secciones será voluntaria. 
Si no se reuniere hasta las dos do la tarde el nú-
mero de Interventores exigido'por el artículo ante-
rior, ú otra causa imprevista impidiere la celebra-
ción de la Junta, el Presidente convocará para el 
día inmediato, notificándolo á los Interventores pre-
sentes y al público por anuncio esérito, á la voz que 
á las Juntas central y provincial del Censo. 
En este caso, la Junta se celebrará -el día seiïala 
do, cualquiera que sea el número de los concu-
rrentes. 
Art. 66. Reunida la mayoría .ó el número pre- 
ciso de Interventores, el Presidente deciárará cons-
tituida la Junta de escrutinio general y designara á 
los cuatro Interventores más jóvenes para que ac-
túen como Secretarios. • 
Uno de éstos, de orden del Presidente, dárá án t t 
	 - 
todo lectura de las disposiciones de esta ley referen-
tes al acto, y en seguida comenzarán- las operacio-
nes del escrutinio, computándose los „votos dados 
en todas las secciones sucesivamente, por. el orden 
alfabético de las mismas. 
Para esto, se pondrán sobre la mesa, per el Pre-
sidente de la Junta nhluicipal del Censo e*ctoral, 
las actas que habrá ncibido de las secciones, con-
forme á lo dispuesto en el art. 56, y el Presidente 
de la Junta de escrutinio dispondrá que se dé cuen-
ta por uno de los Secretarios de los resúmenes de 
cada votación, tomando los otros Secretarios las 
anotaciones convenientes para el cómputo total y 
adjudicación consiguiente de los votos escrutados. 
A medida que se vayan examinando las actas de 
las votaciones de las secciones, se podrán hacer, y 
se insertarán en el acta de escrutinio, las reclama-
ciones y protestas á que hubiese lugar sobre  la le-
galidad de dichas votaciones. Solamente los indivi- 
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Estas correcciones de que aquí se habla, son esen-
cialmente diferentes de las cuya imposicion corres-
ponde á las Autoridades gubernativas de la admi-
nistracion de justicia. La jurisdiccion disciplinaria 
que estableció metódica y ordenadamente la ley pro- 
que se haya impuesto la correccion, se formará pieza separa. 
da con testimonio de lo que el Juez 6 la Sala estime condu-
cente. - 
En los Juzgados municipales se sustanciará y decidirá en 
juicjó yerbal. 
Art. 454. Estos incidentes se ventilarán con el Ministerio 
Fiscal, y sólo en el caso de que la correccion consista en la 
imposicion de costas,  serán parte los litigantes interesados 
en ellas, si lo solicitaren. 
Art. 45.5. En la resolucion de estos incidentes se podrá 
confirmar, agravar, atenuar 6 dejar sin efecto la correccion. 
Mt. 456. Contra las sentencias que dicten los Jueces mu-
nicipalea'sólo se dará el recurso de apelacion para ante el 
. Juzgado de primera instancia del partido. 
Contra la que éstos dicten en primera instancia sólo habrá 
el de apelacion para ante la Sala de lo civil de la Audiencia 
respectiva. 
Contra las que dicten las Salas de justicia de las Audien-
cias 6 del Tribunal Supremo no habrá ulterior recurso. 
Art. 457. El Ministerio Fiscal deberá velar por la puntual 
observancia de esta ley, á cuyo fin en los pleitos y demás 
asuntos judiciales en que intervenga, si notare alguna falta 
que merezca correccion, propondrá q1 Juez 6 Tribunal lo que 
estime procedente. 
Art. 458. De cualquiera correccion disciplinaria, excepto 
la del núm. Lo del art. 449, que se imponga á funcionarios 
del Orden judicial, luego que sea firme la resolucion, se dará 
conocimiento al Ministerio de Gracia y Justicia, acompaíïan-
do testimonio de la misma en papel del sello de oficio: 
Las que se impongan á los auxiliares de los Tribunales y 
Juzgados se anotarán en un registro que se llevará en la Se-
cretaría de los mismos. 
Las que se impongan á Abogados 6 Procuradores se co-
municarán al Decano del Colegio á que pertenezcan, para , la 
anotacion correspondiente y lo demás que proceda. Donde 
no existan estas Corporaciones, se anotarán en el registro 
del Tribunal 6 Juzgado., 
EnjuiC. Crim.-T. III. 	 8 
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visional sobre Organizacion del Poder judicial (1), 
se ejerce sobre actos de ordinario extraprocesales: 
da ocasion á su ejercicio la conducta externa de 
los funcionarios. La facultad de promoverla se li-
mita a los Presidentes y Fiscales de los Tribuna-
les, y exige expediente prévio y audiencia del inte-
resado. La de que aquí so trata es esencialmente 
procesal, se ejercita sobre hechos concretos ocurri-
dos 6 ejecutados en el curso de las causas; se ejerce 
de plano, siquiera dé lugar á recursos,, y alcanza, 
á cuantos intervienen en ellos con carácter oficial 
y á cuanto se relaciona con el órden de los proce-
dimientos y de los actos judiciales. Por medio de 
ella, además de mantenerse la autoridad de Jue-
ces y -Tribunales, se logra imponer, en caso preci-
so, respeto y acatamiento; se afirma la superiori-
dad jerárquica, que á la potestad censorial y de 
inspeccion y vigilancia, para ser eficaz en la prác-
tica, ha de unirse la coercitio, que llamaban los 
romanos á esta potestad disciplinaria, y con  ad ver-
tencias y apercibimientos, y aun multas y sus-
pensiones, corrige adecuada y prontamente esas 
pequeñas faltas que descuidadas 6 impunes arras-
trarian el procedimiento á los abismos del aban-
dono. 
En todos tiempee, por práctica y costumbre, 
cuando no por disposicion legal expresa, se ha re-
conocido en el superior el derecho de corregir al in-
ferior, y en todos los Estados se robustece así la 
autoridad del primero, ensanchándola hasta donde 
la demandan las necesidades del órden procesal, á 
las audiencias y actos judiciales, y sobre, las partes 
que en ellos intervienen y sus representantes, á pe- 
(1) Título 19. . 
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'sar de la libertad é independencia, verdaderamente 
envidiables, de que el foro español disfruta, en com-
paracion con el de otros países. 
Uua sola entidad queda fuera de esa jurisdiccion: 
el Ministerio fiscal. Créese que su independencia de 
los Tribunales lo imponen y que la libertad del 
ejercicio de su mision lo exige. En cuanto toca á la jurisdiccion disciplinaria de carácter externo, á 
aquella que ejercen las Salas de Gobierno, exami-
nando la conducta de los sometidos á ellas, razon 
suficiente ofrecen esos motivos para sustraer al Mi-
nisterio fiscal de la autoridad de los Tribunales; á 
la suya propia deben estar sometidos. En cuanto a 
esa otra jurisdiccion de que esta ley trata, aquella 
independencia puede pensarse excesiva y despropor-
cionada á la de los Abogados no ménos indepen-
dientes de los Tribunales. 
Las disposiciones legales son claras ý terminan-
tes, y apenas si ofrecerán dudas en la práctica. 
Las contenidas en el tít. 13 del libro 1. 0 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, tienen vigor dentro de la jurisdiccion criminal por el artículo que constituye 
este título. 
Sobre tales disposiciones que hasta se ocupan de 
la policía de estrados, y que no llegan como en Bél-
gica (1) y Portugal (2) á conferir al Tribunal ante el 
que se cometan ciertos delitos la jurisdiccion , y com-
petencia necesaria para castigarles, apenas si son 
necesarias otra observacion que la de advertir que 
la jurisdiccion deferida por la ley de Enjuiciamien-
to civil á las Salas de lo civil, cuando se ejerza en 
proceso criminal á las Salas 6 Audiencias de lo 
(1) 7, Artículo 181 del Código de sentencias criminales. 
(2) Artículos 1.089 y 1.143. 
116 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
criminal compete si no ha de perturbarse el órden y 
la independencia de las jurisdicciones. 
Las referencias que en el cuerpo de esta obra se 
hacen á diversos artículos de la ley de Enjuicia-
miento criminal contenidos en libros diferentes, im-
ponen la insercion de esta, á título de Apéndice, 
para facilitar el estudio de las NOTAS AL LIBRO PRI-
MERO. 
PIN DE LA OBRA. 
LIBRO SEGU DO, 
DEL SUMARIO. 
TITULO PRIMERO. 
DE LA DENUNCIA. 
Art. 259. El que presenciare la perpetracion de cual-
quier delito público estará obligado á ponerlo inmediata-
mente en conocimiento del Juez de instruccion, municipal 
ó funcionario fiscal más próximos al sitio en que se halla. 
re, bajo la multa de 5 á 50 pesetas. 
Art. 260. La obligacion establecida en el articulo an-
terior no comprende á los impúberes ni á los que no go-
zaren del pleno uso de su razon. 
Art. 261. Tampoco estarán obligados á denunciar: 
1.0 El cónyuge del delincuente. 
2.0 Los ascendientes y descendientes consanguíneos 
ó afines del delincuente y sus colaterales consanguíneos ó 
uterinos y afines hasta el segundo grado inclusive. 
3.0 Los hijos naturales respecto de la madre en todo 
caso y respecto del padre cuando estuvieren reconocidos, 
así como la madre y el padre en iguales casos. 
Art. 262. Los que por razon de sus cargos, profesio-
nes ú oficios tuvieren noticia de algun delito público, es-
tarán obligados á denunciarlo inmediatamente al Minis-
terio fiscal, al Tribunal competente, al Juez de instruc-
cion, y en su defecto al municipal ó al funcionario de po-
licía más próximo al sitio si se tratare de un delito fla-
grante. 
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Los que no cumpliesen esta obligacion incurrirán en la 
multa sefialada en el art. 259, que se impondrá discipli-
nariamente. 
Si la omision en dar parte fuese de un Profesor de Me-
dicina, Cirugía ó Farmacia y el delito de los comprendi-
dos en el título del Código penal que trata de los come-
tidos contra las personas, 6 por suposicion de parto, ó por 
muerte de un niño abandonado, la multa no podrá bajar 
de 25 pesetas. 
Si el que hubiese incurrido en la omision fuere em-
pleado público, se pondrá además en conocimiento de su 
superior inmediato para los efectos á que hubiere lugar 
en el Orden administrativo. 
Lo dispuesto en este artículo se entiende cuando la 
omision no produjere responsabilidad con arreglo á las 
leyes. 
Art. 263. La obligacion impuesta en el párrafo pri-
mero del artículo anterior no comprenderá á los Aboga-
dos ni á los Procuradores respecto de las instrucciones 6 
explicaciones que recibieren de sus clientes. Tampoco 
comprenderá á los eclesiásticos y ministros de cultos di-
sidentes respecto de las noticias que se les hubieren re-
velado en el ejercicio de las funciones de su ministerio. 
Art. 264. El que, por cualquier medio diferente de los 
mencionados, tuviere conocimiento de la perpetracion de 
algun delito de los que deben perseguirse de oficio, de-
berá denunciarlo al Ministerio fiscal, al Tribunal compe-
tente ó al Juez de instruccion ó municipal, 6 funcionaria 
de policía, sin que se entienda obligado por esto á probar 
los hechos denunciados ni á formalizar querella. 
El denunciador no contraerá en ningun caso otra res-
ponsabilidad que la correspondiente á los delitos que hu-
biese cometido por medio de la denuncia, 6 con su oca- 
sion. 
Art. 265. Las denuncias podrán hacerse por escrito 6 
de palabra, personalmente ó por medio de mandatario 
con poder especial. 
Art. 266. La denuncia que se hiciere por escrito de-
berá estar firmada por el denunciador; y si no pudiere ha-
.cerlo, por otra persona á su ruego. La Autoridad 6 fun 
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cionario que la recibiere rubricará y sellará todas las ho-
jas á presencia del que la presentare, quien podrá tam-
bien rubricarla por si ó por medio de otra persona á su 
ruego. 
Art. 267. Cuando la denuncia sea verbal, se extende-
rá un acta por la Autoridad 6 funcionario que la recibie-
re, en la que, en forma de declaracion, se expresarán 
cuantas noticias tenga el denunciante relativas al hecho 
denunciado y á sus circunstancias, firmándola ambos á 
continuacion. Si el denunciante no pudiere firmar, lo hará. 
otra persona á su- ruego. 
Art. 268. El Juez, Tribunal, Autoridad 6 funciona-
rio que recibieren una denuncia verbal 6 escrita harán 
constar por la cédula personal, b por otros medios que  re - 
puten suficientes, la identidad de la persona del denun-
ciador. 
Si éste lo exigiere le darán un resguardo de haber for-
malizado la denuncia . 
Art. 269. Formalizada que sea la denuncia, se proce-
derá 6 mandará proceder inmediatamente por el Juez 6 
funcionario á quien se hiciese á la comprobacion del he-
cho denunciado, salvo que este no revistiere carácter de 
delito, 6 que la denuncia fuere manifiestamente falsa. En 
cualquiera de estos dos casos el Tribunal 6 funcionario se 
abstendrán de todo procedimiento, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad en que incurran si desestimasen aquella in-
debidamente. 
TÍTULO II. 
DE LA QUERELLA. 
Art. 270. Todos los ciudadanos españoles, hayan sido 
6 no ofendidos por el delito, pueden querellarse, ejercitan-
do la accion popular establecida en el art. 101 de esta ley. 
Tambien pueden querellarse los extranjeros por los de-
litos cometidos contra sus personas b bienes 6 las perso-
nas 6 bienes de sus representados, prévio cumplimiento 
de lo dispuesto en el art. 280, si no estuvieren compren. 
didos en el último párrafo del 281. 
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Art. 271. Los funcionarios del Ministerio fiscal ejer-
citarán tambien, en forma de querella, las acciones pena-
les en los casos en que estuvieren obligados con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 105. 
Art. 272. La querella se interpondrá ante el Juez de 
instruccion competente. 
Si el querellado estuviese sometido por disposicion es-
pecial de la ley á determinado Tribunal, ante éste se in-
terpondrá la querella. 
Lo mismo se hará cuando fueren varios los querellados 
por un mismo delito 6 por dos ó más conexos, y alguno 
de aquellos estuviese sometido excepcionalmente á un 
Tribunal que no fuere el llamado á conocer por regla ge-
neral del delito. 
Art. 273. En los casos del artículo anterior, cuando 
se trate de un delito infraganti 6 de los que no dejan se-
ñales permanentes de su perpetracion, ó en que fuere de 
temer fundadamente la ocultacion ó fuga del presunto 
culpable, el particular que intentare querellarse del deli-
to podrá acudir desde luego al Juez de instruccion ó mu-
nicipal que estuviere más próximo, ó á cualquier funcio-
nario de policía, á fin de que se practiquen las primeras 
diligencias necesarias para hacer constar la verdad de los 
hechos y para detener al delincuente. 
Art. 274.  El particular querellante, cualquiera que 
sea su fuero, quedará sometido para todos los efectos del 
juicio por él promovido, al Juez de instruccion ó Tribu-
nal competente para conoce ^ ^del delito objeto de la que-
rella. 
Pero podrá apartarse de la querella en cualquier tiem-
po, quedando, sin embargo, sujeto á las responsabilidades 
que pudieran resultarle por sus actos anteriores. 
Art. 275. Si la querella fuese por delito que no pueda 
ser perseguido sino á instancia de parte, se entenderá 
abandonada por el que la hubiere interpuesto cuando de-
jare de instar el procedimiento dentro de los diez dias si-
guientes á la notificacion del auto en que el Juez ó el Tri-
bunal así lo hubiese acordado. 
Al efecto, á los diez dias de haberse practicado las úl-
timas diligencias pedidas por el querellante, ó de estar 
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paralizada la causa por falta de instancia del mismo, 
mandará de oficio el Juez 6 Tribunal que conociere de los 
autos que aquél pida lo que convenga á su derecho en el 
término fijado en el párrafo anterior. 
Art. 276. Se tendrá tambien por abandonada la que-
rella cuando, por muerte 6 por haberse incapacitado el 
querellante para continuar la accion, no compareciere 
ninguno de sus herederos 6 representantes legales á sos-
tenerla dentro de los treinta dias siguientes á la citation 
que al efecto se les hará dándoles conocimiento de la que-
rella. 
Art. 277.  La querella se presentará siempre por me-
dio de Procurador con poder bastante y suscrita por Le-
trado. 
Se extenderá en papel de oficio, y en ella se expresará: 
1.0 El Juez 6 Tribunal ante quien se presente. 
2.0 El nombre, apellidos y vecindad del querellante. 
3.0 El nombre, apellidos y vecindad del querellado. 
En el caso de ignorarse estas circunstancias, se deberá 
hacer la designacion del querellado por las señas que 
mejor pudieran darle á conocer. 
4.0 La relacion circunstanciada del hecho, con expre-
sion del lugar, año, mes, dia y hora en que se ejecutó, si 
se supieren. 
5.0 Expresion de las diligencias que se deberán prac-
ticar para la comprobacion del hecho. 
6.0 La peticion de que se admita la querella, se prac-
tiquen las diligencias indicadas en el número anterior, se 
proceda á la detencion y prision del presunto culpable 6 
á exigirle la fianza de libertad provisional, y se acuerde 
el embargo de sus bienes en la cantidad necesaria, en los 
casos en que así proceda. 
7.0 La firma del querellante ó la de otra persona á su 
ruego, si no supiere ó no pudiere firmar, cuando el Pro- 
curador no tuviese poder especial para formular la que-
rella. 
Art. 278. Si la querella , tuviere por objeto algun de-
lito de los que solamente pueden perseguirse á instancia 
de parte, excepto el de violacion ó rapto, acompañará 
íambien la certification que acredite haberse celebrado 6 
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intentado el acto de conciliacion entre querellante y que-
rellado. 
Podrán, sin embargo, practicarse sin este requisito las 
diligencias de carácter urgente para la comprobacion de 
los hechos ó para la detencion del delincuente, suspen- 
diendo despues el curso de los autos hasta que se acredi-
te el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior. 
Art. 279. En los delitos de calumnia ó injuria causa-
das en juicio se presentará además la licencia del Juez 6 
Tribunal que hubiese conocido de aquél, con arreglo á lo 
dispuesto en el Código penal. 
Art. 280. El particular querellante prestará fianza de 
la clase y en la cuantía que fijare el Juez ó Tribunal para 
responder de las resultas del juicio. 
Art. 281. Quedan exentos de cumplir lo dispuesto en 
el artículo anterior: 
1.0 El ofendido y sus herederos 6 representantes le-
gales. 
2.0 En los delitos de asesinato ó de homicidio, el viu-
do ó viuda, los ascendientes y descendientes consanguí-
neos ó afines, los colaterales consanguíneos ó uterinos y 
afines hasta el segundo grado, los herederos de la víctima . 
y los padres, madres é hijos naturales á quienes se refie-
re el núm. 3.0 del art. 261. 
La exencion de fianza no es aplicable á los extranjeros 
si no les correspondiese en virtud de tratados internacio-
nales ó por el principio de reciprocidad. 
TITULO III. 
DE LA POLICÎA JUDICIAL. 
Art. 282. La policía judicial tiene por objeto, y será 
obligacion de todos los que la componen, averiguar los 
delitos públicos que se cometieren en su territorio ó de-
marcacion; practicar, segun sus atribuciones, las diligen-
cias necesarias para comprobarlos y descubrir á los de-
lincuentes, y recoger todos los efectos, instrumentos 6 
n 
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pruebas del delito de cuya desaparicion hubiere peligro, 
 
poniéndolos á disposicion de la Autoridad judicial.  
Si el delito fuera de los que sólo pueden perseguirse  
instancia de parte legítima, tendrán la misma obligacion  
expresada en el párrafo anterior, si se les requiriere al  
efecto.  
Art. 283. Constituirán la policía judicial y serán au-
xiliares del Ministerio fiscal, de los Jueces de instruccion  
y de los municipales en su caso:  
I.0 Las Autoridades administrativas encargadas de la  
seguridad pública y de la persecucion de todos los delitos . 
6 de algunos especiales.  
2.0 Los empleados y subalternos de policía de segu-
ridad, cualquiera que sea su denominacion.  
3.0 Los Alcaldes, Tenientes de alcaldes y Alcaldes de  
barrio.  
4.0 Los Jefes, Oficiales é individuos de la Guardia  
civil 6 de cualquiera otra fuerza destinada á la persecu-
cion de malhechores.  
5.0 Los serenos, celadores y cualesquiera otros agen-
tes municipales de policía urbana 6 rural.  
6. 0 Los guardas particulares de montes, campos y  
sembrados, jurados 6 confirmados por la Administracion. 
 
7.0 Los Jefes de establecimientos penales, los Alcai-
des de las cárceles y sus subalternos. 
 
8.0 Los Alguaciles y dependientes de los Tribunales  
y Juzgados.  
Art. 284. Inmediatamente que los funcionarios de  
policía judicial tuvieren conocimiento de un delito públi-
co, ó fueren requeridos para prevenir la instruccion de 
 
diligencias por razon de algun delito privado, lo partici-
parán á la Autoridad judicial 6 al representante del Mi-
nisterio fiscal, si pudieren hacerlo sin cesar en la practica 
 
de las diligencias de prevencion.  
En otro caso lo harán así que las hubieren terminado.  
Art. 285. Si concurriere algun funcionario de policía  
judicial de categoría superior á la del que estuviese ac-
tuando, deberá éste darle conocimiento de cuanto hubiese  
practicado, poniéndose desde luego á su disposicion. 
Art. 286. Cuando el Juez de instruccion 6 el munici- 
^! 
124 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
pal se presentaren á formar el sumario, cesarán las dili-
gencias de prevencion que estuviere practicando cualquie-
ra Autoridad ó agente de policía; debiendo éstos entre-
garlas en el acto á dicho Juez, así como los efectos relati-
vos al delito que se hubiesen recogido, y poniendo á su 
disposicion á los detenidos si los hubiese. 
Art. 287. Los funcionarios que constituyen la policía 
judicial practicarán sin dilacion, segun sus atribuciones 
respectivas, las diligencias que los funcionarios del Mi-
nisterio fiscal les encomienden para la comprobacion del 
delito y averiguacion de los delincuentes y todas las de-
más que durante el curso de la causa les encargaren los 
Jueces de instruccion y municipales. 
Art. 288. El Ministerio fiscal, los Jueces de instruc-
cion y los municipales podrán entenderse directamente 
con los funcionarios de policía judicial, cualquiera que 
sea su categoría, para todos los efectos de este título; 
pero si el servicio que de ellos exigiesen admitiese espe-
ra, deberán 'acudir al superior respectivo del funcionario 
de policía judicial mientras no necesitasen del inmediato 
auxilio de este. 
Art. 289. El funcionario de policía judicial que por 
cualquier causa no pueda cumplir el requerimiento ó la 
órden que hubiese recibido del Ministerio fiscal, del Juez 
de instruccion, del Juez municipal, ó de la Autoridad ó 
agente que hubiese prevenido las primeras diligencias, lo 
pondrá inmediatamente en conocimiento del que haya he-
cho el requerimiento ó dado la órden para que provea de 
otro modo A su ejecucion. 
Art. 290. Si la causa no fuere legítima, el que hubie-
se dado la órden ó hecho el requerimiento, lo pondrá 
en conocimiento del superior jerárquico del que se excu-
se para que le corrija disciplinariamente, A no ser que 
hubiere incurrido en mayor responsabilidad con arreglo 
A, las leyes. 
El superior jerárquico comunicará A la Autoridad 6 
funcionario que le hubiere dado la queja la resolucion 
que adopte respecto de su subordinado. 
Art. 291. El Jefe de cualquiera fuerza pública que 
no pudiere prestar el auxilio que por los Jueces de ins- 
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truccion  . 6 municipales 6 por un funcionario de policía judicial le fuere pedido, se atendrá tambien á lo dispues-
to en el art. 289. 
El que hubiere hecho el requerimiento lo pondrá en 
conocimiento del Jefe superior inmediato del que se excu-
sare en la forma y para el objeto expresado en los párra-
fos del articulo anterior. 
Art. 292. Los funcionarios de policía judicial ex- 
tenderán, bien en papel sellado, bien en papel comun, 
un atestado de las diligencias que practiquen, en el cual 
especificarán con la mayor exactitud los hechos por ellos 
averiguados, insertando las declaraciones é informes re-
cibidos y anotando todas las circunstancias que hubiesen 
observado y pudiesen ser prueba ó indicio íl delito. 
Art. 293. El atestado será firmado por el que le 
haya extendido, 'y si usare sello, lo estampará con su rú-
brica en todas las hojas. 
Las personas presentes, peritos y testigos que hubie-
ren intervenido en las diligencias relacionadas en el ates-
tado serán invitadas á firmarlo en la parte á ellos refe-
rente. Si no lo hicieren, se expresará la razon. 
Art. 294. Si no pudiere redactar el atestado el fun-
cionario á quien correspondiese hacerlo, se sustituirá por 
una relacion verbal circunstanciada, que reducirá á es-
crito de un modo fehaciente el funcionario del Ministerio 
fiscal, el Juez de instruccion b el municipal á quien deba 
presentarse el atestado, manifestándose el motivo de no 
haberse redactada en la forma ordinaria. 
Art. 295. En ningun caso, salvo el de fuerza mayor, 
los funcionarios de policía judicial podrán dejar trascur-
rir más de veinticuatro horas sin dar conocimiento á la 
Autoridad judicial 6 al Ministerio fiscal de las diligen-
cias que hubieren practicado. 
Los que infrinjan esta disposicion serán corregidos 
disciplinariamente con multa de 25 á 100 pesetas, si la 
omision no mereciere la calificacion de delito. 
Los que, sin exceder el tiempo de las veinticuatro ho-
ras, dilataren más da lo necesario el dar conocimiento, 
serán corregidos disciplinariamente con multa de 10 á 
50 pesetas. 
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Art. 296. Cuando hubieren practicado diligencias 
por Orden ó requerimiento de la Autoridad judicial ó del 
Ministerio fiscal, comunicarán el resultado obtenido en 
los plazos que en la Orden O en el requerimiento se hu-
biesen fijado: 
Art 297. Los atestados que redactaren y las mani-
festaciones que hicieren los funcionarios de policía judi-
cial, á consecuencia de las averiguaciones que hubiesen 
practicado, se considerarán denuncias para los efectos 
legales. 
Las demás declaraciones que prestaren : "deberán ser 
firmadas y tendrán el valor de declaraciones testi-
ficales en cuanto se refieran á hechos de conocimiento 
propio. 91 
En todo caso los funcionarios de policía judicial están 
obligados á observar .extrictamente las formalidades lega-
les en cuantas diligencias practiquen, y se, abstendrán 
bajo su responsabilidad de usar medios- .e averiguacion 
que la ley no autorice. 
Art. 298. Los Jueces de instruccion y los Fiscales ca-
lificarán en un registro reservado el comportamiento de 
los funcionarios que bajo su inspeccion prestan servicios 
de policía judicial, y cada semestre, con referencia á dicho 
registro, comunicarán á los superiores de cada uno de 
aquellos, para los efectos á que hubiere lugar, la califica-
cion razonada de su comportamiento. 
Cuando los funcionarios de policía judicial que hubie-
ren de ser corregidos disciplinariamente con arreglo á 
esta ley, fuesen de categoría superior á la de la Autori-
dad judicial 6 fiscal que entendiesen en las diligencias en 
que se hubiere cometido la falta, se abstendrán éstos de 
imponer por sí mismos la correccion, limitándose á poner 
lo ocurrido en conocimiento del Jefe inmediato del que 
debiere ser corregido. 
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TÍTULO 1V. 
DE LA INSTRUCCION. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
Del sumario y de las Autoridades competentes para instruirlo. 
Art. 299. Constituyen el sumario las actuaciones en-
caminadas á preparar el juicio y practicadas para averi-
guar y hacer constar la perpetracion de los delitos con 
todas las circunstancias que puedan influir en su califica-
cion, y la culpabilidad de los delincuentes asegurando 
sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los 
mismos 
Art. 300. Cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un sumario. Los delitos conexos 
se comprenderán, sin embargo, en un solo proceso. 
Art. 301. Las diligencias del sumario serán secretas 
hasta que se abra el juicio oral, con las excepciones de-
terminadas en la presente ley. 
El Abogado ó Procurador de cualquiera de las partes 
que revelare indebidamente el secreto del sumario será 
corregido con multa de 50 á 500 pesetas. 
En la misma multa incurrirá cualquiera otra persona 
que no siendo funcionario público corneta la misma falta. 
El funcionario público, en el caso de los párrafos ante-
riores, incurrirá en la responsabilidad que el Código pe-
nal señale en su lugar respectivo. 
Art. 302. El Juez instructor podrá autorizar al pro-
cesado ó procesados para que tomen conocimiento de las 
actuaciones y diligencias sumarias cuando se relacionen 
con cualquier derecho que intenten ejercitar, siempre que 
dicha autorizacion no perjudique á los fines del sumario. 
Si éste se prolongase más de dos meses, á contar desde 
el auto en que se declare el procesamiento de determina-
da ó determinadas personas, podrán éstas pretender del 
Juez instructor que se les dé vista de lo actuado á fin de 
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instar su más pronta terminacion, á lo que deberá acce 
der la mencionada Autoridad judicial en cuanto no la 
considere peligroso para el éxito de las investigaciones 
sumariales. 
Contra el auto denegatorio en uno y otro caso, sólo 
procederá el recurso de queja ante el Tribunal superior 
competente. 
Art. 303. La fórmacion del sumario, ya empiece de 
oficio, ya á instancia de parte, corresponderá á los Jueces 
de instruccion por los delitos que se cometan dentro de 
su partido ó demarcacion respectiva, y en 
 su defecto á. 
los demás de la misma ciudad ó poblacion, cuando en ella 
hubiere más de uno y, á prevencion con ellos ó por su 
delegacion, á los Jueces municipales. 
Esta disposicion no es aplicable á las causas encomen-
dadas especialmente por la ley Orgánica á determinados 
Tribunales, pues para ellas podrán éstos nombrar un 
Juez instructor especial, ó autorizar al 'ordinario para el 
seguimiento del sumario. 
El nombramiento de Juez instructor únicamente podrá 
recaer en un Magistrado del mismo Tribunal, ó en un 
funcionario del órden judicial en activo servicio, de los 
existentes dentro del territorio de dicho Tribunal. Una 
vez designado obrará con jurisdiccion propia é indepen-
diente. 
Cuando el instructor fuese un Magistrado, podrá dele-
gar sus funciones, en caso de imprescindible necesidad, 
en el Juez de instruccion del punto donde hayan de prac-
ticarse las diligencias. 
Cuando el delito fuese por su naturaleza de aquellos 
que solamente pueden cometerse por Autoridades ó fun-
cionarios sujetos á un fuero superior, los Jueces de ins-
truccion ordinarios, en casos urgentes, podrán acordar 
las medidas de precaucion necesarias para evitar su ocul-
tacion, pero remitirán las diligencias en el término más 
breve posible, que en ningun caso podrá exceder de tres 
dias, al Tribunal competente, el cual resolverá sobre la 
incoacion del sumario y, en su dia, sobre si há ó no lugar 
al procesamiento de la Autoridad ó funcionarios incul-
pados. 
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Art. 304. Las Salas de gobierno de las Audiencias 
territoriales podrán nombrar tambien un Juez instructor 
especial, cuando las causas versen sobre delitos cuyas ex-
traordinarias circunstancias, ó las de lugar y tiempo de su 
ejecucion, ó de las personas que en ellos hubiesen inter-
venido como ofensores ú ofendidos, motivaren fundada-
mente el nombramiento de aquel para la más acertada in-
vestigacion ó para la más segura comprobacion de los 
hechos. 
Las facultades de las Salas de gobierno serán extensi-
vas á las causas procedentes de las Audiencias compren-
didas dentro de su demarcacion, y los nombramientos de-
berán recaer en los mismos funcionarios expresados en el 
artículo anterior, de entre los existentes en el territorio, 
prefiriendo á ser posible uno de los Magistrados de la 
misma, cuando no fuere autorizado el Juez instructor or-
dinario para el seguimiento del sumario. 
Lo mismo las Salas de gobierno que los Tribunales 
cuando hagan uso de la facultad expresada en éste y en 
el precedente artículo, darán cuenta motivada al Minis-
terio de Gracia y Justicia. 
Art. 305. El nombramiento de Jueces especiales de 
instruccion que se haga conforme á los artículos anterio-
res, será y habrá de entenderse sólo para la instruccion 
del sumario con todas sus incidencias. Terminado éste, se 
remitirá por el Juez especial al Tribunal á quien segun 
las disposiciones vigentes corresponda el conocimiento de 
la causa, para que la prosiga y falle con arreglo á de-
recho. 
CAPÍTULO II. 
De la formaoion del sumario. 
Art. 306. Conforme á lo dispuesto en el capítulo an-
terior, los Jueces de instruction formarán los sumarios de 
los delitos públicos bajo la inspeccion directa del Fiscal 
del Tribunal competente. 
La inspeccion será ejercida bien constituyéndose el 
Fiscal por sí ó por medio de sus auxiliares al lado del 
Juez instructor, bien por medio de testimonios en rela- 
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cion, suficientemente expresivos, que le, remitirá el Juez 
instructor periódicamente y cuantas veces se. los reclame, 
pudiendo en este caso el Fiscal hacer presente sus obser-
vaciones en atenta comunicacion y formular sus preten-
siones por requerimientos igualmente atentos. Taml Zien 
podrá delegar sus funciones en los Fiscales municipales. 
Art. 307. En el caso de que el Juez municipal comen-
zare á instruir las primeras diligencias del sumario, prac-
ticadas que sean las más urgentes y todas las que el Juez 
de instruccion le hubiere prevenido, le remitirá la causa, 
que nunca podrá retener más de tres dias. 
Art. 308. Inmediatamente que los Jueces de instruc-
cion ó los municipales, en su caso, tuvieren noticia de la 
perpetracion de un delito, lo pondrán en conocimiento del 
Fiscal de la respectiva Audiencia, y los Jueces de ins-
truccion darán además parte al Presidente de ésta de la 
formacion del sumario en relacion sucinta suficientemente 
expresiva del hecho, de sus circunstancias y de su autor, 
dentro de los dos dias siguientes al en que hubieren 
principiado á instruirle. 
Los Jueces municipales darán cuenta inmediata de la 
prevencion de las diligencias al de instruccion á quien 
corresponda. 
Art. 30l . Si la persona contra quien resultaren car-
gos fuere alguna de las sometidas en virtud de disposi-
cion especial de la ley Orgánica á un Tribunal excepcio-
nal, practicadas las primeras diligencias y antes de diri-
gir el procedimiento contra aquella esperará las órdenes 
del Tribunal competente á; los efectos de lo prevenido en 
el párrafo segundo yúltima parte del quinto del art. 303 
de esta ley. 
Si el delito fuere de los que dan motivo á la prision 
preventiva -con arrreglo á lo dispuesto en esta ley, y el 
presunto culpable hubiese sido sorprendido infraganti, 
podrá ser desde luego detenido y preso, si fuere necesa-
rio, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente. 
Art. 310. Los Jueces de instruccion podrán delegar 
en los municipales la práctica de todos los actos y dili-
gencias que esta ley no reserve exclusivamente á los pri• 
meros, cuando alguna causa justificada les impida practi- 
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varios por si. Pero procurarán hacer uso moderado de 
esta facultad, y el Tribunal inmediato superior cuidará de 
impedir y corregir la frecuencia injustificada de estas de-
legaciones. 
4rt. 311: El Juez que instruya el sumario practicará 
las diligencias que le propusieren el Ministerio Fiscal 
6 el particular querellante, si no las considera inútiles 6 
perjudiciales. 
Contra el auto denegatorio de las diligencias pedidas 
podrá interponerse el recurso de apelacion, que será ad-
mitido en un solo efecto para ante la respectiva Audiencia 
6 Tribunal competente. 
Cuando el Fiscal no estuviese en la misma localidad 
que el Juez de instruccion, en vez de apelar, recurrirá en 
• queja al Tribunal competente, acompañando al efecto tes-
timonio de las diligencias sumariales que conceptúe nece-
sarias, cuyo testimonio deberá facilitarle el Juez de ins-
truccion, y, prévio informe del mismo, acordará el Tribu-
nal lo que estime procedente. 
Art. 312. Cuando se presentase querella, el Juez de 
instruccion, despues de admitirla, si fuere procedente, 
mandará practicar las diligencias que en ella se propusie-
ren, salvo las que considere contrarias á las leyes, 6 inne- 
cesarias 6 perjudiciales para el objeto de la querella, las 
cuales denegarán resolucion motivada. 
Art. 313. Desestimará en la misma forma la querella, 
cuando los hechos en que se funde no constituyan delito, 
ú cuando no se considere competente para instruir el su-
mario objeto de la misma. 
Contra el auto á que se refiere este articulo procederá el 
recurso de apelacion, que será admisible en ambos efectos. 
Art. 314. Las diligencias pedidas y denegadas en el 
sumario podrán ser propuestas de nuevo en el juicio oral. 
Art. 315. El Juez hará constar cuantas diligencias se 
practicaren á instancia de parte. 
De las ordenadas de oficio solamente constarán en el 
sumario aquellas cuyo resultado fuere conducente al ob-
jeto del mismo 
Art. 316. El querellante podrá intervenir en todas las 
diligencias del sumario. 
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Si el delito fuere público, podrá el Juez de instruccion, . 
sin embargo de lo dispuesto en el párrafo anteriorf decla • 
rar, á propuesta fiscal é de oficio, secreto el sumario para 
el querellante. 
Art. 317. El Juez municipal tendrá las mismas facul-
tades que el de instruccion para no comunicar al quere-
llante particular las actuaciones que practicare. 
Art. 318. Sin embargo del deber impuesto á los Jue-
ces municipales de instruir en su caso las primeras dili-
gencias de los sumarios, cuando el Juez de instruccion 
tuviere noticia de algun delito que revista carácter de 
gravedad, 6 cuya comprobacion fuere dificil por circuns-
tancias especiales, 6 que hubiese causado alarma,  se tras-
ladará inmediatamente al lugar del delito y procederá á 
formar el sumario, haciéndose cargo de las actuaciones 
que hubiese practicado el Juez municipal, y recibiendo 
las averiguaciones y datos que le suministren los funcio-
narios de la policía judicial. Permanecerá en dicho lugar 
el tiempo necesario para practicar todas las diligencias, 
cuya dilacion pudiera ofrecer inconvenientes. 
Art, 319. Çuando el Fiscal de la respectiva Audien-
cia tuviere conocimiento de la perpetracion de alguno de 
los delitos expresados en el artículo anterior, deberá tras-
ladarse personalmente, 6 acordar . que se traslade al lugar 
del suceso alguno de sus subordinados, apara contribuir 
con el Juez de instruccion al mejor y más pronto esclare-
cimiento de los hechos, si otras ocupaciones tanto ó más 
graves no lo impidieren, sin perjuicio de proceder de 
igual manera en cualquier otro caso en que lo conceptua- 
re conveniente. 
Art. 320. La intervencion del actor civil en el suma-
rio se limitará á procurar la práctica de aquellas diligen-
cias que puedan conducir al mejor éxito de su accion, 
apreciadas discrecionalmente por el Juez instructor. 
Art. 321. Los Jueces de instruccion formarán el su-
mario ante sus Secretarios. 
En casos urgentes y extraordinarios, faltando éstos, 
podrán proceder con la intervencion de un Notario ó de 
dos hombres buenos, mayores de edad, que sepan leer y 
escribir, los cuales jurarán guardar fidelidad y secreto. 
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Art. 322. Las diligencias del sumario que hayan de 
practicarse fuera de la circunscripcion del Juez de instruc-
cion ó del término del Juez municipal que las ordenaren, 
tendrán lugar en la forma que determina el tít. 8.0 del 
libro primero, y serán reservadas para todos los que no 
deban intervenir en, ellas. 
Art. 323. Sin embargo de lo dispuesto en el articulo 
anterior, cuando el lugar en que se hubiere de practicar 
alguna diligencia del sumario estuviese fuera de la juris-
diccion del Juez instructor, pero en lugar próximo al 
punto en que éste se hallare, y hubiese peligro en demo-
rar aquella, podrá ejecutarla por si mismo, dando inme-
diato aviso al Juez competente. 
Art. 324. Cuando al mes de haberse incoado un su- 
•
: 
 mario no se hubiere terminado, el Juez dará parte cada 
semana á los mismos á quienes lo haya dado al princi-
piarse aquél de las causas que hubiesen impedido su con-
clusion. 
Con vista de cada uno de estos partes, los Presidentes 
á quienes se hubiesen remitido y el Tribunal competente 
acordarán, segun sus respectivas atribuciones, lo que con-
sideren oportuno para la más pronta terminacion del su-
mario. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en este articulo, los Jue-
ces de instruccion estarán obligados á dar á los Fiscales 
de las Audiencias cuantas noticias les pidieren, fuera de 
estos términos, sobre el estado y adelantos de los su-
marios. 
Art. 325. De las faltas de celo y actividad en la for-
macion de los sumarios serán responsables disciplinaria-
mente los Jueces de instruccion y los municipales en su 
caso, á no ser que lo fueran criminalmente con arreglo á 
las leyes. 
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TÍTULO V. 
DE LA COMPROBACION DEL DELITO Y AVERIOUACION DEL. , 
DELINCUENTE. 
CAPÍTULO PRIMERO. - 
De la inspecoion ooular. 
Art. 326. Cuando el delito que se persiga haya dejado , 
vestigios ó pruebas materiales de su perpetracion, el Juez 
instructor, ó el que haga sus veces, los recogerá y conser-
vará para el juicio 9ral si fuere posible, procediendo al 
efecto á la inspeccion ocular y á la descripcion de todo 
aquello que pueda tener relacion con la existencia y na-
turaleza del hecho. 
A este fin hará consignar en los autos la descripcion 
del lugar del delito, el sitio y estado en que se hallen los 
objetos que en él se eucuentren, los accidentes del terre-
no b situacion de las habitaciones y todos los demás de-
talles que puedan utilizarse, tanto para la acusacion como. 
para la defensa. 
Art. 327. Cuando fuere conveniente para mayor cla-
ridad b comprobacion de los hechos, se levantará el plano 
del lugar suficientemente detallado, ó se hará el retrato 
de las personas que hubiesen sido objeto del delito, ó l a . 
copia ó diseño de los efectos ó instrumentos del mismo 
que se hubiesen hallado. 
Art. 328. Si se tratare de un robo ó de cualquier otro 
delito cometido con fractura, escalamiento ó violencia, el . 
Juez instructor deberá describir los vestigios que haya 
dejado, y consultará el parecer de peritos sobre la mane-
ra, instrumentos, medios ó tiempo de la ejecucion del  de-
lito. 
Art. 329. Para llevar á efecto lo dispuesto en los ar-
tículos anteriores, podrá ordenar el Juez instructor que 
no se ausenten durante la diligencia de descripcion, las . 
personas que hubieren sido halladas en el lugar del de li- 
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to, y que comparezcan además inmediatamente las que se 
encontraren en cualquier otró sitio próximo, recibiendo á 
todas separadamente la oportuna declaracion. 
Art. 330. Cuando no hayan quedado huellas 6 ves-
tigios del delito que hubiese dado ocasion al sumario, el 
Juez instructor averiguará y hará constar, siendo posi- 
ble, si la desaparicion de las pruebas materiales ha ocur-
rido natural, casual 6 intencionalmente y las causas de 
la misma 6 los medios que para ello se hubieren emplea-
do, procediendo seguidamente á recoger y consignar en 
el sumario las pruebas de cualquiera clase que se puedan 
adquirir acerca de la perpetracion del delito. 
Art. 331. Cuando el delito fuere de los que no dejan 
huellas de su perpetracion, el Juez instructor procurará 
40 hacer constar, por declaraciones de testigos y por los 
demás medios de comprobacion, la ejecucion del delito y 
sus circunstancias, así como la preexistencia de la cosa 
cuando el delito hubiese tenido por objeto la sustraccion 
de la misma. 
Art. 332. Todas las diligencias comprendidas en este 
capitulo se extenderán por escrito en el acto mismo de la 
inspection ocular, y serán firmadas por el Juez instruc-
tor, el Fiscal si asistiere al acto, el Secretario y las per-
sonas que se hallaren presentes. 
Art. 333. Cuando al practicarse las diligencias enu-
meradas en los artículos anteriores hubiere alguna perso-
na declarada procesada como presunta autora del hecho 
punible, podrá presenciarlas ya sola, ya asistida del de-
fensor que eligiere ó le fuere nombrado de oficio, si así lo 
solicitare; y uno y otro pedrán hacer en el acto las obser- 
vaciones que estimen pertinentes, las cuales se consigna-
rán por diligencia si no fueren aceptadas. 
Al efecto se pondrá en conocimiento del procesado el 
acuerdo relativo á la práctica de la diligencia con la anti- 
cipacion que permita su índole, y no se suspenderá por la 
falta de comparecencia del procesado 6 de su defensor. 
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CAPITULO II.  
Del cuerpo del delito.  
Art. 334. El Juez instructor procurará recoger en los 
primeros momentos las armas, instrumentos ó efectos de 
 cualquiera clase que puedan tener relacion con el delito 
y se hallen en el lugar en que éste se cometió, 6 en sus 
inmediaciones, ó en poder del reo, ó en otra parte cono-
cida, extendiendo diligencia expresiva del lugar, tiempo 
y ocasion en que so encontraren, describiéndolos minu-
ciosamente para que se pueda formar idea cabal de los, 
 mismos y de las circunstancias de su hallazgo. 
La diligencia será firmada por la persona en cuyo po-
der fueren hallados, notificándose á la misma el auto en 
 que se mande recogerlos. 
Art. 335. Siendo habida la persona ó cosa objeto del 
delito, el Juez instructor describirá detalladamente su 
estado y  circunstancias, y especialmente todas las que 
tuviesen relacion con el hecho punible. 
Si por tratarse de delito de falsificacion cometida en 
documentos ó efectos existentes en dependencias del Es-
tado hubiere imprescindible necesidad de tenerlos á la 
vista para su reconocimiento pericial y  examen por parte 
del Juez ó Tribunal, se reclamarán á las correspondien-
tes Autoridades, sin perjuicio de devolverlos á los respec-
tivos Centros oficiales despues de terminada la cau -sa. 
Art. 336. En los casos de los dos artículos anteriores, 
ordenará tambien el Juez el reconocimiento por peritos, 
siempre que esté indicado para apreciar mejor la relacion 
con el delito, de los lugares, armas, instrumentos y efec-
tos á que dichos artículos se refieren, haciéndose constar 
por diligencia el reconocimiento y el informe pericial. 
A esta diligencia podrán asistir tambien el procesado 
y su defensor en los términos expresados en el art. 333. 
Art. 337. Cuando en el acto de describir la persona 6 
cosa objeto del delito y los lugares, armas, instrumentos 
ó efectos relacionados con el mismo, estuvieren presentes 
6 fueren conocidas personas que puedan declarar acerca. 
 
t. • 
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del modo y forma con que aquel hubiese sido cometido, 
y de las causas de las alteraciones que se observaren en 
dichos lugares, armas, instrumentos ó efectos, ó acerca de 
su estado anterior, serán examinadas inmediatamente 
despues de la descripcion y sus declaraciones se conside-
rarán como complemento de esta. 
Art. 338. Los instrumentos, armas y efectos á que se 
refiere el art. 334 se sellarán, si fuere posible, acordando 
su retencion y conservation. Las diligencias á que esto die-
re lugar se firmarán por la persona en cuyo poder se hu-
biesen hallado, y en su defecto por dos testigos. 
Si los objetos no pudieren por su naturaleza conservar-
seen su forma primitiva, el Juez resolverá lo que estime 
más conveniente para conservarlos del mejor modo po-
sible. 
Si entre los objetos recogidos se encontraren cosas 6 
Vasos sagrados, el Juez instructor mandará que sean se-
parados de los demás y guardados aparte, evitando toda 
profanacion. - 
Art. 339. Si fuere conveniente recibir algun informe 
pericial sobre los medios empleados para la desaparicion 
del cuerpo del delito ó sobre las pruebas de cualquiera 
clase que en su defecto se hubiesen recogido, el Juez lo 
ordenará inmediatamente del modo prevenido en el capi-
tulo VII de este mismo título. 
Art. 340. Si la instruccion tuviere lugar por causa de 
muerte violenta ó sospechosa de criminalidad, antes de 
proceder al enterramiento del cadáver ó inmediatamente 
despues de su exhuma .cion, hecha la descripcion ordenada 
en el art. 335, se identificará por medio de testigos que, 
á la vista del mismo, den razon satisfactoria de su cono-
cimiento. 
Art. 341. No habiendo testigos de conocimiento, si el 
estado del cadáver lo permitiere, se expondrá al público 
antes de practicarse la autopsia, por tiempo á lo monos 
de veinticuatro horas, expresando en un cartel, que se fi-
jará á la puerta del depósito de cadáveres, el sitio, hora 
y dia en que aquel se hubiese hallado y el Juez que es-
tuviese instruyendo el sumario, á fin de que quien tenga 
algun dato que pueda contribuir al reconocimiento del 
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cadáver 6 al esclarecimiento del delito y de sus circuns-
tancias lo comunique al Juez instructor. 
Art. 342. Cuando á pesar de tales prevenciones no 
fuere, el cadáver reconocido, recogerá el Juez todas las 
prendas del traje con que se le hubiese encontrado, á fin 
de que pueden servir oportunamente para hacer la iden-
tificacion. 
Art. 343. En los sumarios á que se refiere el art. 340, 
áun cuando por la inspeccion exterior pueda presumirse 
la causa de la muerte, se procederá á la autopsia del ca-
dáver por los Médicos forenses 6 en su caso por los que el 
Juez designe, los cuales, despues de describir exactamen-
te dicha operacion, informarán sobre el origen del f4-
cimiento y sus circunstancias. 
Para practicar la autopsia se observará lo dispuesto en 
el art. 333. 
Art. 344. Con el nombre de Médico forense habrá en 
cada Juzgado de instruccion un Facultativo encargado de 
auxiliar la administracion de justicia en todos los casos 
y actuaciones en que sea necesaria ó conveniente la inter-
vencion y servicios de su profesion, en cualquier punto de 
la demarcacion judicial. 
Art. 345. El Médico forense residirá en la capital del 
Juzgado para que haya sido nombrado y no podrá ausen. 
tarse de ella sin licencia del Juez, del Presidente de la 
Audiencia de lo criminal 6 del Ministro de Gracia y Jus-
ticia, segun que sea por ocho dias á lo más en el primer 
caso, veinte en el segundo, y por el tiempo que el Minis-
tro estime conveniente en el tercero. 
Art. 346. En las ausencias, enfermedades y vacantes, , 
sustituirá al Médico forense otro Profesor que desempeñe 
igual cargo en la misma 
. poblacion; y si no le hubiese el 
que el Juez designe, dando cuenta de ello al Presidente 
de la Audiencia de lo criminal. 
Lo mismo sucederá cuando por cualquier otro motivo 
no pudiese valerse el Juez instructor del Médico forense. 
Los que se negaren al cumplimiento de este deber 6 le 
eludieren, incurrirán en multa de 25 á 100 pesetas; y, si 
insistieren en su negativa, serán procesados como reos de 
desobediencia grave. 
1 
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Art. 347. El Médico forense está obligado á practicar 
todo acto 6 diligencia propios de su profesion é instituto 
con el celo, esmero y prontitud que la naturaleza del caso 
exija y la administracion de justicia requiera. 
Art. 348. Cuando en algun caso, además de la inter-
vencion del Médico forense, el Juez estimase necesaria la 
cooperacion de uno 6 más Facultativos, hará el oportuno 
nombramiento. 
Lo establecido•en el párrafo anterior tendrá tambien lu-
gar cuando, por la gravedad del caso, el Médico forense 
crea necesaria la cooperacion de uno 6 más comprofesores 
y el Juez lo estimare así. 
rt. 349. Siempre que sea compatible con la buena 
aaministracion de justicia, el Juez podrá conceder pru-
dencialmente un término al Médico forense para que 
preste sus declaraciones, evacue los informes y consultas 
y redacte otros documentos que sean necesarios, permi-
tiéndole asimismo designar las horas que tenga por más 
oportunas para practicar las autopsias y exhumaciones de 
los cadáveres. 
Art. 350. En.bs casos de envenenamiento, heridas ú 
otras lesiones cualesquiera, quedará el Médico forense 
encargado de la asistencia facultativa del paciente, á no 
ser que éste 6 su familia prefieran la de uno 6 más Profe-
sores de su eleccion, en cuyo caso conservará aquél la 
inspeccion y vigilancia que le incumbe para llenar el cor-
respondiente servicio médico -forense. 
El procesado tendrá derecho á designar un Profesor 
que, con los nombrados por el Juez instructor 6 el desig-
nado por la parte acusadora, intervenga en la asistencia 
del paciente. 
Art. 351. Cuando el Médico forense, 6 en su defecto 
el designado 6 designados por el Juez instructor, no es-
tuvieren conformes con el tratamiento 6 plan curativo 
empleado por les Facultativos que el paciente 6 su fami-
lia hubiesen nombrado, darán parte á dicho Juez instruc-
tor á los efectos que en justicia procedan. Lo mismo po-
drá hacer en su caso el Facultativo* designado por el pro-
cesado. 
El Juez instructor, cuando tal discordia resultare, de- 
}!s 
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signará mayor número de Profesores para que manifiesten 
su parecer y, consignados todos los datos necesarios, se 
tendrán presentes para cuando en su dia haya de fallarse 
la causa. 
Art. 352. Lo dispuesto en los artículos anteriores es 
aplicable cuando el paciente ingrese en la cárcel, hospital 
ú otro establecimiento y sea asistido por los Facultativos 
de los mismos. 
 
Art. 353. Las autopsias se harán en un local público 
que en cada pueblo ó partido tendrá destinado la Admi-
nistracion para el objeto y para depósito de cadáveres.  
Podrá, sin embargo, el Juez de instruccion disponer,  
cuando lo considere conveniente, que la operacion se pro-  
tique en otro lugar ó en el domicilio del difunto, si su  
familia lo pidiere y esto no perjudicare al éxito del su-
mario. 
Si el Juez de instruccion no pudiere asistir á la opera-
cion anatómica delegará en un funcionario de policía ju-
dicial, dando fé de su asistencia, así como de lo que en  
aquella ocurriere, el Secretario de la causa.  
Art. 354. Cuando la muerte sobreviniere por conse-
cuencia de algun accidente ocurrido en las vías férreas,  
yendo un tren en marcha, únicamente se detendrá éste el  
tiempo preciso para separar el cadáver ó cadáveres de la  
vía, haciéndose constar préviamente su situacion y esta-
do, bien por la Autoridad ó funcionario de policía judicial  
que inmediatamente se presente en el lugar del siniestro,  
bien por los que accidentalmente se hallen en el mismo  
tren, bien en defecto de estas personas por el empleado  
de mayor categoría á cuyo cargo vaya, debiendo ser pre-
feridos para el caso los empleados ó agentes del Gobierno.  
Se dispondrá asimismo lo conveniente para que, sin  
perjuicio de seguir el tren su marcha, sea avisada la Au-
toridad que deba instruir las primeras diligencias y acor-
dar el levantamiento de los cadáveres; y las personas an-
tedichas recogerán en el acto con prontitud los datos y  
antecedentes precisos, que comunicarán á la mayor breve-
dad á la Autoridad competente para la instruccion de las  
primeras diligencias con el fin de que pueda exclarecerse  
el motivo del siniestro.  
^ 
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Art. 355. Si el hecho criminal que motivare la forma-
cion de una causa cualquiera consistiese en lesiones, los 
Médicos que asistieren al herido estarán obligados á dar 
parte de su estado y adelantos en los períodos que se les 
señalen, é inmediatamente que ocurra cualquiera novedad 
que merezca ser puesta en conocimiento del Juez ins-
tructor. 
Art. 356. Las operaciones de análisis químico que 
exija la sustanciacion de los procesos criminales se prac-
ticarán por Doctores en Medicina, en Farmacia, en Cien-
cias Físico-químicas, ó por. Ingenieros que se hayan dedi-
cado á la especialidad química. Si no hubiere Doctores en 
aqixellas Ciencias, podrán ser nombrados Licenciados que 
tengan los conocimientos y práctica suficientes para hacer 
dichas operaciones. • 
Los Jueces de instruccion designarán, entre los com-
prendidos en el párrafo anterior, los peritos que han de 
hacer el análisis de las sustancias, que en cada caso exija 
la administracion de justicia. 
Cuando en el partido judicial donde se instruya el 
 pro-
ceso no haya ninguno de los peritos á quienes se refiere 
el párrafo primero, ó estén imposibilitados legal 6 física-
mente de practicar el análisis los que en aquel residieren, . 
el Juez instructor lo pondrá en conocimiento del Presi-
dente de la Sala ó Audiencia de lo criminal, y éste nom-
brará el perito ó peritos que hayan de practicar dicho 
servicio entre las personas que designa el párrafo prime-
ro domiciliadas en el territorio. Al mismo tiempo comu-
nicará el nombramiento de peritos al Juez instructor para 
que ponga á su disposicion, con las debidas precauciones • 
y formalidades, las sustancias que hayan de ser anali-
zadas. 
El procesado é procesados tendrán derecho-á nombrar 
un perito que concurra con los designados por el Juez. 
Art. 357. Los indicados Profesores prestarán este 
servicio en el concepto de peritos titulares, y no podrán 
negarse á efectuarlo sin justa causa, siéndoles aplicable 
en otro caso lo dispuesto en el párrafo segundo del ar-
ticulo 346. 
Art. 358. Cada uno de los citados Profesores que in- 
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forme como perito en virtud de Orden judicial, percibirá 
por sus honorarios é indemnizacion de los gastos que el 
desempeño de este servicio le ocasione, la cantidad que 
se fije en los reglamentos, no estando obligado átrabajar 
más de tres horas por dia, excepto en casos urgentes 6 
extraordinarios, lo que se hará constar en los autos. 
Art. 359. Concluido el análisis y firmada la declara. 
cion correspondiente, los Profesores pasarán al Juez ins-
tructor ó al Presidente de la Sala ó Audiencia de lo cri-
minal en su caso, una nota firmada de los.objetos ó sus. 
tancias analizados y de los honorarios que les correspon-
dan á tenor de lo dispuesto en el artículo anterior. 
El Juzgado dirigirá esta nota, con las observaciones 
que crea justas, al Presidente de la Audiencia de lo 
minal, quien la cursará elevándola àl Ministerio de Gracia 
y Justicia, á no encontrar excesivo el número de horas 
que se supongan empleadas en cualquier análisis, en cuyo 
caso acordará que informen tres comprbfesores del que lo 
haya verificado, y en vista de su dietámen, confirmará ó 
rebajará los honorarios reclamados á lo que fuere justo, 
remitiendo todo con su informe al expresado Ministerio. 
Otro tanto hará el Presidente de la Audiencia cuando 
el análisis se hubiere practicado durante el juicio oral. 
Art. 360. El Ministro de Gracia y Justicia, si concep-
tuare excesivos los honorarios, podrá tambien, antes de 
decretar su pago, pedir informe y en su caso nueva tasa
-
cion de los mismos á la Academia de Ciencias exactas, fí-
sicas y naturales, y en vista de lo que esta Corporacion 
expusiere O de la nueva tasacion que practicare, se confir-
marán los honorarios ó se reducirán á lo que resultare 
justo, decretándose su pago. 
Art. 361. Para verificar éste, se incluirá por el Mi-
nistro de Gracia y Justicia en los presupuestos de cada 
año, la cantidad que se conceptúe necesaria. 
Art. 362. Los Profesores mencionados no podrán re-
clamar otros honorarios que los anteriormente fijados por 
virtud de este servicio, ni exigir que el Juez O Tribunal 
les facilite los medios materiales de laboratorio ó reactivos, 
ni tampoco auxiliares subalternos para llenar su come-
tido. 
do 
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Cuando por falta de peritos, laboratorio 6 reactivos no 
sea posible practicar el análisis en la circunscripcion de 
la Audiencia de lo criminal, se practicará en la capital 
de la provincia y en último extremo en la del Reino. 
Art. 363. Los Juzgados y Tribunales ordenarán la 
práctica de los análisis químicos únicamente en los casos 
en que se consideren absolutamente indispensables para 
la necesaria investigacion judicial y la recta administra-
()ion de justicia. 
Art. 364. En los delitos de robo, hurto, estafa, y en 
cualquiera otro en que deba hacerse constar la preexis-
tencia çle las cosas robadas, hurtadas 6 estafadas, si no 
hubiere testigos presenciales del hecho, se recibirá infor-
mácion sobre los antecedentes del que se presentare como 
agraviado, y sobre todas las circunstancias que ofrecieren 
indicios de hallarse éste poseyendo aquellas al tiempo en 
que resulte cometido el delito. 
Art. 365. Cuando para la calificacion del delito 6 de 
sus circunstancias fuere necesario estimar el valor de la 
cosa que hubiese sido su objeto 6 el importe del perjui-
cio causado ó que hubiera podido causarse, el Juez oirá 
sobre ello al dueño 6 perjudicado, y acordará despues el 
reconocimiento pericial en la forma determinada en el ca-
pitulo 7. 0 de este mismo titulo. El Juez facilitará á los pe-
ritos nombrados las cosas y elementos directos de apre-
ciacion sobre que hubiere de recaer el informe y, si no es-
tuvieren á su disposicion, les suministrará los datos opor-
tunos que se pudieren reunir; previniéndoles en tal caso, 
que hagan la tasacion y regulacion de perjuicios de un 
modo prudente, con arreglo á los datos suministrados. 
Art. 366. Las diligencias prevenidas en este capítulo 
y en el anterior se practicarán con preferencia á las 
demás del sumario, no suspendiéndose su ejecucion sino 
para asegurar la persona del presunto culpable 6 para dar 
el auxilio necesario á los agraviados por el delito. 
Art. 367. En ningun caso se admitirán durante el su-
mario reclamaciones ni tercerías que tengan por objeto la 
devolucion de los efectos que constituyen el cuerpo del de-
lito, cualquiera que sea su clase y la persona que los re-
clame. 
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CAPÍTULO III. 
De la identidad del delincuente y de sus círounstanoias 
personales. 
Art. 368. Cuantos dirijan cargo á determinada perso-
na deberán reconocerla judicialmente, si el Juez instruc-
tor, los acusadores ó el mismo inculpado conceptúan fun-
dadamente precisa la diligencia para la identificacion de 
este último con relacion á los designantes, á fin de que no 
ofrezca duda quién es la persona á que aquellos se re-
fieren. 
Art. 369. La diligencia de reconocimiento se practica-
rá poniendo á la vista del que hubiere de verificarlo la 
persona que haya de ser reconocida, haciéndola compa-
recer en union con otras de circunstancias exteriores se-
mejantes. A presencia de todas ellas, ó desde un punto en 
que no pudiere ser visto, segun al Juez pareciere más 
conveniente, el que deba practicar el reconocimiento ma-
nifestará si se encuentra en la rueda 6 grupo la persona á 
quien hubiese hecho referencia en sus declaraciones, desig-
nándola, en caso afirmativo, clara y determinadamente. 
En la diligencia que se extienda se harán constar todas 
las circunstancias del acto, así como los nombres de todos 
los que hubiesen formado la rueda ó grupo. 
Art. 370. Cuando fueren varios los que hubieren de 
reconocer á una persona, la diligencia expresada en el ar-
ticulo anterior deberá practicarse separadamente con cada 
uno de ellos, sin que puedan comunicarse entre si hasta 
que se haya efectuado el último reconocimiento. 
Cuando fueren varios los que hubieren de ser recono-
cidos por una misma persona, podrá hacerse el reconoci-
miento de todos en un solo acto. 
Art. 371. El que detuviere 6 prendiere á algun pre-
sunto culpable tomará las precauciones necesarias para 
que el detenido ó preso no haga en su persona ó traje al- 
teracion alguna que pueda dificultar su reconocimiento 
por quien corresponda. 
Art. 372. Análogas precauciones deberán tomar los 
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Alcaides de las cárceles y los Jefes de los depósitos de 
detenidos; y si en los establecimientos de su cargo hubie-
re traje reglamentario, conservarán cuidadosamente el 
que lleven los presos 6 detenidos al ingresar en el estable-
cimiento, á fin que puedan vestirlo cuantas veces fuere 
conveniente para diligencias de reconocimiento. 
Art. 373. Si se originare alguna duda sobre la iden-
tidad del procesado se procurará acreditar ésta por cuan-
tos medilfs fueren conducentes al objeto. 
Art. 374. El Juez hará constar, con la minuciosidad 
posible, las señas personales del procesado, á fin de que 
la diligencia pueda servir de prueba de su identidad. 
Art. 375. Para acreditar la edad del procesado y com-
probar la identidad de su persona, se traerá al sumario 
certificacion de su inscripcion de nacimiento en el Regis-
tro civil 6 de su partida de bautismo si no estuviere ins-
crito en el Registro. 
En todo caso, cuando no fuere posible averiguar el Re-
gistro civil 6 parroquia en que deba constar el nacimien-
to ó el bautismo del procesado, 6 no existiesen su inscrip-
cion y partida y cuando por manifestar el procesado ha-
ber nacido en punto lejano hubiere necesidad de emplear 
mucho tiempo en traer á la causa la certificacion oportu-
na, no se detendrá el sumario y se suplirá el documento 
del artículo anterior por informe que acerca de la edad 
del procesado, y prévio su examen físico, dieren los Mé-
dicos forenses ó los nombrados por el Juez. 
Art. 376. Cuando no ofreciere duda la identidad del 
procesado, y conocidamente tuviese la edad que el Códi-
go penal requiere para poderle exigir la responsabilidad 
criminal en toda su extension, podrá prescindirse de la 
justificacion expresada en el articulo anterior, si su prác-
tica ofreciese alguna dificultad ú ocasionase dilaciones 
extraordinarias. 
En las actuaciones sucesivas y durante el juicio el pro-
cesado será designado con el nombre con que fuere cono - 
cido, ó con el que él mismo dijere tener. 
Art. 377. Si el Juez instructor lo conceptuase conve-
niente, podrá pedir informes sobre la moralidad del pro-
cesado á los Alcaldes de barrio, ó á los correspondientes 
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funcionarios de policía del pueblo ó pueblos en que hu-
biese residido. 
Estos informes serán fundados, y si no fuere posible 
fundarlos, se manifestará la causa-que lo impidiere. 
Los que los dieren no contraerán .responsabilidad al-
guna sino en caso de malicia probada. 
Art. 378. Podrá además el Juez recibir declaration 
acerca de la conducta del procesado á todas las personas 
 que por el conocimiento que tuvieren de estAP puedan 
ilustrarlg sobre ello. 
Art. 379. Se traerán á la causa los antecedentes perca-
les del procesado, pidiendo los anteriores á la creacion 
del Registro central de penados de 2 de Octubre de 1878 
á los Juzgados donde se presuma que puedan en su caso 
constar, y los posteriores exclusivamente al Ministerio de 
Gracia y Justicia. 
El Jefe del Registro en el Ministerio está obligado á 
dar los antecedentes que se le reclamen, b certificacion 
negativa en su caso, en el improrogable término de tres 
dial, á contar desde aquel en que se reciba la peticion, 
justificando, si así no lo hiciere, la causa legítima que lo 
hubiese impedido. 
En los Juzgados se atenderá tambien preferentemente 
al cumplimiento de este servicio, debiendo ser corregidos 
disciplinariamente los funcionarios que lo posterguen. 
Art. 380. Si el procesado fuere mayor de nueve anos 
y menor *de quince, el Juez recibirá informaciou acerca 
del criterio del mismo, y especialmente de su aptitud 
para apreciar la criminalidad del hecho que hubiese dado 
motivo á la causa. 
En esta information serán oidas las personas que pue-
dan deponer con acierto por sus cirevarstancias persona-
les y por las relaciones que hayan tenido con el procesa-
do antes y despues de haberse ejecutado el hecho. En su 
defecto se nombrarán dos Profesores de instruccion pri-
maria para que, en union del Médico forense, b del que 
haga sus veces, examinen al procesado y emitan su dic-
tamen. 
Art. 381. Si el Juez advirtiere en el procesado indi-
cios de enajenacion mental, le someterá inmediatamente 
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á la observación de los Médicos forenses en el estableci-
miento en que estuviese preso, 6 en otro público si fuere 
más á propósito 6 estuviese en libertad. 
Los Médicos darán eh tal caso su informe del modo 
expresado en el cap. 7. 0 de este título. 
Art. 382. Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 
anterior, el Juez recibirá informacion acerca de la enaje-
nacion nmy@ntal del procesado, en la forma prevenida en 
el art. 38U. 
Art. 383. Si la demencia sobreviniera despues de co-
metido el delito, concluso que sea el sumario, se mandará 
archivar la causa por el Tribunal competente hasta que 
el procesado recobre la salud, disponiéndose además res 
pecto de este lo que el Código penal prescribe para los 
que ejecutan el hecho en estado de demencia. 
Si hubiese algun otro procesado por razon del mismo 
delito que no se encontrase en el caso del anterior, conti-
nuará la causa solamente en cuanto al mismo. 
Art. 384. Desde que resultare del sumario algun in-
dicio racional de criminalidad contra determinada perso-
na, se dictará auto 'declarándola procesada y mandando 
que se entiendan con ella la's diligencias en la forma y 
del modo dispuesto en este titulo y en los demás de 
esta ley. 
El procesado podrá, desde el momento de serlo, aconse• 
jarse de Letrado, mientras no estuviere incomunicado, y 
valerse de él, bien para instar la pronta terminacion del 
sumario, bien'para solicitar la práctica de diligencias que 
le interesen, y para formular pretensiones que afecten á 
su situacion. En el primer caso podrá recurrir en queja 
á la Audiencia, y en los otros dos apelar para ante la 
misma, si el Juez instructor no accediese á sus deseos. 
Estas apelaciones no serán admisibles más que en un 
-solo efecto. 
Para cumplir lo determinado en este articulo, el Juez 
instructor dispondrá que el procesado menor de edad sea 
habilitado de Procurador y Abogado, á no ser que él 
mismo 6 su representante legal designen personas que 
merezcan su confianza para dicha representacion y de- 
fensa. 
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CAPÍTULO IV. 
De las deolaraciones de los procesados. 
Art. 385. El Juez, de oficio ó á instancia del Ministe-
rio fiscal ó del querellante particular, hará que los proce-
sados presten cuantas declaraciones considere *nvenien- • 
tes para la averiguacion de los hechos, sin que ni el acu-
sador privado ni el actor civil puedan estar presentes al 
interrogatorio, cuando así lo disponga el Juez instructor. 
Art. 386. Si el procesado estuviere detenido, se le re-
cibirá la primera declaracion dentro del término de vein-
ticuatro horas. 
Este plazo podrá prorogarse por otras cuarenta y ocho 
si mediare causa grave, la cual se expresará en la provi-
dencia en que se acordase la próroga. 
Art. 387. No se exigirá juramento á .los procesados, 
exhortándoles solamente á decir verdad y advirtiéndoles 
el Juez de instrucciQn que deben responder, de una ma-
nera precisa, clara y conforme á la verdad, á las pregun - 
tas que les fueren hechas. 
Art. 388. En la primera declaracion será preguntado 
el procesado por su nombre, apellidos paterno y materno, 
apodo si lo tuviere, edad, naturaleza, vecindad, estado, 
profesion, arte, oficio ó modo de vivir, si tiene hijos, si filé 
procesado anteriormente, por qué delito, ante qué Juez ó 
Tribunal, qué pena se le impuso, si la cumplió, si sabe 
leer y escribir y si conoce el motivo por que se le ha pro-
cesado. 
Art. 389. Las preguntas que se le hagan en todas las 
declaraciones que hubiere de prestar se dirigirán á la ave-
riguacion de los hechos y á la participacion en ellos del 
procesado y de las demás personas que hubieren contri-
buido á ejecutarlos ó encubrirlos. 
Las preguntas serán directas sin que por ningun con-
cepto puedan hacérsele de un modo capcioso ó sujestivo. 
Tampoco se podrá emplear con el procesado género 
alguno de coaccionó amenaza. 
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Art. 390. Las relaciones que hagan los procesados 6 
respuestas que den serán orales. Sill embargo, el Juez de 
instruccion, teniendo siempre en cuenta las circunstan-
cias de aquellos y la naturaleza de la causa, podrá permi-
tirles que redacten á su presencia una contestacion escri-
ta sobre puntos difíciles de explicar, ó que tambien con-
sulten á su presencia apuntes 6 notas. 
Art. 331. Se pondrán de manifiesto al procesado todos 
los objet s que constituyan el cuerpo del delito ó los que 
el Juez considere conveniente, á fin de que los reconozca. 
Se le interrogará sobre la procedencia de dichos obje-
tos, su destino y la razon de haberlos encontrado en su 
poder; y en general, será siempre interrogado sobre cual-
quiera otra circunstancia que conduzca al esclarecimiento 
de la verdad. 
El Juez podrá ordenar al procesado, pero sin emplear 
ningun género de coaccion, que escriba á su presencia 
algunas palabras ó frases cuando esta medida la conside-
re útil para desvanecer las dudas que surjan sobre la le-
gitimidad de un escrito que se le atribuya. 
Art. 392. Cuando el procesado rehuse contestar 6 se 
finja loco, sordo 6 mudo, el Juez instructor le advertirá 
que no obstante su silencio y su simulada enfermedad se 
continuará la instruccion del proceso. 
' De estas circunstancias se tomará razon por el Secreta-
rio; y el Juez instructor procederá á investigar la verdad 
de la enfermedad que aparente el procesado, observando 
á este efecto lo dispuesto en los respectivos artículos de 
los capítulos 2.0 y 7» de este mismo título. 
Art. 393. Cuando el exámen del procesado se prolon-
gue mucho tiempo, ó el número de preguntas que se le 
hayan hecho sea tan considerable que hubiese perdido la 
serenidad de juicio necesaria para contestar lo demás 
que deba preguntársele, se suspenderá el exámen, conce-
diendo al procesado el tiempo necesario para descansar y 
recuperar la calma. Siempre se hará constar en la decla-
racion misma el tiempo que se haya invertido en el in-
terrogatorio. 
Art. 394. El Juez que infringiere lo dispuesto en el 
articulo anterior y en el 389, será corregido disciplina- 
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riamente, á no ser que incurriere en mayor responsabi-
lidad. 
Art. 395. El procesado no podrá, á pretexto de incom-
petencia del. Juez, excusarse de contestará las preguntas 
que se le dirijan, si bien podrá protestar la incompetencia, 
consignándose así en los autos. 
Art. 396. Se permitirá al procesado manifestar cuanto 
tenga por conveniente para su exculpácion b para la ex-
plicacion de los hechos, evacuándose con urncia las 
citas que hiciere y las demás diligencias que propusiere, 
si el Juez las estima conducentes para la comprobacion 
de sus manifestaciones. 
En ningun caso podrán hacerse al procesado cargos ni 
reconvenciones, ni se le leerá parte alguna del sumario mas 
que sus declaraciones anteriores, si lo pidiere, á no ser 
que el Juez hubiese autorizado la publicidad de aquél en 
todo 6 en parte. 
Art. 397. El procesado podrá dictar por si mismo las 
declaraciones. Si no lo hiciere, lo hará el Juez procuran-
do, en cuanto fuere posible, consignar las mismas palabras 
de que aquél se hubiese valido. 
Art. 398. Si el procesado no supiere el idioma español 
6 fuere sordo-mudo, se observará lo dispuesto en los ar-
tículos 440, 441 y 442. 
Art. 399. Cuando el Juez considere conveniente el 
examen del procesado en el lugar de los hechos acerca 
de los cuales deba ser examinado ó ante las personas 6 
cosas con ellos relacionadas, se observará lo dispuesto en 
el art. 433. 
Art. 400. El procesado podrá declarar cuantas veces 
quisiere y el Juez le recibirá inmediatamente la declara-
cion, si tuviere relacion con la causa. 
Art. 401. En la declaracion se consignarán íntegra-
mente las preguntas y las contestaciones. 
Art. 402. El procesado podrá leer la declaracion, y el 
Juez le enterará de que le asiste este derecho. 
Si no usare de él, la leerá el Secretario á su presencia. 
Art. 403. Se observará lo dispuesto en el art. 450, 
respecto á tachaduras ó enmiendas. 
Art. 404. La diligencia se firmará por todos los que 
f 
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hubiesen intervenido en el acto y se autorizará por el Se-
cretario. 
Art. 405. Si en las declaraciones posteriores se pusie-
re el procesado en contradiccion con sus declaraciones 
primeras ó retractare sus confesiones anteriores, deberá 
ser interrogado sobre el móvil de sus contradicciones y 
sobre las causas de su retractacion. 
Art. 406. . La confesion del procesado no dispensará. 
al Juez de instruccion de practicar todas las diligencias 
necesarias, á fin de adquirir el convencimiento de la ver-
dad, de la confesion y de la existencia del delito. 
Con este objeto, el Juez instructor interrogará al pro-
cesado confeso para que explique todí.,s las circunstancias 
del delito y cuanto pueda contribuir comprobar su con-
fesion, si fué autor ó cómplice y si conoce á algunas per-
sonas que fueren testigos 6 tuvieren conocimiento del 
hecho. 
Art. 407. Respecto á la incomunicacion de los pro-
cesados, se observará lo dispuesto en los artículos 506 
al 511. 
Art. 408. No se leerán al procesado los fundamentos 
del auto de incomunicacion cuando le fuere notificado, ni 
, se le dará copia de ellos. 
Art. 409. Para recibir declaracion al procesado, menor 
de edad, no habrá necesidad de nombrarle curador. 
CAPITULO V. 
De las declaraciones de los testigos. 
Art. 410. Todos los que residan en territorio espafiol, 
nacionales ó extranjeros, que no estén impedidos, tendrán 
obligacion de concurrir al llamamiento judicial para de-
clarar cuanto supieren sobre lo que les fuere preguntado, 
si para ello se les cita con las formalidades prescritas en 
la ley. 
Art. 411. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo 
anterior, el Rey, su Consorte, el Principe heredero y el 
Regente del Reino. 
^ 
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Art. 412. Estarán exentos tambien de concurrir al  
llamamiento del Juez, pero no de declarar:  
1.0 Las demás personas Reales.  
2.0 Los Ministros de la Corona.  
3.0 Los Presidentes del Senado y del Congreso de los 
 
Diputados.  
4.0 El Presidente del Consejo de Estado.  
5.0 Las Autoridades judiciales de categoría superior  
A la del que recibiere la declaracion.  
6.0 El Gobernador civil y Delegado de Hacienda de 
 
la provincia, el Capitan general del distrito y el Goberna-
dor militar en cuyo territorio se hubiere de recibir la de- 
 
claracion. 
7.0 Los Embajadores y demás Representantes diplo-
máticos acreditados cerca del Gobierno español.  
8.0 Los Capitanes generales del Ejército y Armada.  
9.0 Los Arzobispos y Obispos.  
Art. 413. Cuando fuere necesaria b conveniente la de-
elaracion de alguna de las personas designadas en el ar-
ticulo anterior, el Juez pasará á su domicilio, 6 residencia 
 
oficial, prévio aviso, señalándole dia y hora.  
Art. 414. La resistencia de cualquiera de las perso-
nas mencionadas en el art. 412 á recibir en su domicilio 
 
ó residencia oficial al Juez, 6 á declarar cuanto supieren 
 
sobre lo que les fuere preguntado respecto á los hechos 
 
del sumario, se pondrá en conocimiento del Tribunal Su-
premo para los efectos que procedan.  
Se exceptúan de lo dispuesto, en el párrafo anterior las 
 
personas mencionadas en el núm. 7.0 de dicho articulo.  
Si incurrieren estas en la resistencia expresada, el Juez 
 
lo comunicará inmediatamente al Ministro de Gracia y 
 
Justicia, remitiendo testimonio instructivo, y se absten-
drá de todo procedimiento respecto á ellas, hasta que el 
 
Ministro le comunique la Real Orden que sobre el caso se 
 
dictare. - 
Art. 415. Las personas comprendidas en los núme-
ros 2.0, 3. 0, 4.0, 5.0, 6.0 , 8.0 y 9.0 del art. 412, podrán in-
formar por escrito sobre los hechos de que tengan conoci-
miento por razon de sus cargos. 
 
De la misma manera podrán informar los funcionarios 
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del Orden judicial 6 Ministerio fiscal que se encuentren 
en este caso. 
Serán invitadas á prestar su declaracion por escrito las 
personas 
- comprendidas en el núm. 7.0, remitiéndose al 
efecto al Ministerio de Gracia y Justicia, con atenta co-
municacion para el de Estado, un interrogatorio que com-
prenda todos los extremos á que deban contestar, á fin de 
que puedan hacerlo por la via diplomática. 
Art. 416. Están dispensados de ]a obligacion de - de-
clarar: 
1.0 Los parientes del procesado en línea directa as-
. tendente ó descendente, su cónyuge, sus hermanos con-
sanguíneos O uterinos, y Ios laterales consanguíneos has-
ta el segundo grado civil, asi como los parientes natura-
les á que se refiere el núm. 3.0 del art. 261. 
El Juez instructor advertirá al testigo que se halle 
comprendido en el párrafo anterior, que no tiene obliga-
- cion de declarar en contra del procesado, pero que puedé 
hacer las manifestaciones que considere oportunas, con-
signándose la contestacion que diere á esta advertencia. 
2.0 El Abogado del procesado respecto á los hechos 
que este le hubiese confiado en su calidad de defensor. 
Si alguno de los testigos se encontrase en las relacio-
nes indicadas en los párrafos precedentes con uno ó va-
rios de los procesados, estará obligado á declarar respec-
to á los demás, á no ser que su declaracion pudiera com-
prometer á su pariente O. defendido. 
Art. 417. No podrán ser obligados á declarar 
testigos: 
1.0 Los eclesiásticos y ministros de los cultos disiden-
tes sobre los hechos que les fueren revelados en el ejerci-
cio de las funciones de su ministerio. 
2.0 Los funcionarios públicos, tanto civiles como mili-
tares de cualquiera clase que sean, cuando no pudieren 
declarar sin violar el secreto que por razon de sus cargos 
estuviesen obligados á guardar, ó cuando, procediendo en 
virtud de obediencia debida, no fueren autorizados por su 
superior jerárquico para prestar la declaracion que se les 
pida. 
3.0 Los incapacitados física O moralmente. 
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Art. 418. Ningun testigo podrá ser obligado á decla-
rar acerca de una pregunta cuya contestacion pueda per-
judicar material ó moralmente y de una manera directa 
é importante, ya á la persona, ya á la fortuna de alguno 
de los parientes á que se refiere el art. 416. 
Se exceptúa el caso en que el delito revista suma gra-
vedad por atentar á la seguridad del Estado, á la tranqui-
lidad pública ó á la sagrada persona del Rey ó de su su-
cesor. 
Art. 419. Si el testigo estuviere fisicamente impedido 
de acudir al llamamiento judicial, el Juez instructor que 
hubiere de recibirle la declaracion se constituirá en su 
domicilio, siempre que el interrogatorio no haya de poner 
en peligro la vida del enfermo. 
Art. 420. El que sin estar impedido no concurriere al 
primer llamamiento judicial, excepto las personas mencio-
nadas en el art. 412, 6 se resistiere á declarar lo que su-
piese acerca de los hechos sobre que fuere preguntado, á 
no estar comprendido en las exenciones de los artículos 
anteriores, incurrirá en la multa de 5 á. 50 pesetas, y 
si persistiere en su resistencia, será conducido en el pri-
mer caso á la presencia del Juez instructor por los depen-
dientes de la Autoridad y procesado por el delito de de-
negacion de auxilio que respecto de los testigos y peritos 
define el. Código penal, y en el segundo caso será tambien 
procesado por el de desobediencia grave á la Autoridad.  
La multa será impuesta en el acto de notarse ó come-
terse ta falta.  
Art. 421. El Juez de instruccion 6 municipal en su 
caso hará concurrir á su presencia, y examinará á los 
testigos citados en la denuncia ó en la querella, ó en 
cualesquiera otras declaraciones ó diligencias, y á todos 
los demás que supieren hechos 6 circunstancias, ó poseye-
ren datos convenientes para la comprobacion ó averigua-
cion del delito y del delincuente. 
Se procurará, no obstante, omitir la evacuacion de citas 
impertinentes 6 inútiles. 
Art. 422. Si el testigo residiere fuera del partido ó 
término municipal del Juez que instruyese el sumario, 
este se abstendrá de mandarle comparecer á su presen- 
^ 	 - 
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cia, á no ser que lo considere absolutamente necesario 
para la comprobacion del delito b para el reconocimiento 
de la persona del delincuente, ordenándolo en este caso 
por auto motivado. 
Tambien deberá evitar la comparecencia de los emplea-
dos de vigilancia pública que tengan su residencia en 
punto distinto de la capital del Juzgado, de los jefes de 
estacion, maquinistas, fogoneros, conductores, telegrafis-
tas, factores, recaudadores, guarda - agujas ú otros agentes 
que desempeñen funciones análogas, á los cuales citari . 
por conducto de sus jefes inmediatos, cuando sea absolu-
tamente indispensable su comparecencia. 
Art. 423. En el caso de la regla general comprendi-
da en el párrafo primero del articulo anterior, asi como 
en el del segundo, cuando la urgencia de la declaracion 
fuese tal que no permitiera la dilacion consiguiente á l a . 
citacion del testigo por conducto de sus jefes inmediatos, 
y el empleado de que se trate no pudiera abandonar el 
servicio que presta sin grave peligro 6 estorsion para el 
público, el Juez instructor de la causa comisionará para 
recibir la declaracion al que lo fuera del términ o munici-
pal 6 del partido en que se hallare el testigo. 
Art. 424. Si el testigo residiere en el extranjero, se 
dirigirá suplicatorio, por la via diplomática y por con-
ducto del Ministerio de Gracia y Justicia, al Juez extran-
jero competente para recibir la declaracion. El suplicato-
rio debe contener los antecedentes necesarios, é indicar 
las preguntas que se han de hacer al testigo, sin perjuicio 
de que dicho Juez las amplie segun le sugieran su discre-
cion y prudencia. 
Si la comparecencia del testigo ante el Juez instructor 
ó Tribunal fuere indispensable y no se presentase volun-
tariamente, se pondrá en conocimiento del Ministerio de 
Gracia y Justicia para que adopte la resolucion que esti-
me oportuna. 
Art. 425. Si la persona llamada á declarar ejerce fun-
ciones ó cargo público, se dará aviso, al mismo tiempo 
que se practique la citacion, á su superior inmediato, para 
que le nombre sustituto durante su ausencia, si lo exigie-
re así el interés 6 la seguridad pública. 
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Art. 426. Los testigos serán citados en la forma esta-
blecida en el tít. 7.0 del libro primero de este Código. 
Art. 427. Cuando el testigo no hubiere de comparecer 
ante el Juez instructor para prestar la declaracion, se 
harán constar en el suplicatorio, exhorto 6 mandamiento 
que se expida,las circunstancias precisas para la designa-
cion del testigo y las preguntas á que deba contestar, sin 
perjuicio de las quo el Juez 6 Tribunal que le recibiere la 
declaracion considere conveniente hacerle para el mayor 
esclarecimiento de los hechos.  
Art. 428. El Secretario del Juez comisionado que 
haya de autorizar la declaracion expedirá la cédula pre-
venida en el art. 175 con todas las circunstancias expre-
sadas en el mismo, y la de haberse de recibir la declara- 
cion en virtud de suplicatorio, exhorto 6 mandamiento. 
Art. 429. Los testigos que dependan de la jurisdic-
cion militar podrán, segun el Juez de instruccion lo esti- 
me oportuno , ser examinados por él mismo como los 
demás testigos, 6 por el Juez militar competente. En 
el primer caso el Juez de instruccion deberá mandar que 
la citacion hecha al testigo se ponga en • 'conocimiento  
del Jefe del cuerpo á que perteneciere. En el segundo 
caso se observará lo dispuesto en los dos artículos ante-
riores. 
 
Si algun testigo dependiente de la jurisdiccion militar 
rehusare comparecer ante el Juez de instruccion, 6 se ne-
gare á prestar juramento 6 á contestar al interrogatorio  
que se le hiciere, el Juez de instruccion se dirigirá al  
superior del testigo desobediente, cuyo superior además  
de corregir al testigo, de lo cual dará inmediato conoci-
miento al Juez instructor, le hará comparecer ante éste  
para declarar.  
Art. 430. Los testigos podrán ser citados personal-
mente donde fueren habidos. 
 
Cuando sea urgente el exámen de un testigo, podrá  
citársele verbalmente para que comparezca en el acto sin  
esperar la expedicion de la cédula prescrita en el ar-
ticulo 175, haciendo constar sin embargo en los autos el  
motivo de la urgencia. 
 
Tambien podrá en igual cáso constituirse el Juez ins- 
^ 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 	 157 
tructor en el domicilio de un testigo ó en el lugar en que 
se encuentre para recibirle declaracion. 
Art. 431. El Juez instructor podrá habilitar á los 
agentes de policía para practicar las diligencias de cita-
cion verbal ó escrita si lo considera conveniente. 
Art. 432. Si el testigo no tuviere domicilio conocido b 
se ignorare su paradero, el Juez instructor ordenará lo 
conveniente á los funcionarios de policía, ú oficiará á la 
Autoridad administrativa á quien corresponda para que 
lo averigüen y le den parte del resultado dentro del pla-
zo que les hubiere fijado. Trascurrido este plazo sin ha-
ber averiguado el paradero del testigo, se publicará la 
cédula de citacion en el periódico oficial del pueblo de la 
residencia del Juez, y en su defecto en cualquier otro 
que allí se publique. 
Se insertará tambien la cédula si el Juez lo estima con-
veniente en los periódicos oficiales ó particulares de la ca-
pital de la provincia y del lugar donde se presuma ha-
llarse el testigo y en la Gaceta de Madrid. 
En, estos casos se unirá á los autos un ejemplar de ca-
da peraód.ico en que se hubiere publicado la citacion. 
Art. 433. Al presentarse á declarar los testigos entre-
garán. al Secretario la copia de la cédula de citacion. 
Los testigos púberes prestarán juramento de decir todo 
lo que supieren respecto á lo que les fuere preguntado. 
El Juez instructor, antes de recibir al testigo púber el 
juramento y de interrogar al impúber, les instruirá de la 
obligacion que tienen de ser veraces, y  en- su caso de las 
penas con que el Código castiga el delito de falso testi-
monio en causa criminal. 
Art. 434. El juramento se prestará en nombre de Dios. 
Los testigos prestarán el juramento con arreglo á su 
religion. 
Art. 435. Los testigos declararán separada y secreta-
mente á presencia del Juez instructor y del.Secretario. 
Si lo hicieren en otra forma, salvo los casos especiales se-
ñalados en esta ley, seràNeorregido disciplinariamente el 
Juez instructor, á no ser que incurra en responsabilidad 
criminal por la falta. 
Art. 436. El testigo manifestará primeramente. su 
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nombre, apellidos paterno y materno, edad, estado y pro-
fesion, si conoce 6 no al procesado y á las demás partes, 
y si tiene con ellos parentesco, amistad 6 relaciones de 
cualquiera otra clase, si ha estado procesado y la pena que 
se le impuso. 
El Juez dejará al testigo narrar sin interrupcion los 
hechos sobre los cuales declare, y solamente le exigirá las 
explicaciones complementarias que sean conducentes á 
desvanecer los conceptos oscuros 6 contradictorios. Des-
pues le dirigirá las preguntas que estime oportunas para 
el.esclarecimiento de los hechos. 
Art. 437. Los testigos declararán de viva voz, sin 
que les sea permitido leer declaracion ni respuesta algu-
na que lleven escrita. 
Podrán, sin embargo, consultar algun apunte 6 memo-
ria que contenga datos difíciles de recordar. 
El testigo podrá dictar las contestaciones por sí mismo. 
Art. 438. El Juez instructor podrá mandar aue se 
conduzca al testigo al lugar en que hubieren ocurrido 
los hechos y examinarle allí 6 poner á su presencia los 
objetos sobre que hubiere de versar ra declaracion. • 
En este último caso, podrá el Juez 'iñstructor poner 
á presencia del testigo dichos objetos, solos ó mezclados 
con otros semejantes, adoptando además todas las medi-
das que su prudencia le sugiera para la mayor exactitud 
de la declaracion. 
Art. 439. No se harán al testigo preguntas capciosas 
ni sujestivas, ni se empleará -coaccion, engaño, promesa 
ni artificio alguno para obligarle 6  inducirle á declarar 
en determinado sentido. 
Art. 440. Si el testigo no entendiere 6 no hablare 
 idioma español, se nombrará un intérprete, que pres-
tará á su presencia juratfiento de conducirse bien y fiel-
mente en el desempeño de su cargo. 
Per este medio se harán al testigo las preguntas y se 
recibirán sus contestaciones, que éste podrá dictar por 
su conducto. 
En este caso, la declaracion deberá consignarse en 
el proceso en el idioma empleado por el testigo y  tradu-
cido á continuacion al español. 
v 
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Art. 441. El interprete será elegido entre los que ten-
gan titulo de tales, si los hubiere en el pueblo. En su de-
fecto, será nombrado un maestro del correspondiente 
idioma, y si tampoco le hubiere, cualquiera persona que 
lo sepa. 
Si ni aun de esta manera pudiera obtenerse la traduc-
cion, y las revelaciones . que se esperasen del testigo fue-
ren importantes, se redactará el pliego de preguntas que 
hayan de dirigírsele, y se remitirá á la oficina de Inter-
pretacion de lenguas del Ministerio de Estado para que 
ion preferencia á todo otro trabajo, sean traducidas al 
idioma que hable el testigo. 
El interrogatorio ya traducido se entregará al testigo 
para que á presencia del Juez se entere de su contenido 
y redacte por escrito en su idioma las oportunas contes-
taciones; las cuales se remitirán del mismo modo que las 
preguntas á la Interpretacion de lenguas. 
Estas diligencias las practicarán los Jueces con la 
mayor *etividad. 
Art. 442. Si el testigo fuere sordo-mudo y supiere 
leer, se le •haráxs por escrito hs preguntas. Si supiere 
escribir, contestará por escrito. Y si no supiere lo uno ni 
lo otro, se nombrará un intérprete, por cuyo conducto 
se le harán las preguntas y se recibirán sus contesta-
ciones. 
Será nombrado intérprete un maestro titular de sordo-
mudos si lo hubiere en el pueblo, y en su defecto cual-
quiera que supiere comunicarse con el testigo. 
El nombrado prestará juramento á presencia del sordo-
mudo antes de comenzar á desempeñar el cargo. 
Art. 443. El testigo podrá leer por si mismo la dili-
gencia de su declaracion: si no pudiere, por hallarse en 
alguno de los casos comprendidos en los arts. 440 y 
442, se la leerá el intérprete y en los demás casos el Se-
cretario. 
El Juez advertirá siempre á los interesados el dere-
cho que tienen de leer por _f mismos sus declaraciones. 
Art. 444. Estas serán firmadas por el Juez y por to-
dos los que en ellas hubiesen intervenido si supieren y 
pudieren hacerlo, autorizándolas el Secretario. 
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Art. 445. No se consignarán en los autos las declara-
ciones de los testigos que, segun a Juez, fuesen mani-
fiestamente inconducentes para la comprobacion de los 
hechos objeto del sumario. Tampoco se consignarán en 
cada declaracion las manifestaciones del testigo que 
se hallen en el mismo caso, pero se consignará siem - 
pre todo lo•que pueda servir así de cargo como de 
descargo. 
En el primer caso, se hará expresion por medio de di-
ligencia de la comparecencia del testigo y del motivo do 
no escribirse su declaration. 
Art. 446. Terminada la declaracion, el Juez instruc-
tor hará saber al testigo la obligacion de comparecer 
para declarar de nuevo ante el Tribunal competente 
cuando se le cite para ello, así como la de poner en cono-
cimiento de dicho Juez instructor los cambios de domi-
cilio que hiciere hasta ser citado para el juicio oral, bajo 
apercibimiento, si no lo cumple, de ser castigado con 
una multa de 5 á 50 pesetas,, á no ser que inctidere en 
responsabilidad criminal por la falta. - 
Estas,prevenciones se harán constar al final de la mis-
ma diligencia de la declaracion. 
Art. 447. El Juez de instruccion, al remitir el suma-
rio al Tribunal competente, pondrá en su conocimiento 
los cambios de domicilio que los testigos le hubiesen par-
ticipado. 
Lo mismo hará respecto de los que se lo participen des
-
pues que hubiese remitido el sumario, hasta la termina-
cion de la causa. 
Art. 448. Si el testigo manifestare, al hacerle la pre-
vencion referida en el art. 446, la imposibilidad de con-
currir por haber de ausentarse de la Peninsula, y tam-
bien en el caso en que hubiere motivo racionalmente bas-
tante para temer su muerte 6 incapacidad física 6 intelec - 
tual antes de la apertura del juicio oral, el Juez instructor 
hará saber al reo que nombre Abogado en el término de 
veinticuatro horas, si aún no le tuviere, ó de lo contrario 
que se le nombrará de oficio, para que le aconseje en el 
acto de recibir la declaracion del testigo. Trascurrido di-
cho término, el Juez recibirá juramento y volverá á exa- 
• 
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minar á éste á presencia del procesado y de su Abogado 
defensor, y á presencia asimismo del Fiscal y del quere-
llalite, si quisieren asistir al acto, permitiendo á éstos ha-
cerle cuantas repreguntas tengan por conveniente, excep-
to las que el Juez desestime como manifiestamente imper-
tinentes. 
En la diligencia se consignarán las contestaciones á 
 
estas preguntas, y será firmada por todos los asistentes. 
Art. 449. En caso de inminente peligro de muerte del 
,,g^Qstigo, se procederá con toda urgencia á recibirle decla-
'racion en la forma expresada en el articulo anterior, aun-
que el procesado no pudiese ser asistido de Letrado. 
Art. 450. No ,se harán tachaduras, enmiendas ni en-
trerenglonaduras en las diligencias del sumario. A su 
final se consignarán las equivocaciones que se hubieren 
cometido. 
CAPITULO VI. 
Del careo de los testigos y procesados.  
Art. 451. Cuando los testigos 6 los procesados entre 
 
si ó aquellos con estos discordaren, acerca de algun hecho 
 
ó de alguna circunstancia que interese en el sumario, podrá  
el Juez celebrar careo entre los que estuvieren discordes,  
sin que esta diligencia deba tener lugar, por regla gene-
ral, mas que entre dos personas á la vez.  
Art. 452. El careo se verificará ante el Juez, leyendo 
 
el Secretario á los procesados 6 testigos entre quienes 
 
tenga lugar el acto las declaraciones que -hubiesen pres-
tado, y preguntando el primero á los testigos, despues de. 
recordarles su juramento y las penas del falso testimonio, 
si se ratifican en ellas ó tienen alguna varia,cion que 
hacer. 
El Juez manifestará en seguida las contradicciones que 
reulten en dichas declaraciones, é invitará á los careados 
para que se pongan de acuerdo entre sí.:  
Art. 453. El Secretario dará fé de todo lo que ocurrie-
re en el acto del careo y de las preguntas, contestaciones 
y reconvenciones que mútuamente se hicieren los carea- 
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dos, así como de lo que se observare en su actitud duran-
te el acto; y firmará la diligencia con todos lps concurren-
tes, expresando, si alguno no lo hiciere, la razon que para 
ello alegue. 
Art. 454. El Juez no permitirá que los careados se 
insulten b amenacen. 
Art. 455. No se practicarán careos sino cuando no 
fuere conocido otro modo de comprobar la existencia del 
delito ó la culpabilidad de alguno de los procesados. 
CAPÍTULO VII. 
Del informe perioial. 
Art. 456. El Juez acordará el informe pericial cuando 
para conocer ó apreciar algun hecho ó circunstancia im-
portante en el sumario fuesen necesarios 6 convenientes 
conocimientos científicos ó artísticos. 
Art. 457. Los peritos pueden ser b no titulares. 
Son peritos titulares los que tienen titulo oficial de una 
ciencia ó arte cuyo ejercicio esté reglamentado por la Ad-
ministracion. 
Son peritos no titulares los que, careciendo de título 
oficial, tienen, sin embargo, conocimientos b práctica es-
peciales en alguna ciencia b arte. 
Art. 458. El Juez se valdrá de peritos titulares con 
preferencia á los que no tuviesen título. 
Art. 459. Todo reconocimiento pericial se hará por 
dos peritos. 
. Se exceptúa el caso en que no hubiese más de uno en 
el lugar y no fuere posible esperar la llegada de otro sin 
graves inconvenientes para el curso del sumario. 
Art. 460. El nombramiento se hará saber á los peri-
tos por medio de oficio, que les será entregado por algua-
cil ó portero del Juzgado, con las formalidades preveni-
das para la citacion de los testigos, reemplazándose la 
cédula original, para los efectos del art. 175, por un ates-
tado que extenderá el alguacil ó portero encargado de la 
entrega. 
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Art. 461. Si la urgencia del caso lo exige, podrá ha-
cerse el llamamiento verbalmente de órden del Juez, ha-
ciéndolo constar así en los autos; pero extendiendo siem-
pre el atestado,prevenido en el artículo anterior el encar-
gado del cumplimiento de la órden de llamamiento. 
Art. 462. Nadie podrá negarse á acudir al llama-
miento del Juez para desempeñar un servicio pericial, si 
 
no estuviere legítimamente impedido.  
En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Juez 
 
,^ el acto de recibir el nombramiento, para que se pro- 
#óea á lo que haya lugar.  
Art. 463. El perito que, sin alegar excusa fundada, 
 
deje dé acudir al llamamiento del Juez ó se niegue á 
prestar el informe, incurrirá en las responsabilidades se-
ñaladas para los testigos en el art. 420.  
Art. 464. No  podrán prestar informe pericial acerca  
del delito, cualquiera que sea la persona ofendida, los que 
 
segun rt. 416 no están obligados á declarar como tes- 
tigos. for 
El perito que, hallándose comprendido en alguno de 
 
los casosde dicho artículo, preste el informe sin poner  
antes esta , circunstancia en conocimiento del Juez quo le  
hubiese nombrado, incurrirá en la multa de 5 á 50 pese-
tas, á no ser que el hecho diere lugar á responsabilidad 
criminal. 
Art. 465. Los que presten informe como peritos en 
virtud de órden judicial tendrán derecho á reclamar los  
honorarios ó indemnizaciones que sean justas, si no tu-
vieren en concepto de tales peritos retribucion fija satis-
fecha por el Estado, por la provincia 6 por el Municipio.  
Art. 466. Hecho el nombramiento de peritos, se noti-
ficará inmediatamente, así al actor particular si lo hu-
biere, como al procesado si estuviere á disposicion del  
Juez 6 se encontrare en el mismo lugar de la instruccion,  
6 á su representante si le tuviere.  
Art. 467. Si el reconocimiento é informe periciales  
pudieren tener lugar de nuevo en el juicio oral, los peri-
tos nombrados no podrán ser recusados por las partes.  
Si no pudiere reproducirse en el juicio oral, habrá lu-
gar á la recusacion.  
	  A 
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Art. 468. Son causa de recusacion 'de los peritos: 
1.a El parentesco de consanguinidad ó de afinidad 
dentro del cuarto grado con el querellante ó con el reo. 
2.a El interés directo 6 indirecto en la causa 6 en otra. 
semejante: 
3.a La amistad intima 6 enemistad manifiesta. 
Art. 469. El actor 6 el procesado que intenterecusar 
al perito ó peritos nombrados por el Juez, deberá hacer-
lo por escrito antes de empezar la diligencia pericial, ex 
presando la causa de la recusacion y la prueba testifica, 
que ofrezca, y acompafiando la documental ó designand 
el lugar en que ésta se halle si no la tuviere á sum po- 
sicion. 
Para la presentacion de este escrito no estará obligado 
á valerse de Procurador. 
Art. 470. El Juez, sin levantar mano, examinará los 
documentos que produzca el recusante y oirá á los .testi-
gos que presente en el acto, resolviendo lo gesüme 
busto respecto de la recusacion. 
Si hubiere lugar á ella, suspenderá el acto pericial por 
el tiempo extrictamente necesario para nombrar el perita 
que haya de sustituir al recusado, hacérselo saber y cons-
tituirse el nombrado en-el lugar correspondiente. 
Si no la admitiere, se procederá como si no se hubiese 
usado de la facultad de recusar. 
Cuando el recusante no produjese los documentos, pero 
designare el archivo ó lugar en que se encuentren, el Juez 
instructor los reclamará y examinará una vez recibidos, 
sin detener pbr esto el curso de las actuaciones; y si de 
ellos resultase justificada la causa de la recusacion, anu-
lará el informe pericial que se hubiese dado, mandando 
que se practique de nuevo esta diligencia. 
Art. 471. En el caso del párrafo segundo del art. 467, 
el querellante tendrá derecho á nombrar á su costa un 
perito que intervenga en el acto pericial. 
El mismo derecho tendrá el procesado. ' 
Si los querellantes 6 los procesados fuesen varios, se 
pondrán respectivamente descuerdo entre si para hacer 
el nombramiento. 
Estos peritos deberán ser titulares, á no ser que no los~, 
........, w..11n••..-- 
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hubiere de esta clase en el partido 6 demarcacion, en cuyo 
caso podrán ser nombrados sin título. 
Si la practica de la diligencia pericial no admitiere es-
pera, se procederá como las circunstancias lo permitan 
para que el actor y el procesado puedan intervenir en 
ella. 
Art. 472. Si las partes hicieren uso de la facultad que 
se les concede en el articulo anterior, manifestarán al Juez 
el nombre del perito, y ofrecerán, al hacer esta manifes- 
cion, los comprobantes de tener la cualidad de tal peri- 
la persona designada. 
`En iingun caso podrán hacer uso de dicha facultad 
.despues deWmpezada la operacion de reconocimiento. 
Art. 473. El Juez resolverá sbbre la admision de di-
chos peritos en la forma determinada en el art. 470 para 
las recusaciones. 
"À i. 474. Antes de darse principio al acto pericial, 
toadb lob^pperitos, así los nombrados por el Juez, como los 
que lo h^ lóiesen sido por las partes, prestarán juramento, 
conforme al art. 434, de proceder bien y fielmente en sus 
operaciones y de no proponerse otro fin más que el de 
descubrir y declarar la verdad. 
Art. 475. El Juez manifestará clara y determinada- 
mente á, los peritos el objeto de su informe. 
Art. 476. Al acto pericial podrán concurrir, en el caso 
del párrafo segundo del art. 467, el querellante, si lo hu- 
biere, con su representacion, y el procesado con la suya, 
aun cuando estuviere preso, en cuyo caso adoptará el Juez 
las precauciones oportunas. 
Art. 477. El acto pericial será presidido por el Juez 
instructor, ó en virtud de su delegacion, por el Juez mu- 
nicipal. Podrá tambien delegar eu el caso del art. 353 en 
un funcionario de policía judicial. 
Asistirá siempre el Secretario que actúe en la causa. 
Art. 478. El informe pericial comprenderá, si fuere 
posible: 
1.0 Descripcion de la persona 6 cosa que sea objeto 
del mismo, en el estado 6 del modo en que se halle. 
El Secretario extenderá esta descripcion, dictándola los 
peritos y suscribiéndola todos los concurrentes. 
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2.0 Relacion detallada de todas las operaciones prac-
ticadas por los peritos y de su resultado, extendida y au-
torizada en la misma forma que la anterior. 
3.0 Las conclusiones que en vista de tales datos for-
mulen los peritos, conforme á los principios y reglas de-
su ciencia ó arte. 
Art. 479. Si los peritos tuvieren necesidad de destruir 
6 alterar los objetos que analicen, deberá conservarse, á 
ser posible, parte de ellos en poder del Juez, para que en 
caso necesario pueda hacerse nuevo análisis. 
Art. 480. Las partes que asistieren á las operaciones 
6 reconocimientos podrán someter á los peritos 1 bser-
vaciones que estimen convenientes, haciénipse lbnstar 
todas en la diligencia. 
Art. 481. Hecho el reconocimiento, podrán los peri-
tos, si lo pidieren, retirarse por el tiempo absolutamente 
preciso al sitio que el Juez les señale para deliberais y 
redactar las conclusiones. 0 
Art. 482. Si los peritos necesitaren descange, el Juez 
6 el funcionario que le represente podrá concederles para 
ello el tiempo necesario. 
Tambien podrá suspender la diligencia hasta otra hora 
ii otro dia, cuando lo exigiere su naturaleza. 
En este caso, el Juez 6 quien le represente adoptará 
las precauciones convenientes para evitar cualquier alte-
racion en la materia de la diligencia pericial. 
Art. 483. El Juez podrá por su propia iniciativa 6 
por reclamacion de las partes presentes ó de sus defenso-
res, hacer á 'os peritos, cuando produzcan sus conclusio-
nes, las preguntas que estime pertinentes y pedirles las 
aclaraciones necesarias. 
Las contestaciones de los peritos se considerarán como 
parte de su informe.. 
Art. 484. Si los peritos estuvieren discordes y su nú- 
mero fuere par, nombrará otro el Juez. 
Con intervencion del nuevamente nombrado, se repeti-
rán, si fuere posible, las operaciones que hubiesen practi-
cado aquellos, y se ejecutarán las demás que parecieren 
oportunas. 
Si no fuere posible la repeticion de las operaciones, ni 
E 
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la práctica de otras nuevas, la intervencion del perito úl-
timamente nombrado, se limitará á deliberar con los de-
más, con vista de las diligencias de reconocimiento prac-
ticadas, y á formular luego con quien estuviere conforme, 
6 separadamente si no lo estuviere con ninguno, sus con-
clusiones motivadas. 
Art. 485. El Juez facilitará á los peritos los medios 
materiales necesarios para practicar la diligencia que les 
encomiende, reclamándolos de la Administracion páblica, 
dirigiendo á la Autoridad correspondiente un aviso 
révio si existieren preparados para tal objeto, salvo lo 
dispua9to especialmente en el art. 362. 
^I 6 
TÍTULO VI.  
DE LA CITACION, DE LA DETENCION Y DE LA PRISION  
PROVISIONAL.  
• 
CAPITULO PRIMERO.  
De la citacion.  
Art. 486. La persona á quien se impute un acto puni-
ble, deberá ser citada, sólo para ser oida, á no ser que la  
ley disponga lo contrario, 6 que desde luego proceda su  
detencion.  
Art. 487. Si el citado con arreglo á lo prevenido en  
el articulo anterior, no compareciere ni justificare causa  
legítima que se lo impida, la órden de comparecencia po-
drá convertirse en órden de detencion.  
Art. 488. Durante la instruccion de la causa, el Juez  
instructor podrá mandar comparecer euantas personas  
convenga oir por resultar contra ellas algunas indicacio-
nes fundadas de culpabilidad.  
CAPITULO II.  
De la detencion.  
Art. 489. Ningun español ni extranjero podrá ser de-
tenido sino en los casos y en la forma que las leyes pres-
criban.  
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Art. 490. Cualquiera persona puede detener: 
1.0 Al que intentare cometer un delito en el momento 
de ir cometerlo. 
2.0 Al delincuente inifraganti. 
3. 0 Al que se fugare del establecimiento penal en que 
se halle extinguiendo condena. 
4.0 Al que se fugare de la cárcel en que estuviere es-
perando su traslacion al establecimiento penal ó lugar en 
que deba cumplir la condena que se le hubiese impuesto 
por sentencia firme. 
5.0 Al que se fugare al ser conducido al establecimien 
to 6 lugar mencionados en el número anterior. a) 
 
6. 0 Al que se fugare estando detenido l prilk por 
causa pendiente. 
7.o Al procesado 6 condenado que estuviere en re-
beldía. 
Art. 491. El particular que detuviere á otro justifica-
rá, si éste lo exigiere, haber obrado en virtud de  motos 
 racionalmente suficientes para creer: que el detenido se 
hallaba comprendido en alguno de los casos del artículo 
anterior. 
Art. 492. La Autoridad 6 agente de policía judicial 
tendrá obligacion de detener: 
1.0 A cualquiera que se halle en alguno de los casos 
del art. 490. 
2.0 Al que estuviere procesado por delito que tenga 
señalada en el  Código, pena superior á la de prision cor-
reccional. 
3.0 Al procesado por delito á que esté señalada pena 
inferior, si sus antecedentes ó las circunstancias del hecho 
hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere lla-
mado por la Autoridad judicial. 
Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior al 
procesado que preste en el acto fianza bastante, á juicio 
de la Autoridad ó agente que intente detenerlo, para pre-
sumir racionalmente que comparecerá cuando le llame el 
Juez ó Tribunal competente. 
4.0 Al que estuviere en el caso del número anterior, 
aunque todavía no se hallase procesado, con tal que con-
curran las dos circunstancias siguientes: 1.a Que la Auto- 
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ridad 6 agente tenga motivos racionalmente bastantes 
para creer en la existencia de un hecho que presente los 
caractéres de'delito. 2.a Quedos tenga tambien bastantes 
para creer que la persona á quien intente detener tuvo 
participation en el. 
Art. 493. La Autoridad 6 agente de policía judicial 
tomará nota del nombre, apellido, domicilio y demás cir-
cunstancias bastantes para la averiguacion é identifica-
cion de la persona del procesado 6 del delincuente á 
ienes no detuviere por no estar comprendidos en nin- 
tno de los, casos del artículo anterior. 
Est ota será oportunamente entregada al Juez 6 Tri-
bunal fillb ciozca 6 deba conocer de la causa. 
Art. 494. Dicho Juez 6 Tribunal acordarán tambien 
là detencion de los comprendidos en el art. 492, á pre-
vencion con las Autoridades y agentes de policía judicial. 
Art. 495. No se podrá detener por simples faltas, á 
no sew que el presunto reo no tuviese domicilio conocido 
ni diese fianza bastante á juicio de la Autoridad 6 agente 
que intente detenerle. 
Art. 496. El particular, Autoridad 6 agente de policía 
judicial que detuviere á una persona en virtud de lo dis-
puesto en los precedentes artículos, deberá ponerla en li-
bertad 6 entregarla al Juez más próximo al lugar en que 
hubiere hecho la. detencion, dentro de las veinticuatro ho-
ras siguientes al acto de la misma. 
Si demorare la entrega, incurrirá en la responsabilidad 
que establece el. Código penal, si la dilation hubiere exce-
dido de veinticuatro horas. 
Art. 497. Si el Juez 6 Tribunal á quien se hiciese la 
entrega fuere el propio de la causa, y la detencion se hu-
biese hecho segun lo dispuesto en los números 1.0, 2. 0 y 6.0 
y caso referente al procesado del 7.0 del art. 490 y 2.0, 3.0 
 y 4.0 del art. 492, elevará la detencion á prision 6 la de-
jará sin efecto en el término de setenta y dos horas, á 
contar desde que el detenido le hubiese sido entregado. 
Lo propio y en idéntico plazo hará el Juez 6 Tribunal 
respecto de la persona cuya detencion hubiere él mismo 
acordado. • 
Art. 498. Si el detenido en virtud de lo dispuesto e n. 
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el núm. 6.0 y primer caso del 7.0 del art. 490 y 2.0 y 3.0 
del art. 492, hubiese sido entregado á un Juez distinto 
del Juez ó Tribunal que conozca de la causa, extenderá 
el primero una diligencia expresiva de la persona que 
hubiere hecho la detencion, de su domicilio y demás cir-
cunstancias bastantes para buscarla é identificarla, de los 
motivos que ésta manifestase haber tenido para la deten-
cion, y del nombre, apellido y circunstancias del detenido. 
Esta diligencia será firmada por el Juez, el Secretario, 
la persona que hubiese ejecutado la detencion y las 
más concurrentes. Por el que no lo hiciere firmarán ctit  
testigos. 
Inmediatamente despues serán remitidas e1staAiligen-
cias y la persona del detenido á disposicion del Juez * ó 
Tribunal que conociese de la causa. 
Art. 499. Si el detenido lo fuese por estar compren-
dido en los números 1.0 y 2.0 del art. 490 y en el 4.0 del 
492, el Juez de instruccion á quien so entregue practica-
rá las primeras diligencias y elevará la detencion á pri-
sion ó decretará la libertad del detenido, segun proceda, 
en el término señalado en el art. 497. 
Hecho esto, cuando él no fuese Juez competente, remi-
tirá á quien lo sea, las diligencias y la persona del preso, 
si lo hubiere. 
Art. 500. Cuando el detenido lo sea por virtud de las 
causas tercera, cuarta, quinta y caso referente al conde-
nado de la sétima del art. 490, el Juez á quien se entre-
gue 6 que haya aeordado la detencion, dispondrá que in-
mediatamente sea remitido al establecimiento 6 lugar 
donde debiere cumplir su condena. 
Art. 501. El auto elevando la detencion á prision 6 
dejándola sin efecto, se pondrá en conocimiento del Mi-
nisterio fiscal, y se notificará al querellante particular, si 
lo hubiere, y al procesado, al cual se le hará saber asi-
mismo el derecho que le asiste para pedir de palabra 6 
por escrito la reposicion del auto, consignándose en la. 
notificacion las manifestaciones que hiciere. 
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CAPITULO III. 
De la prision provisional. 
Art. 502. Mientras que la causa se halle en estado de 
sumario, sólo podrá decretar la prision provisional el. Juez 
de instruccion, ó el que forme las primeras diligencias, ó 
el que en virtud de comision ó interinamente ejerza las 
itunciones de aquel. 
Art. 503. Para decretar la prision provisional Serán 
necesa ias las circunstancias siguientes: 
l.a Wue conste en la causa la existencia de un hecho 
que presenté los caracteres de delito. 
2.a Que- este tenga señalada pena superior á la de 
prision correccional, segun la escala general comprendida 
en el Código penal, ó bien que, aun cuando tenga sefiala-
da pena inferior, considere el Juez necesaria la prision 
provisional, atendidas las circunstancias del hecho y los 
antecedentes del procesado, hasta que preste la fianza que 
le señale. 
3.a Que aparezcan en la causa motivos bastantes para 
creer responsable criminalmente del delito á la persona 
contra quien se haya de dictar el auto de prision. 
Art. 504. Procederá tambien la prision provisional 
cuando concurran la primera y tercera circunstancia del 
articulo anterior, y el procesado no hubiese comparecido 
sin motivo legitimo al primer llamamiento del Juez ó Tri-
bunal que conociere de la causa. 
No obstante lo dispuesto en el articulo anterior, aun-
que el delito tenga señalada pena superior á la de prisión 
correccional, cuando el procesado tenga buenos antece-
dentes, ó se pueda creer fundadamente que no tratará de 
sustraerse á la accion de la justicia, y cuando además el 
delito no haya producido alarma, ni sea de los que se co-
metan con frecuencia en el territorio de la respectiva pro-
vincia, podrá el Juez ó Tribunal acordar, mediante fian- 
za, la libertad del inculpado. 
 • 
Art. 505. Para llevar efecto el auto de prision se 
expedirán dos mandamientos: uno cometido al alguacil 
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del Juzgado 6 portero del Tribunal, 6 al funcionario de 
policía judicial que haya de ejecutarlo,"y otro al Alcaide 
de la cárcel que deba recibir al preso. 
En el mandamiento se consignará á la letra el auto de 
prision, el nombre, apellido, naturaleza, edad, estado y 
domicilio del procesado, si constaren; el delito que dé lu-
gar al procedimiento; si se procede de oficio ó á instancia 
de parte, y si la prision ha de ser con comunicacion 6 
sin ella. 
Los Alcaides de las cárceles no recibirán á ninguna, 
persona en clase de preso sin que se les entregue man-
damiento de prision. 
Art. 506. La incomunicacion de los detenida 6 pr - 
sos solo podrá durar el tiempo absolutamente preciro 
para evacuar las citas hechas en las indagatorias relati-
vas al delito que haya dado lugar al procedimiento, sin 
que por regla general deba durar más de cinco dias. 
El incomunicado podrá asistir, con las precauciones 
debidas, á las diligencias periciales en que le dé inter-
vencion esta ley, cuando su presencia no pueda desvir-
tuar el objeto de. la incomunicacion. 
Art. 507. Si las citas hubieren de evacuarse fuera del 
territorio de la Peninsula, 6 á larga distancia, la incomu-
nicacion podrá durar el tiempo prudencialmente preciso 
para evitar la confabulacion. 
Art. 508. El Juez b Tribunal que conozca de la causa 
podrá, bajo su responsabilidad, mandar que vuelva á que-
dar incomunicado "el preso, aun despues de haber sido 
puesto en comunicacion, si la causa ofreciere méritos 
para ello; pero la segunda incomunicacion no excederá 
nunca de tres dias, salvo lo dispuesto en el artículo pre-
cedente. 
Se instruirá al procesado de la parte dispositiva del 
auto motivado en que se decrete la nueva incomunicacion. 
Art. 509. Se permitirán al preso incomunicado los li-
bros y efectos que él se proporcione si no ofrecieren in-
eonvenientes, a juicio del Juez instructor. 
Art. 510. Tambien podrá el Juez instructor permitir 
que se facilite al incomunicado, si lo pidiere, recado de 
escribir cuando, á su juicio, no ofrezca inconveniente este 
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permiso; pero en la providencia en que lo conceda, adop-
tará las medidas oportunas para evitar que+ ^ se frustren 
los efectos de la incomunicacion. 
Art. 511. El preso incomunicado no podrá entregar 
ni recibir carta ni papel alguno, sino por conducto y con 
licencia del Juez instructor, el cual se enterará de su con-
tenido para darles ó negarles curso. 
Art. 512. Si el presunto reo no fuere habido en su 
 do-
micilio y se ignorase su paradero, se expedirá requisito- 
„ ria á los Jueces de instruccion en cuyo territorio hubiese 
ñintivos para sospechar que aquél se halle; y en todo case 
 se publicará aquélla en la Gaceta de Madrid y Boletin 
oficial di, la provincia respectiva, fijándose tambien co-
pillitt autorizadas, en forma de edicto, en el local del Juz-
gado ó Tribunal que conociere de la causa y en el de los 
Jueces de instruccion á quienes se hubiese requerido. 
Art. 513. En la requisitoria se expresarán el nombre 
y apellido, cargo, profesion ú oficio, si constaren, del 
procesado rebelde, y las señas en virtud de las que pueda . 
ser identificado, el delito por que se le procesa, el territo-
rio donde sea de presumir que se encuentra y la cárcel 
á donde deba ser conducido. 
Art. 5 [4. La requisitoria original y un ejemplar d e-
cada periódico en que se hubiese publicado se unirán á la 
causa. 
Art. 515. El Juez 6 Tribunal que hubiese acordado 
la prision del procesado rebelde y lbs Jueces de instruc-
cion á quienes se enviaren las requisitorias, pondrán en 
conocimiento de las Autoridades y agentes de policía ju-
dicial de sus respectivos territorios las circunstancias 
mencionadas en el art. 513. 
Art. 516. El auto se ratificará en todo caso ó se re-
pondrá, oido el presunto reo, dentro de las setenta y dos 
horas siguientes al acto de la prision. 
Art. 517. El auto ratificando el de prision y el de sol-
tura del preso, se notificarán á las mismas personas que 
el de prision. 
Contra ellos podrá interponerse recurso de apelacion. 
Inmediatamente despues de dictados -y dentro de las 
mismas setenta y dos horas, se expedirá al Alcaide de la . 
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cárcel en que se hallare el preso el correspondiente man-
damiento, en la forma expresada en el art. 505. 
Art. 518. Los autos en que se decreté ó deniegue la 
prision ó excarcelacion serán apelables sólo -en el efecto 
devolutivo. 
La tramitacion se ajustará á lo dispuesto en el tít. 10 
del libro primero de esta ley. 
Art. 519. Todas las diligencias de prision provisional 
se sustanciarán en pieza separada. 
CAPÍTULO IV. 
Del tratamiento de los detenidos 6 presos. 
Art. 520, La detencion, lo mismo que la prision pro-
visional, deben efectuarse de la manera.y lgy.la .forrga 
que perjudiquen lo ménos posible á la persej y á la re= 
putacion del inculpado.  
Su libertad no debe restringirse sino en los limites ab-
solutamente indispensables para asegurar su persona é 
impedir las comunicaciones que puedan perjudicar la ins-
truccion de la causa. 
Art. 521. Los detenidos estarán, á ser posible, sepa-
rados los unos de los otros. 
Si la separacion no fuese posible, el Juez instructor 6 
Tribunal cuidará de que no se reunan personas de dife-
rente sexo ni los co-reos en una misma prision, y de que 
los jóvénes y los no reincidentes se hallen separados de 
los de edad madura y de los reincidentes. 
Para esta separacion se tendrán en cuenta el grado de 
educacion del detenido, su edad y la naturaleza del deli-
to que se le impute. 
Art. 522. Todo detenido ó preso puede procurarse á 
sus expensas las comodidades y ocupaciones compatibles 
con el objeto ,de su detencion y con el régimen de la cár-
cel, siempre que no comprometan su seguridad ó la reser-
va del sumario. 
Art. 523. Cuando el detenido ó preso deseare ser vi-
sitado por un Ministro de su religion, por un Médico, por 
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sus parientes b personas con quienes esté en relacion de  
intereses, ó por las que puedan darle sus consejos, deberá 
 
permitirsele con las condiciones prescritas en el regla-
mento de cárceles, si no afectasen al secreto y éxito del  
sumario. La relacion con el Abogado defensor no podrá  
impedirsele mientras estuviere en comunicacion.  
Art. 524. El Juez instructor autorizará, en cuanto  
no se perjudique el éxito de la instruccion, los medios de  
correspondencia y comunicacion de que pueda hacer uso  
el detenido ó preso. 
 
Pero enningun caso debe impedirse á los detenidos ó  
presos la libertad de escribir á los funcionarios superio-
res del orden judicial.  
'Art. 525. No se adoptará contra el detenido ó preso  
ninguna medida extraordinaria de seguridad sino en caso  
de desobediencia, de violencia, 6 de rebelion, ó cuando  
}laya inie ;do 11 ^^ hecho preparativos para fugarse. 
Esta i^aeiadeberá ser temporal, y solo subsistirá el  
tiempo ext^i amente necesario.  
Art. '526, El Juez instructor visitará una vez por se- 
mana, sin prévio aviso ni dia determinado, las prisiones 
de la lojalidad, acompañado de un individuo del Minis-
terio fiscal, que podrá ser el Fiscal municipal delegado  
al efecto por el Fiscal de la respectiva Audiencia; y don-
de exista este Tribunal, harán la visita el Presidente del  
mismo ó el de la Sala de lo criminal y un Magistrado,  
con un individuo del Ministerio fiscal y con asistencia  
del Juez instructor.  
En la visita se enterarán de todo lo concerniente á la  
situacion de los presos ó detenidos, y adoptarán las me-
didas que quepan dentro de sus atribuciones para corre-
gir los abusos que notaren.  
- Art. 527. Los detenidos ó presos mientras se hallen  
incomunicados no podrán disfrutar de los beneficios ex-
presados en el presente capitulo, y regirán respecto de  
los mismos las disposiciones del capitulo anterior.  
Il 
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TITULO VII. 
DE LA LIBERTAD PROVISIONAL DEL PROCESADO. 
Art. 528. La prision provisional solo durará lo que 
subsistan los motivos que la hayan ocasionado. 
El detenido ó - preso será puesto en libertad en cual-
quier estado de la causa en que resulte su inocencia. 
Todas las Autoridades que intervengan en un proceso 
estarán obligadas á dilatar lo menos posible la detencion 
y la prision provisional de los inculpados ó procesados. 
Art. 529. Cuando el procesado lo fuere por delitarEí 
que estuviese señalada pena inferior á la de prision cor-
reccional, segun la escala general del Código penal, y no 
estuviere por otra parte comprendido en el núm. 3. 0 del 
art. 492 ó en el párrafo primero del art. 504 de esta ley, 
el Juez ó el Tribunal que conociere de la causa decretará 
si el procesado ha de dar ó no fianza para continuar en 
libertad provisional. 
En el mismo auto, si el Juez decretare la fianza, fijará 
la calidad y cantidad de la que se hubiere de prestar. 
Este auto se pondrá en conocimiento del Ministerio 
fiscal, y se notificará al quere llante particular y al proce-
sado, y'será apelable en un sólo efecto. 
Art. 530. El procesado que hubiere de estar- en liber-
tad provisional, con ó sin fianza, constituirá apud acta, 
obligacion de comparecer en los días que le fueren seña-
lados en el auto respectivo, y además cuántas veces fuere 
llamado ante el Juez ó Tribunal que conozca de la causa. 
Art. 531. Para determinar la calidad y cantidad de- la, 
 fianza se tomarán en cuenta la naturaleza del delito, el 
estado social y antecedentes del procesado y las demás 
circunstancias que  pudieren influir en el mayor ó menor 
interés de éste para ponerse fuera del alcance de la Au-
toridad judicial. 
Art. 532. La fianza se destinará á responder de la 
comparecencia del procesado cuando fuere llamado por el 
Juez ó Tribunal" que conozca de la causa. Su importe ser- 
-77.4e.- 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 	 177 
viró para satisfacer las costas causadas en el ramo sepa-
rado formado para su constitucion, y el resto se adjudi • 
card al Estado. 
Art. 533. Es aplicable á las fianzas que se ofrezcan 
para obtener fa libertad provisional de un procesado todo 
cuanto á su naturaleza, manera de constituirse, de ser 
admitidas y calificadas y de sustituirse, se determina en 
los artículos 591 y siguientes, hasta el 596 inclusive del 
título 9.0 de este libro. 
Art. 534. Si al primer llamamiento judicial no compa-
reciere el acusado ó no justificare la imposibilidad de ha-
cerlo se señalará al fiador personal 6 al dueño de los bie-
nde cualquier clase dados en fianza el término de diez 
dias para que presente al rebelde. 
Art. 535. Si el fiador personal ó dueño de los, bienes 
de la fianza no presentare al rebelde en el término fijado, 
se procederá á hacer ésta efectiva, declarándose adjudica-
da al Estado y haciendo entrega de ella á la Administra-
cion más próxima de rentas, con deduccion de las costas 
indicadas al final del art. 532. 
Art. 536. Para realizar toda fianza se procederá por 
la vía de apremio. 
Si se tratare de una fianza personal, se procederá tam-
bien por la vía de apremio contra los bienes del fiador 
hasta hacer efectiva la cantidad que se haya fijado al ad-
mitir la referida fianza. 
Los efectos públicos, acciones y obligaciones de ferro-
carriles y obras públicas y demás valores mercantiles ó 
industriales se enajenarán por Agente de Bolsa ó Corre-
dor en su defecto. Si no le hubiere en el lugar de la causa, 
se remitirán para su enajenacion al Juez 6 Tribunal de la 
plaza más próxima en que lo haya. 
Los demás muebles dados en prenda, así como los in-
muebles hipotecados, se venderán en pública subasta, . 
prévia tasacion. 
Art. 537. Cuando los bienes de la fianza fueren del 
dominio del procesado, se realizará y adjudicará ésta al 
Estado inmediatamente que aquél dejare de comparecer 
al llamamiento judicial 6 de justificar la imposibilidad de 
hacerlo. 
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Art. 538. En todas las diligencias de enajenacion de 
bienes de las fianzas y de la entrega de su importe en las 
Administraciones de Hacienda pública, intervendrá el 
Ministerio fiscal. 
El Fiscal de la Audiencia podrá delegar su interven-
cion en el Fiscal municipal donde se encuentre el Juez 
de instruccion, ó bien reclamar que se le remita el expe-
diente cuando tenga estado, procurando, á rer posible, 
deducir sus pretensiones en un solo dictámen. 
Art. 539. Los autos de prision y libertad provisiona-
les y de fianza serán reformables de oficio ó á instancia 
de parte, durante todo el curso de la causa. 
En su consecuencia, el procesado podrá ser preso^ y 
puesto en libertad cuantas veces sea procedente, y la fiin-
za podrá ser aumentada d disminuida en cuanto resulte 
necesario para asegurar las consecuencias del juicio. 
- Art. 540. Si el procesado no presenta - 6 amplía la 
fianza en el término que se le señale, será reducido á  
prision. 
Art. 541. Se cancelará la fianza: 	 - 
1.o Cuando el fiador lo pidiere, presentando á la vez 
al procesado.  
2° Cuando éste fuere reducido á prision. 
3.0 Cuando se dictare auto firme de sobreseimiento 6 
sentencia firme absolutoria, 6 cuando siendo condenatoria, 
se presentare el reo para cumplir la condena. 
4.0 Por muerte del procesado, estando pendiente la 
caúsa. 
Art. 542. Si se hubiere dictado sentencia firme con-
denatoria y el procesado no compareciere al primer _ lla- 
mamiento 6 no justificare la imposibilidad de hacerlo, se 
adjudicará la fianza al Estado en los términos estableci-
dos en el art. 535. 
Art. 543. Una vez adjudicada la fianza, no tendrá 
accion el fiador para pedir la devolucion; quedándole á 
salvo su derecho para reclamar la indemnizacion contra 
el procesado ó sus causa-habientes. 
Art: 544. Las diligencias de prision y libertad provi-
sionales y fianzas se sustanciarán en pieza separada. 
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TITULO VIII. 
DE LA ENTRADA Y REGISTRO EN LUGAR CERRADO, DEL DE 
LIBROS Y PAPELES Y DE LA DETENCION Y APERTURA DE 
LA CORRESPONDENCIA ESCRITA Y TELEGRÁFICA. 
Art. 545. Nadie podrá entrar en el domicilio de un 
español ó extranjero residente en Espafia sin su consen-
timiento, excepto en los casos y en la forma expresamelite 
previstos en las leyes.- 
Art. 546. El Juez b el Tribunal que conociere de la 
"Causa podrá decretarla entrada y registro, de dia b de 
noche, en todos los edificios y lugares públicos, sea cual-
quiera el territorio en que radiquen, cuando hubiere indi-
cios de encontrarse allí el procesado ó efectos ó instru-
mentos del delito, ó libros, papeles ú otros objetos que 
puedan servir para su descubrimiento y comprobacion. 
Art. 547. Se reputarán edificios b lugares públicos 
para la observancia de lo dispuesto en este capítulo: 
1.0 Los que estuvieren destinados á cualquier servi-
vicio oficial, militar 6 civil del Estado, de la provincia ó 
del Municipio, aunque habiten allí los encargados de di-
cho servicio ó los de la conservacion y custodia del edifi-
cio 6 luga^ . 
2.0 Los  que estuvieren destinados á cualquier esta-
blecimiento de reunion b recreo, fueren ó no lícitos. 
3.0 Cualesquiera otros edificios 6 lugares cerrados 
que no constituyeren domicilio de un particular con arre-
glo á lo dispuesto en el art. 554. 
4.0 Los buqués del Estado. 
Art. 548. El Juez necesitará para la entrada y re-
gistro en el Palacio de cualquiera de los Cuerpos Cole-
gisladores, la autorizacion del Presidente respectivo. 
Art. 549. Para la entrada y registro en los templos y 
demás lugares religiosos bastará pasar recado de atencion 
á las personas á cuyo cargo estuvieren. 
Art. 550. Podrá asimismo el Juez instructor ordenar 
-en los casos indicados en el art. 546 la entrada y registro, 
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de dia 6 de noche, si la urgencia lo hiciere necesario, en 
cualquier edificio 6 lugar cerrado ó parte de él, qii cons-
tituya domicilio de cualquier español 6 extranjero resi-
dente en Espafia; pero precediendo siempre el consenti-
miento del interesado conforme se previene en el art. 6.0 
de la Constitucion; á á falta de consentimiento, en virtud 
de auto motivado que se notificará á la persona interesa-
da inmediatamente 6 lo más tarde dentro de las veinti-
cuatro horas de haberse dictado. 
Art. 551. Se entenderá que presta su consentimiento 
aquél que, requerido por quien hubiere de efectuar la 
entrada y registro para que los permita, ejecuta por su 
parte los actos necesarios que de él dependan para que 
puedan tener efecto, sin invocar la inviolabilidad que  re-
conoce al domicilio el art. 6.0 de la Constitucion del 
Estado. 
Art. 552. Al practicarlos registros deberán evitarsel, .,; 
las inspecciones inútiles, procurando no perjudicar ni 
importunar al interesado más de lo necesario, y se adop-
tarán todo género de precauciones para no comprometer 
su reputacion, respetando sus secretos si no interesaren á . 
la instruccion. 
Art. 553. Los agentes de policía podrán asimismo 
proceder de propia autoridad al registro de un lugar ha-
bitado, cuando haya mandamiento de prision contra una 
persona y traten de llevar á efecto su captura, cuando un 
individuo sea sorprendido en flagrante delito, é cuando 
un delincuente, inmediatamente perseguido por los agen-
tes de la Autoridad, se oculte 6 refugie en alguna casa. 
Art. 554. Se reputan domicilio, para los efectos de 
los artículos anteriores: 
1.0 Los Palacios Reales, estén 6 no habitados por el 
Monarca al tiempo de la entrada ó registro. 
2.0 El edificio é lugar cerrado, b la parte de él desti-
nada principalmente á la habitacion de cualquier español 
6 extranjero residente en España y de su familia. 
3.0 Los buques nacionales mercantes. 
Art. 555. Para registrar en el Palacio en que se halle 
residiendo el Monarca, solicitará el Juez Real licencia 
por conducto del Mayordomo mayor de S. M. 
       
^..^..^.^^ 
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Art.. 556. En los sitios Reales en que no se hallare el  
Monarca al tiempo del registro, será necesaria la licencia 
 
del Jefe ó empleado del servicio de S. M. que tuviere 
 á 
su cargo la custodia del edificio, ó la del que haga sus 
veces cuando se solicitare, si estuviere ausente. 
Art. 557. Las tabernas, casas de comidas, posadas y 
fondas no se reputarán como domicilio de los que se en-
cuentren ó residan en ellas accidental ó temporalmente; y 
lo serán tan sólo de los taberneros, hosteleros, posaderos 
 
y fondistas que se hallen á su frente y habiten alli con 
_ sus familias, en la parte del edificio á este servicio desti-
nada. 
Art. 558. El auto de entrada y registro en el domici-
lio de un particular será siempre fundado, y el Juez ex-
presará en él concretamente el edificio ó lugar cerrado en 
 
que haya de verificarse, si tendrá lugar tan sólo de dia, 
 
v..y la Autoridad ó funcionario que los haya de practicar. 
 
Art. 559. Para la entrada y registro en los edificios 
 
destinados á la habitacion ú oficina de los representantes 
 
de naciones extranjeras acreditados cerca del Gobierno 
 
de España, les pedirá su vénia el Juez por medio de 
 
atento oficio, en el que les rogará que contesten en el tér-
mino de doce horas.  
Art. 560. Si trascurriere este término sin haberlo he-
cho, si el Representante extranjero denegare la vénia, 
 
el Juez lo comunicará inmediatamente al Ministro de Gra-
cia y Justicia, empleando para ello el telégrafo, si lo hu-
biere. Entretanto que el Ministro no le comunique su 
 re-
solucion, se abstendrá de entrar y registrar en el edificio; 
 
pero adoptará las medidas de vigilancia á que se refiere el 
 
articulo 567.  
1Ért. 561. Tampoco podrá entrar y registrar en los 
 
buques mercantes extranjeros sin la autorizacion del Ca-
pitan, ó si éste la denegare, sin la del Cónsul de su na-
cion. • 
En los buques extranjeros de guerra, la falta de auto-
rizacion del Comandante se suplirá por la del Embajador 
 
6 Ministro de la nacion á que pertenezcan. 
Art. 562. Se podrá entrar en las habitaciones de los 
Cónsules extranjeros y en sus oficinas, pasándoles pré- 
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viamente recado de atencion y observando las formalida-
des prescritas en la Constitucion del Estado y en las 
leyes. 
Art. 563. Si el edificio 6 lugar cerrado estuviere en 
el territorio propio del Juez instructor, podrá encomendar 
la entrada y registro al Juez municipal del territorio en 
que el edificio 6 lugar cerrado radiquen, ó á cualquiera 
Autoridad 6 agente de policía judicial. Si el que lo hu-
biese ordenado fuere el Juez municipal, podrá encomen-
darlo tambien á dichas Autoridades 6 agentes de policía 
judicial. 
Cuando el edificio 6 lugar cerrado estuviere fuera del 
territorio del Juez, encomendará éste la• práctica de las 
operaciones al Juez de su propia categoría del territorio- 
en que aquellos radiquen, el cual á su vez podrá enco-
mendarlas á las Autoridades 6 agentes de policía judi-
cial. 
Art. 564. Si se tratare de un edificio b lugar público 
comprendido en los números 1.0 y 3. 0 del art. 547, el Juez 
oficiará á la Autoridad ó Jefe de que aquellos dependan 
en la misma poblacion. 
Si éste no contestare en-el término que 'se le fije en el 
oficio, se notificará el auto en que se disponga la entrada. 
y registro al encargado de la conservacion ó custodia del 
edificio 6 lugar en que se hubiere de entrar y registrar. 
Si se tratare de buques del Estado, las comunicaciones 
se dirigirán á los Comandantes respectivos. 
Art.565. Cuando el edificio ó lugar fueren de los 
comprendidos en el núm. 2.0 del art. 547, la notificacion 
se hará á la persona que se halle al frente del estableci-
miento de reunion 6 recreo, 6, á quien haga sus veces, si 
aquel estuviere ausente. 
Art. 566. Si la entrada y registro se hubieren de ha-
cer en el domicilio de un particular, se notificará el auto 
á éste; y si n2i fuero habido á la primera diligencia en 
busca, á su encargado. 
Si no fuere tampoco habido el encargado, se hará la 
-notificacion á cualquiera otra persona, mayor de edad, 
que se hallare en el domicilio, prefiriendo para esto á los 
individuos de la familia del interesado. 
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Si no se halla á nadie, se hará constar por diligencia, 
que se extenderá con asistencia de dos vecinos, los cuales 
deberán firmarla. 
Art. 567. Desde el momento en que el Juez acuerde 
la entrada y registro en cualquier edificio 6 lugar cerrado, 
adoptará las medidas de vigilancia convenientes para 
evitar la fuga del procesado 6 la sustraccion de los ins-
trumentos, efectos del delito, libros, papeles 6 cualesquie-
ra otras cosas que hayan de ser objeto del registro. 
Art. 568. Practicadas las diligencias que se estable-
cen en los artículos anteriores, se procederá á la entrada 
y registro, empleando para ello, si fuere necesario, el 
auxilio de la fuerza. 
Art. 569. El registro se hará á presencia del intere-
sado, 6 de la persona que legítimamente le represente. 
Si aquel no fuere habido, 6 no quisiere concurrir ni 
nombrar representante, se practicará á presencia de un 
individuo de su familia mayor de edad. 
Si no le hubiere, se hará á presencia de dos testigos 
vecinos del mismo pueblo. 
El registro se practicará siempre á presencia del Se-
cretario y dos testigos, sin contar los de que habla el 
párrafo anterior, extendiéndose acta que firmarán todos 
los concurrentes. 
La resistencia del interesado, de su representante, de 
los individuos de la familia y de los testigos á presenciar 
el registro, producirá la responsabilidad declarada en el 
Código penal á los reos del delito de desobediencia grave 
á la Autoridad, sin perjuicio de que la diligencia se prac-
tique. 
Si no se encontrasen las personas ú objetos que se bus-
quen, ni apareciesen indicios sospechosos, se expedirá 
una certificacion del acta á la parte interesada, si la re-
clamare. 
Art. 570. Cuando el registro se practique en el domi-
cilio de.un particular, y espire el dia sin haberse termi-
nado, el que lo haga requerirá al interesado ó á su repre-
sentante, si estuviere presente, para que permita la conti-
nuacion durante la noche. Si se opusiere, se suspender& 
la diligencia, salvo lo dispuesto en los arts. 546 y 550, 
• 
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cerrando y sellando el local ó los muebles en ve hubiere 
de continuarse, en cuanto esta precaucion se considere 
necesaria para evitar la fuga de la persona ó la sus-
traccion de las cosas que se buscaren. 
Prevendrá asimismo el que practique el registro á los 
que se hallen en el edificio ó lugar de la diligenció, que 
no levanten los sellos, ni violenten las cerraduras, ni per-
mitan que lo hagan otras personas, bajo la responsabili-
dad establecida en el Código penal. 
Art. 571. El registro no se suspenderá sino por el 
tiempo en que no fuere posible continuarle, y se adopta-
rán durante la suspension las medidas de vigilancia á 
que se refiere el art. 567. 
Art. 572. En la diligencia de entrada y registros en 
lugar cerrado se expresarán los nombres del Juez, ó de 
su delegado, que la practique, y de las demás personas 
que intervengan, los incidentes ocurridos, la hora en que 
se hubiese principiado y concluido la diligencia, y la re-
lacion del registro por el órden con que se haga, así como 
los resultados obtenidos. 
Art. 573. No se ordenará el registro de los libros y 
papeles de contabilidad del procesado ó de otra persona, 
sino cuando hubiere indicios graves de que de esta dili-
gencia resultara el descubrimiento ó la comprobacion de 
algun hecho ó circunstancia importante en la causa. 
Art. 574. El. Juez recogerá los instrumentos y efec-
tos del delito, y podrá recoger tambien los libros, papeles 
6 cualesquiera otras cosas que se hubiesen encontrado, si 
esto fuere necesario para el resultado del sumario. 
Los libros y papeles que se recojan serán foliados, se-
llados y rubricados en todas sus hojas por el Juez, por el 
Secretario, por el interesado ó los que hagan sus veces, y 
por las demás personas que hayan asistido al registro. 
Art. 575. Todos están obligados á exhibir los objetos 
y papeles que se sospeche puedan tener relacion con la 
causa. 
Si el que los retenga se negare á su exhibicion, será cor-
regido con una multa de 25 á 100 pesetas; y cuando insis-
tiera en su negativa, si el objeto 6 papel fueren de impor-
tancia y el delito grave, será procesado como autor del de 
ENJÚICIAMIENTO CRIMINAL. 
desobediencia á la Autoridad, salvo si mereciera la califi-
cacion legal de encubridor. 
Art. 576. Será aplicable al registro de papeles y efec-
tos lo establecido en los arts. 552 y 569. 
Art. 577. Si para determinar sobre la necesidad de 
recoger las cosas que se hubiesen encontrado en el regis-
tro, fuere necesario algun reconocimiento pericial, se acor-
dará en el acto por el Juez en la forma establecida en 
el cap. 7.0 del tít. 5.0 
Art. 578. Si el libro que haya de ser objeto del regis-
tro fuere el protocolo de un Notario, se procederá con 
arreglo á lo dispuesto en la ley del Notariado. 
 - 
Si se tratare de un libro del Registro de la propiedad, 
se estará á lo ordenado en la ley Hipotecaria. 
Si se tratare de un libro del Registro civil ó mercantil 
se estará á lo que se disponga 'en la ley y reglamentos 
dativos á estos servicios. 
Art. 579. Podrá el Juez acordar la detencion de la 
correspondencia privada, postal y telegráfica que el pro-
cesado remitiere ó recibiere y su apertura y examen, si 
hubiere indicios çle obtener por estos medios el descubri-
miento ó la comprobacion de algun hecho 6 circunstancia 
importante de la causa. 
Art. 580. Es aplicable á la detencion de la correspon-
dencia lo dispuesto en los arts. 563 y 564. 
Podrá tambien encomendarse la práctica de esta opera-
cion al Administrador de Correos y Telégrafos ó Jefe de 
la oficina en que la correspondencia deba hallarse. 
Art. 581. El empleado que haga la detencion remi-
tirá inmediatamente la correspondencia detenida al Juez 
instructor de la causa. 
Art. 582. Podrá asimismo el Juez ordenar que por 
cualquiera Administracion de telégrafos se le faciliten co-
pias de los telégramas por ella trasmitidos, si pudieran 
contribuir al esclarecimiento de los hechos de la causa. 
Art. 583. El auto motivado acordando la detencion y 
registro de la correspondencia 6 la entrega de copias de 
telégramas trasmitidos, determinará la correspondencia 
que haya de ser detenida 6 registrada, ó los telégramas 
cuyas copias hayan de ser entregadas, por medio de la, 
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designacion de las personas á cuyo nombre se hubieren 
expedido, ó por otras circunstancias igualmente concretas. 
Art. 584. Para la apertura y registro de la corres-
pondencia postal será citado el interesado. 
Este," ó la persona que designe, podrá presenciar 4a 
operacion. 
Art. 585. Si el procesado estuviere en rebel la, ó si 
citado para la apertura no quisiese presenciarla ni nom-
brar persona para que lo haga en su nombre, el Juez ins-
tructor procederá, sin embargo, á la apertura de dicha 
correspondencia. 
Art. 5.86. La operacion se practicará abriendo el Juez 
por sí mismo la correspondencia, y despues de leerla para 
sí, apartará la que haga referencia á los hechos de la cau-
sa y cuya conservacion considere necesaria. 
Los sobres y hojas de esta correspondencia, despues 
de haber tomado el mismo Juez las notas necesarias par a . 
la práctica de otras diligencias de investigation á que la 
correspondencia diere motivo, se rubricarán por todos los 
asistentes y se sellarán con el sello del  Juzgado, encer-
rándolo todo despues en otro sobre, al que se pondrá el 
rótulo necesario, .conservándolo el Juez en su poder du-
rante el sumario, bajo su responsabilidad. 
Este pliego podrá abrirse cuantas veces el Juez lo con-
sidere preciso, citando previamente al interesado. 
A'rt. 587. La correspondencia que no se relacione con 
la causa será entregada en el acto al procesado 6 á su re. 
presentante. 
Si aquél estuviere en rebeldía, se entregará cerrada á 
un individuo de su familia, mayor de edad. 
Si no fuere conocido ningun pariente del procesado, se 
conservará dicho pliego cerrado en poder del Juez hasta . 
que haya persona á quien entregarlo, segun lo dispuesto 
en este articulo. 
Art. 588. La apertura de la correspondencia se hart 
constar por diligencia, en la que se referirá cuanto en 
aquella hubiese ocurrido. 
Esta diligencia será firmada por el Juez instructor, el 
Secretario y demás asistentes. 
• 
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TITULO IX. 
DE LAS FIANZAS Y EMBARGOS. 
Art. 589. Cuando del sumario resulten indicios de 
criminalidad contra una persona, se mandará por el Juez 
que preste fianza bastante para asegurar las responsabili-
dades pecuniarias que en definitiva puedan declararse 
procedentes, decretándose en el mismo auto el embargo de 
bienes suficientes para cubrir dichas responsabilidades, 
si no prestare la fianza. 
La cantidad de ésta se fijará en el mismo auto y no po-
drá bajar de la tercera parte más de todo el importe pro-
bable de las responsabilidades pecuniarias. 
Art. 590. Todas las diligencias sobre fianzas y em-
bargos se instruirán en pieza separada. 
Art. 591. La fianza podrá ser personal, pignoraticia 
ó hipotecaria. 
Podrá constituirse en metálico ó en efectos públicos al 
precio de cotizacion, bien fueren del procesado, bien de 
otra persona, depositándose en el establecimiento desti-
nado al efecto. 
Serán tambien admisibles, á juicio del Juez 6 Tribu-
nal, las acciones y obligaciones de ferro -carriles y obras 
públicas y demás valores mercantiles é industriales cuya 
cotizacion en Bolsa haya sido debidamente autorizada, los 
cuales se depositarán como los anteriores. 
Las fianzas sobre prendas que consistan en cualesquie-
ra otros bienes muebles serán igualmente admisibles á juicio del Juez ó Tribunal, prévia tasacion, y se deposi-
tarán segun su clase de la manera prescrita en los ar-
ticules 600 y 601. 
Art. 592. Podrá ser fiador personal todo español de 
buena conducta y avecindado dentro del territorio del 
Tribunal, que esté en el pleno goce de los derechos civiles 
y politicos y venga pagando con tres años de anterioridad 
una contribucion directa; al ménos de 50 pesetas anua-
les, procedente de bienes inmuebles de su propiedad per- 
I 
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sonal, ó de 100 por razon de subsidio con establecimiento *' 
abierto. 
No se admitirá como fiador al que lo sea 6 hubiese sido 
de otro hasta que esté cancelada la primera fianza, á no 
ser que tenga, á juicio del Juez ó Tribunal, responsi-
lidad notoria para ambas. 411. 
Cuando se declare bastante la fianza personal se fijará 
Cambien la cantidad de que el fiador ha de responder. 
Art. 593. La fianza hipotecaria podrá sustituirse por 
otra en metálico, efectos públicos, 6 valores y demás mue-
bles de los enumerados en el art. 591, en la siguiente pro-
porcion: el valor de los bienes de la hipoteca será doble 
que el del metálico señalado para la fianza, y una cuarta 
parte más que éste el de los efectos ó valores al precio de 
cotizacion. Si la sustitucion se hiciere por cualesquiera  
otros muebles dados en prenda deberá ser el valor de és-
tos doble que el de la fianza constituida en metálico. 
Art. 594. Los bienes de las fianzas hipotecaria y pig-
noraticia serán tasados por dos peritos nombrados por el 
Juez instructor ó Tribunal que conozca de la causa, y los 
títulos de propiedad relativos á las fincas ofrecidas en hi-
poteca se examinarán por el Ministerio fiscal, debiendo 
declararse suficientes por el mismo Juez é Tribunal cuan-
do así proceda. 
Art. 595. La fianza hipotecaria podrá otorgarse por 
escritura pública b apud acta, librándose en este último 
caso el correspondiente mandamiento para su inscripcion 
en el Registro de la propiedad. 
Devuelto el mandamiento por el Registrador, se unirá 
A la causa. 
Tambien se unirá á ella el resguardo que acredite el 
 
depósito del metálico, así como el de los efectos públicos 
 
y demás valores en los casos en que se constituya de esta 
 
manera la fianza. 
 
Art. 596. Contra los autos que el Juez dicte califican-
do la suficiencia de las fianzas procederá el recurso de 
 
apelacion.  
Art. 597. Si en el dia siguiente al de la notificacion 
 
del auto dictado con arreglo á lo dispuesto en el art. 589, 
 no se prestase la fianza, se procederá al embargo de bie- 
^ 
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11. enes del procesado, requiriéndole para que señale los sufi-
cientes á cubrir la cantidad que se hubiese fijado par a . 
las responsabilidades pecuniarias. 
Art. 598. Cuando el procesado no fuere habido, se 
ha. el requerimiento á su mujer, hijos, apoderado, cria-
dos ó pipsonas que se encuentren en su domicilio. 
Si no se encontrare ninguna, 6 si las que se encontra-
ren, 6 el procesado ó apoderado en su caso no quisieren 
señalar bienes, se procederá á embargar los que se repu-
ten de la pertenencia del procesado, guardándose el ór-
den establecido en el art. 1.447 de la ley de Enjuicia-
miento civil, y bajo la prohibicion contenida en los ar-
ticúlos 1.448 y 1.449 de la misma. 
Art. 599. Cuando señalaren bienes y el alguacil en-
cargado de hacer el embargo creyere que los señalados no 
son suficientes, embargará además los que considere ne-
cesarios, sujetándose á lo prescrito en el artículo an-
terior. 
Art. 600. Si los bienes embargados consistieran en 
metálico, efectos públicos, valores mercantiles ó indus-
triales cotizables, alhajas de oro, plata ó pedrería, se de-
positarán segun los casos en la Caja de Depósitos, en eI 
Banco de España 6 en cualquier otro establecimiento pú-
blico, destinado al efecto; los demás bienes muebles se 
entregarán en depósito, bajo inventario, por el encargado 
de hacer. el embargo, al vecino con casa abierta que 
nombre. 
El depositario firmará la diligencia del recibo, obligán-
dose á conservar los bienes á disposicion del Juez ó Tri-
bunal que conozca de la causa, ó en otro caso, á pagar la 
cantidad para cuyo afianzamiento se haya hecho el em-
bargo, sin perjuicio de la responsabilidad criminal en 
que pudiere incurrir. 
El depositario podrá recoger y conservar en su poder 
los bienes embargados, 6 dejarlos, bajo su responsabili-
dad, en el domicilio del procesado. 
Art. 601. Si los bienes embargados fueren semovien-
tes, se requerirá al procesado para que manifieste si opta 
porque se enajenen 6 porque se conserven en depósito y 
administracion. - 
• 
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Si optare por la enajenacion, se procederá á la venta 10 
en pública subasta, prévia tasacion, hasta cubrir la canti-
dad señalada, que se depositará en el establecimiento pú-
blico destinado al efecto. 
Si optare por el depósito y administracion, se noml -
rá por el Juez un depositario administrador, que,•ecibirá 
los bienes bajo inventario y se obligará á rendir al Juz-
gado cuenta justificada de sus gastos y productos, cuando 
se le mande. 
Art. 602. El depositario-administrador cuidará de que 
los semovientes den los productos propios de su clase 
con arreglo a las circunstancias del país, y procurará su 
conservacion y aumento. 
Si creyere conveniente enajenar todos ó algunos semo-
vientes, pedirá al Juzgado la correspondiente autóriza-
ci on. 
Se enajenarán, aun contra la voluntad del procesado y 
la opinion del depositario-administrador, siempre que los 
gastos de administracion y conservacion excedan de  los 
productos que dieren, á ménos que el pago de dichos gas-
tos se asegure por el procesado ú otra persona á su 
nombre. 
Art. 603. Cuando se embarguen bienes inmuebles, el 
Juez determinará si el embargo ha de ser ó no extensivo 
á sus frutos y rentas. 
Art. 604. Cuando se decrete el embargo de bienes 
inmuebles, se expedirá mandamiento para que se haga la 
anotacion pfevenida en la ley Hipotecaria. 
Art. 605. Si se embargaren sementeras, pueblas, plan-
tíos, frutos, rentas y otros bienes semejantes, podrá el 
Juez decretar, si atendidas las circunstancias lo creyere 
conveniente, que continúe administrándolos el procesado, 
por sí ó por medio de la persona que designe, en cuyo 
caso nombrará un interventor. 
En el caso de que el procesado manifestare no querer 
administrar por si, ó de que el Juez no estimare conve-
niente confiarle la administracion, se nombrará persona 
que se encargue de ella, pudiendo en este caso designar 
el procesado un interventor de su confianza. 
Art. 606. El Juez determinará bajo su responsabili- 
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dad si el administrador ha de afianzar el buen cumpli- 
miento del cargo y el importe de la fianza en su caso. 
Art. 607. El administrador tendrá derecho á una re-
tribucion: 
* 1.0 Del 1 por 100 sobre el producto liquido de la ven-
ta de*utos. 
2.0 Del 5 por 100 sobre los productos líquidos de la 
administracion que no procedan de la causa expresada en 
el párrafo anterior. 
Si no se enajenaren bienes, b no hubiere productos lí-
quidos, el Juez señalará el premio que haya de percibir 
el administrador, segun la costumbre del pueblo en que 
la administracion se ejerza. 
Art. 608. El administrador pondrá en conocimiento 
del interventor los actos administrativos que se proponga 
ejecutar, y si éste no los creyere convenientes, le hará 
las observaciones oportunas. 
Pero si el administrador insistiere en llevar á efecto 
los actos administrativos á que se hubiese opuesto el in-
terventor, dará éste cuenta al Juez, quien resolverá lo 
más conveniente. 
Art. 609. Cuando el administrador no hubiese dado 
fianza, el interventor tendrá una de las llaves del local 6 
arca en que se custodien los frutos ó se deposite el precio 
de su venta; ó adoptará el Juez las medidas que creyere 
convenientes para evitar todo perjuicio. 
Art. 610. Si el embargo consistiere en pensiones ó 
sueldos se pasará oficio á quien hubiere dè satisfacerlos, 
para que retenga la cuarta parte de la cantidad real que 
perciba, si la pension ó sueldo no llegare á 2.000 pesetas 
anuales; la tercera, desde 2.000 á 4.500 pesetas anuales; 
y la mitad, si excediere de esta suma. 
Se alzará la retencion luego que quede cubierta la can-
tidad mandada afianzar. 
Art. 611. Si durante el curso del ,juicio sobrevinieren 
motivos bastantes para creer que las responsabilidades 
pecuniarias que en definitiva puedan exigirse, excederán 
de la cantidad prefijada para asegurarlas, se mandará por 
auto ampliar la fianza 6 embargo. 
Art. 612. Tambien se dictará auto mandando reducir 
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la fianza y el embargo á menor cantidad que la prefij 
si resultasen motivos bastantes para creer que la cantidad 
mandadte, afianzar es superior á las responsabilidades pe- 
cuniarias que en definitiva pudieren imponerse al proce- 
	
sado. 	 !tt 
Art. 613. Cuando llegue el caso de tener que hacer 
efectivas las responsabilidades pecuniarias á que se refiere 
este título, se procederá de la manera prescrita en el ar-
ticulo 536.  
Art. 614. En todo lo que no esté previsto en este títu-
lo, los Jueces y Tribunales aplicarán lo dispuesto en la . 
legislacion civil sobre fianzas y  embargos.  
TÍTULO X. • 
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL DE TERCERAS PERSONAS. 
Art. 615. Cuando en la instruccion del sumario apa-
rezca indicada la existencia de la responsabilidaçl. çiyyil de 
 un tercero, con arreglo á los artículos respeç' caí Co- 
digo penal, ó por haber participado alguno poi" titulo lu-
crativo de los efectos del delito, el Juez, á instancia del 
actor civil, exigirá fianza á la persona contra quien resul-
te la responsabilidad, ó en su defecto embargará con arre-
glo á lo dispuesto en el tit. 9.0 de este libro los bienes 
que sean necesarios. 
Art. 616. La persona á quien se exigiere la fianza ó 
cuyos bienes fueren embargados, podrá, durante el suma-
rio, manifestar por escrito las razones que tenga para que 
no se la considere civilmente responsable, ÿ las pruebas 
que pueda ofrecer para el mismo objeto.
. 
Art. 617. El Juez dará vista del escrito á la parte á 
quien interese, y ésta lo evacuará en el término de tres 
dias, proponiendo tambien las pruebas que deban practi-
carse en apoyo de su pretension. 
Art. 618. Seguidamente el Juez decretará la práctica 
de las pruebas propuestas, y resolverá sobre las preten-
siones formuladas siempre que pudiere hacerlo sin retra-
so ni perjuicio del objeto principal de la instruccion. 
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619. . Para todo lo relativo á la responsabilidad 
civil de íun terceto y á los incidentes á que diere lugar la 
ocupacion y en su- dia la restitucion de cosas que se,ha-
llaren en su poder, se formará pieza separada, pero sin 
que por ningun motivo se entorpezca ni suspenda el curso 
de la instruccion. 
Art. 620. Lo dispuesto en los artículos anteriores se 
observará tambien respecto á cualquiera pretension que 
tuviere por objeto la restitucion á su dueño de alguno de 
los efectos é instruitentos del delito que se hallaren en 
poder de un tercero. 
La restitucionj, su dueño de los instrumentos y objetos 
del delito no poá verificarse en ningun caso hasta des-
pues que se haya celebrado el juicio oral, excepto en el 
previsto en el art. 844 de esta ley. 
Art. 621. Los autos dictados en estos incidentes se 
llevarán å efecto, sin perjuicio de que las partes á quienes 
pei judiquei jedan reproducir sus pretensiones en el 
,juici6 p 14. de la accion civil correspondiente, que po-
drán entabiliven otro caso. 
TÍTULO XI. 
DE LA CONCLUSION DEL SUMARIO Y DEL SOBRESEIMIENTO. 
CAPITULO PRIMERO. 
De Ya conclusion del sumario. 
Art. 622. Practicadas las diligencias decretadas de 
oficio ó á instancia de parte por el Juez instructor, si éste 
considerase terminado el sumario, lo declarará así, man-
dando remitir los autos y las piezas de conviccion al Tri-
bunal competente para conocer del delito. 
Cuando no haya acusador privado y el Ministerio fiscal 
considere que en el sumario se han reunido los suficientes 
elementos para hacer la calificacion de los hechos y poder 
entrar en el trámite del juicio oral, lo hará presente al 
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Juez de instruccion para que sin más dilaciones se remita  
lo actuado al Tribunal competente.  
Art. 623. Tanto en uno como en otro caso se notifica-
rá el auto de conclusion del sumario al querellante parti-
cular si le hubiese, aun cuando sólo tenga carácter de  
actor civil, al procesado y á las demás personas contra  
quienes resulte responsabilidad civil, emplazándoles para  
que comparezcan ante la respectiva Audiencia en el tér-
mino de diez dias, 6 en el de quince si el emplazamiento  
fuese ante el Supremo. A la vez se pondrá en conocimien-
to del Ministerio fiscal cuando la causa verse sobre cielito  
en que tenga intervencion por razon de su cargo.  
Art. 624. Si el Juez instructor reputare falta el hecho  
que hubiese dado lugar al sumario, mandará remitir el  
proceso al Juez municipal, consultando el auto en que así  
lo acuerde con el Tribunal superior competente.  
Art. 625. Asi que sea firme el auto por haberle apro-
bado dicho superior Tribunal, 6 por haberse desestimado  
el recurso de casacion que en su caso haya podido inter-
ponerse, se emplazará á las partes para que en el término  
de cinco días comparezcan ante el Juez municipal á quien  
corresponda su conocimiento. 
 
Recibidos los autos por el Juez municipal, se sustan-
ciará el juicio con arreglo á lo dispuesto en el libro 6.0  
de esta ley.  
Art. 626. Fuera de los casos previstos en los dos ar-
tículos anteriores, el Tribunal que reciba los autos y. pie-
zas de conviccion mandará pasarlos al Ponente por el  
tiempo que falte para cumplir el término del emplazamien-
to, abriendo antes los pliegos y demás objetos cerrados  
y sellados que hubiere remitido el Juez de instruccion.  
De la apertura se extenderá acta por el Secretario, en  
la cual se hará constar el estado en que se hallaren.  
Art. 627. Trascurrido dicho término, se pasarán para  
instruccion por otro, que no bajará de tres dias ni exce-
derá de diez, segun el volumen del proceso, al Ministerio  
fiscal, si la causa versa sobre delito en que deba tener in-
tervencion, y despues al Procurador del querellante, si se  
hubiere personado.  
Si la causa excediere de mil fólios, podrá prorogarse  
^ 	 
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el término, sin que en ningun caso pueda exceder la pró-
roga de otro tanto más. 
Al ser devuelta, se acompañará escrito conformándose 
con el auto del inferior que haya declarado terminado el 
sumario, 6 pidiendo la práctica de nuevas diligencias. 
Art. 628. Devuelta la causa ó recogida de poder del 
Ultimo que la hubiere recibido, se pasará inmediatamente 
al Ponente con los escritos presentados por término de 
tres dias. 
Art. 629. El Tribunal, al mandar entregar la causa, 
dispondrá lo que considere conveniente para que el Fis-
cal 6 el querellante, en su caso, puedan examinar la cor-
respondencia, libros, papeles y demás piezas de conviccion 
sin peligro de alteracion en su estado. 
Art. 630. Trascurrido el plazo del art. 628, el Tribu-
nal dictará auto confirmando 6 revocando el del Juez de 
instruccion. 
Art. 631. Si se revocare dicho auto, se mandará de-
volver el proceso al Juez que lo hubiere remitido, expre-
sando las diligencias que hayan de practicarse. 
Se devolverán tambien las piezas de conviccion que el 
Tribunal considere necesarias para la práctica de las 
nuevas diligencias. 
Art. 632. Si fuere confirmado el auto declarando ter-
minado el sumario, se mandará traer la causa á la vista 
con citacion del Ministerio fiscal cuando intervenga en la 
causa, y del Procurador del querellante particular si lo 
hubiere. 
Art. 633. El Tribunal dictará auto, dentro de los tres 
dias siguientes al de la vista, mandando abrir el juicio 
oral ó sobreseyendo. 
CAPÍTULO II. 
Del sobreseimiento, 
Art. 634. El sobreseimiento puede ser libre 6 provi-
sional, total 6 parcial. 
Si fuere el sobreseimiento parcial, se mandará abrir el 
juicio oral respecto de los procesados á quienes no fa-
vorezca, 
196 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
Si fuere total, se mandará que se archiven la causa y 
 
piezas de conviccion que no tengan dueño conocido, des-  
pues de haberse practicado las diligencias necesarias para  
la ejecucion de lo mandado.  
Art. 635. Las piezas de conviccion cuyo dueño fuere  
conocido continuarán retenidas si un tercero lo solicitare,  
hasta que se resuelva la accion civil que se propusiere  
entablar. 
En este caso, si el Tribunal accediere á la retencion,  
fijará el plazo dentro del cual habrá de acreditarse que 
 
la accion se ha entablado.  
Trascurrido el plazo que se fije segun lo dispuesto en el  
párrafo anterior sin haberse acreditado el ejercicio de  
la accion civil, 6 si nadie hubiere reclamado que continúe  
la retencion de las piezas de conviccion, serán devueltas  
estas á sus dueños.  
Se reputará dueño el que estuviere poseyendo la cosa  
al tiempo de incautarse de ella el Juez de instruccion.  
Art. 636. Contra los autos de sobreseimiento sólo pro-
cederá en su caso el recurso de casacion.  
Art 637. Procederá el sobreseimiento libre:  
1.0 Cuando no existan indicios racionales de haberse  
perpetrado el hecho que hubiere dado motivo á la forma-
cion de la causa.  
2.0 Cuando el hecho no sea constitutivo de delito.  
3.0 Cuando aparezcan exentos de responsabilidad cri-
minal los procesados como autores, cómplices 6 encu-
bridores. 
 
Art. 638. En los casos 1.0 y 2.0 del articulo anterior  
podrá declararse al decretar el sobreseimiento, que la for-
macion de la causa no perjudica á la reputacion de los 
 
procesados.  
Podrá tambien, á' instancia del procesado, reservarse 
á este su derecho para perseguir al querellante como  
calumniador.  
El Tribunal podrá igualmente mandar proceder de 
 
oficio contra el querellante con arreglo á lo dispuesto en 
 
el Código penal.  
Art. 639. En el caso 2.0 del art. 637 si resultare  
que el hecho constituye una falta, se mandará remitir la 
^ 
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causa al Juez municipal competente para la celebracion 
del juicio que corresponda. 
Art. 640. En el caso 3. 0 del art. 637, se limitará el so-
breseimiento á los autores, cómplices ó encubridores que 
aparezcan indudablemente exentos de responsabilidad 
criminal, continuándose la causa respecto á los demás 
que no se hallen en igual caso. Es aplicable á los proce-
sados á quienes se declare exentos de responsabilidad lo 
dispuesto en el art. 638. 
Art. 641. Procederá el sobreseimiento provisional: 
1.0 Cuando no resulte debidamente justificada la per-
petracion del delito, que haya dado motivo á la formacion 
de la causa. 
2.a Cuando resulte del sumario haberse cometido un 
delito y no haya motivos suficientes para acusar deter-
minada ó determinadas personas como autores, cómplices 
ó encubridores. 
Art. 642. Cuando el Ministerio fiscal pida el sobresei-
miento de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
637 y 641, y no se hubiere presentado en la causa quere-
llante particular dispuesto á sostener la acusacion, podrá 
el Tribunal acordar que se haga saber la pretension del 
Ministerio fiscal á los interesados en el ejercicio de la ac-
cion penal para que dentro del término prudencial que se 
les señale comparezcan á defender su accion si lo consi-
deran oportuno. 
Si no comparecieren en el término fijado, el Tribunal 
acordará el sobreseimiento solicitado por el Ministerio 
fiscal. 
Art. 643. Cuando en el caso á que se refiere el ar-
ticulo anterior, fuere desconocido el paradero de los inte-
resados en el ejercicio de la accion penal, se les llamará 
por edictos que se publicarán á las puertas del Tribunal 
mismo, en los periódicos de la localidad ó en los de la ca-
pital de la provincia, y podrán publicarse tambien en la 
Gaceta de Madrid. 
Trascurrido el término del emplazamiento sin compa-
recer los interesados, se procederá como previene el ar-
tículo anterior. 
Art. 644. Cuando el Tribunal conceptúe improceden- 
T 
198 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
te la peticion del Ministerio fiscal relativa al sobreseimien-
to, y no hubiere querellante particular que sostenga la 
accion, antes de acceder al sobreseimiento podrá determi-
nar que se remita la causó al Fiscal de la Audiencia terri-
torial respectiva, si se sigue en una Audiencia de lo crimi-
nal, 6 al del Supremo si se sustancia ante una Audiencia 
territorial, para que, con conocimiento de su resultado, 
resuelvan uno ú otro funcionario si procede 6 no sostener 
la acusacion. El Fiscal consultado pondrá la resohicion 
en conocimiento del Tribunal consultante con devolucion 
de la causa. 
Art. 645. Si se presentare querellante particular á 
sóstener la accion, 6 cuando el Ministerio fiscal opine que 
procede la apertura del juicio oral, podrá el Tribunal, 
esto no obstante, acordar el sobreseimiento á que se re-
fiere el núm. 2.0 del art. 637, si así lo estima proce-
dente. 
En cualquier otro caso no podrá prescindir de la aper-
tura del juicio s, 
TITULO XII. 
DISPOSICIONES GENERALES REFERENTES A LOS ANTERIO- 
RES TÍTULOS. 
Art. 646. Además de los testimonios de adelantos de 
las causas que el Juez instructor está obligado á dirigir 
al Fiscal de la respectiva Audiencia, deberá remitirle 
tambien testimonio especial de todas las providencias 6 
autos apelables, 6 que se refieran á diligencias periciales 
6 de reconocimiento que le interese conocer para el ejer-
cicio de su derecho como parte acusadora, cuando no 
pueda notificárselos directamente, sin que por esto se 
suspenda la práctica de dichas diligencias, á no ser que 
el Fiscal se hubiese reservado anticipadamente el derecho 
de intervenir en ellas, y no se irrogase perjuicio de la 
suspension. 
Art. 647. El término de la apelacion para el Fiscal 
que no esté èn el mismo lugar del Juez instructor, empe-
zará á contarse desde el siguiente dia al en que reciba el 
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testimonio de la providencia 6 auto apelables. El recurso 
se interpondrá por medio de escrito dirigido al Juez con 
atenta comnnicacion. 
De todos modos acusará recibo al Juez instructor de los 
testimonios de esta clase en el mismo dia que los reci-
biere. 
Art. 648. Los Fiscales llevarán un registro para ano-
tar los partes de formacion de causa que reciban, los tes-
timonios de adelantos más notables que se les remitan 
por los Jueces instructores, especialmente los que expre-
sa el art. 646, y las contestaciones que á su vez dirijan 
á estos 6 recursos que interpongan. 

• 	 • 	 LI3R0 TJRCJRO, 
DEL JUICIO ORAL. 
TÍTULO PRIMERO. 
DE LA CALIFICACIO% DEL DELITO. 
Art. 649. Cuando se mande abrir el juicio oral, se 
comunicará la causa al Fiscal, 6 al acusador privado si 
versa sobre delito que no pueda ser perseguido de oficio, 
para que en el termino de cinco dias califiquen por escri-
to los hechos. 
Dictada que sea esta resolucion serán públicos todos 
los actos del proceso. 
Art. 650. El escrito de calificacion se limitará á de-
terminar en conclusiones precisas y numeradas. 
1.0 Los hechos punibles que resulten del sumario. 
2.0 La calificacion legal de los mismos hechos, deter-
minando el delito que constituyan. 
3.0 La participacion que en ellos hubieren tenido el 
procesado 6 procesados, si fueren varios. 
4.0 Los hechos que resulten del sumario y que cons-
tituyan circunstancias atenuantes 6 agravantes del delito 
ó eximentes de responsabilidad criminal. 
5.0 Las penas en que hayan incurrido el procesado 6 
procesados, si fueren varios, por razon de su respectiva 
participacion en el delito. 
El acusador privado en su caso y el Ministerio fiscal 
cuando sostenga la accion civil expresarán además: 
1.0 La cantidad en que aprecien los daños y perjui- 
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clos causados por el delito, 6 la cosa que haya de ser res-
tituida. 
2.0 La persona 6 personas que aparezcan responsa-
bles de los daños y perjuicios ó de la restitucion de la 
cosa, y el hecho en virtud del cual hubieron contraido es-
ta responsabilidad. 
Art. 651. Devuelta la causa por el Fiscal, se.pasará 
por igual término y con el mismo objeto al acusador par-
ticular, si lo hubiere, quien presentará el escrito de cali-
ficacion, firmado por su Abogado y Procurador, en la for-
ma anteriormente indicada. 
Si hubiere actor civil se le pasará la causa en cuanto 
sea devuelta por el Fiscal b acusador particular para que 
á su vez, en un término igual al fijado en los artículos 
anteriores y con idéntica formalidad, presenten conclusio-
nes numeradas acerca d^ ^los dos últimos puntos del ar-
ticulo precedente. 
Art. 652. Seguidamente se comunicará la causa á loe 
procesados y á las terceras personas civilmente respon-
sables, para que en igual término y por su Orden mani-
fiesten tambien por conclusiones numeradas y correlati-
vas á las de la calificacion que á ellos se refiera, si están 
O no conformes con cada una, 6 en otro caso consignen 
los puntos de divergencia. 
Se les habilitará al efecto de Abogado y Procurador si 
no los tuviesen. 
Art. 653. Las partes podrán presentar sobre cada 
uno de los puntos que han de ser objeto de la calificacion 
dos O más conclusiones en forma alternativa, para que si 
no resultare del juicio la procedencia de la primera, pue-
da estimarse cualquiera de las demás en la sentencia. 
Art. 654. El Tribunal, al mandar que se entregue la 
causa á las partes en cumplimiento de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, dispondrá lo que considere conve-
niente para que éstas puedan examinar la corresponden-
cia, libros, papeles y demás piezas de conviccion, sin pe-
ligro de alteracion en su estado. 
Art. 655. Si la pena pedida por las partes acusadoras 
fuese de carácter correccional, al evacuar la representa-
cion del procesado el traslado de calificacion, podrá ma- 
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nifestar su conformidad absoluta con aquella que más gra-
vemente hubiere calificado, si hubiere más de una, y con 
la pena que se le pida; expresándose además por el Letra-
do defensor si esto no obstante conceptúa necesaria la con-
tinuacion del juicio. 
Si no la conceptúa necesaria, el Tribunal, prévia ratifi-
cacion del procesado, dictará sin más trámites la senten-
cia que proceda segun la •calificacion mútuamente acepta-
da, sin que pueda imponer pena mayor que la solicitada. 
Si esta no fuese la procedente segun dicha calificacion, 
sino otra mayor, acordará el Tribunal la continuacion del juicio. 
Tambien continuará el juicio si fuesen varios los pro-
cesados y no todos manifestasen igual conformidad. 
Cuando el procesado ó procesados disintiesen única-
mente respecto de la responsabilidad civil, se limitará el 
juicio á la prueba y discusion de los puntos relativos á 
dicha responsabilidad. 
Art. 656. El Ministerio, fiscal y las partes manifesta-
rán en sus respectivos escritos de calificacion las pruebas 
de que intenten valerse, presentando listas de peritos y 
testigos que hayan de declarar á su instancia. 
En las listas de peritos y testigos se expresarán sus 
nombres y apellidos, el apodo, si por él fueren conocidos; 
y su domicilio ó residencia, manifestando además la parte 
que los presente si los peritos y testigos han de ser cita-
dos judicialmente, 6 si se encarga de hacerles concurrir. 
Art. 657. Cada parte presentará tantas copias de las 
listas de peritos y testigos cuantas sean las demás per-
sonadas en la causa, á cada una de las cuales se entrega-
rá una de dichas copias en el mismo dia en que fueren 
presentadas. 
Las listas originales se unirán á la causa. 
Podrán pedir además las partes que se practiquen des-
de luego aquellas diligencias de prueba que por cualquie-
ra causa fuere de temer que no se puedan practicar en el juicio oral, 6 que pudieren motivar su suspension. 
Art. 658. Presentados los escritos de calificacion, 6 
recogida la causa de poder de quien la tuviere despues 
de trascurrido el término sefialado en el art. 649, el Tri- 
i`i 
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bunal dictará auto declarando hecha la calificacion, y 
mandando que se pase aquella al Ponente por término de 
tercer dia para el exámen de las pruebas propuestas. 
Art. 659. Devuelta que sea la causa por el Ponente, 
el Tribunal examinará las pruebas propuestas é inmedia-
tamente dictará auto, admitiendo las que considere perti-
nentes y rechazando las demás. 
Para rechazar las propuestas por el acusador privado 
habrá de ser oido el Fiscal, si interviniere en la causa. 
Contra la parte del auto admitiendo las pruebas 6 man-
dando practicar la que se hallare en el caso del párrafo 
tercero del art. 657, no procederá recurso alguno. 
Contra la en que fuere rechazada ó denegada la prácti-
ca de las diligencias de prueba podrá interponerse 'en su 
dia el recurso de casacion, si se prepara oportunamente 
con la correspondiente protesta. 
En el mismo auto señalará el Tribunal el dia en que 
deban comenzar las sesiones del juicio , oral, teniendo en 
consideracion la prioridad de otras causas y el tiempo 
que fuere preciso para las citaciones y comparecencias do 
los peritos y testigos. 
Art. 660. El Tribunal mandará expedir los exhortos 
ó mandamientos necesarios para la citacion de los , pe-
ritos y testigos que la parte hubiese designado con este 
objeto. 
Los exhortos 6 mandamientos serán remitidos de oficio 
para su cumplimiento, á no ser que la parte pida que se le 
entreguen. 
En este caso se sefialará un plazo dentro del , cual 
habrá de devolverlos cumplimentados. 
Art. 661. Las citaciones de peritos y testigos se prac-
ticarán en la forma establecida en el tít. 7.0 del libro 
primero. 
Los peritos y testigos citados que no comparezcan, sin 
causa legítima que se lo impida, incurrirán en la multa 
señalada en el núm. 5.0 del art. 175. 
Si, vueltos á citar, dejaren tambien de comparecer, se- 
rán procesados por el delito de denegacion de auxilio que 
- define el Código respecto de los peritos y testigos. 
Art. 662. Las partes podrán recusar los peritos ex- 
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presados en las listas por cualquiera de las causas men-
cionadas en el art. 468. 
La recusacion se hará dentro de los tres dias siguientes 
al de la entrega al recusante de la lista que contenga el 
nombre del recusado. 
Alegada la recusacion, se dará traslado del escrito por 
igual término á la parte que intente valerse del perito re-
cusado. 
Trascurrido el término y devueltos 6 recogidos los au-
tos, se recibirán á prueba por seis dias, durante los cuales 
cada una de las partes practicará la que le convenga. 
Trascurrido el término de prueba, se sefialará dia para 
la vista á la que podrán asistir las partes y sus defenso-
res y, dentro del término legal, el Tribunal resolverá el 
incidente. 
Contra el auto no se dará recurso alguno. 
Art. 663. El perito que no sea recusado en el término 
fijado en el articulo anterior, no podrá serlo despues, á no 
ser que incurriera con posterioridad en alguna de las cau-
sas de recusacion. 
Art. 664. El Tribunal dispondrá tambien que los pro-
cesados que se hallen presos sean inmediatamente condu-
cidos á la cárcel de la poblacion en que haya de conti-
nuarse el juicio, citándoles para el mismo, asi como á los 
que estuvieren en libertad provisional, para que se pre-
senten en el dia que el Tribunal sefiale; y mandará igual-
mente notificar el auto á los fiadores á dueños de los bie-
nes dados en fianza, expidiéndose para todo ello los ex-
hortos y mandamientos necesarios. 
La falta de la citacion expresada en el párrafo anterior 
será motivo de casacion, si la parte que no hubiere sido ci-
tada no comparece en el juicio. 
Art. 665. Cuando, presentados los escritos de califica-
cion y examinadas las pruebas propuestas, entendiere el 
Presidente de la Audiencia 6 Sala de lo criminal que pro-
cede constituir una seccion en determinada localidad para 
la celebracion del juicio, lo acordará asi, poniéndolo en 
conocimiex te del ¥;nisterio de Gracia y Justicia, 
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TÍTULO II. 
DE LOS ARTÍCULOS DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO. 
Art. 666. Serán tan sólo objeto de artículos de prévio 
pronunciamiento las cuestiones ó excepciones siguientes: 
1.a La de declinatoria de jurisdiccion. 
2.a La de cosa juzgada. 
3.4 La de prescripcion del delito. 
4.a La de amnistia ó indulto. 
5.a La falta de autorización administrativa para pro-
cesar, en los casos en que sea necesaria con arreglo á la 
Constitucion y á leyes especiales. 
Art. 667. Las cuestiones expresadas en el articulo an-
terior podrán proponerse en el término de tres dies, á con-
tar desde el de la entrega de los autos para la califieacion 
de los hechos. 
Art. 668. El que haga la pretension acompañará al 
escrito los documentos justificativos de los hechos en que 
la funde, y sino los tuviere á su disposicioli, designará 
clara y determinadamente el archivo ú oficina donde se 
encuentren, pidiendo que el Tribunal los reclame á quien 
corresponda, originales ó por compulsa, segun proceda. 
Presentará tambien tantas copias del escrito y de los 
documentos cuantos sean los representantes de las partes 
personadas. Dichas copias se entregarán á las mismas en 
el dia de la presentacion, haciéndolo así constar el Secre-
tario por diligencia. 
Art. 669. Los representantes de las partes á quienes 
se hayan entregado las referidas copias contestarán en el 
término de tres dias, acompañando tambien los documen-
tos en que funden sus pretensiones, si los tuviesen en su 
poder, é designando el archivo ú oficina en que se hallen, 
pidiendo en este caso que el Tribunal los reclame en los 
términos expresados en el articulo precedente. 
Art. 670. Trascurrido el término de los tres dial, el 
Tribunal estimará ó denegará la reclamacion de docu-
mentos segun que los considere 6 no necesarios para el 
fallo del. articule, 
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Si no se presentaren los documentos ó no se hiciere la 
designacion del lugar en que se encuentren, no producirá 
efectos suspensivos la excepcion alegada. 
Art. 67] . . Si el Tribunal accede á la reclamacion de 
documentos, recibirá el artículo á prueba por el término 
necesario, que no podrá exceder de ocho dias. 
El Tribunal mandará en el mismo auto dirigir las co-
municaciones convenientes á los Jefes ó encargados de los 
archivos ú oficinas en que los documentos se hallen, de-
terminando si han de remitirlos originales ó por com-
pulsa. 
Art. 672. Cuando los documentos hubieren de ser re-
mitidos por compulsa se advertirá á las partes el derecho 
que les asiste para personarse on el archivo ú oficina, á 
fin de señalar la parte del documento que haya de com-
pulsarse, si no les fuere necesaria la compulsa de todo él, 
y para presenciar el cotejo. 
En los artículos de previo- pronunciamiento no se ad-
mitirá prueba testifical. 	 . 
Art. 673. Trascurrido el término de prueba, el Tri-
bunal señalará inmediatamente dia para la vista, en la 
que podrán informar lo que convenga á su derecho los 
defensores de las partes si éstas lo pidieren. 
Art. 674. En el dia siguiente al de la vista, el Tribu-
nal dictará auto resolviendo sobre las cuestiones pro-
puestas. 
Si una de ellas fuere la de declinatoria de jurisdiccion, 
el Tribunal la resolverá antes que las demás. 
Cuando la estime procedente, mandará remitir los 
autos al Tribunal é Juez que considere competente, y se 
abstendrá de resolver sobre las demás. 
Art. 675. Cuando se declare haber lugar á cualquiera 
de las excepciones comprendidas en los números 2.0, 3.0 
y 4.0 del art. 666, se sobreseerá libremente, mandando 
que se ponga en libertad al procesado é procesados quo 
no estén presos por otra causa. 
Art. 676. Si el Tribunal no estima suficientemente 
justificada la declinatoria, declarará no haber lugar á ella, 
confirmando su competencia para conocer del delito. 
Si no estima justificada cualquiera otra, declarará sim- 
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plemente no haber lugar á su admision, mandando en con-
secuencia continuar la causa segun su estado. 
Contra el auto resolutivo de la declinatoria y contra el 
que admita las excepciones 2.a, 3.a y 4.a del art. 666, pro-
cede el recurso de casacion. Contra el que desestime estas 
últimas no se da recurso alguno, sin perjuicio de lo dis-
puesto en el art. 678. 
Art. 677. Si el Tribunal estima procedente el artícu-
lo por falta de autorizacion para procesar, mandará sub-
sanar inmediatamente este defecto, quedando entretanto 
en suspenso la causa, que se continuará segun su estado, 
una vez concedida la autorizacion. 
Si solicitada ésta se denegare, quedará nulo todo lo 
actuado y se sobreseerá libremente en la causa. 
Contra el auto en que se desestime esta excepcion no se 
dará recurso alguno y se observará lo dispuesto en el pár-
rafo segundo del articulo anterior. 
Art. 678. Las partes podrán reproducir en el juicio 
oral, como medios de defensa, las cuestiones prévias que 
se hubieren desestimado, excepto la de declinatoria. 
Art. 679. Siendo desestimadas las cuestiones pro-
puestas, se comunicará nuevamente la causa por término 
de tres dias á la parte que las hubiere alegado, para el 
objeto prescrito en el art. 649. 
TÍTULO III. 
DE LA CELEBRACION DEL JUICIO ORAL. 
CAPITULO PRIMERO. 
De la publicidad de los debates. 
Art. 680. Los debates del juicio oral serán públicos, 
bajo pena de nulidad. 
Podrá, no obstante, el Presidente mandar que las se-
siones se celebren á puerta cerrada, cuando así lo exijan 
razones de moralidad 6 de órden público ó el respeto de-
bido á la persona ofendida por el delito b á su familia. 
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Para adoptar esta resolucion el Presidente, ya de ofi-
cio, ya á peticion de los acusadores, consultará: al Tribu-
nal, el cual deliberará en secreto, consignando su acuerdo 
en auto motivado contra el que no se dará recurso alguno. 
Alt. 681. Despues de la lectura de esta decision, 
todos los concurrentes despejarán el local. 
Se exceptúan las personas lesionadas por el delito, los 
procesados, el acusador privado, el actor civil y los res-
pectivos defensores. 
Art. 682. El secreto de los debates podrá ser acorda-
do antes de comenzar el juicio ó en cualquier estado del 
mismo. 
CAPÍTULO II. 
De las facultades del Presidente del Tribunal, 
Art. 683. El Presidente dirigirá los debates cuidando 
de impedir las discusiones impertinentes y que no con-
duzcan al exclarecilniento de la verdad, sin coartar por 
esto á los defensores la libertad necesaria para la defensa. 
Art. 684. El Presidente tendrá todas las facultades 
necesarias para conservar 6 restablecer el Orden en las 
sesiones y mantener el respeto debido al Tribunal y á los 
demás poderes públicos,pudiendo corregir en el acto, con 
multa de 25 á 250 pesetas, las infracciones que no consti-
tuyan delito, 6 que no tengan señalada en la ley una cor-
reccion especial. 
El Presidente llamará al Orden á todas las personas 
que lo alteren, y podrá hacerlas salir del local, si lo con-
siderare oportuno, sin perjuicio de la multa á que se re-
fiere el artículo anterior. 
Podrá tambien acordar que se detenga en el acto á 
cualquiera que delinquiere durante la sesion, poniéndole 
á disposicion del Juzgado competente. 
Todos los concurrentes al juicio oral, cualquiera que 
seala clase á que pertenezcan, sin excluir los militares, 
quedan sometidos á la jurisdiction disciplinaria del Pre-
sidente. Si turbaren el Orden con un acto que constituya 
delito, serán expulsados del local y entregados á la Au- 
toridad competente. 
Enjuic. cris..
—
T. III. 	 11 
I 
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Art. 685. Toda persona interrogada 6 que dirija la 
palabra al Tribunal, deberá hablar de pié. 
Se exceptúan el Ministerio fiscal, los defensores de las 
partes y las personas á quienes el Presidente dispense de 
esta obligacion por razones especiales. 
Art. 686. Se prohiben las muestras de aprobacion 6 
de desaprobacion. 
Art. 687. Cuando el acusado altere el órden con una 
conducta inconveniente, y persista en ella, á pesar de las 
advertencias del Presidente y del apercibimiento de ha-
cerle abandonar el local, el Tribunal podrá decidir que 
sea expulsado por cierto tiempo 6 por toda la duracion 
de las sesiones, continuando éstas en su ausencia. 
CAPÍTULO ItI. 
Del modo de practicar las pruebas dúrante el juicio oral. 
SECCION PRIMERA. 
De la contesten de los procesados y personas civilmente 
responsables. 
Art. 688. En el dia señalado para dar principio á las 
sesiones, se colocarán en el local del Tribunal las piezas 
de conviccion que se hubieren recogido, y el Presidente, 
en el momento oportuno, declarará abierta la sesion. 
' Si la causa que haya de verse fuese por delito, par a . 
cuyo castigo se pida la imposicion de pena correccional, 
preguntará el Presidente á cada uno de los acusados .si 
se confiesa reo del delito que se le haya  _ imputado en el 
escrito de calificacion y responsable civilmente á la res-
titucion de la cosa, 6 al pago de la cantidad fijada en 
dicho escrito por razon de daños y perjuicios. 
Art. 689. Si en la causa hubiere, además de la califi
-
cacion fiscal, otra del querellante particular 6 diversas 
calificaciones de querellantes de esta clase, se preguntará 
al procesado si se confiesa reo del delito, segun la califi• 
cacion más grave, y civilmente responsable por la canti-
dad mayor que se hubiese fijado. 
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Art. 690. Si fueren más de uno los delitos imputados 
al procesado en el escrito de calificacion, se le harán las 
mismas preguntas respecto de cada cual. 
Art. 691. Si los procesados fueren varios, se pregun-
tará á cada uno sobre la participacion que se le haya atri-
buido. 
Art. 692. Imputándose en la calificacion responsabi-
lidad civil á cualquiera otra persona, comparecerá tambien 
ante el Tribunal y declarará si se conforma con las con-
clusiones de la calificacion que le interesen. 
Art. 693. El Presidente hará las preguntas menciona-
das en los artículos anteriores con toda claridad y preci- 
sion, exigiendo contestacion categórica. 
Art. 694. Si en la causa no hubiere más que un pro-
cesado y contestare afirmativamente, el Presidente del 
Tribunal preguntará al defensor si considera necesaria la 
continuacion del juicio oral. Si este contestare negativa-' 
mente, el Tribunal procederá á dictar sentencia en los 
términos expresados en el art. 655. 
Art. 695. Si confesare su responsabilidad criminal, 
pero no la civil, 6 aun aceptando esta, no se conformare 
con la cantidad fijada en la calificacion, el Tribunal man-
dará que continúe el juicio. 
Pero en este último caso la discusion y la produccion 
de pruebas se concretarán al extremo relativo á la respon-
sabilidad civil que el procesado no hubiese admitido de 
conformidad con las conclusiones de la calificacion. 
Terminado el acto, el Tribunal dictará sentencia. 
Art. 696. Si el procesado no se confesare culpable del 
delito que le fuere atribuido en la calificacion, 6 su defen-
sor considerase necesaria la continuacion del juicio, se 
procederá á la celebracion de este. 
Art. 697. Cuando fueren varios los procesados en una 
misma causa, se procederá conforme á lo dispuesto en 
el art. 694, si todos se confiesan reos del delito 6 delitos 
que les hayan sido atribuidos en los escritos de califica-
cion, y reconocen la participacion que en las conclusiones 
se les haya señalado, á no ser que sus defensores conside-
ren necesaria la continuacion del juicio. 
Si cualquiera de los procesados no se confiesa reo del 
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delito que se'le haya imputado en la calificacion, ó su de-
tensor considera necesaria la continuacion del juicio, se 
procederá con- arreglo á lo dispuesto en el articulo an-
terior. 
Si el disentimiento fuere tan solo respecto de la respon-
sabilidad civil, continuara el juicio en la forma y para los 
efectos determinados en el art. 695. 
Art. 698. Se continuará tambien el juicio cuando el 
procesado ó procesados no quieran responder á las pre-
guntas que les hiciere el Presidente. 
Art. 699. De igual modo se procederá si en el suma-
rio no hubiese sido posible hacer constar la existencia del 
cuerpo del delito cuando, de haberse este cometido, no 
pueda ménos de existir aquel, aunque hayan prestado su 
conformidad el procesado ó procesados y sus defensores. 
Art. 700. Cuando el procesado ó procesados hayan 
confesado su responsabilidad de acuerdo con las conclu• 
siones de la calificacion, y sus defensores no consideren 
necesaria la continuacion del juicio, pero la persona á 
quien solo se hubiese atribuido responsabilidad civil no 
haya comparecido ante el Tribunal, 6 en su declaracion 
no se conformase con las conclusiones del escrito de califi-
cacion á ella referentes, se procederá con arreglo á lo dis-
puesto en el art. 695. 
Si habiendo comparecido se negase á contestar las 
pregunt4s del Presidente, le apercibirá este con declarar-
le confeso. . 
Si persistiere en su negativa, se le declarará confeso, y 
la causa se fallará de conformidad con lo dispuesto en 
el art. 694. 
Lo mismo se hará cuando el procesado, despues de 
haber confesado su responsabilidad criminal, se negare á 
contestar sobre la civil. 
SECCION SEGUNDA. 
Del examen de los testigos. 
Art. 701. Cuando el juicio deba continuar, yea por 
falta de conformidad de los acusados con la acusacion, ya 
por tratarse de delito para cuyo castigo se haya pedido 
pena aflictiva, se procederá del modo siguiente; 
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El Secretario dará cuenta del hecho que haya motivado 
la formation del sumario y del dia en que este se comenzó 
á instruir, expresando además si el procesado está en pri-
sion 6 en libertad provisional con ó sin fianza. 
Leerá los escritos de calificacion y las listas de peritos 
y testigos que se hubiesen presentado oportunamente, 
haciendo relacion de las demás pruebas propuestas y ad-
mitidas. 
Acto continuo se pasará á' la práctica de las diligen-
cias de prueba y al exámen de los testigos empezando por 
la que hubiere ofrecido el Ministerio fiscal, continuando 
con la propuesta por los demás actores, y, por último, 
con la de los procesados. 
Las pruebas dé cada parte se practicarán segun el ór-
den con que hayan sido propuestas en el escrito corres-
pondiente. Los testigos serán examinados tambien por el 
órden con que figuren sus nombres en las listas. 
El Presidente, sin embargo, podrá alterar este órden á 
instancia de parte, y aun de oficio cuando así lo considere 
conveniente para el mayor esclarecimiento de los hechos 
ó para el más seguro descubrimiento de la verdad. 
Art. 702. Todos los que, con arreglo á lo dispuesto 
en los artículos 410 al 4l2 inclusive, están obligados á 
declarar, lo harán concurriendo ante el Tribunal, sin otra 
excepcion que la de las personas mencionadas en los nú-
meros 1.0, 7.0 y 9.0 del 412, las cuales podrán declarar 
por escrito. 
Art. 703. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo 
anterior, si las personas mencionadas en los números 2.0, 
3.0, 4,0,  5.0, 6. 0 y 8.0 del art 412 hubieren tenido conoci-
miento por razon de su cargo de los hechos de que se 
trate, podrán consignarlo por medio de informe escrito, 
de que se dará lectura inmediatamente antes de proceder 
al exámen de los demás testigos. 
Lo propio harán los funcionarios del Orden judicial ó 
del Ministerio fiscal que se encuentren e igual caso. 
Art. 704. Los testigos que hayan de declarar en el jui-
cio oral permanecerán, hasta que sean llamados á prestar 
sus declaraciones, en un local á propósito, sin comunica• 
cion con los que ya hubiesen declarado, ni con otra persona. 
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Art. 705. El Presidente mandará que entren á de-
clarar uno á uno por el Orden mencionado en el artícu-
lo 701. 
Art. 706. Hallándose presente el testigo mayor de ca-
torce años ante el Tribunal, el Presidente le recibirá ju-
ramento en la forma establecida en el art. 434. 
Art. 707. Todos los testigos que no se hallen privados 
del uso de su razon están obligados á declarar lo que su-
pieren sobre lo que les fuere preguntado, con excepcion 
de las personas expresadas en los artículos 416, 417 y 418 
en sus respectivos casos. 
Art. 708. El Presidente preguntará al testigo acerca 
de las circunstancias expresadas en el primer párrafo del 
artículo 436, despues de lo cual la parte que le haya pre. 
sentado podrá hacerle las preguntas que tenga por conve-
niente. Las demás partes podrán dirigirle tambien las 
preguntas que consideren oportunas y fueren pertinentes, 
en vista de sus contestaciones. 
El Presidente, por sí ó á excitacion de cualquiera de 
los miembros del Tribunal, podrá dirigir á los testigos 
las preguntas que estime conducentes para depurar los 
hechos sobre lo que declaren. 
Art. 709. El Presidente no permitirá que el testigo 
conteste á preguntas ó repreguntas capciosas, sujestivas 
ó impertinentes. 
Contra la resolucion que sobre este extremo adopte, 
podrá interponerse en su .dia el recurso de casacion, si se 
hiciere en el acto la correspondiente protesta. 
En este caso, el Secretario consignará á la letra en el 
acta la pregunta ó repregunta á que el Presidente haya 
prohibido contestar. 
Art. 710. Los testigos expresarán la razon de su di-
cho, y, si fueren de referencia, preóisarán el origen de la 
noticia designando con su nombre y apellido, ó con las 
señas con que fuere conocida, á la persona que se la hu-
biere comunicado. 
Art. 711. Los testigos sordo-mudos ó que no conoz- 
can el idioma español, serán examinados del modo pres- 
crito en los artículos 440, párrafo primero del 441 y 442. 
Art. 712. Podrán las partes pedir que el testigo reco- 
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nozca los instrumentos ó efectos del delito 6 cualquiera 
otra pieza de conviccion. 
Art. 713. En los careos del testigo con los procesados 
ó de los testigos entre sí, no permitirá el Presidente que 
medien insultos ni amenazas, limitándose la diligencia á 
dirigirse los careados los cargos y á hacerse las observa-
ciones que creyeren convenientes para ponerse de acuerdo 
y llegar á descubrir la verdad. 
Art. 714. Cuando la declaracion del testigo en el jui-
cio oral no sea conforme en lo sustancial con la prestada 
en el sumario, podrá pedirse la lectura de esta por cual-
quiera de las partes. 
Despues do leida, el Presidente invitará al testigo á 
que explique la diferencia ó contradiccion que entre sus 
declaraciones se observe. 
Art. 715. Siempre que los testigos que hayan declara-
do en el sumario comparezcan á declarar tambien sobre 
los mismos hechos en el juicio oral, sólo habrá lugar á 
mandar proceder contra ellos como presuntos autores del 
delito de falso testimonio, cuando éste sea dado en dicho juicio. 
Fuera del caso previsto en el párrafo anterior, en los 
demás podrá exigirse á los testigos la responsabilidad en 
que incurran, con arreglo á las disposiciones del Código 
penal. 
Art. 716. El testigo que se niegue á declarar incurri-
rá en la multa de 25 á 250 pesetas, que se le impondrá 
en el acto. 
Si á pesar de esto persiste en su negativa, se procederá 
contra él como autor del delito de desobediencia grave á 
la Autoridad, 
Art. 717. Las declaraciones de las Autoridades y fun-
cionarios de policía judicial tendrán el valor de declara-
ciones testificales, apreciables como éstas segun las reglas 
del criterio racional. 
Art. 718. Cuando el testigo no hubiere comparecido 
por imposibilidad y el Tribunal considere de importancia 
su declaracion para el éxito del juicio, el Presidente de - 
signará á uno de los individuos del mismo para que, 
constituyéndose en la residencia del testigo, si la tuviere 
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en el lugar del juicio, puedan las partes hacerle las pre-
guntas que consideren oportunas. 
El Secretario extenderá diligencia, haciendo constar 
las preguntas y repreguntas que se hayan hecho al testi-
go, las contestaciones de éste y los incidentes que hubie-
ren ocurrido en el acto. 
Art. 719. Si el testigo imposibilitado de/ concurrir á 
la sesion no residiere en el punto en que la misma se ce-
lebre, se librará exhorto ó mandamiento para que sea 
examinado ante el Juez correspondiente, con sujecion á 
las prescripciones contenidas en esta seccion. 
. Cuando la parte ó las partes prefieran que en el exhor-
to 6 mandamiento se consignen por escrito las pregun-
tas b repreguntas, el Presidente accederá á ello si no fue-
ren capciosas, sujestivas ó impertinentes. 
Art. 720. Lo dispuesto en los artículos anteriores 
tendrá tambien aplicacion al caso en que el Tribunal or-
dene que el testigo declare ó practique cualquier recono-
cimiento en un lugar determinado, fuera de aquel en que 
se celebre la audiencia. 
Art. 721. Cuando se desestime cualquiera pregunta 
por capciosa, sujestiva ó impertinente en los casos dedos 
tres artículos anteriores, podrá prepararse el recurso de 
casacion del modo prescrito en el art. 709. 
Art. 722. Los testigos que comparezcan á declarar 
ante el Tribunal tendrán derecho á una indemnizacion, 
si la reclamaren. 
El Tribunal la fijará teniendo en cuenta únicamente 
los gastos del viaje y el importe de los jornales perdidos 
por el testigo con motive de su comparecencia para de-
clarar. 
SECCION TERCERA. 
Dal informe pericial. 
Art. 723. Los peritos podrán ser recusados por las 
causas y en la forma prescritas en los artículos 468, 469 
y 470. 
La sustanciacion de los incidentes de recusacion tendrá 
lugar precisamente en el tiempo que media desde la ad• 
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mision de las pruebas propuestas por las partes hasta la 
apertura de las sesiones. 
Art. 724. Los peritos que no hayan sido recusados 
serán examinados juntos cuando deban declarar sobre 
unos mismos hechos y contestarán á las preguntas y re-
preguntas .que las partes les dirijan. 
Art. 725. Si para contestarlas considerasen necesaria 
la práctica de cualquier reconocimiento, harán éste acto 
continuo en el local de la misma Audiencia si fuere posible. 
En otro caso se suspenderá la sesion por el tiempo ne-
cesario, á no ser que puedan continuar practicándose 
otras diligencias de prueba entre tanto que los peritos 
verifican el reconocimiento. 
SECCION CUARTA. 
Do la prueba documental y de la inspeccion ocular. 
Art. 726. El Tribunal examinará por si mismo los li-
bros, documentos, papeles y demás piezas de conviccion 
que puedan contribuir al esclarecimiento de los hechos ó 
á la más segura investigacion de la verdad. 
Art. 727. Para la prueba de inspeccion ocular que no 
se haya practicado antes de la apertura de las sesiones, 
si el lugar que deba ser inspeccionado se hallase en la ca-
pital, se constituirá en él el Tribunal con las partes, y el 
Secretario extenderá diligencia expresiva del lugar ó cosa 
inspeccionada, haciendo constar en ella las observaciones 
de las partes y demás incidentes que ocurran. 
Si el lugar estuviere fuera de la capital, se constituirá 
en él con las partes el individuo del Tribunal que el Pre-
sidente designe, practicándose las diligencias en la forma 
establecida en el párrafo anterior. 
En todo lo demás se estará, en cuanto fuere necesa-
rio, á lo dispuesto en el tit. 5.0, cap. 1.0 del libro se-
gundo. 
SECCION QUINTA. 
Disposiciones comunes b ins cuatro secciones anteriores. 
Art. 728. No podrán practicarse otras diligencias de 
prueba que las propuestas por las partes, ni ser examina- 
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dos otros testigos que los comprendidos en las listas pre-
sentadas. 
Art. 729. Se exceptúan de lo dispuesto en el articulo 
anterior: 
1.0 Los careos de los testigos entre si ó con los proce-
sados ó entre estos, que el Presidente acuerde de oficio, ó 
á propuesta de cualquiera de las partes. 
2.° Las diligencias de prueba no propuestas por nin-
guna de las partes que el Tribunal considere necesarias 
para la comprobacion de cualquiera de los hechos que ha-
yan sido objeto de los escritos de calificacion. 
3.° Las diligencias de prueba de cualquiera clase que 
en el acto ofrezcan las partes para acreditar alguna cir-
cunstancia que pueda influir en el valor probatorio de la 
declaracion de un testigo, si el Tribunal las considera ad-
misibles. 
Art. 730. Podrán tambien leerse á instancia de cual-
quiera de las partes las diligencias practicadas en el su-
mario que, por causas independientes de la voluntad de 
aquellas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral. 
Art. 731. El Tribunal adoptará las disposiciones con-
venientes para evitar que los procesados que se hallen en 
libertad provisional, se ausenten é dejen de comparecer á 
las sesiones desde que éstas den principio hasta que se 
pronuncie la sentencia. 
CAPÍTULO IV. 
De la acusaoton, de la defensa y do la sentencia. 
Art. 732. Practicadas las diligencias de la prueba, las 
partes podrán modificar las conclusiones de los escritos 
de calificacion. 
En este caso formularán por escrito las nuevas conclu-
siones y las entregarán al Presidente del Tribunal. 
Las conclusiones podrán formularse en forma alterna-
tiva, segun lo dispuesto en el art. 653. 
Art. 733. Si juzgando por el resultado de las pruebas 
entendiere el Tribunal que el hecho justiciable ha sido ca- 
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lificado con manifiesto error, podrá el Presidente emplear 
la siguiente fórmula: 
Sin que sea visto prejuzgar el fallo definitivo sobre las 
conclusiones de la acusacion y la defensa, el Tribunal de-
sea que el Fiscal y los defensores del procesado (ó los de-
fensores de las partes cuando fueren varias) le ilustren 
acerca de si el hecho justiciable constituye el delito de 
d si existe la circunstancia eximente de responsabilidad d 
que se refiere el nnm 	  del artículo.... del Cddigo penal. 
Esta facultad excepcional, de que el Tribunal usará con 
moderacion, no se extiende á las causas por delitos que 
sólo pueden perseguirse á instancia de parte, ni tampoco 
es aplicable á los errores que hayan podido cometerse en 
los escritos de calificacion, así respecto á la apreciacion de 
las circunstancias atenuantes y agravantes, como en cuan-
to á la participacion de cada uno de los procesados en la 
ejecucion del delito público, que sea materia del juicio. 
Si el Fiscal ó cualquiera de los defensores de las partes 
indicaren que no están suficientemente preparados para 
discutir la cuestion propuesta por el Presidente, se sus-
penderá la sesion hasta el siguiente dia. 
Art. 734. Llegado el momento de informar, el Presi-
dente concederá la palabra al Fiscal si fuere parte en la 
causa, y despues al defensor del acusador particular si le 
hubiese. 
En sus informes expondrán éstos los hechos que consi-
deren probados en el juicio, su calificacion legal, la par-
ticipacion que en ellos hayan tenido los procesados y la 
responsabilidad civil que hayan contraído los mismos ú 
otras persona, así como las cosas que sean su objeto, b la 
cantidad en que deban ser reguladas cuando los informan-
tea 6 sus representados ejerciten tambien la accion civil. 
Art. 735. El Presidente concederá despues la palabra 
al defensor del actor civil si lo hubiere, quien limitará su 
informe á los puntos concernientes á la responsabilidad 
civil. - 
Art. 736. En seguida dará la palabra á los defensores 
de los procesados, y despues de ellos á los de las perso-
nas civilmente responsables, si no se defendieren bajo 
una sola representacion con aquellos. 
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Art. 737. Los informes de los defensores de las par-
tes se acomodarán á las conclusiones que definitivamente 
hayan formulado, y en su caso á la propuesta por el Pre-
sidente del Tribunal con arreglo á lo dispuesto en el ar-
ticulo 433. 
Art. 738. Despues de estos informes, sólo será permi-
tido á las partes la rectificacion de hechos y conceptos. 
Art. 739. Terminadas la acusacion y la defensa, el 
Presidente preguntará á los procesados si tienen algo que 
manifestar al Tribunal. 
Al que contestare afirmativamente, le será concedida la 
palabra. 
El Presidente cuidará de que los procesados al usarla 
no ofendan la moral ni falten al respeto debido al Tribu-
nal, ni á las consideraciones correspondientes á todas las 
personas, y que se ciñan á lo que sea pertinente, retirán-
doles la palabra en caso necesario. 
Art. 740. Despues de hablar los defensores de las 
partes y los procesados en su caso, el Presidente decla-
rará concluso el juicio para sentencia. 
Art. 741. El Tribunal, apreciando segun su concien-
cia las pruebas practicadas en el juicio, las razones ex-
puestas por la acusacion y la defensa y lo manifestado 
por los mismos procesados, dictará sentencia dentro del 
término fijado en esta ley. 
Art. 742. En la sentencia se resolverán todas las 
cuestiones que hayan sido objeto del juicio, condenando ó 
absolviendo á los procesados no sólo por el delito princi-
pal y sus conexos, sino tambien por las faltas incidenta-
les de que se haya conocido en la causa, sin que pueda el 
Tribunal emplear en este estado la fórmula del sobre-
seimiento respecto de los acusados á quienes crea que no 
debe condenar. 
Tambien se resolverán en la sentencia todas las cues-
tiones referentes á la responsabilidad civil que hayan si-
do objeto del juicio. 
Art. 743. El Secretario del Tribunal extenderá acta 
de cada sesion que se celebre, y en ella hará constar su-
cintamente cuanto importante hubiere ocurrido. 
Al terminar la sesion se leerá el acta, haciéndose en 
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ella las rectificaciones que las partes reclamen, si el Tri-
bunal en el acto las estima procedentes. 
Las actas se firmarán por el Presidente é individuos del 
Tribunal, por el Fiscal y por los defensores de las partes. 
CAPITULO V. 
DE LA SUSPENSION DEL JUICIO ORAL. 
Art. 744. Abierto el juicio oral, continuará durante 
todas las sesiones consecutivas que sean necesarias hasta 
su conclusion.  
Art. 745. No obstante lo dispuesto en el articulo an• 
terior, el Presidente. del Tribunal podrá suspender la 
apertura de las sesiones cuando las partes, por motivos 
independientes de su voluntad, no tuvieren preparadas 
las pruebas ofrecidas en sus respectivos escritos. 
Art. 746. Procederá además la suspension del juicio 
oral en los casos siguientes: 
1. 0 Cuando el Tribunal tuviere que resolver durante 
los debates alguna cuestion incidental que por cualquier 
causa fundada no pueda decidirse en el acto. 
2. 0 Cuando con arreglo á este Código el Tribunal 6 
alguno de sus individuos tuviere que practicar alguna di-
ligencia fuera del lugar de las sesiones y no pudiere veri-
ficarse en el tiempo intermedio entre una y otra sesion. 
3. 0 Cuando no comparezcan los testigos de cargo y de 
descargo ofrecidos por las partes y el Tribunal considere 
necesaria la declaracion de los mismos. 
Podrá, sin embargo, el Tribunal acordar en este caso 
la continuacion del juicio y la práctica de las demás prue-
bas; y despues que se hayan hecho, suspenderlo hasta que 
comparezcan los testigos ausentes. 
Si la no comparecencia del testigo fuero por el motivo 
expuesto en el art. 718, se procederá como se determina en 
el mismo y en los dos siguientes. 
4.0 Cuando algun individuo del Tribunal 6 el defen-
sor de cualquiera de las partes enfermare repentinamente 
hasta el punto de que no pueda continuar tomando parte 
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en el juicio, ni pueda ser reemplazado el último sin grave 
inconveniente para la defensa del interesado. 
Lo dispuesto en este número respecto á los defensores 
de las partes se entiende aplicable al Fiscal. 
5. 0 Cuando alguno de los procesados se halle en 
el caso del número anterior, en términos de que no pueda 
estar presente en el juicio. 
La suspension no se acordará por esta causa, sino des-
pues de haber oido á los facultativos nombrados de oficio 
para el reconocimiento del enfermo. 
6.0 Cuando revelaciones 6 retractaciones inesperadas 
produzcan alteraciones sustanciales en los juicios hacien-
do necesarios nuevos elementos de prueba, 6 alguna su-
maria instruccion suplementaria. 
Art. 747. En los casos 1.0, 2 . ° , 4.0 y 5.0 del articulo 
anterior, el Tribunal podrá decretar de oficio la suspen-
sion. En los demás casos la decretará, siendo procedente, 
á instancia de parte. 
Art. 748. En los autos de suspension que se dicten, 
'se fijará el tiempo de la suspension, si fuere posible, y se 
determinará lo que corresponda para la continuacion del 
juicio. 
Contra estos autos no se dará recurso alguno. 
Art. 749. Cuando por razon de los casos previstos en 
los números 4.0 y 5.0 del art. 746 haya de prolongarse 
indefinidamente la suspension del juicio, 6 por un tiempo 
demasiado largo, se declarará sin efecto la parte del jui-
cio celebrada, y se citará á nuevo juicio para cuando des-
aparezca la causa de la suspension ó puedan ser reempla - 
zadas las personas reemplazables. 
Lo mismo podrá acordar el Tribunal en el caso del nú-
mero 6.0, si la preparacion de los elementos de prueba 6 
la sumaria instruccion suplementaria exigiere algun 
tiempo. 
LIBRO CUARTO. 
DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. 
TITULO PRIMERO. 
DEL MODO DE PROCEDER CUANDO FUERE PROCESADO UN 
SENADOR Ó DIPUTADO A CORTES. 
Art. 750, El Juez ó Tribunal que encuentre méritos 
para procesar á un Senador ó Diputado á Córtes, por 
causa de delito, se abstendrá de dirigir el procedimiento 
contra él si las Córtes estuvieren abiertas, hasta obtener 
la correspondiente autorizacion del Cuerpo Colegislador 
á que pertenezca. 
Art. 751. Cuando el Senador 6 Diputado á Córtes 
fuere delincuente infraganti podrá ser detenido y pro-
cesado sin la autorizacion á que se refiere el artículo ante-
rior, pero en las veinticuatro horas siguientes á la de-
tencion ó procesamiento deberá ponerse lo hecho en co-
nocimiento del Cuerpo Colegislador á que corresponda. 
Se pondrá tambien en conocimiento del Cuerpo Cole-
gislador respectivo la causa que existiere pendiente con-
tra el que, estando procesado, hubiese sido elegido Sena-
dor ó Diputado á Córtes. 
Art. 752. Si un Senador ó Diputado á Córtes fuere 
procesado durante un interregno parlamentario deberá 
el Juez 6 Tribunal que conozca de la causa, ponerlo in-
mediatamente en conocimiento del respectivo Cuerpo Co-
legislador. 
Lo mismo se observará cuando haya sido procesado 
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un Senador 6 Diputado á Córtes electo antes de reunirse 
estas. 
Art. 753. En todo caso se suspenderán los procedi-
mientos desde el dia en que se dé conocimiento á las 
Córtes, estén 6 no abiertas, permaneciendo las cosas. en 
el estado en que entonces se hallen, hasta que el Cuer-
po Colegislador respectivo resuelva lo que tenga por con-
veniente. 
Art. 754. Si el Senador 6 el Congreso negasen la 
autorizacion pedida, se sobreseerá respecto al Senador 6 
Diputado á Córtes; pero continuará la causa contra los 
demás procesados. 
Art. 755. La autorizacion se pedirá en forma de su-
plicatorio, remitiendo con este, y con carácter de reser-
vado, el testimonio de los cargos que resulten contra el 
Senador 6 Diputado, con inclusion de los dictámenes del 
Fiscal y de las peticiones particulares en que se haya so-
licitado la autorizacion. 
Art. 756. El suplicatorio se remitirá por conducto 
del Ministro de Gracia y Justicia. 
TITULO II. 
DEL ANTEJUICdO NECESARIO PARA EXIGIR LA RESPONSA. 
BILIDAD CRIMINAL Á LOS JUECES Y MAGISTRADOS. 
Art. 757. Todo español que no esté incapacitado para 
el ejercicio de la accion penal podrá promover el ante-
juicio necesario para exigir la responsabilidad criminal á 
los Jueces y Magistrados por delitos cometidos en el ejer-
cicio de sus funciones. 
Art. 758. Cuando el antejuicio tuviere por objeto al-
guno de los delitos de prevaricacion .relativos á senten-
cias injustas, no podrá promoverse hasta despues de ter-
minados por sentencia firme el pleito ó causa que dieren 
motivo al procedimiento. 
Art. 759. Si el antejuicio tuviere por objeto cualquie-
ra de los delitos referentes, ya á retardo malicioso en la 
administrHcion de justicia, ya á negativa á juzgar por al- 
^ 
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guno de los pretextos especificados en el Código, podrá  
promoverse tan pronto como el Juez 6 Tribunal hubiese 
 
dictado resolucion negándose ájuzgar por oscuridad, in-
suficiencia 6 silencio de la ley, 6 despues que hubiesen  
trascurrido quince dias de presentada la última solicitud  
pidiendo al Juez 6 Tribunal que falle 6 resuelva cual-
quiera causa, expediente 6 pretension judicial que estu-
viere pendiente, sin que aquel lo hubiese hecho_ni mani-
festado por escrito en los autos causa legal para no ha-
cerlo.  
Art. 760. Cuando tuviere por objeto cualquier otro  
cielito cometido por el Juez 6 Magistrado en el ejercicio 
 
de sus funciones, podrá promoverse el antejuicio desde  
que el delito sea conocido.  
Art. 761. El ofendido por la resolucion judicial no 
 
tendrá necesidad de prestar fianza alguna para ejercitar  
la accion contra los Jueces 6 Magistrados.  
Se entiende por ofendido aquél á quien directamente  
dañe 6 perjudique el delito.  
Art. 762. El que no haya sido ofendido por el delito,  
al promover el antejuicio, prestará la fianza que el Tribu-
nal que haya de conocer de la causa determine para que  
pueda ésta sustanciarle á su instancia.  
En todo lo relativo á la fianza se estará á lo dispuesto  
en el tít. 9. 0 del libro segundo de este Código.  
Art. 763. Contra el auto exigiendo la fianza y fijando  
su cantidad y calidad, procederá el recurso de apelacion  
en ambos efectos para ante la Sala 2.a del Tribunal 
Supremo, si hubiese sido dictado por la Audiencia.  
Si lo hubiese sido por el Tribunal Supremo, procederá  
solamente el recurso de súplica.  
Art. 764. El antejuicio se promoverá por escrito re-
dactado en forma de querella, que firmará un Letrado.  
Art. 765. Si la responsabilidad criminal que se inten-
te exigir fuese por alguno de los delitos de prevaricacion  
relativos á sentencias injustas, se presentará con el escri-
to copia certificada de la sentencia, auto 6 providencia in-
j usta.  
Si no pudiere presentarse, se manifestará la oficina 6  
el archivo judicial en que se hallen los autos originales. 
 
Enjuic. ctim.—T. III. 	 15 
226 
	
BIBLIOTECA JUDICIAL. 
Art 766. Se hará además en el escrito expresion de 
las diligencias de la causa que deban compulsarse para 
comprobar la injusticia de la sentencia., auto 6'providen-
cia que dé ocasion al antejuicio. 
Art. 767. Si la responsabilidad fuere por razon de 
cualquiera de los delitos á que se refiere el art. 759 de es-
ta ley, se acompañarán con el escrito: 
1.0 Las copias de los presentados despees de trascur-
rido el término legal, si la ley lo fijase, para la resolucion 
6 fallo de la pretension judicial, expediente 6 causa pen-
dientes, pidiendo cualquiera de los interesados .al Juez ó 
Tribunal que de ellos conozca que los resuelva 6 falle con 
arreglo ..á derecho. 
2.0 La certificacion del auto 6 providencia dictados 
por el Juez 6 Tribunal denegando la peticion por oscuri-
dad, insuficiencia 6 silencio de la ley, si se tratare del de-
lito definido en el párrafo primero del articulo citado, 6 
si se tratare del comprendido en el segundo párrafo del 
mismo articulo, la que acredite que el Juez 6 Tribunal 
dejó trascurrir quince dias desde la peticion, 6 desde la 
última si se le hubiese presentado más de una, sin haber 
resuelto 6 fallado los autos, ni haberse consignado en 
ellos y  notificado á . las partes la causa legítima que se lo 
hubiere : impedido. 
Art. 768. Si la responsabilidad fuere por razon de 
cualquiera otro delito cometido. por el Juez 6 Magistrado 
en el ejercicio de sus funciones, se: presentará con el es-
crito de querella el,documento que acredite la _perpetra= 
cion del delito, ó, en su defecto la  lista, de los testigos for-
mada del modo prevenido en el art. 656. 
Art. 769. Si el que promoviere el antejuicio por cual-
quiera dedos delitos expresados en los artículos anterio-
res, no pudiere obtener los documentos necesarios, pre-
sentará á lo ménos el testimonio del acta notarial levan-
tada para hacer constar que los reclamó al Juez 6 Tribu-
nal que hubiese debido facilitarlos ó mandar expedirlos. 
Art. 770. El Tribunal que conozca del antejuicio 
mandará practicar las compulsas que se pidan, y en el 
caso del articulo anterior, ordenará al Juez ó Tribunal 
que se hubiese negado á expedir las certificaciones, que 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 	 227 
las remita en el término que habrá de señalársele, infor-
mando á la vez lo que tuviere por conveniente sobre las 
 
causas de su negativa para expedir la certificacion pe-
dida. 
Mandará además practicar las compulsas que conside-
re convenientes, citándose al querellante para los c otejos 
 
de todas las que se hicieren, á no ser en el caso de que la 
 
compulsa fuese de alguna diligencia de sumario no con-
cluido, y no se hubiese practicado con intérvencion del 
 
que promoviere el antejuicio. 
 
Art. 771. Hechas las compulsas, se unirán á los autos, 
 
dándose de ellos vista al querellante para instruccion por 
 
término de tres dias. 
 
Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior el 
 
testimonio de carácter reservado á que se refiere el ar-
ticulo que precede, si el querellante se hallare en el caso 
 
indicado.  
Si los autos no fueren devueltos en dicho término, se 
 
recogerán de oficio el primer dia de la demora. 
 
Se pasarán despues al Fiscal por igual término, y de-
vueltos que sean, se.sefialará dia para la vista. 
 
Art. 772. Si hubiesen de declarar testigos, se sefiala-
rá el dia en que deban concurrir, citándoles con las for-
malidades legales.  
- : Los testigos serán examinados en la forma prescrita en  
el cap. 5, 0, tít. 5.0, del libro segundo.  
Art. 773. Así el Fiscal como el defensor del quere-
llante podrán en el acto de la vista manifestar lo que  
creyeren conveniente sobre lo que resulte de los docu-
mentos del expediente, y en su caso, de las declaraciones  
de los testigos examinados, concluyendo por pedir la ad-
mision ó no admision de la querella interpuesta.  
Art. 774. El Tribunal resolverá lo que estime justo  
en el dia siguiente al de la vista.  
Art. 775. Si admitiere la querella, mandará proceder  
A la instruccion del sumario con arreglo al procedimiento  
establecido en esta ley, designando, conforme á lo dis-
puesto en el art. 303, el Magistrado de la Sala que lo  
haya de formar, si no considera conveniente que sea el  
Juez instructor propio del territorio donde el delito bu- 
	 --9
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biere sido cometido, 6 cualquier funcionario del órden ju-
dicial en activo servicio. 
El Tribunal acordara tambien la suspension de los 
Jueces y Magistrados contra quienes hubiere sido admi-
tida la querella, poniéndolo en conocimiento del Ministe-
rio de Gracia y Justicia á los efectos que procedan. 
Art. 776. Si no admitiere la querella, el Tribunal im-
pondrá las costas al querellante, cuando este no sea el 
ofendido por el supuesto delito. 
Las impondrá tambien al ofendido, si resultare haber 
obrado con mala f6 6 con notoria temeridad. 
Art. 777. Si hubiere condena de costas, no se devol-
verá la fianza hasta que se satisfagan , y si no se pagaren 
en el término que se fije para ello, se harán efectivas por 
cuenta de la fianza, devolviendo el resto á quien la hubie-
re prestado. 
- 
Art. 778. El Ministerio fiscal no estará sujeto a las 
anteriores disposiciones relativas á fianzas y costas cuan-
do utilice alguna accion penal contra Jueces ó Magis-
trados. 
TITULO III. 
DEL PROCEDIMIENTO EN LOS CASOS DE FLAGRANTE DELITO. 
CAPITULO PRIMERO. 
Casos en que tiene lugar este procedimiento. 
Art. 779. Se considerará flagrante delito el que se es-
tuviere cometiendo 6 se acabare de cometer, cuando el de-
lincuente 6 delincuentes sean sorprendidos. 
Se entenderá sorprendido en el acto, no solo el crimi-
nal que fuere cogido en el momento de estar cometiendo 
el delito, sino el detenido 6 perseguido inmediatamente 
despues de cometerle, si la persecucion durare 6 no se 
suspendiere mientras el delincuente no se ponga fuera del 
inmediato alcance de los que le persigan. 
Tambien se considerará delincuente infraganti acuci á 
r 
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quien se sorprendiere inmediatamente despues de cometi-
do un delito, con efectos 6 instrumentos que infundan la 
 
presuncion vehemente de su participacion en él. 
 
Art. 780. El procedimiento de que se trata en este ti-
tulo, solo se aplicará á los presuntos reos aprehendidos 
 
infraganti que merezcan penas correccionales, cualquiera 
 
que sea el grado en que deban imponerse. 
 
Art. 781. Si el Juez municipal, 6 el de instruccion en  
su caso, tuvieren duda acerca de si el delito merece pena  
correccional, lo consultarán con el Tribunal respectivo, el 
 
cual, oyendo al Fiscal, contestará dentro de los cuatro 
 
dias siguientes al recibo de la consulta. 
 
Art. 782. En las causas de esta clase, las competen-
cias que se promuevan entre Jueces 6 Tribunales de la 
 jurisdiccion ordinaria, se sustanciarán segun las reglas 
 
siguientes:  
Cuando un Tribunal reclame el conocimiento de una  
causa teniéndola ya otro y haya duda acerca de cuál de  
ellos es el competente, si no resulta acuerdo á la primera  
comunicacion que con tal motivo se dirijan, pondrán el  
hecho sin dilacion en conocimiento del superior respecti-
vo, al tenor de lo dispuesto en el art. 20, por medio de  
exposicion razonada, para que dicho superior, oyendo in  
voce al Fiscal, decida en el acto lo que estime procedente  
sin ulterior recurso.  
Mientras tanto, cede Tribunal continuará los procedi-
mientos que hubiere comenzado.  
Cuando sean los Jueces de instruccion los que difieran  
sobre la competencia, se estará á lo dispuesto en el art. 22  
de esta ley.  
En todo caso, los Jueces instructores, en cuyo partido  
tenga ramificacion el delito ú ocurran hechos justiciables  
por consecuencia del mismo, instruirán las oportuuas di-
ligencias, que pasarán al que sea competente para conocer  
del delito principal.  
Art. 783. Siempre que se trate de un delito flagrante,  
los funcionarios de policía judicial lo pondrán en conoci-
miento del Juez municipal en los pueblos que no sean ca-
beza de partido, y tanlbien en ésta si el Juez de instruc-
cion se hallare ausente.  
^ 
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En los demás casos lo pondrán directamente en conoci-
miento del Juez de instruccion. 
Art. 784. Las Autoridades judiciales mencionadas en 
el artículo anterior, formarán respectivamente de oficio 
las primeras diligencias del sumario siendo el delito pú-
blico, y á requerimiento de parte legítima si fuere pri-
vado. 
El Juez municipal, en su caso, dará inmediatamente 
conocimiento del hecho al Juez de instruccion, tan pronto 
como fuere posible, sin perjuicio de continuar practicando 
los actos más urgentes de investigacion; y ejecutará pun-
tualmente cualquiera órden que dicho Juez de instruc-
cion le comunique. 
Tanto el Juez municipal como el de instruccion cum-
plirán además lo preceptuado en el art. 308 de esta ley. 
Art. 785. Las Autoridades ó funcionarios, á quienes 
por esta ley corresponda la instruccion de las primeras 
diligencias, podrán ordenar que les acompañe en caso 
de delito flagrante de lesiones, el primer facultativo que 
fuere habido, y dos donde los hubiere, para prestar, en 
su caso, los oportunos auxilios al ofendido. 
Los facultativos requeridos, aunque sólo lo fueren ver-
balmente, que no se presten á lo expresado en el párrafo 
anterior, incurrirán en una multa de 50 á 250 pesetas, A 
no ser que hubieren incurrido por su desobediencia en 
responsabilidad criminal. 
Art. 786. Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 354, 
los funcionarios de policía judicial podrán impedir, en 
caso de flagrante delito, que se aparten del lugar donde 
se cometió las personas que en él se encuentren. 
Podrán tambien secuestrar los efectos que en él hubie-
re hasta tanto que llegue la Autoridad judicial, siempre 
que exista peligro de que, no haciéndolo, pudieran des-
aparecer algunas pruebas de los hechos ocurridos. 
Asimismo podrán, en este caso, hacer comparecer in-
mediatamente á las personas ó conducir los efectos indi-
cados en el párrafo precedente ante el Juez municipal ó 
instructor. 
Art. 787. Podrán igualmente las Autoridades y Agen-
tes á que se refieren los artículos que preceden, requerir 
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el auxilio de la fuerza pública, cuando fuere necesario, 
para el desempeña iletes funoiónes que por esta ley se 
les encomiendan. 
El requerimiento se hará por escrito, si lo permitiese 
la urgencia del caso, al Jófe local de la fuerza. 
CAPÍTULO fI." 
Regias á que debe ajustarse sate procedimiento. 
Art. 778. El Juez instructor empleará para la  corn-
probacion del delito y de, la delincuencia del presunto 
reo los medios comunes y ordinarios que establece esta 
ley con las modificaciones consignadas en los artículos 
siguientes. 
Art. 789. Los Jueces instructores evitarán la práctica 
de todas aquellas diligencias cuyo resultado, áun en el 
caso más favorable para el reo, no hubiere de alterar ni 
la naturaleza del delito, ni la responsabilidad de los de-
lincuentes. 
Art. 
 790. Los Jueces intructores, cuando asistan va-
rios testigos presenciales, consignarán las declaraciones 
de los más importantes y el reconocimiento en su caso 
de los detenidos, por medio de acta breve, que suscri- 
birán el Juez;`e1 Secretario, el detenido y los testigos si 
supieren. - 
El Juez podrá examinar aisladamente á algun testigo 
silo estimare necesario. 
Art. 791. Cuando el detenido confiese tener la edad 
necesaria para poderle exigir en su caso la responsabili-
dad criminal en toda su extension y no se ofreciere duda 
sobre esta circunstancia al Juez instructor, se prescindi-
rá de traer á la causa su partida de bautismo, si no es 
indispensable para acreditar su identidad. 
Art. 792. Cuando sean varios los procesados, el . 
Juez instructor podrá acordar la formacion de las piezas 
separadas que estime convenientes para simplificar y ac-
tivar los procedimientos y que no se dilate el castigo de 
los que resulten confesos 6 convictos. 
Art. 793. El Juez instructor procurará dar por ter- 
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minado el sumario dentro de los ocho dias siguientes á 
su primera diligencia, cuando no haya necesidad de 
aguardar el resultado de alguna lesion 6 diligencia 
esencial. 
El Tribunal examinará cuidadosamente los motivos 
de cualquiera otra dilacion, para corregir disciplinaria-
mente al Juez instructor que incurra en ella sin excusa justificada. 
Art. 794. Terminado el sumario y remitido este al 
Tribunal competente, se pasará sucesivamente á las 
partes, empezando por el Ministerio fiscal, por término 
de tres dias para que hagan la calificacion del delito. 
Art. 795. Si el Ministerio fiscal pidiere la imposi-
cion de alguna pena correccional, se hará saber al pro-
cesado para que diga si se conforma 6 no con  ell a;  y en 
caso afirmativo, el Tribunal pronunciará inmediatamen-
te la correspondiente sentencia, sin que pueda imponer 
mayor pena que aquella sobre que hubiese recaido la con-
formidad. El fallo asf dictado, causará ejecutoria y con-
tra él no se admitirá recurso alguno. 
Si el procesado fuere menor de edad, será preciso 
que su Letrado defensor manifieste igual conformidad. 
Art. 796. Cuando el procesado ó el defensor en su 
caso, no se conformen con la pena pedida por el Minis-
terio fiscal, é cuando el Tribunal entienda que la pena 
solicitada no es la procedente segitn la calificacion del 
delito, y si otra mayor, acordará la continuacion del juicio. 	 -. 
En este caso, se hará saber á las partes que en el tér-
mino de tercero dia propongan los elementos de prueba 
de que intenten valerse, para lo que se les pondrán de 
manifiesto los autos en la Secretaria del actuario; y pro-
puesta que sea la prueba, se ajustará en lo sucesivo el juicio á las reglas ordinarias, debiendo sin embargo el 
Tribunal acortar los términos cuanto fuere posible. 
Si el Fiscal entendiese que la pena correspondiente 
al delito debe ser aflictiva lo hará presente al Tribunal 
para que devuelva la causa al Juez instructor con objeto 
de que se sustancie por el procedimiento ordinario. 
Art. 797 .. Los Tribunales despacharán y verán pr e - 
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ferentemente las causas que se refieran á delincuentes 
infraganti. 
Art. 798. Inmediatamente que termine el juicio, se 
reunirá el Tribunal para deliberar y pronunciar la sen-
tencia, que deberá ser publicada en el mismo dia ó á más 
tardar en el siguiente. 
Art. 799. El resultado del juicio oral se hará constar 
en acta que suscribirán los individuos del Tribunal, el 
Ministerio fiscal, el defensor y .el Secretario. 
Art. 800. Contra la resolucion del Tribunal proce-
derá el recurso de casacion por infraccion de ley, si en 
el acto de publicarse la sentencia el procesado, su defen-
sor ó el Ministerio fiscal manifiestan querer utilizar di-
cho recurso. 
Si hicieren dicha manifestacion, se considerará prepa-
rado por solo este hecho, y se remitirá copia literal del 
fallo al Tribunal Supremo en el mismo dia, quedando en 
la Secretaria del Tribunal sentenciador el original. 
El recurso por quebrantamiento de forma podrá in-
terponerse tambien en los dos dios siguientes al de la úl-
tima notificacion. 
Art. 801. La admision, sustanciacion y decision de 
estos recursos se acomodará á las reglas establecidas en 
el tit. 1.0 del libro quinto, pero se turnarán y verán con 
preferencia á los demás. 
Art. 802. El Tribunal Supremo dictará y publicará 
la sentencia en la misma forma y plazo señalado en el 
artículo 798. 
Art. 803. Publicada la sentencia por el Tribunal Su-
premo, se librará la correspondiente certificacion al Tri-
bunal sentenciador para su ejecucion, quedando testimo-
nio bastante para liquidar las costas causadas y determi-
nar sobre la inversion del depósito. 
r - - --- -----^ 
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TÍTULO IV. 
DEL PROCEDIMIENTO POR DELITOS DE INJURIA Y CALUMNIA 
CONTRA PARTICULARES. 
Art. 804. No se admitirá querella por injuria 6 ca-
lumnia inferidas á particulares, si no se presenta cer-
tificacion de haber celebrado el querellante acto de con-
ciliacion con el querellado, 6 de haberlo intentado sin 
efecto. 
 
Art. 805. Si la querella fuere por injuria 6 calumnia 
vertidas en juicio, será necesario acreditar además la au-
torizacion del Juez 6 Tribunal ante quien hubiesen sido 
inferidas. 
Esta autorizacion no se estimará prueba bastante de la 
imputacion. 
Art. 806. Si la injuria y calumnia se hubieren inferi- 
do por escrito, se presentará, siendo posible, el documen-
to que la contenga. 
Art. 807. Cuando se trate de injurias 6 calumnias in. 
feridas por escrito, reconocido éste por la persona legal-
mente responsable y comprobado si ha existido ó no la 
publicidad á que se refiere el respectivo articulo del Códi- 
go penal, se dará por terminado el sumario, prévio el pro-
cesamiento del querellado. - 
Art. 808. Si se tratare de injurias ó caluiiinias inferi-
das verbalmente, presentada la querella, el Juez instruc-
tor mandará convocar á juicio verbal al querellante, al 
querellado y á los testigos que puedan dar razon de los 
hechos, señalando dia y hora para la celebracion del 
iuicio. 
Art. 809. El juicio deberá celebrarse, dentro de los 
tres dias siguientes al de la presentacion de la querella, 
ante el Juez instructor á quien corresponda su conoci-
miento. 
Si hubiere causa justa y se hiciere constar por certifi-
cacion del Secretario, podrá ampliarse hasta ocho días el 
término para la celebracion del juicio verbal. 
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Art. 810. De las reglas establecidas en los tres artícu-
los anteriores se exceptúan las injurias dirigidas contra 
funcionarios públicos sobre hechos concernientes al ejer-
cicio de sus cargos, así como tambien la calumnia, cuando 
los acusados manifiesten querer probar antes del juicio 
oral la certeza de la imputacion injuriosa 6 del hecho 
criminal que hubiesen imputado. 
En uno y otro caso no podrá dwrse por terminado 
el sumario hasta que el querellante determine con toda 
precision y claridad los hechos y las circunstancias de la 
imputacion, para que el procesado pueda preparar sus 
pruebas y suministrarlas en el juicio oral. Si no lo hicie-
re en el plazo que el .Tuez le señale, se dará por termina-
do el sumario, teniendo en cuenta su falta ú omision para 
que no perjudique al acusado. 
Art. 811. El que se querelle por injuria 6 calumnia 
deberá acompañar copia de la querella, que se entregará 
al querellado al tiempo de ser citado para el juicio. 
Art. 812. Celebrado el juicio en el dia señalado y 
presentadas por el querellante las pruebas de los hechos 
que constituyan la injuria 6 calumnia verbal, el Juez 
acordará lo que corresponda respecto al procesamiento 
del querellado, dando seguidamente por terminado el su-
mario. 
Art. 813: No se admitirán testigos de referencia en 
las causas por injuria 6 calumnia vertidas de palabra. 
Art. 814. La ausencia del querellado no suspenderá 
la celebración ni la resolucion del juicio, siempre que re-
sulte habérsele citado en forma. 
Art. 815. De cada juicio se extenderá acta, consignan-
do clara y sucintamente lo actuado, la cual se firmará por 
todos los concurrentes que supieren. 
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TITULO V. 
DEL PROCEDIMIENTO POR DELITOS COMETIDOS POR MEDIO 
DE LA IMPRENTA, EL GRABADO Ú OTRO MEDIO MECÁNICO 
DE PUBLICACION. 
Art. 816. Inmediatamente que se dé principio á un 
sumario por delito cometido por medio de la imprenta, el 
grabado ú otro medio mecánico de publicacion
' 
 se proce- 
derá á secuestrar los ejemplares del impreso 6 de la es-
tampa donde quiera que se hallaren. Tambien se secues-
trará el molde de ésta. 
Se procederá asimismo inmediatamente á averiguar 
quién haya sido el autor real del escrito 6 estampa con 
cuya publicacion se hubiese cometido el delito. 
Art. 817. Si el escrito ó estampa se hubiese publica-
do en un periódico, bien en el texto del mismo, bien en 
hoja aparte, se 
 tomará declaracion, para averiguar quién 
haya sido el autor, al Director ó redactores de aquél y al jefe ó regente del establecimiento tipográfico en que se 
haya hecho la impresion 6 grabado. 
Para ello se reclamará el original de cualquiera de las 
personas que lo tenga en su poder, la cual, si no lo pu-
siere á disposicion del Juez, manifestará la persona á 
quien lo haya entregado. 
Art. 818. Si el delito se hubiese cometido por medio 
de la publicacion de un escrito ó de una estampa sueltos, 
se tomará la declaracion expresada en el artículo anterior 
al jefe y dependientes del establecimiento en que se haya 
hecho la impresion estampacion. 
Art. 819. Cuando no pudiere averiguarse quién sea 
el autor real del escrito 6 estampa, ó cuando por hallarse 
domiciliado en el extranjero 6 por cualquier otra causa de 
las especificadas en el Código penal no pudiere ser perse-
guido, se dirigirá el procedimiento contra las personas 
subsidiariamente responsables, por el órden establecido
-
en el artículo respectivo del expresado Código. 
Art. 820. No será bastante la confesion de un su- 
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puesto autor para que se le tenga como tal y para que no 
se dirija el procedimiento contra otras personas, si de las 
circunstancias de aquél 6 de las del delito resultaren in-
dicios bastantes para creer que el confeso no fué el autor 
real del escrito 6 estampa publicados. 
Pero una vez dictada sentencia firme en contra de los 
subsidiariamente responsables, no se podrá abrir nuevo 
procedimiento contra el responsable principal si llegare á 
ser conocido. 
Art. 821. Si durante el curso de la causa apareciere 
alguna persona que, por el Orden establecido en el articu-
lo respectivo del Código penal, deba responder criminal-
mente del delito antes que el procesado, se sobreseerá en 
la causa respecto á éste, dirigiéndose el procedimiento 
contra aquélla. 
Art. 822. No se considerarán como instrumentos ó 
efectos del delito más que los ejemplares impresos del es-
crito ó estampa y el molde de ésta. 
Art. 823. Unidos á la causa el impreso, grabado ú 
otro medio mecánico de publicacion que haya servido pa-
ra la comision del delito, y averiguado el autor 6 la per-
sona subsidiariamente responsable, se dará por terminado 
el sumario. 
TITULO VI. 
DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EXTRADICION. 
Art. 824. Los Fiscales de las Audiencias y el del 
Tribunal Supremo, cada uno en su caso y lugar, pedirán 
que el Juez 6 Tribunal proponga al Gobierno que solicite 
la extradicion de los procesados ó condenados por sen-
tencia firme, cuando sea procedente con arreglo á de-
recho. 
Art. 825. Para que pueda pedirse ó proponerse la ex-
tradicion, será requisito necesario que se haya dictado 
auto motivado de prision ó recaido sentencia firme contra 
los acusados á que se refiera. 
Art. 826. Sólo podrá pedirse 6 proponerse la extradi-
Qion; 
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1.0 De los españoles que habiendo .delinquido en Es-
paña se hayan refugiado en pais extranjero. 
2.0 De los españoles que, habiendo atentado en el 
extranjero contra la seguridad exterior del Estado, se hu-
biesen refugiado en pais distinto del en que delinquieron. 
3.0 De los extranjeros que, debiendo ser juzgados en 
España, se hubiesen refugiado en un pais que no sea el 
suyo. 
Art. 827. Procederá la peticion de extradicion: 
1.0 En los casos que se determinen en los tratados 
vigentes con la potencia en cuyo territorio se hallase el 
 individuo reclamado. 
2.0 En defecto de tratado, en los casos en que la ex-
tradicion proceda segun el derecho escrito ó consuetudi-
nario vigente en el territorio á cuya nacion se pida la 
extradicion. 
3.0 En defecto de los dos casos anteriores, cuando la 
extradicion sea procedente segun el principio de recipro-
cidad. 
Art. 828. El Juez 6 Tribunal  que conozca de la causa 
en que estuviere procesado el reo ausente en territorio 
extranjero, será el competente para pedir su extradicion. 
Art. 829. El Juez ó Tribunal que conociere de la cau-
sa, acordará de oficio 6 á instancia de parte, en resolucion 
fundada, pedir la extradicion desde el moment9 en que, 
por el estado del proceso y por su resultado, sea proce-
dente con arreglo á cualquiera de los números de los ar-
tículos 826 y 827. 
Art. 830. Contra el auto acordando 6 denegando pe-
dir la extradicion podrá interponerse el recurso de apela-
cion, silo hubiese dictado un Juez de instruccion.. 
Art. 831. La peticion de extradicion se hará en for-
ma de suplicatorio dirigido al Ministro de Gracia y Jus-
ticia. 
Se exceptúa el caso en que por el tratado vigente _con 
la nacion en cuyo territorio se hallare el procesado, pueda 
pedir directamente la extradicion el Juez 6 Tribunal que 
conozcan de la causa. 
Art. 832. Con el suplicatorio 6 comunicacion que ha-
yan de expedirse, segun lo dispuesto en el articulo ante- 
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rior, se remitirá testimonio en que se inserte literalmente 
el auto de extradicion, y en relacion la pretension 6 dic-
támen fiscal en que se haya pedido, y todas las diligen-
cias de la causa necesarias para justificar la procedencia 
de la extradicion con arreglo al número correspondiente 
del art. 826 en que aquella se funde. 
Art. 833. Cuando la extradicion haya de pedirse por 
conducto del Ministro de Gracia y Justicia, se le remitirá 
el suplicatorio y testimonio por medio del Presidente de 
la Audiencia respectiva. 
Si el Tribunal que conociere de la causa fuese el Su-
premo 6 su Sala 2.a, los documentos mencionados se re- 
mitirán por medio del Presidente de dicho Tribunal. 
TITULO VII. 
DEL PROCEDIMIENTO CONTRA REOS AUSENTES. 
Art. 834. Será declarado rebelde el procesado que en 
el término fijado en las requisitorias no comparezca, 6 que 
no fuese habido y presentado ante el Juez 6 Tribunal que 
conozca de la causa. 
Art. 835. Será llamado y buscado por requisitoria: 
1.0 El procesado que al ir notificársele cualquiera 
resolucion judicial, no fuere hallado en su domicilio por 
haberse ausentado, si se ignorase su paradero, y el que 
no tuviese domicilia conocido. El que practique la dili-
gencia interrogará sobre el punto en que se hallare el 
procesado á la persona con quien dicha diligencia deba 
entenderse, con arreglo á lo dispuesto en el art. 172 de 
esta ley. 
2.0 El que se hubiere fugado del establecimiento en 
que se hallase detenido 6 preso. 
3.0 El que hallándose en libertad provisional, dejare 
de concurrirá la presencia judicial el dia que le esté se-
ñalado, 6 cuando sea llamado. 
Art. 836. Inmediatamente que un procesado se halle 
en cualquiera de los Casos del articulo anterior, el Juez b 
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Tribunal que conozca de la causa mandará expedir re-
quisitorias para su llamamiento y busca. 
Art. 837. La requisitoria expresará todas las circuns-
tancias mencionadas en el art. 513, excepto la última, 
cuando no se haya decretado la prision ó detencion del 
procesado, y además las siguientes: 
l.a La del número del art. 835 que diere lugar á la 
expedicion de la requisitoria. 
2.a El término dentro del cual el procesado ausente 
deberá presentarse, bajo apercibimiento de que en otro 
caso será declarado rebelde y le parará el perjuicio á que 
hubiere lugar con arreglo á la ley. 
Art. 838. La requisitoria se remitirá á los Jueces,, se 
publicará en los periódicos y se fijará en los sitios públi-
cos mencionados en el art. 512, uniéndose á los autos la 
original y un ejemplar de cada periódico en que se haya 
publicado. 
Art. 839. Trascurrido el plazo de la requisitoria sin 
haber comparecido ó sin haber sido presentado el ausen-
te, se le declarará rebelde. 
Art. 840. Si la causa estuviere en sumario, se conti-
nuará hasta que se declare terminado por el Juez ó Tri-
bunal competente, suspendiéndose despues su curso y ar-
chivándose los autos y las piezas de conviccion que pu-
dieren conservarse y no fueren de un tercero irrespon-
sable. 
Art. 841. Si al ser declarado en rebeldía el procesa-
do, se hallare pendiente el juicio oral, se suspenderá éste 
y se archivarán los autos. 
Art. 842. Si fueren dos ó más los procesados y no á 
todos se les hubiese declarado en rebeldía, se suspenderá 
el curso de la causa respecto á los rebeldes hasta que 
sean hallados, y se continuará respecto á los demás. 
Art. 843. En cualquiera de los casos de los tres ar-
tículos anteriores, se reservará, en el auto de suspension, 
á la parte ofendida por el delito lá accion que le corres-
ponda para la restitucion de la cosa, la reparacion del 
daño y la indemnizacion de perjuicios, á fin de que pueda 
ejercitarla, independientemente de la causa, por la vía ci-
vil contra los que fueren responsables; á cuyo efecto no 
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se alzarán los embargos hechos, ni se cancelarán las fian 
zas prestadas. 
Art. 844. Cuando la causa se archive por estar en re-
beldía todos los procesados, se mandará devolver á los 
dueños, que no resulten civil ni criminalmente responsa-
bles del delito, los efectos 6 instrumentos del mismo 6 las 
demás piezas de conviccion que hubiesen sido recogidas 
durante la causa; pero antes de hacerse la devolucion, el 
Secretario extenderá diligencia consignando descripcion 
minuciosa de todo lo que se devuelva. 
Asimismo se verificará el reconocimiento pericial que 
habria de practicarse si la causa continuara su curso or-
dinario. 
Para la devolucion de los efectos y piezas de convic-
cion pertenecientes á un tercero irresponsable, se obser-
vará lo que se dispone en los artículos 634 y 635. 
Art. 845.. Si el reo se hubiere fugado ú ocultado des -
pues de notificada la sentencia y estando pendiente el re-
curso de casacion, éste se sustanciará hasta definitiva, 
nombrándose al rebelde Abogado y Procurador de oficio. 
La sentencia que recaiga será firme. 
Lo mismo sucederá si habiéndose ausentado ú ocultado 
el reo despues de haberle sido notificada la sentencia, se 
interpusiere el recurso por su representacion ó por el Mi-
nisterio fiscal aespues de su ausencia ú ocultacion. 
Art. 846. Cuando el declarado rebelde en los casos de 
los arts. 840 y 841 se presente 6 sea habido, se abrirá 
nuevamente la causa para continuarla segun su estado. 
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LIBRO QUINTO, 
DE I.OS RECURSOS DE CASACION Y DE REVISION. 
TÍTULO PRIMERO. 
DE LOS RECURSOS DE CASACION. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De los recursos de casacion por infraooion de ley. 
SECCION PRIMERA. 
De la procedencia del recurso. 
Art. 847. Procede el recurso de casacion por infrac-
cion de ley contra todas las sentencias dictadas en única 
instancia y en juicio oral y público por las Audiencias, y 
contra las de segunda instancia dictadas en los juicios de 
faltas. 
No procede respecto de las pronunciadas por el Tribu-
nal Supremo. 
Art. 848. Habrá lugar al recurso de casacion de que 
habla el artículo anterior, cuando la ley se hubieso in-
fringido en las resoluciones siguientes de los Tribunales: 
1.0 En las sentencias definitivas. 
2.0 En los autos de competencia. 
3.0 En los autos que resuelvan artículos de prévio 
pronunciamiento en que se hayan admitido las excepcio-
nes de cosa juzgada, prescripcion del delito o de la pena, 
ó aplicacion de amnistía ó indulto general. 
J, 
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4.0 En los autos de sobreseimiento. 
5.0 En los de no admision de querella. 
6.0 En los que se desestime el recurso de queja pro-
puesto contra el auto en que se deniegue la apelacion in-
terpuesta por no admision de la querella. 
7.0 En los autos en que se conceda 6 deniegue la de-
claracion de pobreza. 
8.0 En cualesquiera otros, respecto de los cuales se 
otorgue expresamente este recurso. 
Para que pueda admitirse el recurso de casacion por 
infraccion de ley contra las resoluciones indicadas en los 
números anteriores, será necesario que scan definitivas y 
además no se conceda contra ellas ningun otro recurso 
ordinario. 
Art. 849. Se entenderá que  • ha sido infringida una 
ley en la sentencia definitiva para el efecto de que pueda 
interponerse el recurso de casacion: 
1.0 Cuando 'los hechos que en la sentencia se declaren 
probados sean calificados y penados como delitos ó faltas, 
no siéndolo, ó cuando se penen á pesar de existir una cir-
cunstancia eximente de responsabilidad criminal ó á pe 
sar de que circunstancias posteriores á la comision del 
delito impidan penarlos. - 
2.0 Cuando los hechos que en la sentencia se decla-
ren probados no se califiquen 6 no se penen como delitos 
b faltas, siéndolo, y sin que circunstancias  , posteriores 
impidan penarlos. 
3» Cuando, constituyendo delito ó falta los hechos 
que se declaren probados en la sentencia,, se haya come-
tido error de derecho en su calificacion. 
4.0 Cuando se haya cometido error de. derecho al de- 
terminar la participacion de cada uno de los procesa-
dos en los hechos que se declaren probados en la sen-
tencia. 
5» Cuando se haya cometido error de derecho en la 
calificacion de los hechos que se declaren probados en 
la sentencia eri concepto de circunstancias agravantes, 
atenuantes ó eximentes de responsabilidad criminal. 
6.0 Cuando el grado de la pena impuesta no corres-
ponda segun la ley á la calificacion aceptada respecto del 
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hecho justiciable, de la participacion en él de los procesa-
dos, 6 de las circunstancias atenuantes ó agravantes de 
responsabilidad criminal. 
7. 0 Cuando dados los hechos que se declaren proba-
dos, se haya incurrido en error de derecho al admitir 6 
desestimar las excepciones 2.a, 3.a, 4.a y S.a del art. 666 
reproducidas en el juicio. 
Art. 850. Se entenderá, para el mismg befecto, infrin-
gida la ley en el caso del núm. 2.0 del ail . 848 cuando, 
dada la calificacion que de los hechos apareciere en la 
sentencia, el Tribunal haya incurrido en error legal al 
resolver sobre su competencia. 
Art. 851. Se entenderá, para el efecto sobredicho, que 
ha sido infringida la ley en los autos comprendidos en el 
número 3.0 del art. 848, cuando, dados los hechos que se 
declaren probados, se haya incurrido en error de derecho 
al declararlos comprendidos en una sentencia firme ante-
rior, 6 al considerar prescrita la accion penal que nazca 
del delito 6 falta, 6 .al comprender los hechos en una am-
nistía 6 un indulto. 
Art. 852. Se entenderá, para el efecto expresado en 
los artículos anteriores, que ha sido infringida la ley eñ 
cualquiera de los autos comprendidos en los números 4.0, 
5. 0 y 6.0 del art. 848, cuando se funden en no estimarse 
como delito ó falta, siéndolo 6 presentando caracteres de 
tales, los hechos consignados por el Juez 6 Tribunal en 
los respectivos autos, sin que circunstancias posteriores 
impidan penarlos; ó cuando se declare exentos de respon-
sabilidad cririainal á los procesados, no debiendo serlo 
con arreglo al precepto expreso de una ley. 
Art. 853. Se entenderá, para el mismo efecto, infrin• 
gida la ley en el auto mencionado en el núm.' 7.0 del ar-
tículo 848, cuando, dados los hechos que se declaren pro-
bados, se haya infringido lo dispuesto en el art. 123, sin 
fundarse para ello en la excepcion expresada en el articu-
lo 125. 
Se entenderá igualmente infringida la ley en los autos 
á que se refiere el núm. 8.0 del art. 848, cuando su reso-
lucion contradiga expreso precepto legal. 
Art. 854. Podrán interponer el recurso de casacion: 
^— — 
246. 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
el Ministerio fiscal; los que,háyan sido parte en los juicios 
criminales; los que sin haberlo sido resulten condenados 
en la sentencia, y los herederos de unos y otros. 
 
Los actores civiles no podrán interponer el recurso, 
sino en cuanto pueda afectar á las restituciones, repara-
ciones é indemnizaciones que hayan reclamado. 
BECCION SEGUNDA.  
De la preparaclon del recurso.  
Art. 855. El que se proponga interponer el recurso  
de casacion por infraccion de ley pedirá ante el Juez ó 
Tribunal que haya dictado la resolucion judicial definitiva 
un testimonio de la misma, y tambien de la de primera 
instancia si hubiere sido dictada en juicio sobre faltas y 
sd hubiesen aceptado y no reproducido textualmente los 
resultandos y considerandos de la del Juez municipal. 
Art. 856. La peticion expresada .en el articulo ante-
rior, se presentará dentro de los cinco dias siguientes al 
de la última notificacion de la sentencia ó auto contra que 
se intente entablar el recurso. 
 
En los juicios sobre faltas el término será el primer 
dia siguiente al en que se haya practicado la última noti-
ficacion. 
Art. 857. En el escrito en que se pida testimonio de 
la sentencia para preparar el recurso, àë consignará la 
promesa solemne de constituir el depósito que establece 
el art. 875 de la presente ley. 
Si la parte que prepare el recurso estuviere declarada  
insolvente, ya en todo, ya en parte, ó pobre por sentencia 
ejecutoria, pedirá al Tribunal que se haga constar expre-
samente esta circunstancia en la certificacion de la sen-
tencia que deberá librarse, y se obligará además á res-
ponder, si llegare á mejor fortune; del importe del depó-
sito que segun los casos deba constituir. 
Art. 858. Los Tribunales concederán dentro de tres 
dias el testimonio, á no ser que se pida fuera del término 
señalado en el art. 856, y harán que se expida dentro de 
otro plazo igual. Cuando le denieguen, consignarán en el 
auto denegatorio la fecha de la sentencia ó del auto, la 
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de su última notificacion á las partes, y la de la presenta-
cion de la solicitud del testimonio. 
Del auto denegatorio se dará copia certificada, en el acto 
de la notificacion, al que hubiese pedido el testimonio. 
En dicha certificacion harán constar además los Tribu-
nales sentenciadores, bajo su más estrecha responsabili-
dad, con arreglo á lo que de las causas aparezca, si la 
parte recurrente está declarada insolvente por carecer de 
toda clase de bienes, 6 en su caso si ha obtenido declara-
cion firme de ser pobre en sentido legal, 6 si por el con-
trario, atendida su fortuna, los signos externos de su esta-
do social y la manera como se haya defendido 6 gestio-
nado en el juicio, se encuentra en la clase de rico. 
Art. 859. Librada la certificacion de que se habla en 
el articulo anterior, se emplazará á todas las partes pa- 
- ra que comparezcan ante la Sala 2.a del Tribunal Su-
premo dentro del término improrogable de quince dias 
si se refiere á sentencias dictadas por Tribunales que re-
sidan en la Peninsula; de veinte dias, si residen en las 
Islas Baleares, y de treinta si en las Canarias. 
Art. 860. Cuando el recurrente defendido como pobre 
6 declarado insolvente lo solicitare, el Tribunal senten-
ciador remitirá directamente á la Sala 2.a del Supremo 
el testimonio necesario para la interposicion del recur-
so, 6 en su caso, la certificacion del auto denegatorio del 
mismo. 
La Sala mandará nombrar Abogado y Procurador que 
puedan interponer el recurso que corresponda, si el  recur-
rente no les hubiere designado. En uno y otro caso la 
Sala señalará el plazo dentro del cual haya de interpo-
nerse. 
Art. 861. El Tribunal sentenciador, en el mismo dia 
en que entregue 6 remita el testimonio de la sentencia 6 
del auto, enviará á la Sala 2.a del Tribunal Supremo 
certificacion de los votos reservados, si los hubiere, 6 ne-
gativa en su caso, y dispondrá que se notifique á los que 
hayan sido parte en la causa, además del recurrente, la 
entrega 6 remesa del testimonio, emplazándoles para que 
puedan comparecer en la referida Sala á hacer valer su 
derecho dentro de los términos fijados en el art. 859. 
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A la vez que la certificacion expresada se remitirá por 
el Juez b Tribunal sentenciador otra expedida por su Se-
cretario, en la que se exprese sucintamente la causa 6 jui- 
cio, los nombres de las partes, el delito 6 falta y la fecha 
de entrega del testimonio al recurrente, así como la del 
emplazamiento á las partes. La que no haya preparado el 
recurso podrá adherirse á él en el término del emplaza-
miento y al instruirse del formulado por la otra, alegan-
do los motivos que la convengan. 
SECCION TERCERA. 
Del recurso de queja por denegacion del testimonio pedido para 
interponer el de casacion. 
Art. 862. El Tribunal sentenciador ante el cual se de-
duzca el escrito de preparacion del recurso de casacion 
podrá denegar en auto fundado la expedicion de la certi-
ficacion de la sentencia para el que se intente, en los ca-
sos siguientes: 
1.0 Cuando dicho escrito se presente despues del tér-
mino que concede el art. 856. 
2. ° Cuando lo presente quien no se halle comprendido 
en cualquiera de los casos que enumera el art. 854. 
Y 3.0 Cuando la resolucion judicial contra la cual se 
prepare el recurso no sea de ninguna de las clases que 
menciona el art. 848. 
Art. 863. Si la parte que preparó el recurso pidiere, 
dentro de los dos dias siguientes al de la notification del 
auto denegatorio, que se remita copia certificada del mis-
mo á la Sala 2.4 del Tribunal Supremo manifestan-
do su voluntad de recurrir en queja ante la misma, lo es-
timará así la Sala sentenciadora y mandará emplazar á 
las partes para que comparezcan ante dicho Supremo Tri-
bunal en los términos que previene el art. 859, segun los 
respectivos casos. 
Art. 864. En las copias certificadas de los autos de-
negatorios de que se habla en los artículos anteriores, so 
hará constar tambien el estado de fortuna de los que in-
tenten la queja, en los términos que previene el art. 858. 
Art. 865. Recibida en la Sala 2.a del Tribunal Su- 
` 
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premó la copia certificada del auto denegatorio, se es-
perará la comparecencia del recurrente, quien deberá 
ajustarse en un todo á lo prescrito en el art. 859, segun 
los casos respectivos. 
Art. 866. Trascurrido el término del emplazamiento 
sin que haya comparecido el recurrente en queja, la Sala 
dictará auto declarando desierto el recurso y en su vir-
tud firme y consentido el auto denegatorio con las costas, 
y lo comunicará al Tribunal sentenciador para los efec-
tos que correspondan. 
Art. 867. Si el recurrente compareciere en tiempo, 
al verificarlo formulará en escrito firmado por Abogado 
y Procurador con la mayor concision y claridad, los fun- 
damentos de la queja. 
De dicho escrito acompañará copia autorizada que se 
entregará al Ministerio fiscal; y trascurridos tres dias, 
durante los cuales deberá éste exponer A la Sala lo que 
estime conveniente sobre la procedencia 6 improceden-
cia de la queja, se pasará el expediente al Magistrado 
ponente. 
Art. 868. Cuando el recurrente fuere insolvente 6 
tzeuviere habilitado para la defensa por pobre y durante 
el término del emplazamiento compareciere ante la 
Sala 2.a del Tribunal Supremo en la forma que previene 
el art. 874, la Sala mandará nombrarle Abogado y Pro-
curador de oficio para su defensa, y que se les entregue 
la copia certificada del auto denegatorio, para que en el 
término de tres dias formalicen el recurso de queja si lo 
consideraren procedente, b se excuse el Abogado en el 
caso de no hallar méritos para ello. 
Al formalizar la queja los defensores acompañarán 
copia del escrito que se entregará al Ministerio fiscal, 
procediéndose en los términos que establece el párrafo 
segundo del articulo anterior. 
Art. 869. La Sala 2.a del Tribunal Supremo, pré-
vio informe del Magistrado ponente y sin más trámi-
tes, dictará en vista de los escritos presentados la resolu-
cion que proceda, bastando cinco Magistrados para la 
decision de este recurso. 
Art. 870. Cuando la Sala estime fundada la queja, 
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revocará el auto denegatorio y mandará al Tribunal sen-
tenciador que expida la certificacion de la sentencia re-
clamada y practique lo demás que se previene en los ar-
tículos 858 y 861. 
Cuando la queja no sea procedente á juicio de la Sala, 
la desestimará con las costas y lo comunicará al Tribu-
nal sentenciador para los efectos correspondientes. Es 
aplicable á este recurso lo que más adelante se determi-
na en los dos últimos párrafos del art. 923. 
Art. 871. Contra la decision de la Sala 2 a del Tri-
bunal Supremo en el recurso de queja no se da recurso 
alguno. 
Art. 872. Cuando el recurrente en queja sea el Minis-
terio fiscal, se sustanciará el recurso solo con su audien-
cia Si lo fuere un acusador privado 6 particular, se tra-
mitará en los términos establecidos en los precedentes 
artículos. Solo cuando el procesado comparezca en forma 
legal dentro del término del emplazamiento, se le entre-
gará copia del escrito del recui<so para que, si lo estima 
conducente, pueda impugnarle en el término de tercero 
dia que fija el art. 868. 
6PCCION CUARTA. 
De la Interposition del recurso. 
Art. 873. El recurso de casacion por infraccion de 
ley se interpondrá en la Sala 2.a del Tribunal Supremo, 
dentro de los quince dias siguientes al de la entrega b 
remesa del testimonio de la resolucion si esta se hubiere 
dictado en la Península 6 de veinte si en las Islas Balea-
res, 6 de treinta si en Canarias. Trascurridos estos tér-
minos sin interponerlo, 6 en su caso el que hubiese con-
cedido el Supremo de conformidad con lo dispuesto en 
el art. 860, se tendrá por firme y consentida dicha re-
solucion, y el Tribunal mandará proceder á la ejecucion 
del fallo. 
En los mismos términos deberán adherirse al recurso 
las partes que puedan hacerlo. 
Art. 874. Este recurso se interpondrá en escrito fir-
mado por Abogado y Procurador autorizado con poder 
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bastante, sin que en ningun caso pueda admitirse la 
protesta de presentarlo; y en dicho escrito se consigna-
rán en párrafos numerados, con la mayor concision y cla-
ridad, sus fundamentos, y se citarán el artículo de la 
ley que lo autorice, y las leyes que se supongan infrin-
gidas. 
Con este escrito se presentará el testimonio antedicho, 
si hubiese sido entregado al recurrente y copia literal del 
recurso autorizada por la representacion del mismo. 
La adhesion al recurso se interpondrá en la forma ex-
presada en el párrafo primero de este artículo. 
Cuando el recurrente pobre tuviere en su poder el testi-
monio, podrá presentarlo con un escrito firmado por su 
Procurador, y en su defecto por él mismo 6 por otra 
persona á su ruego, en el cual manifieste su voluntad de 
interponer el recurso, y pida el nombramiento de Aboga-
do que se encargue de su defensa y el de Procurador que 
le represente, si tampoco lo tuviere. Esta disposicion será 
aplicable cuando el recurrente sea pobre 6 declarado in-
solvente, aunque haya nombrado Abogado y Procurador. 
Con la presentacion de dichos escrito y testimonio se ten-
drá por interpuesto el recurso. 
Art. 875. Cuando el recurrente fuese el acusador pri-
vado, y el delito 6 falta sea de los que pueden perseguir-
se de oficio, presentará su Procurador., con el escrito de 
interposicion; el documento que acredite haber deposita-
do 1.000 pesetas en el establecimiento público destinado 
al efecto, si el Ministerio fiscal no hubiere preparado ni 
deducido el mismo recurso contra la sentencia, debiendo 
consignarse tantos depósitos como acusadores recurrentes 
haya, á no ser que todos ellos hubiesen constituido una 
sola personalidad jurídica. 
Cuando el delito fuere de los que solo pueden perse-
guirse á instancia de parte, el depósito será de 500 pe-
setas. 
Cuando el recurrente fuese el actor civil, el depósito 
será de 200 pesetas, y si se trata de un responsable civil-
mente, de 100. 
Cuando fuere el procesado el recurrente, presentará á 
la Sala, con el escrito de interposicion, el documento que 
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acredite haber depositado 125 pesetas en el estableci-
miento público destinado al efecto. En el caso de que el 
Ministerio fiscal hubiere preparado el recurso, no se exi-
girá depósito alguno á los procesados que tambien le hu-
biesen preparado. 
Si el recurrente estuviese habilitado para defenderse 
como pobre, ó apareciese declarado insolvente, quedará 
obligado á responder de la cantidad referida, si viniere á 
mejor fortuna. 
Art. 876. En el caso previsto en el último párrafo 
del art. 874, ó cuando el Tribunal sentenciador hubiese 
remitido de oficio el testimonio de la sentencia recurrida, 
mandará la Sala nombrar dentro de tres dias Procura-
dor y Abogado para que este funde el recurso. 
Nombrados de oficio los defensores del recurrente, se 
entregará al Procurador el testimonio de la sentencia, á 
fin de que el Abogado interponga el recurso dentro de 
cinco dias precisos, ó manifieste en igual término si no 
encuentra motivos de casacion que alegar contra la sen-
tencia reclamada. De una ó de otra manifestacion se acom-
pañará copia literal autorizada por el Procurador. 
Si el Letrado designado no estimare procedente el re-
curso, deberá expresarlo asi, exponiendo las razones en 
que funde su opinion. 
La Sala dispondrá en este caso que en el antedicho 
término se nombre otro Abogado, y 'si este opinare del 
mismo modo, lo manifestará tambien, fundando su opi-
nion en el mismo plazo de cinco dias, y se nombrará un 
tercero en el término establecido para la designacion de 
los anteriores. 
Si el tercero fuere del mismo parecer, hará la manifes-
tacion en el plazo y forma prevenidos en el párrafo an-
terior. 
En este caso se pasarán los antecedentes al Fiscal, á 
fin de que funde el recurso en beneficio del que lo hubie-
se interpuesto, si lo creyere procedente, ó de lo contrario 
los devuelva con la nota de Visto. Si el Fiscal hiciere lo 
primero, se sustanciará el recurso en la forma ordinaria; 
si lo segundo, se tendrá por desestimado. 
El Letrado que deje trascurrir el término que se ex- 
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presa en los párrafos anteriores sin manifestar su opinion 
contraria al recurso. se considerará que acepta la defensa, 
y quedará obligado á fundarlo en el término que se le se-
ñale. 
Cuando dentro del emplazamiento, 6 al dia siguiente 
de la designacion, manifieste el Procurador del recurrente 
su propósito de interponer el recurso, 6 el Fiscal lo soli-
citare, se mandará por la Sala abrir el pliego que conten-
ga la certificacion de votos reservados, y comunicarle con 
los autos á las partes. En otro caso no se abrirá hasta 
que el recurso sea interpuesto, y desde el dia de su seña-
lamiento para la vista hasta su celebracion lo podrán exa-
minar las partes en la Secretaría. 
Art. 877. Los recursos se numerarán correlativamen-
te por el órden de si, presentacion, y del número que 
corresponda á cada uno se dará certificacion á los que lo 
hubiesen interpuesto, si lo pidieren. 
Los recursos contra las sentencias en que se imponga 
la pena de muerte, los de competencia y los de casos in-
fraganti se numerarán separadamente. 
Art. 878. Trascurrido el término del emplazamiento 
sin que haya comparecido el recurrente en la forma que 
segun los casos previene esta ley, la Sala 2.a del Tri-
bunal Supremo dictará sin más trámites auto decla-
rando desierto el recurso•, con imposicion de las costas al 
particular recurrente, comunicándolo así al Tribunal sen-
tenciádor,para los efectos que procedan. 
Art.: 87g. El Ministerio fiscal se ajustará para la pre-
paracimi é interposicion del recurso á los términos y  for-
mas prescritos en los artículos 855, 873 y 874, en cuanto 
le sean aplicables. 
SECCION QUINTA. 
De la sustanclaclon del recurso. 
Art. 880. Interpuesto el recurso y trascurrido el tér-
mino del emplazamiento, la Sala designará el Magistrado 
ponente que estuviere en turno, y mandará dar traslado 
de los autos por cinco dias y en su caso de la certificacion 
de votos reservados, á cada una de las partes personadas 
y al Fiscal si no fuere éste al recurrente, 
I 
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Tambien se entregarán á las respectivas partes las 
copias del recurso. 
Art. 881. Al dictar la providencia de que se habla en 
el articulo anterior, la Sala mandará nombrar Abogado 
y Procurador para la defensa del procesado, condenado 6 
absuelto por la sentencia, cuando no fuese el recurrente 
ni hubiese comparecido. 
El Abogado así nombrado no podrá excusarse de acep-
tar la defensa del procesado, como no sea por razon de 
alguna incompatibilidad, en cuyo caso se procederá al 
nombramiento de otro Letrado. 
Art. 882. Dentro del término del traslado, el Fiscal 
y las partes se instruirán y podrán impugnar la admision 
del recurso 6 la adhesion al mismo. 
Si le impugnaren, acompañarán, con el escrito de im-
pugnacion tantas copias del mismo cuantas sean las de-
más partes,,á quienes el Secretario hará inmediata entre-
ga de aquellas. 
Art. 883. Devuelto el expediente por el que última-
mente lo haya recibido, si se impugnare la admision 6 
adhesion, 6 la Sala considerare dudosa esta cuestion pré-
via, el Presidente señalará dia para decidirla. 
Art. 884. La vista de esta cuestion prévia se celebra-
rá en audiencia pública, por el brden de numeracion de 
los recursos, si al tiempo que llegare el turno á cada uno 
de ellos se hallase en estado de celebrarse la vista. 
Los recursos que se interpoxtgan contra sentencias en 
que se haya impuesto la pena de muerte, 6 contra las de 
competencias, asi como las que versen sobre delitos infra- 
ganti, serán despachados con preferencia. 
Art. 885. El acto de la vista se celebrará leyendo el 
Secretario la sentencia y los votos reservados, si los hu-
biere, el escrito interponiendo el recurso, el de adhesion, 
si lo hubiere tambien, y los de impugnacion en su caso. 
Será obligatoria la asistencia de los Abogados defenso-
res nombrados de oficio, y potestativa en el Ministerio 
fiscal. 
Informará primero el Abogado del recurrente, despues 
el de la parte contraria, y, por último, el Ministerio fiscal 
si concurriere, Si éste fuere el recurrente, hablará primero. 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 	 255 
Los informes se concretarán á la cuestion prévia que 
se debata. 
Art. 886. Concluida la audiencia del dia, la Sala de-
liberará sobre la admision de los recursos de que se hu-
biese dado cuenta, oyendo al Ponente, quien deberá para 
este efecto llevar redactado el proyecto de decision. 
Si la Sala creyere necesario aplazar ésta, podrá hacer-
lo; pero en ningun caso trascurrirán más de tres dias sin 
que se resuelva sobre la admision. 
Art. 887. El fallo se formulará de uno de los modos 
siguientes: 
1.0 «Admitido y concluso para la vista.» 
2.0 «No há lugar á la admision y comuníquese al Tri-
bunal sentenciador para los efectos correspondientes. » 
Art. 888. La resolucion en que se deniegue la admi-
sion del recurso será fundada y se publicará en la Gaceta 
de Madrid y en la Coleccion legislativa, expresando el 
nombre del Ponente. La en que se admita, no se fundará 
ni publicará. 
Los resultandos y considerandos de las decisiones', se 
limitarán á los puntos pertinentes á la cuestion resuelta. 
Cuando en una misma resolucion se deniegue la admi-
sion del recurso por alguno de sus fundamentos y se 
admita en cuanto á otros, ó cuando se admita el recurso 
interpuesto por un interesado y se deniegue respecto de 
otros, deberá fundarse aquella en cuanto á la parte dene-
gatoria y publicarse en la Gaceta de Madrid. 
La resolucion en que se deniegue la admision se redac-
tará en forma de sentencia. 
Art. 889. Para denegar la admision del recurso se-
rán necesarios cinco votos conformes. No reuniéndose 
esto número de votos, se tendrá por admitido. 
Art. 890. Cuando la Sala deniegue la admision del 
recurso y el recurrente haya constituido depósito, se le 
condenará á perderlo y se aplicará la mitad de él al re-
currido por via de indemnizacion, y la otra mitad se con-
servará por la Sala de gobierno para atender exclusiva-
mente con su importe á las necesidades imprevistas de la 
administracion de justicia, de personal y material. 
Si el recurrente no hubiese constituido depósito por ser 
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pobre, se dictará la misma resolucion para cuando mejore 
de fortuna. 
Art. 891. En el caso de que los defensores del recur-
rente hiciesen con arreglo al art. 876 la manifestacion do 
no encontrar motivos de casacion contra la sentencia re-
clamada, ni el Ministerio fiscal los expusiere dentro del 
plazo que concede el mismo articulo, la Sala, prévio infor-
me del Magistrado ponente, dictará auto desestimando el 
recurso preparado, y lo mandará comunicar al Tribunal 
sentenciador. 
Art. 892. Contra la resolucion de la Sala admitiendo 
ó denegando el recurso y la adhesion no se dará ningun 
otro. 
Art. 893. Cuando no se impugne la admision del re-
curso preparado, ni la adhesion pretendida por alguna 
parte, ni el Tribunal tuviere duda sobre la procedencia 
de una y otra, acordará de plano sin vista pública ni ci-
tacion de 'las partes, la admision del recurso y la de la 
adhesion en su caso. 
SECCION SEXTA. 
De in decision del recurso. 
Art. 894. Admitido el recurso de casacion y señala-
do dia para la vista, se verificará ésta en audiencia pú-
blica, con asistencia precisa de los defensores de las par-
tes designados de oficio y del Ministerio fiscal. A los Le-
trados nombrados de oficio que no concurran, se les im-
pondrán por la Sala las correcciones disciplinarias que 
estime merecidas atendida la gravedad é importancia del 
asunto. 
Art. 895. La Sala mandará traer la vista los recur-
sos, por el Orden de su admision, guardando el turno es-
pecial de preferencia para los mencionados en el párrafo 
segundo del art. 884. 
Si por cualquier accidente no pudiere tener lugar la 
vista en el dia señalado, se designará otro á la mayor 
brevedad, cuidando de no alterar en lo posible el Orden 
establecido. 
Ait, 896, La vista del recurso se celebrará en la for- 
^ 
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ma determinada en el primer párrafo del art. 885, con 
asistencia é informe oral de los Letrados de las partes, si 
éstas lo creyeren conveniente, y la del Ministerio fiscal 
en todo caso, hablaudo primero el recurrente, despues 
los que se hayan adherido al recurso, y, por último, los 
que lo impugnen. Siempre que el Ministerio fiscal contra-
diga el recurso, hablará el último. 
Art. 897. El Ministerio fiscal y los Letrados podrán, 
por el órden mismo en que hayan usado de la palabra, 
rectificar cualquier error de hecho, refiriéndose á los ad-
mitidos en la resolucion recurrida.  
No permitirá el Presidente discusion alguna sobre la  
existencia de los hechos consignados en dicha resolucion  
y llamará al órden al que intente discutirlos.  
Art. 898. Para la vista de los recursos de casacion  
asistirán siete Magistrados.  
. Art. 899. Concluida la audiencia pública, la ,Sala  fa-
llará el recurso dentro de cinco dias, pero cuando sea in-
dispensable, podrá prorogar hasta diez dias el término  
para redactar y publicar la sentencia.  
Art. 900. La sentencia se redactará de la manera si-
guiente:  
1.0 Se expresará la fecha, el delito sobre que verse la  
causa, los nombres de los procesados y acusadores parti-
culares que en ella hayan intervenido, el Tribunal de  
donde proceda, y las demás circunstancias generales que  
sirvan para determinar el asunto objeto del recurso.  
2.0 Bajo la palabra Resultando se trascribirán literal-
mente los de la sentencia ó auto recurridos, excepto aque• 
llos que sean de manifiesta impertinencia. 
3.0 Se expresará el contenido de la parte dispositiva 
del mismo fallo. 
4.0 Los motivos de casacion alegados por las respec• 
tivas partes. 
5.0 El nombre del Magistrado ponente. 
0.e En Considerandos, los fundamentos de derecho de 
 la resolucion.  
7.0 El .fallo. 
Art. 901. Cuando la Sala estime infringida la ley por 
cualquiera de los motivos alegados, declarará haber lu- 
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gar al recurso y casará y anulará la resolucion sobre que 
verse, mandando devolver el depósito al que lo hubiese 
constituido. 
Si estima que no ha habido infraccion, declarará no ha-
ber lugar al recurso y condenará al recurrente en costas 
y á la pérdida del depósito con destino á las atenciones 
determinadas en el art. 890, ó á satisfacer la cantidad 
equivalente, si se hubiese defendido como pobre, para 
cuando mejore de fortuna. 
Se exceptúa al Ministerio fiscal de la imposition de 
costas. 
Art. 902. Si la Sala casa la resolucion objeto del re-
curso, dictará á continuacion pero separadamente, la sen-
tencia que proceda, aceptando los fundamentos de hecho y 
los de derecho de la resolucion casada que no se refieran 
A los puntos que hayan sido objeto del recurso y la parte 
del fallo con éste compatible, reemplazando la parte casa-
da con la que corresponda segun las disposiciones lega-
les en que se haya fundado la casacion. 
Art. 903. Cuando sea recurrente uno de los procesa-
dos, la nueva sentencia aprovechará á los demás en lo que 
les fuere favorable, siempre que se encuentren en la mis-
ma situacion que el recurrente y les fueren aplicables los 
motivos alegados por los que se declare la casacion de la 
sentencia. Nunca les perjudicará en lo que les fuere ad- 
verso. 
Art. 904. Contra la sentencia de casacion y la que se 
dicte en virtud de la misma, no se dará recurso algune. 
Art. 905. Las sentencias en que se declare haber ó no 
lugar al recurso de casacion se publicarán  en la Gaceta 
de Madrid y en la Coleccion legislativa. 
Art. 906. Si las sentencias de que se trata en el ar-
tículo anterior recayesen en causas seguidas por cual-
quiera de los delitos contra la honestidad 6 contra el ho-
nor, se publicarán, suprimiendo los nombres propios de 
las personas, los de los lugares, y las circunstancias que 
puedan dar á conocer los acusadores, á los acusados y 
á los Tribunales que hayan fallado el proceso: 
Si por circunstancias especiales estimare la Sala que la 
publicacion de la sentencia á que se refiere el articulo 
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anterior ofende á la decencia pública, podrá ordenar en la 
propia sentencia que no se publique aquella. 
Art. 907. El desistimiento del recurso podrá hacerse 
en cualquier estado del procedimiento, prévia ratificacion 
del interesado, b presentando su Procurador poder espe-
cial para ello. Si las partes estuvieren citadas para la de-
cision del recurso, perderá el particular que desista la 
mitad del depósito si lo hubiere constituido, y pagará las 
costas procesales que se hubiesen ocasionado por su 
culpa. 
Art. 908. Las sentencias contra las cuales pueda in-
terponerse recurso de casacion no se ejecutarán hasta 
que trascurra el término señalado para prepararlo por 
infraccion de ley 6 interponerlo por quebrantamiento de 
forma. 
Si en dicho término se preparare 6 interpusiere el re- 
curso, quedará en suspenso hasta su terminacion la eje-
cucion de la sentencia, á ménos que ésta sea absolutoria, 
en cuyo caso, si el reo estuviere preso, será puesto en li-
bertad. - 
Art. 909. Cuando el recurso hubiere sido preparado 
éinterpuesto por uno de los procesados, podrá llevarse á 
efecto la sentencia desde luego en cuanto á los demás, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el art. 903. 
CAPÍTULO II. 
De los recursos de oasaoton. por quebrantamiento de forma. 
SECCION PRIMERA. 
De la procedencia del recurso. 
Art. 910. El recurso de casacion por quebrantamien-
to de forma procederá contra las sentencias que mencio-
na el art. 848. 
Art. 911. El recurso de casacion podrá interponerse 
por quebrantamiento de forma: 
1.0 Cuando se haya denegado alguna diligencia de 
prueba que, propuesta en tiempo y forma por las partes, 
se considere pertinente. 
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2.0 Cuandfse haya omitido la citacion del procesa-
do ya estuviere preso 6 en libertad, y la de la parte acu-
sadora y actor civil para su comparecencia en el acto 
del juicio oral y público, á no ser que estas partes hubie-
sen comparecido á tiempo dándose por citadas. 
3.° Cuando el Presidente del Tribunal se niegue á 
que un testigo conteste, ya en audiencia pública ya en 
 alguna diligencia que practique fuera de ella, á la pre-
gunta 6 preguntas que se le dirijan siendo pertinentes y 
do manifiesta influelicia en la causa. 
4.0 Cuando se desestime cualquiera pregunta por 
capciosa, sujestiva 6 impertinente, no siéndolo en reali-
dad, siempre que tuviera verdadera importancia para el 
resultado del juicio. 
Art. 912. Podrá tambien interponerse el recurso por 
la misma causa: 
1.o Cuando en la sentencia no se exprese clara y ter-
minantemente cuáles son los hechos que se consideren 
probados,. ó resulte manifiesta contradiccion entre ellos. 
2.0 Cuando no se resuelva en ella sobre todos los 
puntos que hayan sido objeto de la acusacion y de la de-
fensa. 
3.0 Cuando se pene en ella un delito más grave que 
el que haya sido objeto de la acusacion, si el Tribunal no 
hub:ere procedido préviamente como determina el ar-
ticulo 733. 
4.0 Cuando la sentencia haya sido dictada por menor 
número de Magistrados que el sefialado en la ley, 6 sin 
la concurrencia devotos conformes que por la misma se 
exigen. 
5.° Cuando haya concurrido á dictar sentencia al- 
gun Magistrado cuya recusacion, intentada en tiempo y 
forma y fundada en causa legal, se hubiese rechazado. 
Art. 913. No será admisible el recurso de casacion 
por quebrantamiento de forma eu los juicios sobre faltas. 
Art. 914. No será admisible el recurso por quebran-
tamiento de forma, si la parte qua intente interponerlo 
no hubiese reclamado la subsanacion de la falta, siendo 
posible, ni hecho la oportuna protesta con sjecion á lo 
dispuesto en la ley en los casos en que proceda. 
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Si el motivo en que se funde el recurso fuere la fal-
ta de citacion para sentencia, deberá hacerse la protesta 
antes de que aquella se dicte si hubiere tiempo para 
reclamar cuando la parte note la falta. Y si el motivo 
fuere la falta de citacion para alguna diligencia de prue-
ba ó la denegacion de prueba, deberá hacerse la reclama-
cion y protesta en el momento en que la parte haya teni-
do ocasion de observar la falta de la citacion y al ente-
rarse de la denegacion de la prueba. 
Art. 915. Podrán interponer este recurso las mismas 
partes á que so refiere el art. 854. 
SECCION SEGUNDA. 
De la tnterposielon del recurso. 
Art. 916. El recurso de casacion por quebrantamien-
to de forma se interpondrá ante el Tribunal sentencia-
dor, dentro del término de cinco dias á contar desde 
el siguiente al de la última notificacion de la sentencia. 
Art. 917. Se interpondrá este recurso por escrito 
autorizado con firmas de Letrado y Procurador, expre-
sándose en él: 
La fecha de la notificacion de la sentencia. 
La de la presentacion del recurso. 
El articulo de la ley que lo autorice. 
La falta de forma que se suponga cometida. 
La reclamacion practicada para subsanarla y su fecha, 
si la falta fuese de las que exigen este requisito. 
Cuando el recurrente sea el querellante particular 6 
actor civil, deberá tambien manifestar en el escrito que, 
para el caso de que el Tribunal admita el recurso, está 
dispuesto á presentar ante la Sala 3.a del Tribunal Su-
premo, dentro de los términos que se expresan en el 
articulo 859, el documento que acredite haber depositado 
eu el establecimiento público destinado al efecto, mil pe-
setas si el delito fuere público, y quinientas si fuere de 
los que sólo pueden perseguirse á instancia de parte. 
Cuando el recurrente fuere el procesado, estará exento 
de la obligacion de constituir depósito. Cuando el Minis-
terio fiscal hubiere interpuesto el recurso, tampoco estará 
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obligado a constituirlo el quere llante 6 acusador privado. 
Art. 918. El Tribunal sentenciador examinara sin 
oir a las partes: 
1.0 Si el recurso se ha interpuesto despues de haberse 
pronunciado sentencia definitiva. 
2.0 Si se ha interpuesto en el término de la ley. 
3.0 Si se funda en alguna de las causas expuestas en 
el art. 911 b en el 912. 
4. 0 Si la falta fué reclamada oportunamente en los 
casos en que esto fuese necesario. 
Art. 919. Si concurrieren todas estas circunstancias, 
admitirá el recurso y remitirá la causa ó el ramo de ella 
en que se suponga cometida la falta, con certificacion de 
la sentencia, de los votos reservados si los hubiere y  del 
auto admitiendo el recurso, a la Sala 3.a del Tribunal 
Supremo, citando y emplazando á las partes en los tér-
minos fijados en el art. 859. 
Si faltare alguna de las circunstancias referidas en el 
articulo anterior, no se admitirá el. recurso. 
Art. 920. La interposicion y admision del recurso 
por quebrantamiento de forma, producirá el efecto de 
suspender, hasta su resolucion definitiva, todo procedi-
miento para la ejecucion del fallo contra el que haya sido 
deducido, así como la sustanciacion del de infraccion de 
ley que se hubiere preparado por cualquiera de las partes. 
SECCION TERCERA. 
Del recurso de queja por denegadlo» de admision del de casacion por 
quebrantamiento de forma. 
Art. 921. Cuando el Tribunal sentenciador denegare 
la admision del recurso por quebrantamiento de forma, 
lo har d, por auto de que se dará copia al recurrente al 
tiempo de hacerle la notificacion. 
Art. 922. Si el recurrente se creyere agraviado por 
no admitirle el recurso, podrá acudir en queja a la 
Sala 3.a del Tribunal Supremo, haciéndolo presente al 
Tribunal sentenciador á los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 863. 
Este recurso se sustanciará y decidirá de la manera 
prevenida en dicho art. 863 y en los siguientes. 
J-, 
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Art. 923. Cuando la Sala revoque el auto denegatorio 
de la admision, ordenará al Tribunal que le remita la 
causa con los antecedentes necesarios con arreglo al ar- 
ticu 919. Cuando le confirme, comunicará su r esolucion 
al Tribunal sentenciador para los efectos correspon-
dientes. 
Contra estas resoluciones no se dará recurso alguno. 
Cuando resulten falsos los hechos alegados como fun-
damento del recurso, la Sala podrá imponer al particular 
recurrente una multa que no bajará de 250 pésetas ni 
excederá de 1.000. 
Si la responsabilidad fuere del Letrado, se le impondrá 
la correccion disciplinaria que sea procedente. 
BECCION MARTA. 
De la enstanolaelon del recureo. 
Art. 924. El recurso por quebrantamiento de forma 
se sustanciará por la Sala 3.a del Tribunal Supremo, en 
los términos y con los procedimientos establecidos pa-
ra los recursos por infraccion de ley en la seccion 5.° 
del capitulo 1.0 de este titulo, en cuanto sus dispo-
siciones no estén modificadas por los articulos siguientes. 
Art. 925. Los autos serán entregados al recurrente 
para su instruccion por término de cinco dias y por otro 
igual á cada una de las partes y al Fiscal. 
Al devolver el recurrente la causa, no podrá alegar 
nuevos motivos de casacion. 
La entrega de que habla el párrafo primero de este ar-
ticulo, no tendrá lugar cuando el recurrente sea querellan-
te particular y no haya presentado todavia el documento 
que acredite haber verificado el depósito prevenido en el 
artículo 917. 
Pero si estuviese declarado pobre ó insolvente, bastará 
que se obligue á responder del importe del depósito, si 
viniere á mejor fortuna. 
Art. 926. Si trascurre el término del emplazamiento 
sin haberse personado el recurrente, ó siendo éste quere-
llante particular ó actor civil no justifica la constitucion 
del depósito 6 no constituye apud acta la obligacion men- 
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cionada en el artículo anterior, se declarará desierto el re-
curso con imposicion de las costas al particular recurren-
te, y se devolverá la causa al Tribunal. 
Art. 927. Cuando el recurrente sea pobre, podrá com-
parecer personalmente, pidiendo el nombramiento de Abo-
gado y  Procurador que le defiendan. 
En tal caso, se observará lo dispuesto en el art. 876. 
Art. 928. Trascurrido el término de la entrega de los 
autos y hecha 6 no por las partes la manifestacion de 
instruidas  del recurso y de sus antecedentes, la 
Sala nombrará Ponente al Magistrado que se halle en 
turno, á quien se pasará la causa por término de cinco 
dias, y devuelta que sea, se señalará dia para la vista. 
SECCION QUINTA.  
De la decision del recurso.  
Art. 929. En el dia señalado para la vista, el Secreta-
rio dará cuenta de la sentencia, de los votos particulares, 
del escrito de interposicion del recurso y de la parte dula 
causa que se considere necesaria para dar cumplida idea 
de la falta alegada y sus fundamentos. 
Terminada la lectura por el Secretario, harán uso de la 
palabra los defensores de las partes y 
 el Fiscal. Este ha-
blará el último á no ser que hubiese interpuesto el re-
curso. 
Art. 930. Cuando la Sala estime haberse cometido la 
falta en que se funda el recurso, declarará haber lugar á 
él y ordenará la devolucion del depósito si se hubiese 
constituido, y la de la causa al Tribunal de que proceda, 
para que, reponiéndola al estado que tenia cuando se co-
metió la falta, la sustancie y termine con arreglo á de-
recho. 
Art: 931. Si la Sala estima no haberse cometido la 
falta alegada, declarará no haber lugar al recurso, con-
denará al particular recurrente ,en las costas y á la 
pérdida del depósito, si se hubiese constituido, 6 á la de 
su importe en su caso cuando viniere á mejor fortuna, y 
mandará devolver la causa al Tribunal sentenciador. 
Art. 932. Será aplicable á los recursos de casacion 
i^ 
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por quebrantamiento de forma lo dispuesto en los artícu-
los 905 y 906 de esta ley. 
Art. 933. En los recursos por quebrantamiento de for-. 
ma que el Ministerio scal interponga, Be estará á lo dis-
puesto en las diversas secciones de este capítulo. 
CAPITULO III. 
De la interposition, sustanciacion y resolution del recurso 
de casacion por infraccion de ley y por quebrantamiento 
de forma. 
Art. 
 934. Lo dispuesto en esta ley respecto de los re-
cursos de casacion por infraccion de ley y por quebranta-
miento deforma, tendrá aplicacion á los recursos quo á la 
vez se funden en infraccion de ley y quebrantamiento de 
forma, con las modificaciones que en esta section se esta-
blecen. 
Art. 935. Los recursos de casacion por infraccion de 
ley y por quebrantamiento de forma se interpondrán den-
tro del término que fija el art. 916, fundando el de que-
brantamiento de forma con arreglo al artículo 917 y 
anunciando el de infraction de ley. 
Art. 936. El Tribunal sentenciador, con vista del es-
crito, admitirá ó denegará únicamente el recurso de casa-
cion por quebrantamiento de forma, con arreglo á lo esta-
blecido en los artículos 918 y 919, teniendo por anunciado 
el recurso por infraccion de ley. 
Art. 937. Cuando el Tribunal admita el recurso, ele-
vará á la Sala 3.a del Tribunal- Supremo la causa con 
los antecedentes expresados en el art. 919. En este caso 
se entenderá preparado el recurso de casacion por infra°• 
cion de ley, corriendo para ambos recursos el mismo plazo 
legal. 
Art. 938. Cuando el Tribunal deniegue el recurso, los 
interesados podrán recurrir en queja á la Sala 3.a del 
Tribunal Supremo contra el auto denegatorio, en el tiem-
po y forma que preceptiía el art. 922. 
Art. 939. Si la Sala 3.a del Tribunal Supremo re-
voca el auto denegatorio, dirigirá órden al Tribunal para 
n 
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que le remita la causa, á tenor de lo que se establece en 
el art. 923. En este caso se entenderá tambien preparado 
el recurso de casacion por infraccion de ley. 
Art. 940. Si la Sala 3.a confirma el auto denegato-
rio, comunicará su resolucion al Tribunal para los efec-
tos que haya lugar. 
Art. 941. Los efectos del auto confirmando la denega-
cion serán, respecto del recurso de casacion por infraction 
de ley, los siguientes: 
1.0 Hacer imposible su interposicion, cuando el auto 
confirmando el denegatorio de la admision del recurso de 
casacion en la forma se haya fundado en haberse presen-
tado el escrito proponiendo este último recurso y prepa-
rando el otro fuera del término legal. 
2.0 Dejar expedita su interposicion en su caso y lu-
gar, cuando el auto confirmando el denegatorio de la ad-
mision del recurso de casacion en la forma, se haya fun-
dado en la no concurrencia de las demás circunstancias 
expresadas en el art. 918. 
Art. 942. En este último caso, si el recurrente lo pi-
diere dentro del término de tercero dia contado desde el 
en que se le haya notificado la confirmacion del auto de-
negatorio, la Sala 2 .a del Tribunal Supremo mandará 
al Tribunal sentenciador que expida y entregue al re-
currente, ó en su caso remita, dentro del término de tres 
dias, testimonio de la resolucion para que pueda seguir 
el recurso por infraccion de ley, y que cite al efecto á las 
partes, cumpliendo en un todo con lo que se ordena en 
los artículos 858 y 859 de esta ley. 
Art. 943. Admitido por el Tribunal sentenciador el 
recurso por quebrantamiento de forma y remitida la causa 
á la Sala 3.a del Tribunal Supremo, se sustanciará y 
resolverá con arreglo A, lo dispuesto en las secciones 4.a 
y 5.a del capitulo 2.0 de este libro. 
Art. 944. Cuando la Sala 3.a declare no haber lu-
gar al recurso por quebrantamiento de forma, condena-
rá al particular recurrente en las costas y á la pérdida 
del depósito, si lo hubiese constituido, y acordará que 
pase la causa á la Sala 2.a, la cual, luego que la re-
çiba, mandará entregarla al recurreñte por término de 
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cinco dias para que interponga el recurso por infraccion 
de ley, con arreglo á la seccion 4.a del capítulo 1.0 
Art. 945. Formulado el recurso por infraccion de ley, 
se sustanciará conforme á lo dispuesto en la seccion 5.a 
del mismo capitulo 1.0 
Art. 946. Cuando el recurrente no estuviere habilita-
do como pobre, al devolver la causa interponiendo el re-
curso, deberá presentar el documento que acredite haber 
hecho el correspondiente depósito, en conformidad con lo 
establecido en el art. 875. 
CAPÍTULO IV. 
Del reourse de casacion en las causas de muerte. 
Art. 947. Contra las sentencias que no haya dictado 
el Tribunal Supremo é su Sala 2.a, en las cuales se 
imponga la pena de muerte, se considerará admitido de 
derecho, en beneficio del reo, el recurso de casacion. 
Art. 948. El Tribunal de lo criminal, terminado el 
plazo establecido en el art. 916, Aun cuando no so haya 
interpuesto recurso de casacion, elevará la causa á la Sala 
segunda del Tribunal Supremo, acompañando certifica-
cion de los votos reservados, si los hubiere, ó negativa en 
su caso. 
Art. 949. Si dentro del término de cinco dies despues 
de recibida la causa en la Sala 2.a del Tribunal Su-
premo se presentaren los defensores nombrados por el 
reo pidiendo vista para sostener la procedencia del recur-
so, se les tendrá por parte y se les mandará entregar por 
el término de cinco dios. Si no se presentaren dentro de 
aquel plazo, la Sala mandará nombrar de oficio Procura-
dor y Abogado que defiendan al reo, entregándoles el 
proceso por igual término de cinco dias. 
Al devolver la causa; los defensores del reo expondrán 
si existe alguno de los motivos que autorizan el recurso, 
ya sea por infraccion de ley por quebrantamiento de for-
ma, con arreglo á las disposiciones de esta ley. 
Art. 950. Por el mismo término y con idéntico fin se 
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entregará la causa á las demás partes si se hubiesen per-
sonado, y al Fiscal. 
Art. 951. Al devolver las partes la causa, alegarán en 
el mismo escrito los fundamentos que existan, si en su 
concepto los hubiere para la casacion de la sentencia, bien 
por quebrantamiento de forma, bien por infraccion de ley. 
La Sala 2.a, prévios los trámites ordinarios, podrá -de-
clarar haber lugar al recurso por infraccion de ley por 
quebrantamiento de forma, aunque no lo hubiesen soste-
nido como procedente las partes personadas ni el Fiscal. 
Cuando la Sala declare la procedencia del recurso por 
quebrantamiento de forma, ordenará al mismo tiempo lo 
que se determina en el art. 930. 
Art. 952. La sustanciacion de los recursos interpuestos 
por las partes en causas de muerte, se acomodará á las re-
glas indicadas en este capitulo. 
Art. 953. Cuando se declare no haber lugar al recurso 
por ninguna causa,' la Sala mandará pasar los autos al 
Fiscal, y con lo que éste exponga y con vista de los méri-
tos del -proceso, si encontrare algun motivo de equidad 
para aconsejar que no se ejecute la sentencia firme, pro -
pondrá á S. M., por conducto del Ministro de Gracia y 
Justicia, la conmutacion de la pena. 
TITULO II. 
DEL RECURSO DE REVISION. 
Art. 954. Habrá lugar al recurso de revision contra 
las sentencias firmes en los casos siguientes: 
1.0 Cuando estén sufriendo condena dos ó más perso-
nas, en virtud de sentencias contradictorias, por un mismo 
delito que no haya podido ser cometido más que por una 
sola. 
2.0 Cuando esté sufriendo condena alguno como autor, 
cómplice ó encubridor del homicidio de una persona cuya 
existencia se acredite despues de la condena. 
3.0 Cuando esté sufriendo condena alguno en virtud 
de sentencia cuyo fundamento haya sido un documento 
• 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 
	 269 
declarado despues falso, por sentencia firme en causa 
 
criminal. 
Art. 955. El recurso de revsión podrá promoverse por  
los penados y por sus cónyuges, descendientes, ascendien-
tes y hermanos, acudiendo al Ministerio de Gracia y 
 
Justicia con solicitud motivada.  
Art. 956. El Ministerio de Gracia y Justicia, prévia  
formacion de expediente, podrá ordenar al Fiscal del 
 
Tribunal Supremo que interponga el recurso, cuando á su 
 juicio hubiese fundamento bastante para ello. 
 
Art. 957. El Fiscal del Tribunal Supremo podrá tam-
bien, sin necesidad de dicha órden, interponer el recurso  
ante la Sala 2.a, siempre que tenga conocimiento de algun 
 
caso en que proceda.  
Art. 958. En el caso del núm. 1.0 del art. 954, la Sa-
la declarará la contradiccion entre las sentencias, si en  
efecto existiere, anulando una y otra, y mandará instruir  
de nuevo la causa al Tribunal á quien corresponda el co-
nocimiento del delito.  
En el caso del núm. 2.0 del mismo articulo la Sala, 
 
comprobada la identidad de la persona cuya muerte hu-
biese sido penada, anulará la sentencia firme. 
 
En el caso del núm. 3.0 del referido articulo, dictará la  
Sala la misma resolucion, con vista de la ejecutoria que 
 
declare la falsedad del documento, y mandará al Tribunal  
á quien corresponda el conocimiento del delito instruir de 
nuevo la causa. 
Art. 959. El recurso de revision se sustanciará oyen-
do por escrito una sola vez al Fiscal y otra á los pena-
dos, que deberán ser citados, si antes no comparecieren.  
Cuando pidieren la union de antecedentes á los autos, la 
Sala acordará sobre este particular lo que estime más 
oportuno. Despues seguirá el recurso los trámites esta-
blecidos para el de casacion por infraccion de ley, y la 
Sala, con informe oral 6 sin él segun acuerde en vista de 
las circunstancias del caso, dictará sentencia que será 
irrevocable.  
Art. 960. Cuando por consecuencia de la sentencia 
firme anulada, hubiese sufrido el condenado alguna pena 
corporal, si en la nueva sentencia se le impusiere alguna  
^ 
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otra, se tendrá en cuenta para el cumplimiento de ésta 
todo el tiempo de la anteriormente sufrida y su impor-
tancia. 
Art. 961. Aun cuando haya fallecido el penado, po-
drán su viuda, ascendientes 6 descendientes legítimos, le-
gitimados 6 naturales reconocidos solicitar el juicio de 
revision por alguna de las causas enumeradas en el ar-
tículo 954, con objeto de rehabilitar la memoria del di-
funto y de que se castigue en su caso al verdadero cul-
pable. 
LIBRO SEXTO. 
DEL Pi?OCED1iMIENTO PAILA EL JUICIO SOBRE FALTAS. 
TITULO PRIMERO. 
DEL JUICIO SOBRE FALTAS, EN PRIMERA INSTANCIA. 
Art. 962. Luego que el Juez municipal tenga noticia 
de haberse cometido alguna de las faltas previstas en el 
libro 3.0 del Código penal que pueda perseguirse de ofi-
cio, mandará convocar juicio verbal al Fiscal munici• 
pal, al querellante si lo hubiere, al presunto culpable y A 
los testigos que puedan dar razon de los hechos, señalan-
do dia y hora para la celebracion del juicio. 
Art. 963. Del mismo modo dispondrá la celebracion 
del juicio verbal, pero sin convocar al Fiscal municipal, 
cuando la falta sólo pueda perseguirse á instancia de 
parte legítima y ésta solicite la represion. 
Art. 964. El juicio deberá celebrarse en el local del 
Juzgado municipal dentro de los tres dial siguientes al de 
la fecha del en que tuviere noticia el Juez de haberse co-
metido la falta. 
El Juez municipal podrá, sin embargo, de oficio ó á 
instancia de parte, señalar un dia más lejano para la ce• 
lebracion del juicio, cuando haya para ello causa bastan-
te, que hará constar en el expediente. 
Cuando algun testigo importante, é una de las partes 
que resida dentro del término municipal, estuvieren físi-
camente impedidos de concurrir al local del Juzgado, po-
drá tambien el Juez disponer la celebracion del juicio 
272 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
en el punto que considere conveniente, fundando su reso-
lucion. 
Art. 965. A la citacion que se haga á los presuntos 
culpables acompañará copia de la querella, si se hubiese 
presentado, y en dicha citation se expresará que el citado 
debe acudir al juicio con las pruebas que tenga. Siempre 
deberán trascurrir, cuando ménos, veinticuatro horas en-
tre el acto de la citacion del presunto culpable y el de la 
celebracion del juicio, si el citado reside dentro del térmi-
no municipal; y un dia más por cada 20 kilómetros de 
distancia, si residiere fuera de él. 
Art. 966: Cuando los citados como partes y los testi-
gos no comparezcan ni aleguen justa causa para dejar de 
hacerlo, podrán ser multados en la cantidad que deter-
mine el Juez municipal, hasta el máximun de 25 pesetas. 
En la misma multa incurrirán los peritos que no acu-
dan al llamamiento del Juez municipal. 
Art. 967. A los testigos y á los presuntos culpables 
que residan fuera del territorio municipal se les recibirá 
declaracion por medio de exhorto, con citacion del quere 
llante particular, si lo hubiere, y en presencia del Minis-
terio fiscal, si la falta pudiere perseguirse de oficio. 
Dichas declaraciones se recibirán y redactarán con las 
formalidades establecidas respectivamente en la presen-
te ley. 
Art. 968. En el caso de que por motivo justo no pue-
da celebrarse el juicio verbal en el dia señalado ó de que 
no pueda concluirse en un solo acto, el Juez municipal 
señalará el dia más inmediato posible para su celebracion 
6 continuacion, haciéndolo saber á los interesados. 
Art. 969. El juicio será público, dando principio por 
la lectura de la querella, si la hubiere, siguiendo á esto 
el eximen de los testigos convocados, y practicándose las 
demás pruebas que propongan el querellante, denuncia-
dor y Fiscal municipal, si asistiere, siempre que el Juez 
las considere admisibles. Seguidamente se oirá al acusa-
do, se examinarán los testigos que presente en su descar-
go, y se practicarán las demás pruebas que ofrezca y fue-
. ren pertinentes, observándose las prescripciones de esta 
ley en cuanto sean aplicables. Acto continuo expondrán 
i 	  
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de palabra las partes lo que crean conveniente en apoyo 
 
de sus respectivas pretensiones, hablando primero el Mi-. 
 
nisterio fiscal si asistiere, despues el querellante particu-
lar, y por último el acusado. 
 
El Fiscal municipal asistirá á los juicios sobre faltas, 
siempre que á ellos sea citado con arreglo al art. 962. 
Art. 970. Si el presunto culpable de una falta reside 
 
fuera del término municipal, no tendrá obligacion de con-
currir al acto del juicio, y podrá dirigir al Juez munici-
pal escrito alegando lo que estime conveniente en su de-
fensa, y apoderar persona que presente en aquel acto las 
 
pruebas de descargo que tuviere.  
Art. 971. La ausencia del acusado no suspenderá la 
 
celebracion ni la resolucion del juicio, siempre que conste 
 
habérsele citado con las formalidades prescritas en esta 
 
ley, y con los requisitos del art. 965, á no ser que el Juez 
 
municipal, de oficio 6 á instancia de parte, crea necesaria 
la declaracion de aquél. 
Art. 972. De cada juicio se extenderá un acta diaria, 
expresando clara y sucintamente lo actuado, la cual se 
firmará por todos los concurrentes al mismo que puedan 
hacerlo, á cuyo efecto deberá el Juez municipal adoptar 
las disposiciones necesarias para que no se ausenten has-
ta que dicha acta esté extendida. 
Art. 973. Dentro del término fijado en el párrafo se-
gundo del art. 203, el Juez municipal dictará sentencia. 
Art. 974. La sentencia se llevará á efecto por el Juez 
municipal inmediatamente de trascurrido el término fija-
do en el cuarto párrafo del art. 212, si no hubiere apela-
do ninguna de las partes. 
Art. 975. Si se hubiese apelado, se admitirá en am-
bos efectos el recurso para ante el Juez de instruccion á 
que corresponda el Juzgado municipal, haciéndose cons-
tar la interposicion del recurso por diligencia que exten-
derá el Secretario municipal y firmará el apelante, y si 
no supiere, un testigo á su ruego.  
Art. 976. Admitida que sea la apelacion, se remitirán  
los autos originales por el Juez municipal al de instruc-
cion, haciéndose saber la remision y emplazándose al  
Fiscal municipal si hubiere sido parte en el juicio, y á 
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los demás interesados, para que en el término de cinco 
dias acudan á usar de su derecho ante el Juez de instruc-
cion, 
TÍTULO II. 
DEL JUICIO SOBRE FALTAS, EN SEGUNDA INSTANCIA. 
Art. 977. Recibidas las diligencias por el Juez de ins-
truccion y trascurrido que sea el término del emplaza-
miento, 51 el apelante se hubiere personado, sefialará dia 
para la vista, mandando que se pongan de manifiesto á las 
partes en la Secretaría por el término de cuarenta y ocho 
horas. Si el apelante no se hubiese personado en el tér-
mino del emplazamiento, el Juez declarará desierto el re-
curso y devolverá los autos al Juez municipal á costa de 
aquél. 
En esta segunda instancia intervendrá en representa-
cion del Ministerio fiscal, el Fiscal municipal en quien de-
legue el Fiscal de la respectiva Audiencia. Podrá tambien 
llevar su representacion cualquiera de los auxiliares del 
Ministerio fiscal de la misma Audiencia, designado por 
el Fiscal cuando el Juzgado de instruccion resida en la 
misma poblacion que la Audiencia. 
Art. 978. La vista será pública y comenzará por la 
lectura de los autos remitidos. Se oirá en seguida al Fis-
cal, cuya asistencia será precisa si la falta fuere de las 
que deben perseguirse de oficio, y á los interesados 6 á 
sus legítimos representantes si concurrieren, y acto con-
tinuo se dictará sentencia, la cual se notificará á dicho 
Fiscal y á los interesados presentes. 
Art. 979. No se admitirá en la segunda instancia otra 
prueba que la que, habiendo sido propuesta en la prime-
ra, no hubiere podido practicarse por causa ajena á la vo-
lun tad del que la hubiese propuesto. 
Art. 980. Para hacer la prueba á que se refiere el ar-
ticulo anterior podrá concederse un término que no pase 
de diez dias, expidiéndose para que tenga lugar los man-
damientos 6 exhortos que fueren necesarios. 
Art. 981. Contra la sentencia que se dicte en seguad e 
T 
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instancia no habrá lugar á más recurso que el de casacion 
por infraccion de ley. 
Si trascurrido el término fijado en el párrafo cuarto del 
articulo 212 no se hubiese preparado el recurso mencio-
nado, el Juez de instruccion mandará devolver al Juez 
municipal los autos originales, acompafiándolos con certi-
ficacion de la sentencia dictada, pa ^a que éste proceda á 
su ejecucion. 
Art. 982. Los Jueces municipales reunirán todas las 
actuaciones de cada juicio y las coleccionarán á fin de 
ario formando con ellas los tomos necesarios que, despues 
de convenientemente encuadernados, se conservarán en el 
archivo del mismo Juzgado. 

r 
LIBRO SÉTIMO, 
DE LA EJECUCION DE LAS SENTENCIAS. 
Art. 983. Todo procesado absuelto por la sentencia 
será puesto en libertad inmediatamente, á ménos que el 
ejercicio de un recurso que produzca efectos suspensivos 
6 la existencia de otros motivos legales, hagan necesario 
el aplazamiento de la escarcelacion, lo cual se ordenará 
por auto motivado. 
Art. 984. La ejecucion de la sentencia en los juicios 
sobre faltas corresponde al Juez municipal que haya co-
nocido del juicio. 
El Juez de instruccion que haya conocido en apelacion 
de un juicio sobre faltas, remitirá certificacion de la sen-
tencia firme al Juez municipal correspondiente para los 
efectos del párrafo anterior. 
Art. 985. La ejecucion de las sentencias en causas 
por delito corresponde al Tribunal que haya dictado la 
que sea firme. 
Art. 986. Sin embargo de lo dispuesto en el articulo 
anterior, la sentencia dictada á continuacion de la de ca-
sacion por la Sala 2.a del Tribunal Supremo se ejecuta-
rá por el Tribunal que hubiese pronunciado la sentencia 
casada, en vista de la certificacion que al efecto le remiti-
rá la referida Sala. 
Art. 987. Cuando el Tribunal á quien corresponda la 
ejecucion de la sentencia no pudiere practicar por sí mis-  . 
mo todas las diligencias necesarias, comisionará al Juez 
del partido 6 demarcacion en que deban tener efecto para 
clue las practique. 
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Art. 988. ' Cuando una sentencia sea firme con arreglo 
á lo dispuesto en èl art. 141 de esta ley, lo declarará así 
el Juez ó el Tribunal que la haya dictádo. 
Hecha esta declaracion, se procederá á ejecutar la sen-
tencia, aunque el reo esté sometido á otra causa, en cuyo 
caso se le conducirá, cuando sea necesario, desde el esta-
blecimiento penal en que se halle cumpliéndo la condena, 
al lugar donde se esté instruyendo la causa pendiente. 
Art. 989. Cuando la pena impuesta en sentencia firme 
sea la de muerte, la Sala del Tribunal Supremo no remi-
tirá la certificacion que se expresa en el art. 986 hasta 
que el Ministro de Gracia y Justicia haya acusado el re-
cibo del informe de que se trata en el art. 953. 
Ejecutada que sea la pena de muerte, se extenderá en 
los autos diligencia por el Secretario que hubiese asistido 
á ella, dándose conocimiento inmediatamente al Ministe-
rio de Gracia y Justicia y al Tribunal Supremo. 
Art. 990. Las penas se ejecutarán en la forma y tiem-
po prescritos en el Código penal y en los reglamentos. 
Corresponde al Juez ó Tribunal á quien el presente 
Código impone el deber de hacer ejecutar la sentencia, 
adoptar sin dilation las medidas necesarias para que el 
condenado ingrese en el establecimiento penal destinado 
al efecto, á cuyo fin requerirá el auxilio de las Autorida-
des administrativas, que deberán prestárselo sin excusa 
ni pretexto alguno. 
La competencia del Juez ó Tribunal para hacer cum-
plir la sentencia excluye la de cualquiera Autoridad gu-
bernativa hasta que el condenado tenga ingreso en el es-
tablecimiento penal, ó se traslade al lugar en donde deba 
cumplir la condena. 
Los Tribunales ejercerán además las facultades de ins• 
peccion que las leyes y reglamentos les atribuyan sobre 
la manera de cumplirse las penas. 
Art. 991. Los confinados que se supongan en estado 
de demencia serán constituidos en observacion, instru-
yéndose al efecto por la Comandancia del presidio en que 
aquellos se encuentren un expediente informativo de los 
hechos y motivos que hayan dado lugar á la sospecha de 
la demencia, en el que se consigne el primer juicio, ó por 
a 
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lo ménos lo certificacion de los Facultativos que los ha-
yan examinado y observado. 
Art. 992. Consignada la gravedad de la sospecha, el 
Comandante del presidio dará cuenta inmediatamente, 
con copia literal del expediente instruido, al Presidente 
del Tribunal sentenciador de que procedan los confina-
dos, sin perjuicio de ponerlo en conocimiento de la Di-
reccion general de Establecimientos penales. 
Art. 993. El Presidente pasará el expediente á que se 
refiere el artículo anterior al Tribunal sentenciador, el 
cual, con preferencia, oirá al Fiscal y al acusador particu-
lar de la causa si lo hubiere, y dándose intervencion y 
audiencia al defensor del penado ó nombrándosele de ofi-
cio para este caso si no lo tuviese, acordará la instruccion 
más Amplia y formal sobre los hechos y el estado físico 
y moral de los pacientes, por los mismos medios legales 
de prueba que se hubieran empleado si el incidente hu-
biese ocurrido durante el seguimiento de la causa, comi-
sionando al efecto al Juez de instruccion del partido en 
que se hallen los confinados. 
Art. 994. Sustanciado el incidente á que se refieren 
los artículos anteriores en juicio contradictorio si hubie-
se oposicion, y en forma ordinaria si no la hubiese, y des- 
pues de oir las declaraciones juradas de los peritos en el 
arte de curar y, en su caso, de la Academia de Medicina 
y Cirujía, se dictará el fallo que proceda. El fallo se co-
municará al Comandante del presidio quien, si se hubie-
se declarado la demencia, trasladará al penado demente 
al establecimiento que corresponda, todo sin perjuicio de 
cumplir con lo que el Código penal previene si, en cual-
quier tiempo, el demente recobrase su juicio. 
Art. 995. Cuando la pena impuesta sea la de inter-
diccion civil, cuidará el Juez ó Tribunal de que se obser-
ven las reglas establecidas en el art. 4.0 de la ley de 18 de 
Junio de 1870 sobre efectos civiles de la `interdiccion y 
de que se inscriba la prohibicion de disponer de los bie- 
nes en los Registros de la Propiedad de los partidos en 
que el penado los tuviere. 
Art. 996. Las tercerías de dominio ó de mejor dere-
cho que puedan deducirse, se sustanciarán y decidirán 
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con sujecion á las disposiciones establecidas en la ley de 
Enjuiciamiento civil. 
Art. 997. El Juez de instruction á quien se hubiere 
cometido la práctica de algunas diligencias para la ejecu - 
cion de la sentencia, dará inmediatamente cuenta del 
cumplimiento de las mismas al Tribunal sentenciador, 
con testimonio en relacion de las practicadas al intento, 
el cual se unirá á la causa. 
Art. 998. Las referidas diligencias se archivarán por 
el Secretario del Juez que en ellas haya intervenido. 
DISPOSICION FINAL. 
Quedan derogadas todas las leyes, Reales decretos, Re-
glamentos, Ordenes y Fueron anteriores en cuanto con-
tengan reglas de Enjuiciamiento criminal para los Jueces 
y Tribunales del  fuero comun. 
Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior el 
Real decreto de 20 de Junio de 1852 y las demás dispo-
siciones vigentes sobre el procedimiento por delitos de 
contrabando y defraudacion. 
Aprobada por S. M.—San Ildefonso 14 de Setiembre 
de 1882. —Manuel Alonso J artinez. 
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ADVERTEl11CIA.S. 
1.a Como anunciamos en el último tomo pu-
blicado, con el presente terminan los impor 
tantes Comentarios del , Sr. Martinez del Campo; 
y con objeto de que nuestros•favorecedores ten-
gan en la misma obra todo el Código de proce-
dimiento criminal, hemos incluido en este tomo 
el resto de la ley. 
2.a Es sensible la conducta de algunos . seño-
res Suscritores que, á pesar de la obligacion en 
que se hallan de satisfacer adelantado el importe 
de. su suscricion, no lo han hecho, sin embargo de 
haber recibido ya todos los tomos del presente 
plazo. Rogarnos á los que se encuentren en este 
caso, satisfagan las ocho pesetas á la mayor bre-
vedad, pues la empresa, que cumple religiosa-
mente sus compromisos, sale muy perjudicada 
con estos retardos. Si para el 25 de Abril no han 
satisfecho su. suscricion, tendremos que girar 
contra ellos con el recargo consiguiente , sir-
viendo de aviso esta advertencia. 
Los pedidos de esta obra, así como de todas 
las demás publicadas por la Biblioteca, pueden 
hacerse en las principales librerías y en la Ad-
ministracion, 
Plaza del Progreso, 10, segundo. 
